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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchon, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio
--Uriarte Herrera, Gonzalo
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y de Salud, señor Jaime Mañalich Muxi. Asimismo, se encontraba presente el Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Atton Palma.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario subrogante, el señor Julio Cámara Oyarzo.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 17 señores Senadores.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 49ª y 50ª, ordinarias, en 27 y 28 de agosto del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor CÁMARA (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (boletín Nº 8.207-07). 



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, para el despacho del proyecto que modifica la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, limitando la prohibición de ingreso a la Administración Pública (boletín Nº 8.520-06).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que requiere el acuerdo del Senado para nombrar al señor Genaro Arriagada Herrera y a la señora María Esperanza Silva Soura integrantes del Consejo Nacional de Televisión, por el término de 8 años (boletín Nº S 1.603-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero informa que aprobó, con las enmiendas que señala, el proyecto de ley que sanciona la comercialización del hilo “curado” (boletín Nº 8.576-11) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Salud. 



Con el segundo comunica que dio su aprobación a las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto que modifica la ley Nº 20.378, que crea un subsidio nacional al transporte público remunerado de pasajeros, para incrementar los recursos del subsidio y crear el Fondo de Apoyo Regional (FAR) (boletín Nº 8.289-15).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Del señor Ministro de Defensa Nacional:


Adjunta respuesta del señor Comandante en Jefe de la Armada a la consulta, cursada en nombre del Senador señor Navarro, sobre vertimiento del resto náufrago M/N “Ocean Breeze” en las costas de Llolleo, comuna de San Antonio.  



Del señor Ministro de Salud:


Responde solicitudes de información, enviadas en nombre de la Senadora señora Rincón, sobre los asuntos siguientes:



1.-  Monto del presupuesto de salud en la Región del Maule y su distribución entre los establecimientos asistenciales que atienden las comunas de Colbún, Linares, San Javier, Villa Alegre, Yerbas Buenas, Cauquenes, Chanco, Longaví, Parral, Pelluhue y Retiro.



2.- Posibilidad de adelanto de la hora médica que requiere una paciente domiciliada en la comuna de Pelluhue, que sufre de obesidad mórbida, para su tratamiento en el Hospital de Curicó.



De la señora Directora del Servicio Electoral (s):


Adjunta documento que contiene el cronograma definitivo de actividades que operará con ocasión de las elecciones presidenciales, parlamentarias y de consejeros regionales, que se efectuarán el día 17 de noviembre del año en curso.



Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero:


Atiende solicitud, cursada en nombre del Senador señor Navarro, relativa a diversos aspectos relacionados con el rechazo de un lote de semillas de maíz, enviado desde Chile a Alemania como convencionales, por haberse detectado en ellas trazas de maíz transgénico.



Del señor Alcalde de Concepción:


Contesta solicitud de información, formulada en nombre del Senador señor Navarro, en lo que atañe a las medidas adoptadas por ese municipio respecto de los locatarios del Mercado Central de Concepción, damnificados por un incendio reciente.



Del señor Alcalde de Temuco:


Responde consulta, remitida en nombre del Senador señor García, acerca de la petición de la Agrupación de Pequeños Emprendedores Taxi-Cargo Miraflores para que se instale un paradero en calle Matta, entre Miraflores y Avenida Balmaceda, que permita el desarrollo normal de sus actividades. 



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 20.571 con el objeto de incentivar el desarrollo de generadoras residenciales y hacer aplicable sus disposiciones a todos los sistemas eléctricos del país (boletín Nº 8.999-08) (Véase en los Anexos, documento 3). 



De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite legisaltivo, que establece que el Estado debe eliminar los obstáculos que, de hecho, impidan el pleno desarrollo de las personas (boletín Nº 8.871-07) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Quedan para tabla.

Proyectos de acuerdo



De los Senadores señores Prokurica, Frei, García-Huidobro, Girardi, Horvath y Kuschel, con el que solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República un mecanismo de reasignación de las viviendas sociales para el caso en que el beneficiario incumpla sus obligaciones de habitación o de no enajenar (boletín Nº S 1.604-12) (Véase en los Anexos, documento 5).


De los Senadores señor Tuma, señoras Allende, Rincón y Von Baer y señores Escalona, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar, con el que se condena el uso de armas químicas y se rechaza cualquier intervención bélica unilateral al margen del orden jurídico internacional (boletín Nº S 1.605-12) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta. 

)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica, para un asunto reglamentario.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, le solicito recabar la unanimidad de la Sala para que el proyecto que modifica la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios Aduaneros en materia de plantas sea analizado en particular solo por la Comisión de Hacienda, pues la recarga de trabajo de la de Constitución no permite sacar adelante pronto una normativa de esta importancia y urgencia.



Además, entiendo que ahora llegaron indicaciones del Ejecutivo sobre el particular. 

El señor CHAHUÁN.- Pido la palabra.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Sobre lo mismo, señor Senador?

El señor CHAHUÁN.- No, señor Presidente, respecto de otra materia. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Primero vamos a resolver este punto. 



¿Habría acuerdo para acceder a lo planteado por el Honorable señor Prokurica, en el sentido de que el aludido proyecto solo sea visto en particular por la Comisión de Hacienda y no por la de Constitución?

El señor ROSSI.- De acuerdo.

La señora ALLENDE.- Sí. Hay que aliviarle trabajo a la Comisión de Constitución.



--Así se acuerda. 

)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, la Comisión de Trabajo y Previsión Social, en sesión del día de hoy, acordó solicitar a la Sala que el proyecto que adapta normas laborales al ámbito del turismo, que se encuentra en el octavo lugar del Orden del Día, sea enviado a dicho órgano técnico, antes de ser conocido por la Sala, atendida la especialidad del asunto que regula, tal como señala el inciso tercero del artículo 27 del Reglamento del Senado. 



A mayor abundamiento, su artículo 1º, que es el cuerpo principal de la iniciativa, modifica latamente varios artículos del Código del Trabajo en materia de jornada laboral, descanso y propina, cuyo análisis es de competencia directa de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Sin desmerecer la labor realizada por la Comisión de Economía, es de toda claridad que esta iniciativa legal debe ser conocida por la de Trabajo antes de que la Sala se pronuncie sobre la idea de legislar. 



Esa es la solicitud. 



Gracias, señor Presidente. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo para que el proyecto señalado salga de la tabla y pase a la Comisión de Trabajo y Previsión Social? 

La señora ALLENDE.- De acuerdo. 



--Así se acuerda.
)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, solicito que recabe el acuerdo de la Sala para que el próximo martes, durante la sesión especial destinada a analizar el proyecto de reforma constitucional en materia de integración de la Cámara de Diputados o, en su defecto, en el primer lugar de la sesión ordinaria de la tarde, se discuta la iniciativa sobre el voto de los chilenos en el exterior.



Creo que sería una muy buena señal que analizáramos dicho asunto antes del 18 de septiembre.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Para el martes 10 de septiembre citamos a sesión especial al objeto de tratar el proyecto de reforma constitucional tocante al sistema binominal.



Si les parece a los señores Senadores, podría recabar el acuerdo de la Sala para incluir en el primer lugar de la sesión ordinaria de ese mismo día la iniciativa que posibilita el voto de los chilenos en el exterior.



¿Habría acuerdo?

La señora ALLENDE.- Por supuesto.



--Así se acuerda.

)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, simplemente quiero solicitar autorización para que la Comisión de Salud sesione en paralelo con la Sala, a partir de ahora. Ello, a los efectos de corregir el proyecto, en tercer trámite constitucional, que sanciona el uso del hilo “curado”.



De otro lado, hoy celebramos los 200 años de la Biblioteca Nacional. Y en la tabla de hoy está el proyecto -de fácil despacho- que modifica normas sobre depósito legal de creaciones audiovisuales.



La DIBAM nos solicitó, como gesto, que lo discutamos y aprobemos hoy día.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tenemos ocho proyectos en la tabla de Fácil Despacho, señor Senador. Intentaremos abordar ese asunto.



En cuanto a la primera solicitud de Su Señoría, ¿hay inconveniente en que la Comisión de Salud sesione en forma simultánea con la Sala?



--Se accede.

)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Quiero saludar a los alumnos del Colegio Cordillera, de Las Condes, quienes han sido invitados por el Senador señor Carlos Larraín.



¡Bienvenidos, muchachos! Ojalá se vayan con una buena impresión del Senado.

V. FÁCIL DESPACHO
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En la tabla de Fácil Despacho hay ocho proyectos de acuerdo que aprueban instrumentos internacionales.



El señor Secretario General hará una relación de cada uno de ellos, luego de lo cual procederemos a las votaciones pertinentes.

ACUERDO SUPLEMENTARIO SOBRE INVERSIONES DE TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE CHILE Y CHINA
El señor LABBÉ (Secretario General).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo Suplementario sobre Inversiones del Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Popular de China, suscrito en Vladivostok, Federación Rusa, el 9 de septiembre de 2012, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores y urgencia calificada de “simple”.



El objetivo principal de este proyecto es incorporar disciplinas en materia de inversiones al Tratado de Libre Comercio con China.



Dicho órgano técnico discutió este proyecto en general y en particular, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Kuschel, Larraín (don Hernán), Tuma y Walker (don Ignacio).



Cabe dejar constancia de que el referido proyecto de acuerdo contiene normas orgánicas constitucionales y de quórum calificado, por lo que para su aprobación se requieren 22 y 20 votos favorables, respectivamente.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9002-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:



En segundo trámite, sesión 43ª, en 31 de julio de 2013.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 50ª, en 28 de agosto de 2013.

CONVENIO DE SEGURIDAD SOCIAL ENTRE CHILE Y REINO UNIDO DE GRAN BRETAÑA E IRLANDA DEL NORTE 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, iniciado en mensaje, que aprueba el Convenio de Seguridad Social entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, suscrito en Santiago, con fecha 13 de marzo de 2012, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores. 


La finalidad del proyecto es regular la doble cotización previsional, así como el desplazamiento de los trabajadores para los fines de sus obligaciones y derechos de seguridad social.




La Comisión discutió este proyecto en general y en particular, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Larraín (don Hernán), Letelier, Tuma y Walker (don Ignacio).



Cabe consignar que, para la aprobación de este proyecto, se requieren 20 votos favorables, por incidir en normas de quórum calificado.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8842-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:



En primer trámite, sesión 3ª, en 19 de marzo de 2013.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 20ª, en 7 de mayo de 2013.

CONVENIO CON TRINIDAD Y TOBAGO SOBRE AUTORIZACIÓN A DEPENDIENTES DE PERSONAL DIPLOMÁTICO, CONSULAR, TÉCNICO Y ADMINISTRATIVO DE MISIONES DIPLOMÁTICAS PARA REALIZACIÓN DE ACTIVIDADES REMUNERADAS
El señor LABBÉ (Secretario General).- Proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, que aprueba el Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Trinidad y Tobago sobre Autorización para que los Dependientes del Personal Diplomático, Consular, Técnico y Administrativo de las Misiones Diplomáticas y Consulares realicen Actividades Remuneradas, suscrito en Puerto España, Trinidad y Tobago, el 29 de marzo de 2012, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.



Dicho órgano técnico discutió la iniciativa en general y en particular, y la aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Larraín (don Hernán), Tuma y Walker (don Ignacio).



--Los antecedentes sobre el proyecto (8843-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:



En primer trámite, sesión 3ª, en 19 de marzo de 2013.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 29ª, en 11 de junio de 2013.

CONVENCIÓN SOBRE MEDIDAS PARA PROHIBIR E IMPEDIR IMPORTACIÓN, EXPORTACIÓN Y TRANSFERENCIA DE PROPIEDAD ILÍCITAS DE BIENES CULTURALES
El señor LABBÉ (Secretario General).- Proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, que aprueba la Convención sobre las medidas que deben adoptarse para prohibir e impedir la importación, la exportación y la transferencia de propiedad ilícitas de bienes culturales, adoptada por la Conferencia General de Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, en su Decimosexta Reunión celebrada en París el 12 de noviembre de 1970, con informe y nuevo informe de la Comisión de Relaciones Exteriores e informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



El referido proyecto fue archivado el 31 de mayo de 1995. Y, posteriormente, Su Excelencia el Presidente de la República solicitó su desarchivo, lo cual fue aprobado.



La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó en su oportunidad este proyecto de acuerdo por la unanimidad de sus miembros, los Senadores señores Urenda, Páez, Sinclair, Sule y Thayer.



Por acuerdo de la Sala, se mandó a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, para que se examinara la compatibilidad de las disposiciones de dicho acuerdo internacional con la legislación chilena, lo que fue informado favorablemente por dicho órgano técnico.



De ahí fue enviado a la Comisión de Relaciones Exteriores para un nuevo informe, instancia en la que finalmente el proyecto se aprobó en general y particular por la unanimidad de sus miembros presentes, los Senadores señores Urenda, Mc Intyre, Sule y Thayer.



Conforme a ello, corresponde que ahora esté en tabla.



--Los antecedentes sobre el proyecto (364-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En primer trámite, sesión 2a, en 5 de junio de 1991.


Informes de Comisión:


Relaciones Exteriores: sesión 45a, en 24 de marzo de 1992.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 8ª, en 6 de julio de 1993.



Relaciones Exteriores (nuevo): sesión 26ª, en 15 de septiembre de 1993.


Discusión:


Sesiones 47ª, en 31 de marzo de 1992 (pasa a Comisión de Constitución); 9ª, en 7 de julio de 1993 (se aprueba informe de Constitución); 3ª, en 31 de mayo de 1995 (por acuerdo unánime de Comités se manda archivar); 42ª, en 30 de julio de 2013 (se desarchiva por petición del Ejecutivo).

ACUERDO CON SRI LANKA SOBRE EXENCIÓN DE REQUISITO DE VISA PARA TITULARES DE PASAPORTES DIPLOMÁTICOS, OFICIALES Y/O DE SERVICIO

El señor LABBÉ (Secretario General).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Socialista Democrática de Sri Lanka sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y/o de Servicio, suscrito en Colombo, el 26 de junio de 2012, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.



El mencionado órgano técnico discutió el proyecto en general y en particular, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Tuma y Walker (don Ignacio).



--Los antecedentes sobre el proyecto (8800-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:



En segundo trámite, sesión 26ª, en 22 de mayo de 2013.


Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 43ª, en 31 de julio de 2013. 
ACUERDO CON GUYANA SOBRE ELIMINACIÓN PARCIAL DE VISA PARA TITULARES DE PASAPORTES DIPLOMÁTICOS, DE SERVICIOS Y OFICIALES

El señor LABBÉ (Secretario General).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Guyana de Eliminación Parcial de Visa para Titulares de Pasaportes Diplomáticos, de Servicios y Oficiales, adoptado por cambio de notas, fechadas el 6 de mayo de 2011 y el 28 de septiembre de 2011, en Georgetown y Santiago, respectivamente, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.



Dicho órgano técnico discutió este proyecto en general y en particular, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Tuma y Walker (don Ignacio).



--Los antecedentes sobre el proyecto (8835-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:



En segundo trámite, sesión 36 ª, en 2 de junio de 2013.


Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 43ª, en 31 de julio de 2013.
MEMORÁNDUM DE ENTENDIMIENTO CON EMIRATOS ÁRABES UNIDOS SOBRE EXENCIÓN MUTUA DE VISA DE INGRESO PARA TITULARES DE PASAPORTES DIPLOMÁTICOS Y OFICIALES/ESPECIALES

El señor LABBÉ (Secretario General).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Memorándum de Entendimiento entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Emiratos Árabes Unidos sobre Exención Mutua del Requisito de Visa de Ingreso para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales/Especiales, suscrito en Nueva York el 22 de septiembre de 2012, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.



Este órgano técnico discutió el proyecto de acuerdo en general y en particular, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Tuma y Walker (don Ignacio).


--Los antecedentes sobre el proyecto (8836-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:



En segundo trámite, sesión 36ª, en 2 de julio de 2013.


Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 43ª, en 31 de julio de 2013.
CONVENIO CON ALEMANIA SOBRE ACTIVIDAD LABORAL REMUNERADA DE FAMILIARES DEPENDIENTES DE MIEMBROS DE REPRESENTACIÓN DIPLOMÁTICA O CONSULAR

El señor LABBÉ (Secretario General).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio entre la República del Gobierno de Chile y el Gobierno de la República Federal de Alemania sobre una Actividad Laboral Remunerada de Familiares Dependientes de Miembros de una Representación Diplomática o Consular, suscrito en Berlín el 22 de octubre de 2012, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores. 



Dicho órgano técnico discutió este proyecto en general y en particular, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Tuma y Walker (don Ignacio).


--Los antecedentes sobre el proyecto (8939-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:



En segundo trámite, sesión 40ª, en 10 de julio de 2013.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 50ª, en 28 de agosto de 2013.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe hacer presente que, de estos ocho proyectos de acuerdo, los dos primeros contienen normas de quórum especial: el primero incluye disposiciones orgánicas constitucionales y de quórum calificado, y el segundo, de quórum calificado. Los restantes proyectos son de quórum simple.



Podría efectuarse una sola votación o dos, según se estime pertinente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se tocarán los timbres.



Si Sus Señorías lo desean, realizaremos una sola votación.

El señor WALKER (don Ignacio).- Pido la palabra.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, solo quiero señalar, tal como lo mencionó el Secretario General, que estos proyectos de acuerdo fueron conocidos en detalle por la Comisión de Relaciones Exteriores, la que los votó a favor por unanimidad.



Por cierto, hay materias de distinta jerarquía, desde el punto de vista de su importancia.



Obviamente, el Acuerdo Suplementario sobre Inversiones del Tratado de Libre Comercio entre Chile y China es el asunto más relevante.



Me tocó ser Canciller cuando se firmó en Busan, Corea, el 2005, el TLC con China. Fue un Convenio en materia de bienes y servicios (sobre todo de bienes).



Después de varias rondas de negociaciones, quedaron algunas cuestiones pendientes. Pero el compromiso adquirido en 2005 era el de avanzar primero en un Acuerdo Suplementario de Comercio de Servicios, que se suscribió el 13 de abril de 2008 y entró en vigencia el 1º de agosto de 2010.


Lo primero fueron los bienes; lo segundo, los servicios, y lo tercero, las inversiones. Esta es una materia muy importante, de la cual trata el Acuerdo Suplementario que ahora nos ocupa, que corresponde a la última etapa de esta negociación comprensiva que se firmó en 2005, para la cual sostuvimos durante unos dos o tres años negociaciones bilaterales entre Chile y China, primero con la participación de la entonces Ministra de Relaciones Exteriores y actual Senadora, señora Soledad Alvear, y, después, con la de quien habla, al que le tocó suscribir el documento.



Entonces, quedamos en negociar los aspectos relativos a los servicios -eso tomó tres años; hasta 2008- y también lo referente a las inversiones.



En resumen, eso es lo que estamos aprobando hoy día con este Acuerdo Suplementario.



Por otra parte, como se ha dicho aquí, el proyecto de acuerdo signado con el número 2 aprueba el Convenio de Seguridad Social entre Chile y el Reino Unido para dar facilidades a los trabajadores dependientes e independientes, que se encuentren en alguna de las situaciones que la normativa dispone, en el sentido de mantener su continuidad previsional, evitando la doble cotización.



Asimismo, se incorporan otros dos proyectos de acuerdo mediante los cuales queremos ratificar sendos Convenios -ya se suscribieron- con Trinidad y Tobago y con Alemania, para autorizar a los dependientes del personal que se señala a ejercer actividades remuneradas en el Estado receptor bajo las mismas condiciones en que las desarrollan los nacionales de dichos países. Sin este tipo de tratados no están posibilitados de hacerlo.



Después, hay tres proyectos de acuerdo (con Sri Lanka, con los Emiratos Árabes y con Guyana) a través de los cuales se exime del requisito de visa a los titulares de pasaportes diplomáticos, de servicio y oficiales.



También -y muy importante-, figura un proyecto de acuerdo que aprueba la Convención, celebrada en 1970, sobre las medidas que deben adoptarse para regular la transferencia de propiedades ilícitas de bienes culturales.



En consecuencia, en mi calidad de titular de la Comisión de Relaciones Exteriores -espero interpretar al resto de mis colegas-, me atrevo a solicitar a la Sala que preste su aprobación a estos ocho proyectos de acuerdo con el propósito de proceder a su ratificación.



El caso del Acuerdo Suplementario sobre Inversiones del Tratado de Libre Comercio entre Chile y China -que, ciertamente, es el más significativo y, tal vez, el más importante- tiene las complejidades que ya he mencionado. Los demás son tratados de normal ocurrencia bilateral entre los países, desde el punto de vista de las relaciones diplomáticas, consulares y también de las visas de trabajo que requieren los dependientes o independientes para su continuidad previsional.



Ese es el sentido de todos estos proyectos de acuerdo, razón por la cual, como Presidente de la Comisión especializada, sugiero que sean aprobados en una sola votación, toda vez que fueron objeto de mucho debate con el Ministerio de Relaciones Exteriores.

El señor PROKURICA.- Abra la votación, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Propongo que nos pronunciemos acerca de todos los proyectos en una sola votación.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, opino que los dos primeros hay que votarlos por separado.

El señor COLOMA.- Así es, señor Presidente. Votemos primero los que son de quórum especial.

El señor NOVOA.- Sí, y después los otros.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Entonces, someteré a votación los dos primeros proyectos de acuerdo que figuran en la tabla y que requieren quórum especial (el que aprueba el Acuerdo Suplementario con la República Popular China y el que aprueba el Convenio de Seguridad Social entre Chile y el Reino Unido) y, luego, procederemos a aprobar los demás.

El señor KUSCHEL.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, solo deseo dejar constancia de que nos sentimos plenamente interpretados por la exposición que acaba de hacer el Senador Ignacio Walker y de que nosotros compartimos cada uno de sus conceptos.



Por lo tanto, llamamos a aprobar todos los proyectos de acuerdo.

El señor CHAHUÁN.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¿Desea intervenir sobre algún proyecto específico, señor Senador?

El señor CHAHUÁN.- Sí, señor Presidente: el que figura en el número 4 de la tabla.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señor Senador, ocurre que ahora nos pronunciaremos sobre los dos primeros.



En votación los proyectos de acuerdo signados con los números 1 y 2 de la tabla.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Por 28 votos a favor, se aprueban en general y en particular los proyectos de acuerdo señalados (correspondientes a los boletines números 9.002-10 y 8.842-10), dejándose constancia de que se cumplió el quórum constitucional requerido, y quedan despachados en este trámite.


Votaron las señoras Allende, Alvear, Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En consecuencia, si le parece a la Sala, con la misma votación se darán por aprobados los seis restantes proyectos de acuerdo.



Así se procederá.



--Se aprueban en general y en particular, con la misma votación anterior, los proyectos de acuerdo correspondientes a los boletines números 8.843-10, 364-10, 8.800-10, 8.835-10, 8.836-10 y 8.939-10, quedando despachados en este trámite.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, el proyecto de acuerdo en virtud del cual se aprueba la Convención de la UNESCO de 1970, que establece medidas para prohibir e impedir el tráfico ilícito de bienes culturales, es de suma importancia, y no me cabe sino agradecer al Gobierno del Presidente Piñera que haya recabado el desarchivo de esta iniciativa, acogiendo así lo que solicitamos junto con el Senador Hosaín Sabag mediante otro proyecto de acuerdo aprobado por esta Corporación el 2 de octubre de 2012.



El que se somete a nuestra consideración ingresó a trámite legislativo en 1993 y, pese a que se emitió un informe favorable de la Comisión de Relaciones Exteriores y un informe adicional de la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento en relación con la constitucionalidad de sus disposiciones, fue archivado en 1995, incluso después de haberse debatido en la Sala.



Sin embargo, ahora tenemos la oportunidad de aprobarlo para sumar a Chile a las 120 naciones que ya han ratificado esta Convención.



Dada la importancia de esta materia y acogiendo en parte las medidas legislativas que este Tratado considera necesario implementar, en el mes de junio del año recién pasado presenté una moción para modificar la Ley de Monumentos Nacionales, con el objeto de sancionar penalmente a quienes exporten un monumento del país sin la autorización pertinente y establecer, asimismo, una sanción pecuniaria a quienes no cumplan oportunamente con la obligación de entregar al Consejo de Monumentos Nacionales el duplicado del catálogo de piezas o colecciones que posean, la información sobre las nuevas adquisiciones que hubiesen hecho y, de igual modo, el detalle de las piezas y colecciones que hayan dado de baja.



A fines de julio del año pasado, accediendo a una gentil invitación de la Directora de Bibliotecas, Archivos y Museos, tuve el privilegio de exponer en un seminario internacional sobre la protección del patrimonio cultural contra el tráfico ilícito de bienes que lo conforman, evento en el cual destacados expertos de distintos países consignaron la relevancia que esta materia tiene para la identidad de las naciones.



El tráfico de bienes culturales se sitúa como el tercero más importante del mundo después del de armas y el de drogas; se estima que involucra al menos unos seis millones de dólares anuales y se sustenta en la experiencia de un mercado ilegal que fomenta diversos actos contra el patrimonio tales como robos, saqueos, contrabandos y falsificaciones.



También se han producido préstamos y ventas de piezas que no han sido restituidas a nuestro país como es el caso de la momia denominada “Hombre de Cobre”, descubierta en 1899 en Chuquicamata y que desde el año 1912 se encuentra en el Museo de Historia Natural de Nueva York, sin que el Consejo de Monumentos Nacionales haya logrado su recuperación.



Similar situación se da con un moai de basalto trasladado desde Isla de Pascua hasta Inglaterra, antes de la anexión de esa posesión insular a nuestro país, sin que hasta ahora el Consejo de Ancianos de Rapa Nui haya tenido éxito en sus esfuerzos por lograr su restitución.



El mercado ilícito del arte ha florecido. Se aprecia cómo hay acaudalados consumidores que demandan obtener piezas únicas de diversas culturas del mundo.



En este escenario, resulta imprescindible establecer todas las normas que nos permitan proteger adecuadamente estas piezas que tienen un valor incalculable para nuestra identidad nacional.



Por ello, me parece de suma importancia haber aprobado esta Convención, a la cual di mi voto favorable, al igual que mis colegas, con el propósito de poner a tono nuestra legislación con las de 120 países que hoy día ostentan la protección de los bienes culturales.

El señor PIZARRO (Presidente).- Los proyectos de acuerdo quedaron despachados después de la votación que se registró hace un momento.

)-----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, en la sesión especial de hoy en la mañana -ocasión en que muchos Senadores estábamos presentes- todos los Comités presentamos un proyecto  de acuerdo, que tiene por objeto condenar el uso de armas químicas en Siria y rechazar cualquier intervención bélica que se haga al margen de los organismos multilaterales.



Dado que en estos momentos tenemos quórum, solicito a la Mesa que recabe la unanimidad de la Sala para votar sin debate ese proyecto  de acuerdo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Pero nadie conoce su texto, Su Señoría.

El señor TUMA.- Lo tiene en su poder el Secretario, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- En consecuencia, ¿habría acuerdo para tratar de inmediato la iniciativa a que ha hecho referencia el Senador señor Tuma?



--Así se acuerda.

CONDENA A USO DE ARMAS QUÍMICAS EN SIRIA Y RECHAZO A INTERVENCIÓN BÉLICA AL MARGEN DEL ORDEN JURÍDICO INTERNACIONAL. PROYECTO DE ACUERDO

El señor PIZARRO (Presidente).- El proyecto de acuerdo fue presentado por los Senadores señores Tuma, señoras Allende, Rincón y Von Baer, y señores Escalona, García, García-Huidobro, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1605-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 53ª, en 4 de septiembre de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario).- El objetivo del proyecto de acuerdo es que se oficie al señor Ministro de Relaciones Exteriores manifestándole la condena del Senado al uso de armas químicas y su rechazo a cualquier intervención bélica unilateral al margen del orden jurídico internacional.



El proyecto de acuerdo propone:



“1° Condenar, por considerarlo un crimen de lesa humanidad, el uso de armas químicas como forma de aniquilación de seres humanos, y



“2° Rechazar cualquier intervención bélica unilateral que se realice fuera del orden jurídico multilateral que encabeza Naciones Unidas, a través de su Consejo de Seguridad.



“3° Oficiar al Ministro de Relaciones Exteriores a fin de que tome conocimiento del presente acuerdo.”.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba por unanimidad.

VI. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE CÓDIGO SANITARIO EN MATERIA DE REGULACIÓN DE FARMACIAS Y MEDICAMENTOS

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario en materia de regulación referente a farmacias, con informe de la Comisión de Salud y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre los proyectos (6523-11, 6037-11, 6331-11 y 6858-11, refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyectos de ley (mociones de los Senadores señores Girardi y Ruiz-Esquide y del entonces Senador señor Ominami; de los Senadores señora Alvear y señor Ruiz-Esquide; del Senador señor Muñoz Aburto, y de la Senadora señora Alvear):



En primer trámite, se da cuenta de ellos en las siguientes sesiones:



1) Sesión 19ª, en 19 de mayo de 2009 (6523-11).



2) Sesión 45ª, en 19 de agosto de 2008 (6037-11).



3) Sesión 82ª, en 6 de enero de 2009 (6331-11).



4) Sesión 4ª, en 23 de marzo de 2010 (6858-11)



En tercer trámite, sesión 31ª, en 17 de junio de 2013.



Informes de Comisión:



Salud: sesión 40ª, en 4 de agosto de 2010.



Salud (segundo): sesión 22ª, en 5 de junio de 2012.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 22ª, en 5 de junio de 2012.



Hacienda: sesión 22ª, en 5 de junio de 2012.



Trabajo y Previsión Social (complementario): sesión 29ª, en 20 de junio de 2012.



Certificado de Comisión de Salud (tercer trámite): sesión 48ª, en 14 de agosto de 2013.



Salud (tercer trámite): sesión 50ª, en 28 de agosto de 2013.



Discusión:



Sesiones 41ª, en 10 de agosto de 2010 (se aprueba en general); 24ª, en 12 de junio de 2012 (queda pendiente su discusión particular); 26ª, en 13 de junio de 2012 (queda para segunda discusión); 27ª y 29ª, en 19 y 20 de junio de 2012, respectivamente (queda pendiente la discusión particular); 30ª, en 3 de julio de 2012 (se despacha en particular).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El proyecto inició su tramitación en el Senado, y en el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados efectuó diversas enmiendas a su texto.



La Comisión de Salud, en certificado de 13 de agosto y luego en informe de 22 de agosto del año en curso, deja constancia de que adoptó los siguientes acuerdos respecto de las modificaciones introducidas por la Cámara Baja:



-Aprobar, por la unanimidad de sus integrantes, las siguientes modificaciones: números 1, 2, 3, 5, 6 letras c), e) y f), todas recaídas en el numeral 1) del artículo 1°; números 8, 9, 11 y 12, que inciden en el numeral 2) del artículo 1°; número 15, recaída en el numeral 4) del artículo 1°; números 16 y 18, que inciden en el artículo 3°, y, por último, la número 19, recaída en el artículo transitorio.



Se hace presente que la enmienda que incide en el inciso quinto del artículo 101, propuesto en el numeral 1) del artículo 1° -modificación número 6 letra e)-, reviste carácter de quórum calificado, por lo que requiere 20 votos favorables para ser aprobada.



-Rechazar, por la unanimidad de sus miembros, las modificaciones números 4 y 6 letras a), b) y d), recaídas en el numeral 1) del artículo 1°; números 7, 10 y 14, que inciden en el numeral 2) del artículo 1°, y la número 17, recaída en el artículo 3°.



-Aprobar, por mayoría de 3 votos a favor, de los Senadores señora Rincón y señores Chahuán y Rossi, y 2 en contra, de los Senadores señores Girardi y Uriarte, la modificación número 13, recaída en el numeral 2) del artículo 1°.



En el boletín comparado se transcriben el texto aprobado por el Senado, las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados y los acuerdos adoptados por la Comisión en el tercer trámite constitucional.



En resumen, hay unanimidad de los miembros de la Comisión tanto para las enmiendas aprobadas como para las rechazadas, con la sola excepción ya mencionada, que reunió 3 votos a favor y 2 en contra. Ello podría dar lugar a una votación separada.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión las enmiendas de la Cámara de Diputados.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, ¿me permite?
El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Se trata de un asunto de Reglamento?

El señor NOVOA.- Sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.
El señor NOVOA.- Señor Presidente, si se va a votar el conjunto de lo aprobado por unanimidad, pido votación separada para la modificación número 9, letra a).

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Es una aprobación o uno de los rechazos?

El señor NOVOA.- Es una aprobación unánime.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se deja constancia de la solicitud de votación separada.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor MAÑALICH (Ministro de Salud).- Señor Presidente, el proyecto en análisis, que se origina en la fusión de varias mociones de Senadores aquí presentes y en una indicación del Ejecutivo, resulta de extraordinaria importancia para una materia cada vez más relevante en la ciudadanía, como es el acceso a medicamentos de calidad al menor costo posible.



Todos hemos sido testigos de cuán sensible es hoy en día esta materia; de cuán creciente es la preocupación, de los adultos mayores sobre todo, por los altísimos costos en que deben incurrir a la hora de comprar medicamentos; de qué es lo que significa para el Estado en particular tener que financiar paquetes farmacéuticos incluidos en la garantía AUGE, y de cómo en definitiva se mantiene una situación de falta de acceso a medicamentos esenciales por parte de la ciudadanía, lo que, como se sabe, implica en muchos casos contribuir al empobrecimiento de las familias de menores recursos. 


Además -lo que es peor-, según encuestas de 2011 del propio Ministerio, el 40 por ciento de las personas describe que, en determinados momentos, no ha podido continuar sus tratamientos esenciales para enfermedades crónicas por no haberles sido posible enfrentar los gastos.



En tal sentido, esta iniciativa pone énfasis en el acceso a los medicamentos.



Aborda lo relativo a la disponibilidad de ellos a lo largo del territorio nacional. Plantea que incluso los establecimientos públicos puedan expender medicamentos cuando no haya voluntad para instalar una farmacia o un almacén farmacéutico en una de las 50 comunas del país que no cuentan con estas entidades.



Permite, cuando los laboratorios que tienen medicamentos registrados en el país decidan no traerlos por razones comerciales, que sean importados, al menos para los beneficiarios del sector público, a través de CENABAST.



Autoriza que los remedios que no requieren receta sean expendidos en las góndolas de las farmacias, limitando de esta manera la interacción con sus dependientes.



Obliga a que los facultativos, cuando prescriban fármacos, lo hagan indicando, además de la marca de su preferencia, el nombre genérico, de manera que el paciente tenga acceso legítimo a la información.



Busca un ahorro sustantivo en el costo de los medicamentos y posibilita su fraccionamiento.



Como en el caso de cualquier otro contrato o venta, obliga a que los precios se encuentren claramente indicados en los envases de los fármacos, dejando cerrada la posibilidad de manipulación o de acuerdos de precio incluso durante un día a través de las cadenas de farmacias.



Genera una mayor oferta de medicamentos a lo largo del territorio nacional.



Restituye el rol señero que debe tener el químico farmacéutico, no como un jefe de local, sino como alguien que es colaborador y orientador para los pacientes que necesitan medicamentos.



Y, por último, formaliza la prohibición de diversos incentivos que hoy hacen que este mercado no bien regulado se preste al final para influencias nocivas, tanto en la prescripción como en la entrega de medicamentos, como ha sido reconocido por los propios dependientes de las farmacias.



En general, para el Ministerio de Salud resulta completamente satisfactoria la votación registrada en la Comisión. Y, en ese sentido, el Ejecutivo no tiene observaciones respecto a los acuerdos adoptados.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, propongo lo siguiente: hagamos un debate donde cada cual pueda expresar lo que le parezca pertinente, y luego votemos. Porque se ha pedido votación separada respecto a varios preceptos, de manera que deberemos pronunciarnos por lo menos en dos o tres ocasiones.



¿Les parece bien que procedamos de esa manera?



Acordado. 

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Quiero aprovechar de saludar a los jóvenes que nos visitan en gira de estudio y que pertenecen a escuelas rurales de la comuna de Coyhaique, de las localidades de Ñirehuao, Villa Ortega y Arroyo el Gato. 



Ellos fueron invitados a acompañarnos en las tribunas por los Senadores señores Patricio Walker y Horvath. 



¡Muchas gracias por estar con nosotros!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Y saludo, asimismo, a los estudiantes de Peumo que también se encuentran en las tribunas.



¡Bienvenidos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
)----------(

La señora ALVEAR.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir, Su Señoría.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, solicito votación separada de la modificación de la Cámara de Diputados recaída en el artículo 126, que se refiere a los optómetras. 



Ella fue rechazada por nuestra Comisión de Salud. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien. 



Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, quiero señalar que comparto lo que ha dicho el Ministro de Salud en general.



Esta iniciativa fue fruto de un trabajo que abarcó numerosas sesiones en el Senado, y tengo que reconocer que hubo una muy buena disposición de ese Secretario de Estado para trabajar en torno a dos proyectos, el del Ejecutivo y el que presentamos un grupo de parlamentarios, en un tema -como él ha manifestado- de fundamental trascendencia. 



Todos alguna vez nos hemos visto obligados a consumir algún tipo de medicamento y, evidentemente, en Chile existe una sensación de abuso en cuanto a sus precios y también una profunda desinformación en los usuarios, quienes en muchas oportunidades incluso no pueden optar a remedios que, siendo más baratos, provocan el mismo efecto. 



Detrás de este proyecto se halla, además, la búsqueda de una política nacional en materia de genéricos. Y siento que en su corazón se ubica la idea de lograr medicamentos de más bajo precio, para facilitar el acceso a ellos de todos los chilenos y las chilenas.



Entre otras cosas, se permite que el Estado, a través de su institucionalidad, venda medicamentos en zonas apartadas donde no haya farmacias (y en que seguramente tampoco existen supermercados: lo menciono por el debate que se ha generado sobre todo en los medios, pues estoy convencido de que no es el asunto central del proyecto), a fin de que en esas localidades pequeñas los pacientes tengan acceso a las medicinas. 



Hemos hecho otras cosas importantes como el permitir el fraccionamiento de los medicamentos, a fin de que la gente pueda obtener la cantidad justa requerida por la prescripción médica y no le queden sobrantes, lo que les hace perder plata y quedarse con medicamentos vencidos o que finalmente terminen siendo consumidos por un niño. En tal sentido, el doctor Enrique Paris hablaba del gran número de intoxicaciones que ocurren en nuestro país, sobre todo de menores, particularmente por este tipo de sustancias.



No obstante, voy a ir directamente a las enmiendas que efectuaron los Diputados en el segundo trámite constitucional, sobre las cuales debemos pronunciarnos en este tercer trámite.



Básicamente, hubo unanimidad para el rechazo de cinco modificaciones. Así que, desde ese punto de vista, estimo que la votación no resultará tan compleja.



La enmienda número 6 tiene que ver con un aspecto central del proyecto de ley: la obligatoriedad para el médico que receta un medicamento de no tener que colocar solo el nombre de fantasía de este, sino también su denominación común internacional, es decir, su principio activo -que llamamos “genérico”-. Ello, siempre que sea bioequivalente, esto es, respecto al cual se haya demostrado su calidad, su eficacia y que cumple con el objetivo buscado por el doctor que prescribe su uso. 



También está incluido en el proyecto el que haya un petitorio mínimo de estos fármacos bioequivalentes genéricos acerca de cada producto, para que no ocurra lo que sucede hoy día en las farmacias, donde muchas veces se le dice al paciente que el medicamento que busca no está o que se encuentra en otro lado, y la persona no lo puede adquirir.



Entonces, esta enmienda es la primera que rechazamos, pues pensamos que el nombre del medicamento genérico ha de incluirse en la receta.



En cuanto a la modificación número 7 -creo que lo planteó la Senadora Alvear-, nosotros nos oponemos a que exista integración vertical entre un oftalmólogo, un tecnólogo médico y una óptica. Porque nos parece que no corresponde que en el mismo lugar donde se vende un lente se ubique quien lo prescribe.



En tal caso, se produciría un claro conflicto de interés, que podría motivar una receta inadecuada. Eso se rechazó de manera unánime, a fin de que no ocurra la mencionada integración. 



La modificación número 10 se vincula con facilitar todo lo relacionado con el fraccionamiento de los medicamentos, lo que debe hacerse lo más rápido posible sin caer en la burocracia administrativa del decreto supremo introducido por la Cámara de Diputados. Nosotros decidimos unánimemente rechazar aquello, a los efectos de posibilitar el fraccionamiento eficaz. Dicho sea de paso, los químicos farmacéuticos no están para realizar pega administrativa, sino justamente para ese tipo de cosas. De ahí que resulta perfectamente posible aplicar tal medida.



A su vez, rechazamos la enmienda número 14, pues somos partidarios de establecer mayores sanciones respecto a quienes vendan medicamentos que requieran receta médica sin la prescripción correspondiente, y con ello produzcan un impacto en la salud del usuario.



Finalmente, la número 17, vinculada con permitir la venta de remedios en las góndolas de las farmacias, fue la otra enmienda desestimada.



Señor Presidente, tales son las cinco modificaciones de la Cámara de Diputados que rechazamos. Todas las otras fueron aprobadas por unanimidad, salvo la número 13.



Eso quería mencionar.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, después de la explicación entregada por el Ministro de Salud y nuestro colega Rossi queda bastante claro el asunto, y por eso quiero afirmar con mi voto positivo el rechazo de la Comisión de Salud a las observaciones que introdujo la Cámara de Diputados.



Antes que nada, quiero valorar la tremenda importancia de esta fusión de mociones. Porque si hay una cuestión que nos preocupa como país es la falta de medicamentos que con gran frecuencia se da en nuestros servicios públicos, pero más grave aún es la inequitativa y desigual distribución de farmacias. Por ejemplo, 50 comunas ni siquiera cuentan con estos establecimientos. 



Por lo tanto, es absolutamente imprescindible, como un tema de salud pública, garantizar la venta de los medicamentos prescritos en las farmacias y, si no se cuenta con ellas, en los establecimientos públicos. Es tremendamente injusto que haya personas que deban trasladarse a otra comuna, porque en la suya simplemente no disponen de estos recintos.



Además, deseo mencionar un asunto esencialísimo: es muy importante que se ponga, efectivamente, el nombre del medicamento genérico en la receta, y se garantice su bioequivalencia.



Todos hemos tenido la experiencia de comprar un remedio solo por su nombre comercial, su patente o su denominación de fantasía, y de no poder acceder al genérico, pese a que entre ambos exista una diferencia de precio increíble.



De ahí que considere tan relevante que seamos capaces de garantizar que se incorpore el nombre del medicamento genérico. 



De otro lado, cuántas veces ocurre que se prescribe un medicamento que únicamente debe ser consumido durante tres días, pero cuya caja trae por lo menos 15 o 20 dosis. Y ello provoca que la persona que lo compra gaste dinero de más.



Por lo tanto, el fraccionamiento de los remedios también es muy importante. Y existen las condiciones para exigirlo.



Señor Presidente, considero que estamos ante un proyecto que debiera -espero- contar con la unanimidad de la Sala. 



Por otra parte, obviamente también resulta relevante evitar la integración vertical. Por ejemplo, no me parece adecuado que un oftalmólogo tenga un establecimiento donde se vendan lentes ópticos y atienda en él, porque claramente existe un conflicto de interés.



Creo que eso es lo que se trata de evitar. Una cosa es la óptica donde se venden los lentes y otra cosa es la consulta del oftalmólogo, quien es el indicado para recetarlos.



Y, hablando de intereses, es hora de que seamos claros en cuanto a lo siguiente: es efectivo que los laboratorios a veces ejercen acciones que no siempre son las más transparentes. En tal sentido, pienso que el pago que se hace con el fin de que los médicos participen en congresos o visiten países con familiares, etcétera, es una práctica poco transparente y muy inadecuada, y entiendo que este proyecto la trata de eliminar. Porque resulta obvio que, después de recibir privilegios como viajes, obsequios u otros por parte de algún laboratorio, los médicos se sientan presionados y probablemente terminen recomendando el uso de los medicamentos que produzca aquel.



Entonces, estamos incorporando un conjunto de medidas para regular cómo debe operar nuestro Código Sanitario y cómo deben funcionar  las farmacias.



A propósito de lo anterior, hay otro tema que evidentemente sigue en el tapete y cuyo capítulo final no conocemos todavía: el comportamiento de las farmacias. Lamentablemente, hemos visto cómo tres grandes cadenas se coludieron; se pusieron de acuerdo. Creo que ese tipo de práctica es del todo condenable y que no debiera ocurrir en nuestro país, porque atenta contra la libre competencia e implica claramente una deformación del mercado.



Estamos a la espera de que ello se termine de resolver en la instancia judicial. Pero hay que dejar constancia de que las farmacias no se han comportado de la mejor manera, ni mucho menos con la transparencia con que debieran actuar ante la sociedad.



Señor Presidente, el que nosotros pudiéramos garantizar de algún modo que se gaste menos en los remedios constituiría un avance en todos los sentidos. Si hay un drama que afecta a la tercera edad, que acompaña a nuestros adultos mayores, es precisamente que ellos tienen que pagar de su bolsillo lo que no se les alcanza a entregar. Y, por cierto, mientras más edad se tiene, más se recurre a los medicamentos.



Por lo tanto, señor Presidente, manifiesto mi opinión favorable al rechazo que hizo la Comisión de Salud. Me parece que apunta a la esencia de este proyecto, y espero que así sea recogido en la Sala.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, como usted nos ha pedido referirnos en general al proyecto, deseo expresar una vez más mi preocupación -la misma que planteé por primera vez en 1991 o 1992- respecto de la situación de las farmacias pequeñas y medianas, especialmente en comunas y localidades de menor tamaño. 



Lo digo porque aquí se establecen una serie de exigencias en materia de información, precios, medicamentos genéricos, principio activo, bioequivalencia, que resultan complejas de asumir por las farmacias de localidades pequeñas donde hay menor población, una masa crítica insuficiente, un mercado mínimo o un punto de equilibrio inexistente. A mi juicio, en este caso el rol del Estado es insuficiente.



De otro lado, efectivamente a veces se producen intoxicaciones y hay adultos mayores que no tienen cómo acceder a la información apropiada.



Peor aún, todas esas exigencias que se incorporan en el proyecto provocan la disminución del número de farmacias, lo que ha ocurrido de hecho. Aquí mismo nos hemos quejado de que hay pocas farmacias o pocas cadenas. ¡Claro!, las que cumplen los requisitos o pueden alcanzar un punto de equilibrio apropiado o un mercado mínimo grande, sí son capaces de adquirir productos e integrarse en cierta medida. Sin embargo, las farmacias pequeñas de las ciudades grandes o la única farmacia -eventualmente el único supermercado- que vende medicamentos en una localidad pequeña tienden a desaparecer.



Así es que yo solo quiero expresar mi preocupación por que eventualmente los cuidados del sacristán no maten a más señores curas.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Le corresponde intervenir al Senador señor Chahuán.



No está.



Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, a fin de que quede en la historia de la ley -no quedó registrado en el informe-, en nombre de la Comisión de Salud quiero pedir que se incorpore a este proyecto de ley, que suma una serie de iniciativas, la moción de los Senadores Chahuán y Rossi acerca de la misma materia.



En seguida, deseo señalar que la iniciativa que hoy se vota en su tercer trámite ha producido grandes expectativas y mucha discusión en ambas Cámaras y, sobre todo, en la ciudadanía, quizá por lo que dijeron los distintos actores que intervinieron en el debate público.



Debemos destacar que hoy tenemos la posibilidad de avanzar en lo concerniente a entregar una mayor seguridad en el uso de los medicamentos que consumen los chilenos y las chilenas.



Estamos ante modificaciones de gran trascendencia, pero quiero detenerme en algunos puntos que han sido relevantes y que hoy nos llaman a reflexión.



Primero me referiré a los conceptos de seguridad y publicidad en los medicamentos, que se separaron en la discusión previa.



En cuanto a la seguridad en los envases de los medicamentos, considero relevante mantener las limitaciones. Estos permiten que nuestros niños y nuestras niñas no accedan fácilmente a ellos. Desde la perspectiva de la seguridad sanitaria es evidente que existen fármacos que, por su toxicidad en bajas dosis, deben permanecer en envases de difícil acceso. Si no se respetan las seguridades mínimas, se amplían las posibilidades de error y de eventuales perjuicios a la salud de nuestros menores. Por lo tanto, sin necesidad de que el envase sea en extremo complejo, sí debe ofrecer garantías mínimas de seguridad. 



Por ello, creo que lo que había aprobado el Senado era adecuado, por lo que rechazamos el artículo 100 propuesto por la Honorable Cámara de Diputados. Incluso, se generó una discusión en la misma Comisión, porque se agregaban cosas que en realidad ya estaban comprendidas en el texto aprobado por nuestra Corporación. Y, como encontramos que esa redacción era adecuada, terminamos por ratificar lo realizado en el primer trámite constitucional.



En segundo lugar, respecto al concepto de receta médica, pienso que es importante mantener en ella la denominación común internacional para efectos de conocimiento del paciente, de manera de facilitarle el acceso a medicamentos genéricos que tengan la calidad de bioequivalentes y sean de menor precio.



Por ello, nosotros rechazamos el artículo 101, inciso primero, propuesto por la Cámara de Diputados. La verdad es que existe cierto consenso entre los distintos miembros de la Comisión, e incluso, con parte de las autoridades del Ministerio de Salud, en orden a que en la Comisión Mixta podamos mejorar la redacción de su texto con el objeto de consagrar, por un lado, la existencia de seguridad desde el punto de vista sanitario y, por otro, el acceso a precios adecuados.



Tercero, de la misma forma que no se permite que un médico tenga su consulta dentro de una farmacia, tampoco es aceptable que en las ópticas se instalen consultas en que puedan recetarse anteojos. Eso atenta contra las normas mínimas de transparencia y fomenta la integración vertical. Así, en el artículo 120 del Código Sanitario se dispone:



“Los profesionales señalados en los artículos 112 y 113 bis de este Código” -vale decir, los médicos, psicólogos, enfermeros y tecnólogos médicos- “no podrán ejercer su profesión y tener intereses comerciales que digan relación directa con su actividad, en establecimientos destinados a la importación, producción, distribución y venta de productos farmacéuticos, aparatos ortopédicos, prótesis y artículos ópticos, a menos que el Colegio respectivo emita en cada caso un informe estableciendo que no se vulnera la ética profesional”.



O sea, hoy día el Código Sanitario expresa que no puede haber directa relación entre ciertas profesiones y la venta de insumos o medicamentos para la salud. Estimo que la norma propuesta en esta iniciativa por el Senado de la República es absolutamente coherente con el espíritu de dicho cuerpo legal, por lo que debemos mantenerla y, en consecuencia, rechazar lo propuesto por la Honorable Cámara de Diputados, que suprimió en el inciso segundo del artículo 126 -página 44 del comparado- la frase “En ninguno de estos establecimientos estará permitida la instalación de consultas médicas o de tecnólogos médicos”. Es decir, lo que hace el texto aprobado por la Cámara Baja es permitir la presencia de tales consultorios, lo que a nuestro parecer atenta contra la legislación vigente y los intereses de las personas, que son finalmente nuestros representados.



El cuarto punto se refiere al fraccionamiento de los medicamentos.



No es bueno que temas tan importantes y relevantes como este queden sujetos a la discrecionalidad del Ejecutivo, es decir, a la dictación de un reglamento.



El fraccionamiento es un asunto complejo que debiera aplicarse de forma gradual. 



Recordemos que las políticas públicas necesitan gradualidad, así ocurrió con la implementación en Chile de las reformas más significativas, como la de la justicia, razón más que suficiente para rechazar el artículo 129 A propuesto por la otra rama legislativa.



Gracias, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, al igual que lo hice en la Comisión de Salud, antes de entrar en el debate de este proyecto y para efectos de actuar con absoluta transparencia, quiero dejar constancia de que mi padre ejerció la profesión de químico farmacéutico y de que fue propietario de dos farmacias hasta 1992, año de su fallecimiento. La sociedad que controlaba dichas empresas, de las cuales poseo derechos hereditarios, hoy tiene como giro único el arrendamiento de inmuebles sin amoblar y carece de toda relación con el negocio farmacéutico.



Me permito hacer presente lo anterior a efectos de lo previsto en el artículo 5° B de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



En cuanto a la iniciativa misma, durante el tercer trámite hemos escuchado opiniones, tanto del Ministerio de Salud y del Colegio Médico como de la industria farmacéutica, de empresarios y dependientes y de organizaciones de consumidores, para contar con una visión global de esta materia importante para el país.



El proyecto en discusión resulta bastante positivo en la medida que fomenta la generación de una política nacional de medicamentos y de genéricos y que otorga a la población un acceso más expedito a fármacos de menor precio.



Uno de los elementos centrales de la iniciativa dice relación con el establecimiento de una política nacional de genéricos cuyo objetivo es ampliar el acceso a medicamentos y reducir su costo. Las modificaciones introducidas en segundo trámite van justamente en esa dirección.



En cuanto a la factibilidad de que se expendan medicamentos en lugares diferentes a farmacias, el Ejecutivo presentó una indicación en tal sentido en la Cámara de Diputados, pero no concitó el apoyo requerido para su aprobación.



En virtud de aquello, dicho tema no pudo formar parte de la discusión en este trámite. 



No nos es factible retrasar en demasía el debate sobre esta materia, toda vez que el país necesita urgentemente un nuevo marco regulatorio para los fármacos. Además creemos que, sin lugar a dudas, este proyecto de ley busca resguardar esa política nacional de genéricos.



Asimismo, entre otras modificaciones importantes, dispone la instauración  de “farmacias móviles”, gracias a una indicación que presentamos junto con el Senador Fulvio Rossi. Creemos que la venta de medicamentos solo en farmacias u otros establecimientos determinados en esta ley en proyecto va a garantizar que no haya riesgos de intoxicación en la población, como se indica en el informe elaborado por la Biblioteca del Congreso Nacional, que fue incorporado a las actas de la Comisión.



A mi juicio, el texto de esta iniciativa, luego de haber superado los dos primeros trámites constitucionales, soluciona muchos de los problemas relacionados con el mercado de las farmacias y los medicamentos.



Consideramos que constituye un avance importante, pues va a terminar con las “canelas” o incentivos que existen para que personal de las farmacias privilegie ciertos medicamentos sobre otros. 



Va a acabar también con el incentivo a los médicos para recetar determinados medicamentos de marca, los cuales son más caros para la población. 



La iniciativa constituye un paso sustantivo, pues permitirá -reitero- el establecimiento de una política nacional de genéricos, va a mejorar el acceso a tales medicamentos y abaratará los costos de estos.



Estimamos que sería relevante aprobar el proyecto tal como viene propuesto por la Comisión de Salud.



Una de las materias que van a ir a Comisión Mixta dice relación con la posibilidad de intercambiar productos genéricos que tengan probada bioequivalencia.



Los miembros de la Comisión acordamos que se debería perfeccionar esa norma, a los efectos de asegurar el acceso a medicamentos a un precio cada vez más al alcance de los consumidores.



Por ello, señor Presidente, pido la aprobación de este proyecto en los términos propuestos por el informe de la Comisión de Salud.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, esta iniciativa, tal como señalaron el Ministro Mañalich y muchos Senadores y Senadoras, constituye una buena noticia para el país, y fundamentalmente para las familias más vulnerables o las de clase media, las cuales muchas veces deben endeudarse mediante una tarjeta de crédito para comprar medicamentos de cierta marca, cuyo precio está muy por sobre lo que debieran costar. 



Cuando se trata de niños, de adultos mayores, cuando se debe enfrentar una enfermedad, uno paga lo que sea. 



Por lo tanto, hoy estamos ante un proyecto largamente esperado y deseado por todo el país. Y así como uno muchas veces critica iniciativas con las cuales no está de acuerdo, esta tarde me sumo con toda mi voluntad para respaldar y apoyar un proyecto que, entre otros, contiene un artículo que me importa mucho. Me refiero al 129 B: “También podrán venderse medicamentos al público en almacenes farmacéuticos, los cuales deberán ser autorizados conforme a las normas reglamentarias…


“No obstante el funcionamiento de farmacias o almacenes farmacéuticos privados, en las comunas de menos de diez mil habitantes y en aquellas que se ubiquen a más de cien kilómetros de otro centro poblado”.



Eso ocurre en mi Región, donde muchas veces se produce un verdadero abuso por parte de las farmacias, que se instalan al comienzo con promociones, pero luego, al contar con el monopolio del mercado, empiezan a elevar los precios, lo cual hace insostenible la situación económica de toda la población en lugares que ya sufren por el aislamiento territorial.



Otra de las normas que me interesan es el artículo transitorio: “Los empleadores que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley hubieren pactado el pago de incentivos económicos en los términos del artículo 100 del Código Sanitario, deberán, dentro del plazo de seis meses desde la entrada en vigencia de la presente ley, ajustar sus contratos de trabajo a la normativa vigente, sean éstos individuales o producto de negociaciones colectivas.



“Este ajuste no podrá significar una disminución en el monto o porcentaje total de las comisiones u otros emolumentos variables que conformen la remuneración del trabajador”.



A través de este artículo se está garantizando el ingreso que percibía el trabajador, al cual se le exigía vender determinados medicamentos para obtener una comisión. De esa manera, al tener tal obligación, el dependiente inducía a las personas a comprar ciertos remedios, porque así este lograba una mejor renta.



Esta normativa da un enorme respaldo a la gente.



Por lo tanto, a partir de ahora se va a facilitar el acceso a los medicamentos genéricos que tengan la calidad de bioequivalentes, lo cual hará bajar ostensiblemente los precios. Con ello conseguiremos optimizar mucho más el presupuesto -como lo señalaron algunos Senadores- de los adultos mayores.



Así es que no nos queda más que alegrarnos por esta buena iniciativa, apoyarla, y señalar el hastío de todo un país por la forma en que las farmacias se coludían, en que hacían sus miserables negocios, en que, a vista y paciencia de cada persona, abusaban.



El hecho de ver la manera como ellas han estado lucrando durante años, producto de que la gente debía acudir a comprar a esos centros de venta de medicamentos, constituye una situación que irrita a cualquiera.



En consecuencia, hoy podemos decirle al país que esos abusos ya debieran ir desapareciendo, que las farmacias tienen que cambiar su comportamiento. Y, en definitiva, habrá más alternativas de venta, lo que, indudablemente, es una buena noticia para todos los chilenos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Uriarte.

El señor URIARTE.- Señor Presidente, no quisiera repetir lo que ya se ha dicho una y otra vez por parte de quienes han intervenido.



Este es un muy buen proyecto, y quiero felicitar al Gobierno, y particularmente al Ministro de Salud, por hacer de esta normativa una prioridad y haber tomado en cuenta distintas mociones que emanaron de la propia Comisión de Salud. 



Este era un tema pendiente. Porque, dentro de todo lo que siempre se ha abordado en materia de reforma a la salud, claramente faltaba hacerse cargo de una mejor política de remedios. Y eso es lo que hace este proyecto de ley, toda vez que fortalece los derechos de los pacientes, ahora en su condición de consumidores de fármacos, de medicamentos. Además, no solo termina con las asimetrías que había en materia de información, de acceso, de cobertura, sino que también se les confieren a los consumidores derechos que antes no tenían.



Y eso se logra mediante la entrega de más información, el perfeccionamiento de la cobertura, la descentralización de la venta de los remedios dentro y fuera de las grandes ciudades. Asimismo, se incorporan conceptos nuevos como los que aparecen en la propia iniciativa a propósito de los almacenes farmacéuticos; se mejora la disponibilidad y la cobertura a través de establecimientos de salud; se permite el fraccionamiento, lo que es muy importante; se obliga a publicar los precios. 



En definitiva, lo que nunca antes se había logrado, ahora sí se concretará mediante el restablecimiento del derecho que tiene toda parte que quiere cerrar un contrato de compraventa y necesita contar con la información mínima acerca de cuánto vale un medicamento o cuánto le están cobrando por un remedio.



Y, en general, se prohíben todos los incentivos que hoy día existen en el mercado y que no hacen más que distorsionar la relación entre el cliente, el consumidor, el paciente y la propia farmacia. 



También se le da una mejor regulación a la receta médica, que no es más que una orden de compra. Ahora, en este instrumento, se le entrega mucha más información al consumidor para que pueda disponer de otras alternativas, aparte del remedio o del nombre de fantasía que aparece en la propia receta.



En general y en particular, me parece que esta es una muy buena iniciativa, y sin perjuicio de lo que podamos aprobar hoy y de lo que se despache en la Comisión Mixta, se observa en ella un esfuerzo serio, de verdad. Y, por lo mismo, vale la pena apoyarla resueltamente.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en primer lugar, deseo valorar el hecho de que este proyecto se esté discutiendo hoy día. Ojalá se pueda aprobar para que en la Comisión Mixta surja un resultado definitivo que tienda a apoyar la competencia y la transparencia de la industria farmacéutica y, especialmente, aquello que necesitan nuestras comunas, nuestra gente: el poder acceder libremente a los fármacos que requiere.



Ahora bien, sobre la materia en debate debo señalar que estoy de acuerdo con la Cámara de Diputados en cuanto a eliminar el inciso segundo del artículo 126, que dice: “En ninguno de estos establecimientos estará permitida la instalación de consultas médicas o de tecnólogos médicos.”. Esta norma se encuentra referida específicamente a las ópticas. 



Hace dos años nosotros aprobamos justamente un proyecto para que los tecnólogos médicos con mención en Oftalmología pudieran instalarse en los pueblos con el propósito de recetar y vender productos ópticos, dado que ahí no hay especialistas, lo cual es un problema serio que afecta a la mayoría de las comunas del país. Por eso, valoro lo que resolvió la Cámara de Diputados de suprimir el texto aprobado originalmente por el Senado.



En ese sentido, hago notar, señor Presidente, que esa sería la única actividad a la que se le estaría eliminando la posibilidad de participar en este tipo de “integración vertical”, como se le denomina hoy. Porque no me imagino que en determinada comuna, sobre todo rural, una persona pueda ir a otro lugar a consultar un especialista oftalmólogo, dado que no existen.



Por lo tanto, creo que la decisión que tomó la Cámara de Diputados, por 93 votos a favor y 2 en contra, es bastante clara. 



Y ojalá, señor Presidente, se pudiera separar la votación respecto del artículo 126, ya que se trata de una norma aprobada por unanimidad en la Comisión de Salud.



Incluso hay argumentos del profesor Zapata que son muy claros en cuanto plantean precisamente la inconstitucionalidad de aquella disposición, la que espero podamos rechazar hoy día con el fin de que quede absolutamente garantizado de que, en las ópticas, los tecnólogos médicos y los oftalmólogos podrán emitir recetas y vender los productos requeridos. Porque, de lo contrario, nos vamos a encontrar con situaciones bastante complejas que, a la larga, afectarán la salud visual de las personas que necesitan ese tipo de atención.



Señor Presidente, pido que se vote en forma separada el inciso segundo del artículo 126.

El señor PIZARRO (Presidente).- Le aclaro a Su Señoría que ya la Senadora señora Alvear solicitó votar separadamente ese precepto.



Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, este es un proyecto -como se ha dicho acá- muy importante, que nace a consecuencia del abuso desmedido, sin compasión, deshumanizado de las farmacias. 



Lamentablemente, el modelo neoliberal de salud, donde el que regula es el mercado y no el Estado, ha llevado a Chile a niveles de concentración del sector farmacéutico que son inaceptables, lo cual ocurre solo en nuestro país.



En Europa casi todas las farmacias son servicios públicos que se licitan y en donde se aplican los mismos precios. Su misión es ser un instrumento de las políticas de salud y, evidentemente, no una industria más cuyo objetivo fundamental sea el lucro y la rentabilidad.



En Argentina y el resto de los países latinoamericanos está limitado el número de farmacias que se puede tener, con un máximo -así ocurre en muchos de ellos- de diez establecimientos. Sin embargo, en Chile hay una situación que ya en sí constituye un riesgo para las políticas de salud: existen tres cadenas de farmacias que representan más del 80 por ciento de los puntos de venta.



¿Por qué presentamos este proyecto, que nació de una moción de los Senadores de la Comisión de Salud? Porque hubo una colusión que significó que las farmacias aumentaran hasta un mil por ciento el precio de los medicamentos, y lo hacían precisamente a través del uso de la “canela”; es decir, al dependiente se le instruía para vender determinados productos, normalmente aquellos relacionados con ciertos laboratorios o con marcas propias, los cuales, como dije, llegaban a tener un incremento en su precio de mil por ciento o más.



Y eso aconteció con medicamentos de primera necesidad, lo que es una aberración, porque nadie va a una farmacia porque quiere. Todos acuden a ella por una razón médica; pero el que no dispone de remedios no puede concretar el tratamiento que le asignó el médico privado, el consultorio o el hospital.



Cabe señalar que los consultorios y los hospitales entregan solo el 40 por ciento de la receta; o sea, en Chile los sectores de bajos recursos y los sectores medios tienen que pagar el 60 por ciento restante de su bolsillo. 



A raíz de eso, nosotros recurrimos a la Fiscalía Nacional Económica; acudimos al Ministerio Público, y también presentamos este proyecto de ley, que posteriormente fue recogido y apoyado por el Ministerio de Salud.



Esta es una muy buena iniciativa porque elimina todas esas distorsiones y las “canelas”, además la posibilidad de sustitución. Entre otras cosas, moderniza al sector en lo que respecta a toda la política de medicamentos, e incluye petitorios mínimos, la priorización de los remedios genéricos, el establecimiento de bioequivalentes y biomedicamentos, que no existían. (A futuro, todos los medicamentos van a ser hechos por nuestros ancestros más antiguos: las bacterias, que son un tipo o un estándar distinto de remedios).



Por lo tanto, esta es una reglamentación que apunta a lograr remedios más baratos, de calidad, y a garantizar el acceso a ellos.



Ahora bien, hemos tenido diferencias, las que se han resuelto.



Yo soy partidario de que al emitirse una receta -además, quiero mencionar que dispusimos su expedición a través de medios electrónicos- se indique la denominación internacional del medicamento y, al mismo tiempo, se informe a los pacientes -aquí no estamos hablando de “usuarios”- en cuanto al nombre comercial del fármaco y a su compuesto universal.



Queremos fijar una verdadera línea divisoria para precisar qué medicamento se puede sustituir. Únicamente será factible remplazar el que tenga bioequivalencia; y ello, solo a petición del paciente. Si no, volveremos al escenario anterior y las farmacias usarán todos los instrumentos de que dispongan para sustituir los fármacos y seguir engañando a la gente.



De otra parte, esos establecimientos no cuentan con listas de precios. En tal sentido, consignamos su obligación de tenerlas y de marcar el valor de los medicamentos, al objeto de impedir el engaño o disminuir su ocurrencia.



Intentamos terminar con la integración vertical. No fue posible. Esperamos lograrlo a futuro.



Respecto a lo que planteó el Senador García-Huidobro, debo puntualizar que en Chile, porque constituye una vergüenza, no puede haber ópticas con optómetras o tecnólogos médicos dentro de ellas.



Nosotros no permitimos que en el lugar donde funciona la consulta de un médico exista una farmacia y la gente se sienta casi obligada a comprar en ella los fármacos que dicho profesional le receta.



¡Eso es inaceptable!



Por ello, el Senado debe ejercer a aquel respecto una acción que consagre la autonomía.



Sé que aquí hay lobby y que varias ópticas les regalan lentes a parlamentarios, quienes a veces muestran reciprocidad hacia ellas y quieren que puedan tener dentro del local tecnólogos médicos u optómetras.



¡Eso es una vergüenza y el Parlamento no lo puede aceptar!



El Senado, a efectos de evitar conflictos de interés, legisló por unanimidad en la Comisión de Salud para impedir la presencia de optómetras y tecnólogos médicos al interior de un local donde se venden lentes.



El problema que expuso el colega García-Huidobro se refiere a una situación existente. Sin embargo, ya está solucionado. En efecto, nosotros facultamos a los tecnólogos médicos para realizar procedimientos preventivos a los fines de que puedan recetar medicamentos de menor complejidad y ocuparse en todo lo relacionado con las disfunciones de la agudeza visual.



Ahora, lo que no podemos permitir -posibilitarlo sería inaceptable; y por eso la Cámara Alta reparó el grave error cometido- es que al interior de la óptica un optómetra o un tecnólogo médico recete el lente que se vende allí mismo. Si tal ocurriera, sería una absoluta falta de transparencia con la gente.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, quiero opinar en una línea exactamente distinta de la que siguió el Senador que me antecedió en el uso de la palabra.



La verdad es que muchas veces la integración vertical puede beneficiar al consumidor. Y si lo perjudica, existen una legislación e instituciones en materia de libre competencia; en tal caso, a estas instancias debe recurrirse.



Es como si una clínica que presta atención ambulatoria no pudiera tener un laboratorio donde, tras ser atendido por un médico, el paciente, en forma optativa, se realizara los exámenes indicados.



En último término, a mi entender, hay que pensar en los pacientes. Pero no me parece apropiado sostener a priori que una integración vertical como la que se plantea va a perjudicarlos per se.



Si frente a cada caso judicial se establecen barreras, nos vamos a llenar de leyes.



En esta materia, sí, debe haber buenas instancias en cuanto a fiscalización, a libre competencia, a resguardo al consumidor, quien, con impedimentos fijados a priori, puede terminar afectado.



Por lo tanto, voy a aprobar lo resuelto por la Comisión de Salud, salvo en este punto. Me parece que la existencia de integración vertical en esta materia no perjudica necesariamente per se al consumidor.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, con relación a este proyecto, quiero destacar la disposición del Ministro Mañalich, quien a veces puede ser confrontacional o díscolo, para enfrentar a los laboratorios y su lobby potente de la misma forma como lo hizo en su momento ante el caso de las tabacaleras.



En esta iniciativa vamos a estar de acuerdo con él, lo vamos a apoyar. En otras materias, como la deuda de los hospitales, particularmente la del Guillermo Grant Benavente, y la falta de insumos, espero que se ejerzan las acciones conducentes a evitar que falten estos últimos; y me refiero en especial a los que necesitan los niños sometidos a tratamientos oncológicos en el establecimiento recién individualizado.



El Ministro ha planteado que Chile es el país con más gasto regresivo en cuanto a medicamentos. La gente humilde es la que más recursos destina a la adquisición de fármacos. Así lo han establecido estudios internacionales. Y eso nos otorga una condición particular entre los miembros de la OCDE.



Las personas de entre 20 y 35 años utilizan diariamente, en promedio, dos medicamentos, cifra que aumenta a 4,2 en el caso de los adultos mayores. Y está comprobado que, en grupos etarios de sobre 65 años, las parejas que perciben en común una pensión mensual de 300 mil pesos destinan a la compra de medicamentos alrededor de 100 mil pesos.



Por lo tanto, este proyecto va a beneficiar a mucha gente, y en particular a quienes deben adquirir fármacos.



¿Qué hace esta iniciativa? Garantiza -y por eso estamos de acuerdo con ella- la disponibilidad de medicamentos en todo el territorio nacional; hace más estricta la normativa que sanciona la falsificación de fármacos; reglamenta de mejor manera, mediante la instalación de los comités de ética clínica, la investigación sobre nuevos fármacos e importación de productos farmacéuticos; traspasa al Instituto de Salud Pública la atribución de vigilar al sector farmacéutico; incluye una correcta definición de lo que se entiende por “producto farmacéutico”; establece un control respecto a los medicamentos bioequivalentes; prohíbe entregar muestras médicas al inicio del tratamiento de un enfermo (porque la tendencia es a hacerlo para que después el paciente siga utilizando determinado medicamento); prohíbe los incentivos a los médicos por parte de los laboratorios y la propaganda encubierta de ciertos fármacos; legitima la existencia de la receta expedida a través de medios electrónicos; otorga el carácter de documento privado a la receta médica; posibilita que la CENABAST importe directamente medicamentos, insumos y alimentos de uso médico en caso de que se presenten dificultades en la provisión de dichos productos o se detecte una colusión entre los proveedores en materia de precios; faculta a los centros de salud públicos para expender medicamentos en lugares donde no exista disponibilidad de ellos; prohíbe los incentivos destinados a que los dependientes de las farmacias vendan determinado producto, y autoriza el fraccionamiento de medicamentos (ello, para que la gente compre lo que necesita y no lo que quiera venderle el laboratorio: si requiere 10 cápsulas, son 10 y no 40 o 20). 



Señor Presidente, lo más importante de este proyecto de ley es que garantiza la posibilidad de exigir que cada médico establezca lo concerniente a los genéricos. Es decir, los pacientes van a tener libertad para optar por la compra de un remedio bioequivalente más barato.



Sobre ese aspecto, señor Presidente, cabe formular un planteamiento.



Hasta el momento se han certificado como bioequivalentes 181 medicamentos, de un total de 2.780 previstos para fines de 2014. Esto lo planteó la Directora del ISP, doña María Teresa Valenzuela. Y es muy importante. Hay que garantizar que aquello ocurra, y ojalá en el menor tiempo posible.



También me preocupa el hecho de que el Instituto de Salud Pública cuente actualmente con 23 funcionarios para llevar a cabo la tarea de fiscalización, la que se ejecuta conforme a un programa anual.



Uno debe aspirar a que el ISP cuente con capacidad para realizar una fiscalización real y concreta a lo largo de todo el país.



Voy a apoyar este proyecto de ley, señor Presidente. 



Lo de la integración vertical quedó pendiente. Aquí se ha planteado que puede ser beneficiosa. Empero, la experiencia práctica demuestra que solo provoca aumento de los precios. Los laboratorios y las farmacias integradas no tienen preocupación por beneficiar a los usuarios.



De otra parte, no resulta apropiado que en el mismo lugar donde se venden los lentes ópticos se haga el diagnóstico y se dé la receta, pues eso incentiva que las personas compren tres pares en vez de uno. Porque se trata de un negocio. Entonces, hay que diferenciar ambos aspectos.



Señor Presidente, respaldo este proyecto de ley, que, a mi entender, será revolucionario en materia de salud pública.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, el Maule Sur -bien lo sabe la Senadora Ximena Rincón- y probablemente muchas otras circunscripciones o regiones con notoria característica rural presentan problemas distintos y adicionales a los que normalmente afectan a las grandes ciudades: falta de acceso a las farmacias, a los medicamentos.



Aquí ya no se trata de la posibilidad de disponer de remedios bioequivalentes, genéricos, que significan una economía para la ciudadanía, sino de la de adquirir fármacos.



En Linares, por ejemplo, uno puede encontrar muchas farmacias en el casco urbano, en la zona céntrica; pero en los lugares hacia donde han ido creciendo las poblaciones no existe ni una sola. De manera que quienes necesitan comprar medicinas deben viajar al centro de la ciudad.



Tal situación se repite en numerosas regiones y provincias. Por lo tanto, estamos frente a un problema al cual, a mi juicio, se le debe buscar una solución.



Estoy hablando de localidades donde ni siquiera hay supermercado, como todos los señores Senadores saben.



Deseo, en consecuencia, plantear la necesidad de que en la ley en proyecto se haga justicia a los sectores más alejados de la vida urbana, central y moderna, en la que sí hay acceso a todos los servicios, a todos los beneficios, y donde a veces existen tres farmacias por cuadra. Eso es lo que ocurre en varias ciudades.



Estoy cierto de que en múltiples poblaciones de Santiago el acceso a una farmacia también se torna difícil. Empero, esta situación no es comparable con la carencia que a ese respecto afecta a numerosos habitantes de regiones.



¿Qué ocurre en estas hoy día? Los remedios se venden derechamente en forma clandestina, porque la gente necesita acceder a ellos y no tiene otra alternativa que comprarlos en el lugar más cercano, que muchas veces puede ser aquel donde funciona un quiosco, un almacén o un “puestos varios” de cualquier población, especialmente en los ámbitos rurales.



Por eso, llamo la atención sobre lo que establece el artículo 129 C que despachó el Senado, al que la Cámara de Diputados le agregó dos incisos finales.



El primero dispone: “En todo caso, será obligación de tales profesionales mantener los productos señalados en condiciones adecuadas.”.



Y el segundo concluye con lo siguiente: “Ninguna de las normas establecidas en esta ley podrá ser interpretada en el sentido que se autoriza el expendio de medicamentos en lugares o recintos distintos de los señalados expresamente en esta ley ni a la venta directa en estanterías u otros espacios de acceso directo al público.”.



Por lo tanto, solo será factible comprar remedios en farmacias; en almacenes farmacéuticos; en otros lugares establecidos en la ley, vinculados al Instituto de Salud Pública, o en algunos hospitales y otras instalaciones de tal naturaleza.



Señor Presidente, en varias comunas no existe una sola farmacia. Y en la zona que represento hay varios casos.



¡En Chile, 54 comunas no tienen farmacia!



En Yerbas Buenas se está instalando una. Pero quienes conocen esa comuna saben que ahí la mayor concentración de población es del 8 por ciento. Y ningún poblado supera el referido porcentaje. Es decir, la ciudadanía no tiene acceso real a los remedios y está obligada a comprarlos en el comercio clandestino.



En consecuencia, señor Presidente, pido que las disposiciones mencionadas se voten separadamente, pues fueron aprobadas por mayoría y, a mi entender, es necesario que pasen a Comisión Mixta al objeto de que se busque una solución que, junto con autorizar la venta de medicamentos en los locales comerciales que cumplan los requisitos establecidos por la ley en proyecto -o sea, se le da seriedad a la medida-, les permita a los sectores rurales, al mundo campesino, a las poblaciones alejadas o sin acceso a farmacias adquirir también remedios de aquellos autorizados mediante esta iniciativa.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, voy a anticipar mi planteamiento.



Después de escuchar a los Senadores García-Huidobro y Girardi, la situación específica a que se refirieron me deja preocupado, pues se visualiza una gran contradicción entre la actuación de los optómetras en las ópticas y el expendio en estas de anteojos e implementos relacionados con la oftalmología.



Aquí llegó una comunicación mediante la cual el Colegio que agrupa a dichos especialistas observa la supresión que acordó la Cámara de Diputados, por 93 votos, de la parte final del inciso segundo del artículo 126.



De otro lado, considero que lo planteado por la Comisión de Salud del Senado es redundante, pues el artículo 120 del Código Sanitario dispone que “Los profesionales señalados en los artículos 112 y 113 bis de este Código” -precisamente aquellos que nos interesan- “no podrán ejercer su profesión y tener intereses comerciales que digan relación directa con su actividad, en establecimientos destinados a la importación, producción, distribución y venta de productos farmacéuticos, aparatos ortopédicos, prótesis y artículos ópticos, a menos que el Colegio respectivo emita en cada caso un informe estableciendo que no se vulnera la ética profesional.”.



Bastaría esa norma.



Sin embargo, existe una contradicción.



Cuando discutimos aquí el punto, los optómetras vinieron a plantearnos -y creo que fue positivo lo que hicimos- que para llegar con su asistencia técnica o profesional a sectores imposibilitados de acudir a un oftalmólogo era necesaria una disposición que potenciara la actividad que ellos desarrollan. Y nosotros despachamos una norma conducente a cumplir tal propósito.



Señor Presidente, a mí me asalta una duda muy grande en cuanto a qué posición tomar frente a la diferencia surgida entre el Senado y la Cámara de Diputados.



Por esa razón, incluso yo preferiría que el precepto cuestionado pasara a Comisión Mixta para que ahí se pudiera aclarar y resolver el problema. 



En este momento no sé si votar en un sentido u otro, porque de algún modo podría limitar lo que ya aprobamos como algo positivo en el Senado: que los optómetras queden autorizados para trabajar en el campo...

El señor SABAG.- Los optómetras y los tecnólogos médicos, Honorable colega.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Por supuesto: ambos.



Bueno: en este minuto no me atrevo a tomar una decisión en ningún sentido.



En un asunto como este, salvo que haya una aclaración satisfactoria -y espero que el señor Ministro la haga-, no podemos crear de nuevo un conflicto que antes tratamos de solucionar, a lo mejor sin proceder en la forma correspondiente.



Además, estamos frente a una modificación que, como expresé, en la Cámara de Diputados se aprobó por inmensa mayoría (noventa y tantos votos) y que nuestra Comisión de Salud rechazó por cinco votos contra cero.



¿Cómo se explica eso?



Yo por lo menos no me atrevo a dar una opinión final sobre el cambio introducido en el artículo 126. Casi me quedaría con lo que dispone hoy el artículo 120 del Código Sanitario, de modo que, si en cierto momento el Colegio de la orden considera posible llevar a cabo la actividad pertinente, la determinación sea tomada por él y no por nosotros.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra al señor Ministro, a quien se le solicitó una aclaración.



Todavía no estamos en votación, de manera que ello es perfectamente posible.

El señor MAÑALICH (Ministro de Salud).- Señor Presidente, me referiré a dos temas que se han discutido acá.



El primero tiene que ver con la propuesta del Senador señor Hernán Larraín, que considero acertada, pues los dos incisos que la Cámara de Diputados agregó al artículo 129 C y que Su Señoría pidió votar separadamente se deben leer, como lo interpretamos una vez que ambos fueron aprobados en la Comisión de Salud del Senado por tres votos contra dos, en el sentido de que queda explícitamente prohibida la venta de medicamentos no solo en las góndolas de los supermercados sino también en los lugares no especificados de manera expresa en la ley, como las farmacias y los almacenes farmacéuticos.



¿Qué quiere decir lo anterior? Que, al eliminarse la disposición de la Cámara, CENABAST pierde la posibilidad de vender medicamentos en recintos públicos de lugares apartados, como un centro de salud familiar o lo que fuere. Y creo que eso no se halla en el espíritu original de la normativa.



Respecto del segundo tema, deseo recordar a los señores Senadores que en esta Sala, así como también en la Cámara de Diputados, tuvo lugar una amplia discusión sobre los optómetras, con ocasión de la anterior reforma del Código Sanitario, en 2011.



Primero, quisiera aclarar que en el país no existe tal profesión, de manera que nadie podría aseverar: “Pertenezco al Colegio de Optómetras”. Ninguna universidad chilena entrega un título de esa naturaleza.



Segundo, nuestros planteles de enseñanza superior otorgan el título -lo acordamos en dicha reforma- de tecnólogo médico, con mención en oftalmología. Y se definió claramente cómo se podía adquirir la especialidad.



Y tercero -es lo que más me preocupa-, discutimos ampliamente respecto a la opción de generar una suerte de carrera paralela. Ello no lo corrige, por supuesto, la proposición. Porque insisto en que se sigue exigiendo el título de tecnólogo médico para la especialidad de oftalmología. No existe el título de optómetra ni tampoco va a existir. No hay ninguna iniciativa que apunte en ese sentido, y es algo que tiene que ser necesariamente motivo de una ley.



Cuando resolvimos actuar como colegisladores en la reforma anterior, fuimos explícitos en consignar que enfrentábamos un problema de lista de espera, de acceso, y esa cuestión, con la enmienda efectuada en el Código Sanitario, se halla total y absolutamente resuelta. Hoy día, para leer mejor, un chileno con presbicia puede comprar lentes en la calle, si quiere, sin necesidad de recurrir a ningún especialista ni a nadie. Un paciente con alteraciones de refracción, miopía, hipermetropía, astigmatismo, puede concurrir donde un tecnólogo médico con orientación oftalmológica y recibir una receta. Y ello ha significado el término de la lista de espera en ese ámbito.



¿Por qué pongo énfasis en el punto? Porque, de acuerdo con el Código y las responsabilidades profesionales, estas son cesiones de facultades propias del quehacer que tiene que ver con el diagnóstico y tratamiento de las enfermedades, y dicen relación con potestades exclusivas de médicos cirujanos o de cirujanos dentistas.



Reitero que es una discusión que sostuvimos hace menos de un año y medio y la aprobación se otorgó en la forma y con los equilibrios acordados por una amplísima mayoría en esta misma Sala.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, la iniciativa que modifica el Código Sanitario, en materia de regulación de farmacias y medicamentos, es producto de varias mociones de Senadores, entre los cuales me cuento. Y la fusión de todas ellas ha dado origen a un muy buen proyecto, como lo han señalado quienes me han precedido en el uso de la palabra.



Deseo destacar dos disposiciones que me parecen de suma relevancia, ya que a las otras ya han hecho referencia varios colegas.



Una de ellas es la referente a la rotulación de precios en productos farmacéuticos, lo que resulta importante, porque cada persona que vaya a una farmacia se impondrá del valor del medicamento que quiera adquirir, el cual lo llevará adherido. No se encontrará con la sorpresa de que el monto aparezca cuando solicite la boleta, en circunstancias de que a veces se hace imposible pagarlo. La medida me parece muy buena.



La otra es una disposición cuyo autor es el Senador que habla, la cual determina que, no obstante el funcionamiento de farmacias o almacenes farmacéuticos privados, en las comunas de menos de diez mil habitantes y en las situadas a más de cien kilómetros de otro centro poblado los establecimientos asistenciales u hospitales de la localidad estarán autorizados para suministrar al público productos farmacéuticos, alimentos de uso médico y elementos de curación y primeros auxilios.



Lo anterior cobra mucha significación en localidades aisladas. Y pongo un ejemplo. Al otro lado del estrecho, en la Región de Magallanes, se encuentra Porvenir, con una farmacia de una cadena nacional, y uno de los grandes anhelos de sus habitantes ha sido que el hospital, el servicio de asistencia pública, siga expendiendo medicamentos y productos farmacéuticos. Ahora eso será posible en clara competencia con el establecimiento privado, para beneficio de una población que contará con una mayor variedad de locales -dos, por lo menos-, a los que podrá recurrir a fin de obtener remedios o productos farmacéuticos o alimentación que recomienden los médicos.



Son normas bastante positivas, altamente favorables para la ciudadanía y que se suman a las demás que trae el proyecto, las que lo hacen revolucionario, como lo manifestó un señor Senador, y determinan que marque historia en la vida farmacéutica del país.



Por mi parte, votaré a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, la iniciativa que nos ocupa tiene que ver con la cotidianidad, con la vida diaria, con lo que le ocurre a una familia sencilla, modesta, cuando quiere comprar un medicamento o ir a la consulta de un médico o acceder a un especialista. Esto último es más escaso, especialmente si se trata de sectores más vulnerables, porque si se concurre al hospital quizás será preciso esperar un par de años y en el consultorio no se encontrará.



Siendo el proyecto un avance importante en los derechos de usuarios, de consumidores, y al velarse porque exista más transparencia e información, creo que las cautelas planteadas por algunos Senadores son legítimas, desde el punto de vista de asegurar que los sectores más apartados puedan contar con el medicamento en su localidad y de que no necesariamente se requiera viajar o ser víctima de revendedores clandestinos para conseguirlo.



Y, de la misma manera, en el caso de los tecnólogos médicos con mención en oftalmología, si existe el reconocimiento del Ministerio y el titular de la Cartera ha expresado que, como profesión técnica, ella se encuentra reconocida, al orientar esos profesionales a un paciente para que obtenga algún tipo de lente que se adecue a su necesidad vamos a evitar, en definitiva, que la persona esté comprando cualquier accesorio en las cunetas o la calle.



Hemos debatido bastante la cuestión y encontramos que existe una especie de monopolio entre los oftalmólogos, porque no hay más espacio para estudiar la especialidad. En consecuencia, el número de ellos a nivel nacional no alcanza para satisfacer la demanda y el precio de la consulta es inalcanzable. Mucho más lo es para el Estado la contratación de esos profesionales. ¡Y qué decir de los consultorios, de las comunas más alejadas...! Entonces, existe un privilegio de una profesión determinada, y, a través de la ley, se quiere remachar la ventaja de que otro no pueda atender en materias de simple resolución o para las cuales precisamente han sido preparados tecnólogos médicos.



En cuanto a la prohibición de recetar en una óptica o un establecimiento de venta, creo que tal acto no debería llevarse a cabo, por una sana transparencia; pero, en tal caso, tendríamos que revisar la participación en general de todos los profesionales médicos. Ellos, muy a menudo, son también propietarios de clínicas y los mismos que determinan metodologías, tratamientos, exámenes, siendo dueños de los equipos en que estos se realizan.



En consecuencia, ¿dónde se halla la línea divisoria del conflicto de interés que se registra entre los médicos que participan en la recomendación de un tratamiento o un medicamento especial? Este último producto puede ser vendido en las propias clínicas, y si una persona se interna, el mismo médico que le extiende la receta tal vez es socio del establecimiento.



¿Dónde se encuentra la incompatibilidad en el proyecto de ley, sobre la base de nuestro celo con relación a los tecnólogos médicos, que no podrían desempeñarse en una óptica?



Para ser coherentes, me habría gustado que hubiéramos sido bastante más acuciosos. Si vamos a darle transparencia al sistema, ello cabe extenderlo a todos los profesionales que atienden en el ámbito de la salud.



Dicho lo anterior y con las reservas que he planteado, anuncio que votaré a favor de casi todos los artículos, excepto los referentes a los aspectos que he expuesto.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Novoa. 

El señor NOVOA.- Señor Presidente, soy bastante escéptico respecto de la iniciativa.



El tono del debate; la demonización relativa al sector privado; la suposición de todo tipo de malas intenciones; la acusación, dirigida a quienes piensan en una forma determinada, de defender intereses espurios, me dejan la impresión de que este es un proyecto cargado de prejuicios y que probablemente no va a solucionar bien los problemas detectados en el funcionamiento de todo el sector.



Creo que la regulación es excesiva y estatista. En vez de sancionarse conductas inapropiadas, se opta por prohibir. Lo que se acaba de señalar respecto de los tecnólogos médicos o de la receta de lentes es una expresión clarísima del punto.



Se le entrega todo al Estado, como si fuera impoluto e impecable, cuando la realidad es que los casos de corrupción en compras públicas o de medicamentos que se adquieren vencidos o que vencen en bodega son pan de cada día. No hago referencia a la actualidad, pero la historia en Chile y en otras partes del mundo así lo demuestra.



Por lo tanto, quiero manifestar un poco mi desagrado por la forma como se ha llevado el debate y mi completo escepticismo en cuanto a que un sistema excesivamente regulado vaya a resolver o a atender mejor las necesidades de la población.



Soy partidario de un Estado subsidiario; de que las regulaciones sean las menores; de una muy buena fiscalización y de aplicación de normas que sancionen a quienes abusan; pero no creo que la línea en que el proyecto se ha discutido y que eventualmente terminará en una legislación vaya a ser una solución para los problemas.



Se hace presente, por un lado -lo expongo solo a modo de ejemplo-, la dificultad para la instalación de farmacias en comunas aisladas. Por otro, se expresa que es bueno que haya más competencia. Tengo la impresión de que esta última se considera desde la perspectiva de las grandes ciudades, porque si en las comunas más aisladas se venden medicamentos sin receta en cualquier parte, una farmacia no se va a instalar nunca en ellas.



Lo anterior no implica que sea contrario a que se abra el mercado. A lo mejor es muy adecuada la venta de medicamentos sin receta en todos los recintos que reúnan mínimas condiciones de higiene. Pero, ¡ojo!, eso no va a resolver la dificultad o hasta puede complicar más la situación, porque obviamente nadie va a establecerse en un lugar apartado si además tiene que competir con el expendio en quioscos, por ejemplo.



Por todos estos aspectos, en definitiva, más que regular todos los detalles en la ley habría preferido un sistema distinto.



Pedí votar de manera separada la letra a) de la modificación N° 9, relativa al artículo 129 aprobado por el Senado, el cual dispone que farmacias y almacenes farmacéuticos se podrán instalar bajo ciertas condiciones y que ello debe ser autorizado por el Instituto de Salud Pública, haciéndose referencia a continuación a los turnos. La Cámara de Diputados agregó la siguiente frase: “Para estos efectos -entiendo que ello dice relación con los turnos-, deberán considerarse datos poblacionales y cantidad de farmacias,” etcétera.



Pero ¿qué pasa? Como…



Le solicito un minuto para concluir, señor Presidente. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Lo tiene, Su Señoría.

El señor NOVOA.- Gracias.



Como esa última norma se introduce en el inciso relativo a que la autorización para que existan farmacias la dará el Instituto de Salud Pública, podría interpretarse que será preciso considerar cuántas hay en un lugar o los datos poblacionales…



El señor Ministro me hace señas de que la intención no es esa.



Deseo que el agregado se rechace, porque no me gustaría que, en un contexto en el que se quiere establecer una regulación -excesiva o tremenda, a mi juicio, pero una regulación, en definitiva-, se pudiera pensar que al Instituto de Salud Pública le cabría decir: “De acuerdo con la población de esta comuna, y como hay cinco farmacias, no autorizo ninguna más”. Estimo que eso está fuera del espíritu de la ley en proyecto.



Por eso pedí la votación separada, señor Presidente.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, tampoco soy especialmente entusiasta de la normativa en estudio.



Me parece que dos elementos apuntan a ser más bien positivos, que son el de abrir ámbitos de competencia y el de mejorar la forma de acceder a genéricos, y eso lo estimo importante en este tipo de legislación; pero, en general, por el enfoque con que ello se plantea, pareciera que importa más la prohibición que la libertad, más la burocracia que los espacios de competencia, aparte observarse una lógica de mala fe respecto de quienes ejercen acciones vinculadas con la salud. Y eso me preocupa. 



No soy de los que creen que la mejor sociedad es aquella en que un Gran Hermano vigila a todos como si estuvieran cometiendo cualquier tipo de tropelías. Soy más bien positivo, en términos de creer que el ser humano también tiene algo de noble.



Y lo digo, adicionalmente, señor Presidente -por eso pedí el uso de la palabra-, al observar algo que ha sido parte de la que se podría decir que ha sido una discusión sobre aspectos de oftalmología, pero que es mucho más profundo. Al proponer la Comisión de Salud, con relación a un establecimiento de óptica, un impedimento respecto de la receta de lentes, para decirlo en fácil, se instala un principio muy grave en la sociedad. Una correcta de la propuesta referida implicaría la imposibilidad de que un médico que atiende una consulta en un hospital termine pidiendo un examen de laboratorio o una operación. 



Me niego a creer que existe un grado tal de maldad intrínseca que lleve a todo el mundo a actuar equívocamente o de mala manera. 



Por el contrario, me parece una gran idea que los médicos atiendan en los hospitales o cerca de los laboratorios y que haya centros médicos que permitan hacer más fácil la vida del ciudadano, al posibilitarle realizar, simultáneamente, un conjunto de exámenes necesarios para mejorar su vida.



Pensemos en una persona que vive en el campo y va a la ciudad en busca de una mejor salud. Bajo la lógica descrita, en vez de concurrir a una óptica a pedir que le diagnostiquen el tratamiento que requiere y ahí mismo mandar a fabricar los lentes -tan importantes para mejorar su visión-, pareciera que tendría que ir de lugar en lugar, de puerta en puerta, para lograr un buen acceso a la salud. 



En mi opinión, tal argumento constituye un símbolo inquietante respecto del espíritu que anima esta iniciativa. Rescato que en ella hay cosas valiosas, y así lo planteé. Pero el hecho de plantear que hay que establecer una especie de muralla china entre servicios complementarios porque el ser humano actuaría siempre en perjuicio del bien común, al menos yo me resisto a aceptarlo. 



Ello es parte de una mentalidad que a veces existe, que no comparto, aunque algunos la defiendan. Es la lógica de la prohibición, que siempre debe ganarle a la lógica de la libertad. 



Por eso, señor Presidente, con dudas respecto del proyecto, que -insisto- posee un par de cosas positivas, quiero hacer especial mención acerca del asunto referido. A mi juicio, la enmienda que la Comisión de Salud del Senado formuló al artículo 126 del Código Sanitario es extremadamente grave como principio rector que debe animar las conductas humanas. 



He dicho. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No quedan más inscritos para intervenir. 

La señora RINCÓN.- Que se llame a votar, señor Presidente. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se tocarán los timbres apenas se dé la explicación pertinente respecto de las votaciones que deben realizarse.



Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- De acuerdo a lo señalado en la relación, hay un conjunto de enmiendas aprobadas por unanimidad en la Comisión de Salud, una de las cuales es de quórum calificado, a saber, la recaída en el inciso quinto del artículo 101 del Código Sanitario, que corresponde al Nº 6, letra e), del artículo 1º del proyecto. Se podrían votar en bloque las modificaciones unánimes, teniendo presente que, para la aprobación de la norma mencionada, se debe reunir el quórum pertinente, esto es, 20 votos favorables. 



Se exceptúa de tal pronunciamiento la letra a) del Nº 9, por cuanto el Senador señor Novoa pidió que se votara separadamente. 



Después correspondería pronunciarse sobre las enmiendas de la Cámara Baja rechazadas por unanimidad en la Comisión -ninguna de ellas requiere quórum especial-, sin perjuicio de votar de manera separada la modificación Nº 7, recaída en el artículo 126 del Código Sanitario, como lo solicitaron los Senadores señora Alvear y señor García-Huidobro. 



Finalmente, se debe votar la única enmienda que fue aprobada por mayoría en la Comisión (3 votos a favor y 2 en contra). Me refiero a la modificación Nº 13. 



En resumen, habría que efectuar cinco votaciones. 



La primera sería respecto de las enmiendas aprobadas por unanimidad en la Comisión de Salud -se incluye la disposición de quórum calificado ya individualizada, que requiere 20 votos para ser aprobada-, con excepción de la norma que el Senador señor Novoa ha pedido votar separadamente. 

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación. 



¿Habría acuerdo de la Sala en aprobar lo propuesto?

La señora RINCÓN.- Por unanimidad, señor Presidente. 



--Por 26 votos a favor, se aprueban las enmiendas acogidas por unanimidad en la Comisión de Salud, con excepción de la modificación Nº 9, letra a), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional requerido.
El señor PIZARRO (Presidente).- Procederemos inmediatamente a la votación de las enmiendas rechazadas por unanimidad en la Comisión. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Salvo la que se pidió votar separadamente por los Senadores señora Alvear y señor García-Huidobro, que corresponde a la modificación Nº 7 de la Cámara de Diputados recaída en el artículo 126 del Código Sanitario.



Las demás se votan en conjunto, y ninguna requiere quórum especial de aprobación. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará la proposición de la Comisión, ahora con 27 votos, porque acaba de llegar el Senador señor Navarro. 



--Por 27 votos a favor, se aprueba el planteamiento unánime de la Comisión de Salud en orden a rechazar determinadas enmiendas, con excepción de la modificación Nº 7. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Ahora, procederemos a realizar las votaciones separadas. 



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En el orden en que figuran en el boletín comparado, la primera votación separada es la que han pedido los Senadores señora Alvear y señor García-Huidobro, que corresponde a la modificación Nº 7 de la Cámara de Diputados, rechazada por la Comisión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se encuentra en la página 44 del comparado.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La enmienda suprime, en el inciso segundo del artículo 126 del Código Sanitario, la siguiente frase final: “En ninguno de estos establecimientos estará permitida la instalación de consultas médicas o de tecnólogos médicos.”.



Los señores Senadores que estén a favor de la modificación debieran votar que sí y los que estén en contra, que no. 

El señor ROSSI.- No.

El señor CHAHUÁN.- No así.

El señor LABBÉ (Secretario General).- De lo contrario, se vota el informe de la Comisión, que propone rechazar la modificación. En ese caso, los que estén de acuerdo con lo sugerido tendrían que votar que sí.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán. 

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, el señor Secretario dio dos alternativas. Pido a la Mesa que clarifique si vamos a pronunciarnos respecto del informe o de la enmienda. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Se votará lo propuesto en el informe de la Comisión de Salud.

El señor CHAHUÁN.- ¡Eso es lo que corresponde! 

El señor ROSSI.- ¡Ahí sí!

El señor PIZARRO (Presidente).- Es eso lo que se pidió votar por separado. 



Los que estén por rechazar la modificación Nº 7 deben votar a favor del informe de la Comisión; los que estén por aceptarla, en contra. 



En votación. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Perdón, señor Secretario. 



Me dicen que hay una confusión.



Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, desgraciadamente, algunos no hemos podido entender bien la explicación dada respecto de esta votación. Y doy excusas por ello.



El texto que aprobó el Senado en su primer informe dice: “En ninguno de estos establecimientos estará permitida la instalación de consultas médicas o de tecnólogos médicos”.



Y la Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, rechazó ese párrafo.



Ahora la Comisión de Salud propone que tal prohibición se mantenga, esto es, que se reponga lo que aprobó el Senado en su oportunidad. 



Por lo tanto, quienes se oponen a ello deben aprobar la modificación de la otra rama legislativa, que suprimió dicha restricción.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, estamos hablando de lo mismo.



Si aprobamos el informe de la Comisión…

El señor LARRAÍN.- ¡Se vuelve al texto de la Cámara de Diputados!

El señor PIZARRO (Presidente).- No. Al del Senado.

El señor LARRAÍN.- Sí, perdón. Se vuelve a lo que el Senado aprobó. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Eso es.

El señor LARRAÍN.- Y si rechazamos lo que propone la Cámara Baja, vale lo que propuso nuestra Corporación.

El señor PIZARRO (Presidente).- Exactamente, señor Senador.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la proposición de la Comisión de Salud, que rechaza la modificación Nº 7 introducida por la Cámara de Diputados (16 votos a favor, 10 en contra, una abstención y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Cantero, Chahuán, Escalona, Espina, Gómez, Horvath, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi y Walker (don Ignacio).



Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Coloma, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Prokurica y Tuma.



Se abstuvo el señor Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareada, la señora Pérez (doña Lily).

El señor PIZARRO (Presidente).- En consecuencia, se vuelve al texto aprobado por el Senado en el primer trámite.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La segunda votación separada, pedida por el Senador señor Novoa, está referida a la modificación Nº 9, letra a).

El señor PIZARRO (Presidente).- La Comisión de Salud propone, por unanimidad, aprobar las letras a), b) y c) de la modificación Nº 9.



Ya se acogieron las letras b) y c). Y el Honorable señor Novoa solicitó votar separadamente la letra a).



En votación.



Los que estén a favor de lo propuesto en el informe de la Comisión votan que sí, y quienes se opongan, que no.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, aunque ya lo expliqué, la Senadora Rincón me pregunta por qué pido separar la votación respecto de esta letra.



La norma que agrega la Cámara de Diputados señala: “Para estos efectos, deberán considerarse datos poblacionales y cantidad de farmacias, de almacenes farmacéuticos y de establecimientos de salud existentes en la localidad de que se trate”.


Obviamente, tal planteamiento se refiere a los turnos.

El señor CHAHUÁN.- Así es.

El señor NOVOA.- Me lo confirma el Senador Chahuán. 



Sin embargo, en ese inciso se habla de los turnos y, también, de varias cosas más, entre ellas, la autorización para instalar farmacias.



Con la disposición propuesta, podría ser que, con el argumento de que hay muchas farmacias y poca población, se niegue en algún lugar el establecimiento de nuevas farmacias o almacenes farmacéuticos.



Para evitar una mala interpretación, sugiero rechazar la letra a). Así, en la Comisión Mixta podremos clarificar que esta norma no faculta para impedir el establecimiento de farmacias, sino que solo opera para el efecto de regular los turnos.



Busco nada más que se clarifique el punto para que después no haya una mala interpretación de la ley.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, este asunto fue expresamente discutido en la Comisión. Hay constancia de la discusión que se llevó a cabo. Y quedó claramente establecido que la norma propuesta es solo para los efectos de la dictación del reglamento del Ministerio de Salud en materia de turnos, no de apertura de farmacias.



Ello quedó claro en la historia fidedigna de la ley.

El señor PIZARRO (Presidente).- Okay.

El señor CHAHUÁN.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Senador señor Chahuán, estamos en votación.

La señora ALLENDE.- ¡No hagamos el debate de nuevo!

El señor CHAHÚAN.- No es la idea debatir, sino clarificar.

El señor PIZARRO (Presidente).- Estamos en votación y tenemos el acuerdo de no seguir argumentando.



El Honorable señor Chahuán dice que va a clarificar el punto.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, la duda del Senador Novoa también la planteé en la Comisión de Salud, puesto que, en efecto, de una lectura rápida de la norma pertinente, podía interpretarse que la autorización iba a estar condicionada, fundamentalmente, por la cantidad de población y por la distancia entre las farmacias.



Por eso se clarificó el punto. Y quedó consignado -así lo pedí- en la historia fidedigna de la ley que tal disposición solo se aplicará para los turnos de farmacia.

El señor PIZARRO (Presidente).- Está bastante clara ya la materia.



Los que estén a favor de lo propuesto por la Comisión de Salud en su informe votan que sí y quienes se hallan en desacuerdo, que no.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación…

El señor PIZARRO (Presidente).- Un momento, señor Secretario.



¿Qué pasa, Senador Espina?

El señor ESPINA.- ¡No me queda registrado el voto!

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Votó, señor Senador?

El señor ESPINA.- ¡No, pues, si no me marca!

El señor LABBÉ (Secretario General).- Está cerrada la votación, pues el señor Presidente dijo: “Terminada la votación”. Y no puedo abrirla nuevamente.



Se puede dejar constancia del voto de Su Señoría.



--Se rechaza la proposición de la Comisión de Salud para aprobar la letra a) de la modificación Nº 9 (15 votos en contra, 13 a favor y un pareo).



Votaron por la negativa las señoras Alvear y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Coloma, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Rincón y los señores Chahuán, Escalona, Gómez, Horvath, Lagos, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana y Rossi.



No votó, por estar pareada, la señora Pérez (doña Lily).
El señor PIZARRO (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- ¡Con el mío suman 14 los votos afirmativos!

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí, pero no influye en el resultado, señor Senador. ¡Salvo que hayan cambiado las matemáticas, 14 sigue siendo menos que 15…!



En consecuencia, queda rechazada la proposición de la Comisión de Salud, y se elimina la letra a) de la modificación Nº 9).



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La última votación es la de la modificación Nº 13, que fue aprobada por mayoría en la Comisión (3 votos a favor y 2 en contra).



Consiste en agregar al artículo 129 C, que pasa a ser artículo 129 D, los siguientes incisos finales:



“En todo caso, será obligación de tales profesionales mantener los productos señalados en condiciones adecuadas.



“Ninguna de las normas establecidas en esta ley podrá ser interpretada en el sentido que se autoriza el expendio de medicamentos en lugares o recintos distintos de los señalados expresamente en esta ley ni a la venta directa en estanterías u otros espacios de acceso directo al público.”.
El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.



Los que estén a favor de lo propuesto en el informe de la Comisión de Salud deben votar que sí y quienes se hallen en contra tienen que votar que no.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la modificación número 13, consistente en agregar dos incisos finales al artículo 129 C (18 votos en contra, 7 a favor y un pareo), y queda despachado el proyecto en este trámite.



Votaron por la negativa las señoras Alvear y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Orpis, Prokurica, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende y Rincón y los señores Chahuán, Escalona, Muñoz Aburto, Pizarro y Rossi.


No votó, por estar pareada, la señora Pérez (doña Lily).
El señor PIZARRO (Presidente).- El proyecto pasará a Comisión Mixta y se designa al efecto a los miembros de la Comisión de Salud.

)-----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Hago presente a la Sala que varios señores Senadores y algunos Comités han pedido tratar inmediatamente y sobre tabla el proyecto que sanciona la comercialización del hilo curado.



Si hubiera acuerdo, así se procedería.



Acordado.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario para dar cuenta de un asunto que ha llegado a la Mesa.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa el segundo informe de la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, con el fin de promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes (boletín Nº 9.022-08) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Queda para tabla.

)-----------(

SANCIONES A COMERCIALIZACIÓN DE HILO CURADO

El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme a lo acordado recientemente por la Sala, corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que sanciona la comercialización del hilo curado, 



--Los antecedentes sobre el proyecto (8576-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Girardi, Chahuán, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte):


En primer trámite, sesión 48ª, en 11 de septiembre de 2012.


En tercer trámite, sesión 53ª, en 4 de septiembre de 2013.


Informes de Comisión:



Salud: sesión 48ª, en 11 de septiembre de 2012.


Salud (segundo): sesión 48ª, en 14 de agosto de 2013.



Discusión:



Sesiones 48ª, en 11 de septiembre de 2012 (se aprueba en general); 48ª, en 14 de agosto de 2013 (se aprueba en particular).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón, Presidenta de la Comisión de Salud, quien hará la relación de los acuerdos a que se llegó en aquella en la mañana de hoy.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, en verdad, debo hacer un reconocimiento al Diputado Matías Walker y a varios otros parlamentarios de la Cámara Baja, quienes también son autores de otra iniciativa.



Sin embargo, aquí se ha producido algo que a mi juicio es inédito en la tramitación de los proyectos de ley: había dos iniciativas legales. Una fue presentada en el Senado por todos los miembros de la Comisión de Salud -no por la Senadora que habla-, Honorables señores Ruiz-Esquide, Chahuán, Uriarte, Rossi y Girardi. Por su parte,  los señores Diputados formularon la suya. Debo dejar constancia de que la presentada por nosotros fue anterior.



Se votaron ambas mociones en sus respectivas Cámaras; llegaron a las Comisiones correspondientes, pero el Senado terminó antes el trámite. 



No obstante, la Cámara de Diputados reconoció que la iniciativa del Senado era más completa -por eso, lo destaco-, razón por la cual le dieron curso y la despacharon finalmente a nuestra Corporación, con indicaciones.



Sus Señorías tienen en su poder un informe con las modificaciones de la Cámara de Diputados, las que, básicamente, incluyen una mayor penalización para la fabricación, transporte, comercialización y uso de cualquier clase de hilo curado, haciendo la excepción en el caso que se ocupe para competencias.



Las competencias deben estar autorizadas por los gobiernos comunales respectivos. Se entrega la facultad de fiscalización, autorización y sanción a los municipios mediante los juzgados de policía local.



La fecha en que nos encontramos -esto lo hemos conversado con los Ministros Secretario General de la Presidencia y de Salud- hace necesario dar una tramitación expedita al proyecto, previo a las Fiestas Patrias.



En consecuencia, junto con agradecer a los colegas de la Cámara de Diputados, pido a la Sala que despache rápidamente esta iniciativa para que alcance a ser una ley que transmita un mensaje claro y categórico: no está permitido usar hilo curado, salvo para competencias en lugares autorizados para tales efectos.

El señor ORPIS.- Que el proyecto vaya a Comisión Mixta, señor Presidente.

El señor CHAHUÁN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, antes de dar la palabra al Honorable señor Chahuán,  me gustaría que me expliquen -doy excusas por hacer la consulta desde la testera-, por qué en el artículo 1º del proyecto en análisis se incorpora algo distinto de lo que planteó el Senado.



El artículo 1º que viene de la Cámara señala: “El que fabrique, transporte, comercialice o utilice cualquier clase de hilo curado, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de entre cien y quinientas unidades tributarias mensuales.”.



Opino que la incorporación de la forma verbal “transporte” es sumamente delicada, porque el traslado de este tipo de mercaderías obedece a conocimientos de embarque o guías de despacho, donde el transportista contratado no puede comprobar qué lleva adentro de la carga.



Entonces, vamos a colocarlos en una situación tremendamente compleja y los responsabilizaremos de algo en lo que no tienen absolutamente nada que ver, sometiéndolos a penas bastante altas, toda vez que  “será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multas de entre cien y quinientas unidades tributarias mensuales.”.



Me parece que la incorporación de la palabra “transporte” no corresponde. No figuraba en el proyecto del Senado. Su artículo 1º solo decía: “El que use o facilite la utilización de hilo curado será sancionado con multa de dos a diez unidades tributarias mensuales.”. Esa modificación representa un riesgo y una exageración. 



Las responsabilidades de los transportistas se encuentran establecidas por otros instrumentos que nunca dan la oportunidad de comprobar el tipo de carga que llevan. Solo deben hacer fe de las facturas, de las guías de despacho o de los conocimientos de embarque.



En consecuencia, no debe incluirse la forma verbal “transporte” en el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, en primer término, deseo destacar que el proyecto incluye una moción de los miembros de la Comisión de Salud del Senado y otra presentada poco después por varios señores Diputados, entre ellos los señores Matías Walker y Leopoldo Pérez.



Claramente, ha habido voluntad de ambas ramas del Parlamento en el sentido de posibilitar que podamos contar con una legislación que sancione el uso y la comercialización del hilo curado, especialmente en fechas en que los accidentes producidos por su utilización aumentan y atentan contra la integridad física de las personas.



En ese sentido, el proyecto de ley básicamente apunta a establecer una multa de cien a quinientas unidades tributarias mensuales.



Debo reconocer que el texto del Senado disponía sanciones bastante menores, estableciendo una multa que iba desde las diez a las cien unidades tributarias mensuales. Pero la Cámara de Diputados optó por subir esas multas. También incorporó, dentro de sus verbos rectores de tipo penal, el que “transporte” cualquier clase de hilo curado, aspecto que tampoco estaba, según las precisiones del señor Presidente del Senado.



No obstante, creemos importante avanzar en una materia tan relevante como la prohibición del uso del hilo curado.



Además, el artículo 2º define qué se entiende por “hilo curado” y, adicionalmente, consagra una excepción para el desarrollo de la actividad de volantilismo, a efectos de establecer condiciones para el uso del hilo curado. En efecto, ello queda sujeto a un reglamento que dictarán las Subsecretarías de Salud Pública y de Deportes.



Por eso, consideramos que el proyecto de ley va en la dirección correcta y da una señal política potente respecto de sancionar tanto el uso del hilo curado, con sanciones menores que van desde dos a diez unidades tributarias mensuales, como también la producción, acopio y comercialización.



En lo que respecta al transporte, estimamos que la incorporación del verbo rector mencionado, si bien adolece de las dificultades que indicó el señor Presidente de la Corporación, debe mantenerse.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, creo que la preocupación del señor Presidente queda resuelta en el inciso segundo del artículo 1°, el cual señala expresamente: “Sólo estará eximido de este tipo penal quien transporte”. Es decir, en forma explícita, se establece la excepción. Y esto se complementa con el inciso segundo del artículo 2o, que define el tipo de hilo en términos muy concretos: “Se entenderá por hilo de competencia aquel hilo de algodón de grosor número 24, recubierto por una mezcla de gelatina industrial de origen animal y cuarzo microgranulado entre 0,042 y 0,053 micras”.



O sea, se establece expresamente que el transporte queda exceptuado del tipo establecido en el inciso primero.

El señor PIZARRO (Presidente).- En verdad -con el debido respeto- esto no resuelve el problema que planteo. Porque después se dice: “Sólo estará eximido de este tipo penal quien transporte o utilice hilo curado”. 


El objetivo del proyecto se dirige a quien emplea el hilo curado. El problema radica en que el transportista o quien sea contratado para llevar esa mercadería no tendrá posibilidad alguna de saber si hay o no hilo curado y cuál es la contextura y si cumple con los reglamentos y las normas. Porque eso es responsabilidad de quien lo fabrica, comercializa o usa. Y el transportista no va a estar preguntando si la carga es para volantinismo o para el uso de los niños.


Entonces, derechamente, este es un concepto que se agregó y que solo complica el objetivo del proyecto.



Muchas veces legislamos -lo digo responsablemente- para tratar de dar una señal, y lo que conseguimos son pésimas leyes donde después asignamos responsabilidad a gente que no corresponde que la tenga.



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, a mí también me llama la atención que legislemos de esta forma.



En la moción del Senado, se estableció una multa de 2 a 10 unidades tributarias mensuales, o sea, de 90 mil pesos a alrededor de 450 mil. El proyecto de la Cámara Baja plantea una multa de 100 a 500 unidades tributarias mensuales, es decir, de casi 5 millones de pesos a 25 millones, más la sanción penal.



¿Qué pasa con el joven que en el campo fabrica y usa hilo curado? Eso es normal. ¿Se le va a aplicar una multa entre 5 millones de pesos -el rango mínimo- y 25 millones?



Señor Presidente, es mejor que la iniciativa pase a Comisión Mixta para que la estudiemos bien, a fin de llegar a un proyecto que posea cierta racionalidad. 


No soy partidario del hilo curado, porque conlleva riesgos, pero no podemos legislar de esta manera.

El señor QUINTANA.- Es puro populismo.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Yo por lo menos no participo en este proyecto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, todo indica que el fin es loable, necesario. Sin embargo, el instrumento para atender esta situación de riesgo para la integridad física no se encuentra lo suficientemente trabajado.



Yo quiero incorporar medidas preventivas, de difusión, de educación.



Todos, en algún momento de nuestras vidas, hemos elevado volantines con hilo curado; y la experiencia con este sobre el cuello no es la más agradable. Existen riesgos reales asociados  a su uso.



Sin embargo, como se ha señalado, hay que revisar el monto de las multas y la carencia de prevención.



Estoy por un proyecto sancionatorio, pero también preventivo, educativo. Y eso no está. No se encuentra dentro de las políticas permanentes del Ministerio de Salud. Si se aplican multas -este es un viejo debate-, ellas debieran ir a un fondo para establecer mecanismos preventivos y de difusión de lo que queremos evitar. Si no, se trata de un mecanismo adicional de ingresos para el Tesoro Público.



Entonces, hay elementos que se pueden mejorar en la iniciativa.



En mi opinión, el Estado debiera impulsar una campaña para estas Fiestas Patrias, la cual resultaría  mucho más efectiva que una ley que va a demorar su tiempo en ponerse en evidencia. Si el objetivo es contar con una normativa para evitar accidentes de aquí al 18 de septiembre, no se va a cumplir. O sea, tenemos tiempo. A través de un proyecto de acuerdo, debiéramos pedir al Gobierno el desarrollo de una campaña preventiva y educativa sobre el particular, anticipándole que el Senado, de manera responsable, va a legislar para evitar este tipo de problemas y generar mejores condiciones en una ley de mayor eficacia.



Por lo tanto, pido que la iniciativa vaya a Comisión Mixta para resolver allí los problemas que presenta.



Ya estamos en septiembre. Si de verdad queremos evitar el uso lesivo, arbitrario o indiscriminado de hilo curado que causa daño a las personas, se requieren recursos para prevención, difusión, educación. Eso es de fácil implementación. Y podríamos plantear un proyecto de acuerdo para que el Senado efectúe esa solicitud al Gobierno, teniendo presente que queremos despachar con el tiempo suficiente un buen proyecto de ley.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, ratifico lo planteado por su Señoría respecto al transporte. Porque, más que trasladarse en camiones, la mayoría de estos productos son cargados en buses. Y los lleva una señora o un caballero, para comercializarlo en alguna región. Y con la iniciativa vamos a complicar fuertemente a quien transporta, que es el chofer de un bus. Y a lo mejor después lo cambian a otro vehículo de pasajeros, donde el conductor también tendrá ese problema.



Por lo tanto, solicito que el proyecto vaya a Comisión Mixta inmediatamente, con el fin de solucionar esta situación. Porque aquí se está afectando a personas que no tienen responsabilidad ni conocimiento respecto de lo que se lleva en la carga.

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde que la Sala rechace la iniciativa, y pase a Comisión Mixta de inmediato.



Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, yo me había inscrito antes para intervenir sobre el tema del transporte. 


En realidad, si se establece un delito, debe haber dolo. O sea, un transportista que lleva a un pasajero o una carga y no sabe que traslada hilo curado no puede estar afecto a estas normas.



Pero el proyecto contiene varios otros problemas. Entonces, me parece mejor que vaya a Comisión Mixta.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señor Rincón.

La señora RINCÓN.- No intervendré.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se rechazarán por unanimidad las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados, a fin de que el proyecto pase a Comisión Mixta y se corrijan las materias planteadas en el debate.



Acordado.



Propongo que los Senadores de la Comisión de Salud queden mandatados para formar parte de la Comisión Mixta.



--Así se acuerda.

AUMENTO DE SANCIONES A VEHÍCULOS NO AUTORIZADOS PARA TRANSPORTE PÚBLICO Y DE ESCOLARES

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, en materia de sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares, con segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7815-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 36ª, en 20 de julio de 2011.



Informes de Comisión:



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 30ª, en 3 de julio de 2012.



Transportes y Telecomunicaciones (segundo): sesión 42ª, en 30 de julio de 2013.



Discusión:



Sesión 33ª, en 10 de julio de 2012 (se aprueba en general).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 10 de julio de 2012 y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.



La Comisión efectuó diversas enmiendas al proyecto aprobado en general, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad, por lo que deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o existieren indicaciones renovadas.



El boletín comparado, en la tercera columna, consigna las modificaciones de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y, en la cuarta, el texto como quedaría de ser aprobadas.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión particular.



Tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, Senador señor Chahuán, para que haga una breve relación del proyecto. Luego procederemos a votar sin debate las enmiendas de la Comisión, como corresponde.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, esta iniciativa de ley, que aprobamos en general hace poco más de un año en el Senado, tiene por objeto fundamental aumentar el monto de las multas que se aplican a quienes presten servicios de transporte público de pasajeros en vehículos imposibilitados de hacerlo, como asimismo impedir el transporte escolar en vehículos no habilitados con tal fin.



Para tal efecto se incrementan las sanciones establecidas en la ley y, además, se faculta a las autoridades fiscalizadoras a retirar de circulación los vehículos que presten tal servicio en la forma indicada.


A este respecto, algunos señores Senadores han planteado que sería inconstitucional permitir que los inspectores fiscales pudieran retirar de circulación esos vehículos.



De igual modo, se ha estimado necesario precisar que no se entenderá que se halla inhabilitado aquel vehículo que en forma ocasional realice transporte de escolares en viajes específicos, de acuerdo a lo establecido en los reglamentos que con tal propósito dicte el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


Durante la discusión en particular presentamos algunas indicaciones destinadas, fundamentalmente, a aumentar las sanciones en caso de reincidencia y a disponer el retiro de circulación, por parte de carabineros o de inspectores fiscales (como dije, la constitucionalidad de esto fue cuestionada por algunos señores Senadores), de los vehículos que prestaran este tipo de servicios sin estar habilitados para ello, como asimismo a sancionar a personas distintas de sus propietarios que los condujeran sin dar cumplimiento a la ley.



Dada la finalidad que inspiró su presentación, tales indicaciones fueron aprobadas en forma unánime por los miembros de la Comisión, empujados fundamentalmente porque el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones insistió en que la iniciativa obedecía básicamente a una necesidad. Con ello logramos, en su oportunidad, que el texto del proyecto que nos convoca fuera más adecuado.



Por las razones expuestas, y dada la necesidad de contar a la mayor brevedad con una normativa de esta naturaleza, solicito a los colegas que den su aprobación a la presente iniciativa. 



Por otra parte, señor Presidente, entiendo que algunos señores Senadores van a pedir votación separada justamente respecto de la autorización que se da a los inspectores fiscales para sacar de circulación los respectivos vehículos. Pero repito que al tenor de la aprobación de las indicaciones que propusimos al articulado del proyecto, se generó un texto bastante más conveniente que el planteado originalmente por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. 
El señor PIZARRO (Presidente).- Vamos a proceder a votar las modificaciones de la Comisión de Salud.



Pregunto: ¿alguien solicita votación separada del número 3? Porque, si no, efectuaremos una sola.



Nadie lo pide.



En votación las enmiendas unánimes de la Comisión de Transportes.



--(Durante la votación).
El señor COLOMA.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede hacer uso de ella, señor Senador. 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero pedir votación separada del numeral 3, que, básicamente...

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, le pido mil disculpas, pero pregunté a la Sala si procedíamos a realizar la votación y nadie dijo que no. Ya estamos en votación. 

El señor COLOMA.- Pero deseo explicar brevemente a la Sala...

El señor PIZARRO (Presidente).- En ese caso, fundamente el voto, pues estamos haciendo una sola votación.



Lo que pasa es que no puedo suspender la votación cuando esta ya se ha iniciado. 



Yo consulté antes de comenzarla.

El señor COLOMA.- Me gustaría por lo menos que quedara claro que yo...

El señor PIZARRO (Presidente).- Deje constancia de su posición.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, hay un tema complejo, referido a las facultades que se les entregan a los inspectores fiscales para el retiro de circulación de vehículos. Esto implicaría dotarlos de una capacidad para actuar equivalente a la de Carabineros.



Entonces, aquí hay una duda, a mi juicio, de constitucionalidad. 



Por consiguiente, sin perjuicio de concordar en el concepto global, como desde mi perspectiva esto genera la posibilidad de que exista una inconstitucionalidad, voy a pronunciarme en contra, ya que si lo hago a favor no podré, eventualmente, acudir al Tribunal Constitucional. Aquí se otorgan a los inspectores fiscales facultades propias de Carabineros, y no sé si ese es el espíritu del proyecto. Yo entiendo que busca otro tipo de objetivo.



La facultad, que hoy día es privativa de Carabineros, de poder retirar de circulación un vehículo en un momento dado es una excepción a las libertades constitucionales que sí se puede entregar a la policía uniformada, pero no a los inspectores fiscales de cualquier lugar de Chile, pues no poseen la misma formación ni actúan con la misma diligencia.



Por eso, habría preferido que esa parte se votara en forma separada.



¿Puede usted pedir la unanimidad de la Sala con tal fin? Si no, voy a tener que votar en contra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, efectivamente, cuando el Presidente de la Comisión de Transportes hizo la relación del proyecto planteó que algunos colegas manifestaron la posible inconstitucionalidad de tal precepto y que se había hecho presente la posibilidad de realizar votación separada sobre ese punto. 



Y, precisamente a raíz del informe entregado por el Senador señor Chahuán, pregunté si alguien quería formular tal petición. Pero nadie dijo nada. Por eso nos encontramos en la situación en que estamos.



En consecuencia, lo que corresponde es que Su Señoría deje constancia de su reserva de constitucionalidad en la materia.

El señor COLOMA.- ¿Por qué no pide la unanimidad de la Sala, señor Presidente? Estoy seguro de que no habrá dificultad alguna...

El señor PIZARRO (Presidente).- Lo que pasa es que existe un problema reglamentario, señor Senador. Ya estamos en votación.

El señor COLOMA.- ¿Y unánimemente no se puede dejar sin efecto?

El señor PIZARRO (Presidente).- No. Si ello fuera posible, imagínese...



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las enmiendas propuestas unánimemente por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones (12 votos contra 2 y un pareo), quedando el proyecto aprobado en particular y despachado en este trámite.


Votaron por la afirmativa los señores Chahuán, Escalona, García, Horvath, Kuschel, Muñoz Aburto, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag y Tuma. 


Votaron por la negativa los señores Coloma y Novoa.



No votó, por estar pareada, la señora Von Baer.


LEVANTAMIENTO DE SECRETO BANCARIO EN INVESTIGACIÓN DE LAVADO DE ACTIVOS

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4426-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 37ª, en 4 de agosto de 2009.



Informes de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, sesión 66ª, en 10 de noviembre de 2010.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (segundo): sesión 36ª, en 2 de julio de 2013.



Discusión:



Sesión 66ª, en 10 de noviembre de 2010 (se aprueba en general).
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 10 de noviembre de 2010 y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.


El mencionado órgano técnico realizó diversas enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, las cuales fueron acordadas por unanimidad, con excepción de una de ellas, que será puesta en discusión y votación oportunamente.



Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o existan indicaciones renovadas.


De estas enmiendas unánimes, las recaídas en la letra b) del N° 2) del artículo 1°; en el artículo 2°; en el N° 2) del artículo 3°, y en el artículo transitorio, deben ser aprobadas con 22 votos, por incidir en normas de rango orgánico constitucional.

El señor ORPIS.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría. 

El señor ORPIS.- A nombre del Comité Unión Demócrata Independiente, pido segunda discusión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien.



En la primera discusión, ofrezco la palabra. 



Ofrezco la palabra.



--El proyecto queda para segunda discusión. 
CREACIÓN DE SUPERINTENDENCIA DE TELECOMUNICACIONES

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la Superintendencia de Telecomunicaciones, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y urgencia calificada de “suma”. 


--Los antecedentes sobre el proyecto (8034-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 28ª, en 5 de junio de 2013.



Informe de Comisión:



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 42ª, en 30 de julio de 2013.



Discusión:



Sesión 49ª, en 27 de agosto de 2013 (queda para segunda discusión).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Cantero, Chahuán, Girardi y Letelier.



Se hace presente que el inciso tercero del artículo 6°; el inciso tercero del artículo 15; el artículo 16; el artículo 41; la letra f) del numeral 9 -inciso undécimo del artículo 13 A- del artículo 48; el numeral 10 -artículo 13 B, nuevo-; la letra d) del numeral 13 -inciso quinto del artículo 15-, y el numeral 14 -artículo 16- son de rango orgánico constitucional, por lo que para su aprobación se necesitan 22 votos favorables.



El texto que se propone aprobar se transcribe en el primer informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- A nombre del Comité Demócrata Cristiano, pido aplazamiento de la votación.

El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme.



En la segunda discusión de este proyecto, tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, el proyecto de ley que nos convoca en esta ocasión tiene por objeto crear la Superintendencia de Telecomunicaciones, como un servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, y sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.



Sus funciones y atribuciones serán las propias de un organismo estrictamente fiscalizador, resolutor y ejecutor de las normas dictadas por los órganos con competencias normativas de política pública en materia de telecomunicaciones. 



Cabe hacer presente que el proyecto fue aprobado mayoritariamente en la Cámara de Diputados, después de una larga tramitación.



Esta iniciativa era esperada desde hace bastante tiempo, ya que la institucionalidad establecida en 1977, cuando mediante el decreto ley N° 1.762 se creó la Subsecretaría de Telecomunicaciones, dependiente del Ministerio de Transportes, se encuentra obsoleta en muchos aspectos, pues nuestro país ha avanzado enormemente en lo concerniente a telefonía fija y móvil, a radiodifusión, a televisión y a Internet.



Por otra parte, el proyecto en discusión acoge una recomendación de la OCDE (organización a la cual Chile pertenece), para modernizar el sistema de telecomunicaciones tanto en lo referido a su regulación como a su fiscalización.



Con ocasión de la tramitación de la iniciativa, la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, que presido, recibió a múltiples actores vinculados a las materias de que trata. Y, no obstante que muchos de ellos hicieron diversas acotaciones para mejorar gran parte de sus disposiciones, todos estuvieron contestes en la necesidad de su aprobación y pronta entrada en vigencia.



Esos aportes serán debidamente analizados durante la discusión en particular, junto con las indicaciones que los Honorables colegas y el Ejecutivo presenten.



Por tales razones, pido a los Senadores y a las Senadoras tener a bien otorgar su voto favorable a la aprobación en general de este importante proyecto de ley.

El señor PIZARRO (Presidente).- Solicito autorización para que pueda ingresar a la Sala el Subsecretario de Telecomunicaciones, don Jorge Atton.



--Se accede. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, los funcionarios de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, que serán traspasados en un número importante a la Superintendencia, han manifestado de manera reiterada sus aprensiones en torno a esta iniciativa. 



Hemos pedido insistentemente al señor Ministro y al señor Subsecretario que se acuerden algunos compromisos en la creación de la Superintendencia concernientes al respeto a los derechos de los funcionarios y a la existencia del número adecuado de estos.



Cabe recordar que la Superintendencia del Medio Ambiente nombró un funcionario en el Biobío -¡uno solo, señor Presidente!-, para hacerse cargo de una Región de 2 millones de habitantes y, por cierto, con serios conflictos ambientales.



Entonces, a propósito del ingreso a la Sala del señor Subsecretario, quiero reiterar lo que señalé en la primera discusión de esta iniciativa, así como las aprensiones sobre la creación de este nuevo organismo que en numerosas ocasiones nos han dado a conocer los dirigentes gremiales de la Subsecretaría de Telecomunicaciones.



A mí me habría gustado que existiera un acuerdo con los trabajadores antes de votar a favor de crear la Superintendencia y de que el Ejecutivo quede empoderado. Porque ellos han planteado observaciones relacionadas con el mejor funcionamiento del Servicio; es decir, con las condiciones reales en que ejercerán las importantes tareas que les competen: ¿Cuál será la calidad real de los funcionarios de la Superintendencia? ¿Serán fiscalizadores? ¿Tendrán los elementos necesarios para poder ejercer su cometido?



En tal sentido, señor Presidente, deseo que se pregunte nuevamente al Ministro de Transportes -en la persona del señor Subsecretario-: ¿Existirán espacios de diálogo suficientes para que este proyecto, que afecta la carrera del personal que debe integrar el nuevo servicio, cuente con su acuerdo?



De no ser así, la nueva Superintendencia partirá mal, sin la cantidad necesaria de funcionarios.



Además, quiero preguntar al Subsecretario de Telecomunicaciones -por su intermedio, señor Presidente- cuántos funcionarios estarán a contrata.



Hemos denunciado de modo reiterado que, pese a que legalmente el personal a contrata no puede superar el 20 por ciento de la planta, en el caso de las superintendencias ello no se respeta. De hecho, en la Superintendencia de Educación, aprobada por este Senado, el 90 por ciento de los funcionarios se encuentran a contrata.



Crear una Superintendencia de Telecomunicaciones, con funcionarios mayoritariamente a contrata, con las debilidades, discriminación y vulnerabilidad que ello supone, no me parece lo más adecuado. Porque, al final de cada año, quienes la integren podrían perder su contrato. No habrá estabilidad, no habrá carrera funcionaria, no habrá personal con facultades especiales, es decir, de fiscalización.



Señor Presidente, en el debate anterior no estuvieron presentes ni el Subsecretario ni el Ministro, por motivos que, a mí parecer, obedecen a la localización del Congreso Nacional aquí, en Valparaíso.



Somos el único país del mundo en donde el Ejecutivo se encuentra separado del Legislativo, y cuesta que los Ministros estén cuando se requiere su presencia. En Sudáfrica se da un caso similar: de una parte está Pretoria, y de otra Ciudad del Cabo; pero se sesiona diferenciadamente según la época del año. Por tanto, nosotros tenemos la exclusividad, porque legislamos durante todo el año aquí.



¡O el mundo entero está equivocado o nosotros descubrimos lo esencial para el funcionamiento eficaz de un Parlamento! ¡Yo creo que nosotros somos los equivocados!



Aprovechando la presencia del Subsecretario, le reitero mis preguntas que reflejan  la inquietud de los funcionarios sobre la calidad de su contrato y, particularmente, sobre el funcionamiento de la Superintendencia.



Este organismo, que es esencial, ¿a cuánta gente va a defender? A millones: a todos los usuarios de telefonía celular. ¿Cuántos celulares existen? Alrededor de 20 millones. Bueno, debido a lo sucedido con el Censo, todavía no sabemos cuántos habitantes existen en Chile, pero sí conocemos que hay cerca de 20 millones de esos aparatos.



Por consiguiente, señor Presidente, estoy disponible para votar favorablemente la creación de la Superintendencia de Telecomunicaciones, pues va a defender a los usuarios, a los consumidores. Sin embargo, como aún existen dudas, ojalá pudiera suscribirse un compromiso antes de votar el proyecto en general, como lo pidió su Asociación de Funcionarios.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor ATTON (Subsecretario de Telecomunicaciones).- Señor Presidente, este proyecto efectivamente lleva casi dos años de tramitación; viene de la Cámara de Diputados, y ha pasado por tres Comisiones.



De los planteamientos formulados por el Senador Navarro, varios han sido corregidos. 



Hemos visto la experiencia vivida con la creación de la Superintendencia de Educación o de algunos Ministerios. Por lo tanto, aquí estamos separando funciones entre la Subsecretaría de Telecomunicaciones y la futura Superintendencia de Telecomunicaciones.



Todas las labores de fiscalización y de concesiones se traspasan y los funcionarios que cumplen funciones en la SUBTEL pasan a la Superintendencia en las mimas condiciones. Incluso más: hemos tomado resguardos mediante indicaciones al proyecto de ley durante su trámite en la Cámara Baja para no enfrentar las contingencias que pudieron haber surgido con la creación de otras superintendencias.



Por lo tanto, podemos garantizar que las condiciones en que los funcionarios de la Subsecretaría de Telecomunicaciones serán traspasados a la Superintendencia son las mismas.



Asimismo, se contempla la creación de oficinas regionales, y se consideran dos adicionales. Por consiguiente, también nos hallamos en la lógica de tener presencia en todas las regiones.



Otro asunto muy importante dice relación con el gran número de fiscalizaciones que se deben realizar, ya que se habla de que hoy contamos con más de 23 millones de celulares, más de 3 millones de teléfonos fijos y gran cantidad de conexiones a Internet y a televisión por cable. Por lo tanto, una alta cantidad de consumidores se ven afectados por los servicios de telecomunicaciones.



La lógica apunta a que, además de tener presencia con las oficinas regionales, la Superintendencia cuente con medios para instaurar sistemas de medición en forma automática, que permitan analizar todo el espectro, todas las bandas de frecuencia, a fin de garantizar un buen servicio para las telecomunicaciones en general.



De igual manera, se debe tener presente la existencia de todo un proceso a través del SERNAC y ChileAtiende. Por lo tanto, la presencia en todas las zonas donde existan oficinas de ambos organismos o call centers de ChileAtiende va a constituir una plataforma de entrada para ingresar reclamos a la Superintendencia.



En cuanto al último punto planteado por el Senador, las labores de fiscalización en el proyecto resultan claras: no son externalizables ni cedidas a terceros. Los fiscalizadores son funcionarios de la Superintendencia, quienes actúan como ministros de fe en cada fiscalización.



En consecuencia, debo señalar al Senado que, en general, respecto de las telecomunicaciones en Chile, los consumidores requieren -independiente de todas las políticas públicas que hemos implementado- contar con una superintendencia, razón por la cual resulta absolutamente necesario legislar en esa dirección.



Lo que pedimos es que ojalá se apruebe en general el proyecto y se fije plazo para formular indicaciones, de modo que se hagan presentes las aprensiones, pues como Gobierno, Subsecretaría y Ministerio, estamos abiertos a buscar la mejor solución a fin de que surja una normativa de largo plazo que se constituya en una política de Estado a disposición de la Superintendencia.



Muchas gracias, señor Presidente. Y espero que se vote a favor de la idea de legislar.

El señor PIZARRO (Presidente).- En todo caso, le informo señor Subsecretario que se ha solicitado el aplazamiento de la votación.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



--Queda aplazada la votación del proyecto.
)------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Por unanimidad, los Comités acordaron dejar sin efecto la sesión convocada para el martes 17 de septiembre próximo.



Asimismo, resolvieron citar a sesión extraordinaria para el lunes 16 de septiembre, de 16 a 20.

LIMITACIÓN A PROHIBICIÓN DE INGRESO A ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, limitando la prohibición de ingreso a la administración pública, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8520-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 41ª, en 17 de julio de 2013.



Informe de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 49ª, en 27 de agosto de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es eximir a los condenados por ilícito que tenga pena de simple delito, con excepción de los delitos incluidos en el Título V del Libro II del Código Penal, de la prohibición de ingresar a los cargos de auxiliares y administrativos de los órganos de la Administración Pública y de la Administración Municipal.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Bianchi, Frei y Orpis.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en la parte pertinente del primer informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general el proyecto.



La señora Ministra de Justicia nos había solicitado que tratáramos la iniciativa como si fuera de Fácil Despacho.



Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, Honorable Senado, me parece fundamental aprobar este proyecto de ley. Porque, en materia de seguridad ciudadana, debemos seguir fortaleciendo la línea de la rehabilitación y la reinserción social. 



Y se produce una paradoja porque, en general, con recursos estatales se rehabilita a las personas que han sido condenadas, pero después el mismo Estado no les otorga ninguna posibilidad de ser contratadas, cuestión fundamental para lograr la reinserción social.



¿Qué hace esta iniciativa? Permite a las personas que han sido condenadas por simple delito no quedar inhabilitadas para ingresar a la Administración Pública y a la Administración Municipal, salvo ciertas excepciones que establece el propio texto.



Ahora bien, tras votar a favor de la idea de legislar, hice ver en la Comisión -para que se corrija- que este levantamiento de inhabilitación solo regiría para auxiliares y administrativos, en circunstancias de que podría extenderse también a otro tipo de cargos.



¿Por qué no a los técnicos?



¿Por qué no a los profesionales?



Es decir, la normativa debería ser más extensiva y no limitarse solamente a los auxiliares y administrativos.



Por eso, considero muy importante fortalecer la línea de rehabilitación y reinserción social. 



En la práctica, el sector privado puede contratar a una persona que ha sido condenada. Pero en el caso de la Administración del Estado, de acuerdo a lo que señala la ley N° 18.834, quien ha sido condenado por crimen o simple delito tiene prohibición de ingresar a la Administración Pública. 



Esta iniciativa se limita a incluir dos aspectos: a los que han sido condenados por simple delito y a los cargos de auxiliares y administrativos.



Por lo tanto, señor Presidente, propongo aprobar la idea de legislar para seguir perfeccionando este proyecto en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (16 votos favorables)


Votaron la señora Rincón y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín (don Hernán), Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Tuma y Zaldívar (don Andrés).

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se fijará como plazo para presentar indicaciones el lunes 16 de septiembre, a las 12.



--Así se acuerda.

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, en cuanto al proyecto de ley que crea la Superintendencia de Telecomunicaciones, no sé si hay alguna proposición tendiente a fijar plazo para formular indicaciones.

El señor ORPIS.- Se aplazó la votación de esa iniciativa.

La señora RINCÓN.- Si es así, señor Presidente, retiro mi petición.

El señor PIZARRO (Presidente).- Señora Senadora, si hay interés en pronunciarse ahora sobre ese proyecto, el Comité Demócrata Cristiano, que fue el que pidió el aplazamiento de la votación, puede solicitarle a la Sala que se levante ese acuerdo y proceder a votarlo en el entendido de que se abrirá un plazo de 30 días para la presentación de indicaciones.

El señor ESPINA.- ¿De qué iniciativa se trata?

La señora RINCÓN.- La que crea la Superintendencia de Telecomunicaciones, respecto de la cual se pretende establecer un plazo amplio para formular indicaciones.

El señor PIZARRO (Presidente).- Al parecer, el señor Subsecretario estaría de acuerdo con lo planteando por la Honorable señora Rincón.

El señor CHAHUÁN.- Es razonable la petición.

El señor LARRAÍN.- Está bien.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡Que sea el 17 de noviembre…!

La señora RINCÓN.- “El 17 de noviembre” dice el Senador Zaldívar, dependiendo del resultado…

El señor PIZARRO (Presidente).- Su Señoría, es mejor que dejemos hasta aquí el asunto porque Secretaría me señala que el proyecto es de quórum, a pesar de que no figura así en la tabla. Así que se votaría el próximo martes.

La señora RINCÓN.- Conforme, señor Presidente, que se vote ese día.

El señor PIZARRO (Presidente).- Muy bien.



Entonces, el proyecto que crea la Superintendencia de Telecomunicaciones se votará en general el próximo martes.
)-------------(

IMPLEMENTACIÓN DE CONVENCIÓN DE LA HAYA SOBRE SUPRESIÓN DE EXIGENCIA DE LEGALIZACIÓN DE DOCUMENTOS PÚBLICOS EXTRANJEROS
El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que implementa la Convención Internacional de La Haya que suprime la exigencia de legalización de documentos públicos extranjeros, denominada “Convención de la Apostilla”, adoptada el 5 de octubre de 1961 en La Haya, Países Bajos, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8556-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 97ª, en 22 de enero de 2013.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 49ª, en 27 de agosto de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es implementar en nuestro medio la Convención de La Haya que suprime la exigencia de legalización de documentos públicos extranjeros, introduciendo al efecto las modificaciones legales pertinentes en varios cuerpos normativos de nuestro país.



La señalada Convención tiene por finalidad simplificar la autenticación de los documentos públicos que deben ser presentados en el extranjero, facilitando su circulación entre los Estados Parte.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes: Senadores señora Alvear y señores Larraín (don Carlos), Larraín (don Hernán) y Walker (don Patricio).



El texto que se propone aprobar en general figura en la parte pertinente del primer informe elaborado por dicho órgano técnico y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general la iniciativa.



Ofrezco la palabra.

El señor CHAHUÁN.- “Si le parece”, señor Presidente.

El señor LARRAÍN.- “Si le parece”.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobarlo?

El señor LARRAÍN.- Sí, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Bien.



Entonces, en votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (18 votos favorables).


Votaron la señora Rincón y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Tuma y Zaldívar (don Andrés).

El señor PIZARRO (Presidente).- Se debe fijar plazo para formular indicaciones.



¿Hay alguna sugerencia por parte de la Comisión?

El señor LARRAÍN.- Que sea hasta el 16 de septiembre, a las 12, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se acogerá la proposición.



--Así se acuerda.

El señor NOVOA.- ¿A qué hora termina el Orden del Día, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- En 15 minutos más, señor Senador, según me lo indica el señor Secretario.



Por tanto, corresponde entrar al siguiente punto de la tabla.

ESTABLECIMIENTO DE META “TODO CHILE A LLAMADA LOCAL” 
El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece la meta todo Chile a llamada local, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8787-19 y 8790-15, refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 40ª, en 10 de julio de 2013


Informe de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 43ª, en 31 de julio de 2013.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es modificar la Ley General de Telecomunicaciones para constituir el país en una zona primaria y terminar con la larga distancia nacional en todo el territorio de la República.



La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones discutió la iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes: Senadores señora Rincón y señores Bianchi y Chahuán.



El texto que se propone aprobar se transcribe en la parte pertinente del primer informe y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera y el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones han intentado facilitar la comunicación entre los chilenos. De ahí que se haya ido modificando la larga distancia nacional que existía y que, en definitiva, encarecía el poder comunicarse entre las distintas regiones.



Para ello se inició un programa que se implementó en forma de plan piloto en la Región de Valparaíso, entre otras, para los efectos de que todas las llamadas que se realizaran dentro de la Región fueran consideradas locales, con lo cual se redujeron en forma importante los costos de conectividad en nuestro país.



En ese sentido, la Subsecretaría de Telecomunicaciones ha procurado que todo el territorio nacional sea una sola unidad primaria. Con tal objeto se eliminan los costos de larga distancia y, de paso, se termina con el sistema de carrier que ha existido durante largo tiempo.



Este mecanismo va a permitir que todas las llamadas efectuadas entre las distintas regiones y, particularmente, a la Región Metropolitana, que es donde se genera el mayor costo que hoy día exhiben las comunicaciones y la telefonía, en especial, se realicen justamente mediante el sistema de conexión que se plantea.



Por tal motivo, creemos que este proyecto, que se inició en mociones de diversos señores Diputados, constituye un hito importante. 



Cabe señalar que en su oportunidad se aprobó el plan piloto, y actualmente tenemos la meta de establecer una zona primaria compuesta por todo el territorio de la nación, lo que permitirá reducir sustantivamente los costos de conectividad.



Por eso, pido la aprobación de esta iniciativa legal, que -repito- es un hito importante.



Por último, quiero felicitar al Subsecretario de Telecomunicaciones y, fundamentalmente, al Gobierno del Presidente Piñera por este proyecto.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Subsecretario de Telecomunicaciones.

El señor ATTON (Subsecretario de Telecomunicaciones).- Gracias, señor Presidente.



En verdad, esta es una iniciativa que nació en mociones presentadas por distintos Diputados. 



Los señores Senadores deben recordar que el año 2010 se aprobó un proyecto de ley que eliminaba gradualmente la larga distancia. Y, tal como lo dijo el Senador Chahuán, ello se implementó en siete regiones del país, lo cual ha traído una baja de costos muy significativa en las regiones. Y esa normativa establecía que, 36 meses después de promulgada la ley, había que hacer la consulta al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia para ver si dicho órgano decidía que era posible efectuar todos los cambios a nivel nacional.



Y la verdad es que, cuando aparecieron estas mociones, nosotros, como Gobierno, resolvimos apoyarlas por el plan que se considera. Así como se está terminando con la diferencia de llamadas dentro de las mismas compañías móviles y fuera de ellas, lo cual trae una distorsión de precios bastante importante, creemos que es necesario proceder de igual modo con las llamadas de larga distancia y de telefonía local, en particular en todas las zonas del país. Los señores Senadores de regiones saben la importancia que tiene el teléfono fijo para llamar a Santiago.



Ahora bien, lo que queremos es que esta normativa autorice la dictación de un decreto supremo de tal manera que el calendario de implementación del término del sistema de larga distancia a lo largo de todo Chile, para que no haya suspicacias políticas, se haga en el transcurso del año 2014.



Si esto va al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, se corre el riesgo de judicializar todo el proceso y estar tres o cuatro años con una distorsión tarifaria que podría ser bastante nefasta, en particular para la gente de regiones.



Hoy día prácticamente no se usa la telefonía fija. Y ello, debido a que tiene dos grandes restricciones. Primero, por las diferencias en las llamadas locales (de regiones a Santiago o viceversa, o entre las distintas regiones). Y segundo, porque, como Sus Señorías saben, más del 70 por ciento de los teléfonos fijos tienen bloqueada la opción de llamadas a teléfonos móviles.



Lo que se busca es que todo Chile se comunique a valor de llamada local, que no haya diferencia de precios y que transformemos la telefonía fija en una alternativa competitiva, en especial para aquellos que tienen teléfonos de prepago, quienes deben desembolsar sobre 100 pesos por llamada, en circunstancias de que hoy día, dentro de una región -por ejemplo, en Valparaíso-, se paga entre 5 y 8 pesos.



Podría suceder, entonces, que las llamadas que se hicieran desde teléfonos fijos costaran de 8 a 10 pesos, lo que significaría una competencia muy importante para la telefonía móvil y reportaría un beneficio para toda la gente.



Por lo tanto, le solicito al Honorable Senado que apruebe en general el proyecto en debate, de modo de posibilitar la existencia de un plan que permita tener durante todo el año 2014 un sistema de telecomunicaciones moderno, que no se base en costos hoy día inexistentes.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación la idea de legislar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (16 votos a favor).


Votaron la señora Rincón y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García-Huidobro, Horvath, Larraín (don Hernán), Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Tuma y Zaldívar (don Andrés). 
El señor PIZARRO (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable de los Senadores señores García y Ruiz-Esquide.



Debemos fijar plazo para presentar indicaciones.

El señor GARCÍA.- Hasta el 16 de septiembre, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Le parece a la Sala el 16 de septiembre, a las 12?



--Así se acuerda.
El señor PIZARRO (Presidente).- Terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES
PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.
El señor PIZARRO (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)------------(


--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



Al señor Director del Instituto Nacional de la Juventud, para que informe sobre ADMINISTRACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE TELECENTROS DE REGIÓN DE ATACAMA, EN PARTICULAR DEL DENOMINADO “EL TOQUI”, DE COMUNA DE COPIAPÓ. Y al señor Director Regional del SERNAGEOMIN, requiriéndole que complemente información relativa a CATASTRO DE FAENAS MINERAS DE COMUNA DE TIERRA AMARILLA. 



Del señor ORPIS:



A la señora Directora de Presupuestos, solicitándole INCLUSIÓN DE GLOSA EN PRESUPUESTO NACIONAL PARA VENTA DIRECTA DE TERRENO DE EMPRESA DE LOS FERROCARRILES DEL ESTADO A GOBIERNO REGIONAL DE ARICA Y PARINACOTA.



Del señor URIARTE:



A la Superintendencia de Servicios Sanitarios, reiterándole solicitud de antecedentes sobre FUNCIONAMIENTO DE EMISARIO DE COMUNA DE COQUIMBO, y a la Superintendencia del Medio Ambiente, para que informe en cuanto a CIERRE DE VERTEDERO “EL PANUL”, DE COQUIMBO (reiteración de oficio).

)-------------(
El señor PIZARRO (Presidente).- En Incidentes, el primer turno le corresponde al Comité Partido MAS, que hará uso de la palabra posteriormente.



En el tiempo del Comité Partido Socialista, tiene la palabra el Senador señor Escalona.

ENTREGA DE RECURSOS FALTANTES PARA NUEVA INSTALACIÓN 
DE COMISARÍA DE PENCO. OFICIO

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, pido que se oficie al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública para solicitarle que se complemente el presupuesto establecido a los fines de dotar de una nueva instalación a la Comisaría de la comuna de Penco, en la Región del Biobío, dado que se ha registrado una disparidad en torno a los recursos asignados inicialmente para llevar adelante dicha obra, que es vital en el ámbito de la seguridad ciudadana.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor PIZARRO (Presidente).- En el tiempo del Comité Partido Demócrata Cristiano, tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

SITUACIÓN DE HOSPITALES DE LINARES, CAUQUENES 

Y PARRAL. OFICIO

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, solicito que se oficie al Ministro de Salud al objeto de que precise qué ocurre con los hospitales de Linares, Cauquenes y Parral.



En cuanto al hospital de Linares, quiero saber cuántas camas y pabellones va a tener. Al respecto, el Ministerio no ha querido responder el oficio que le envió la Comisión de Salud.



En el caso de Cauquenes y Parral, también deseo información sobre el número de camas y pabellones. Se trata de hospitales de construcción acelerada. Supuestamente, su duración no superaría los seis años, pero, según la información que circula en el Maule Sur, llegará a los quince. Las condiciones en que están operando en cuanto a aislación, ventilación, etcétera, son en verdad lamentables. Y ello, obviamente, afecta a la salud de las personas que se atienden allí. 



Se requiere, pues, una respuesta formal del Ministerio de Salud, con plazos y fechas.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre de la señora Senadora, conforme al Reglamento.
El señor PIZARRO (Presidente).- Los Comités Partido Por la Democracia, Partido Radical, Partido Renovación Nacional e Independientes no van a intervenir. 



El Comité Demócrata Cristiano le cedió cinco minutos de su tiempo al Comité MAS.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro por nueve minutos.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, antes de entrar en materia, quiero agradecer la generosidad de la Senadora señora Rincón, quien me cedió el tiempo que le resta a su Comité.

El señor PIZARRO (Presidente).- La señora Senadora nos indicó que le daba cinco minutos, Su Señoría.

SITUACIÓN CRÍTICA DE ESTABLECIMIENTOS DE SALUD POR DEUDA HOSPITALARIA. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito que se oficie al Ministro de Salud, don Jaime Mañalich, con respecto a la grave e inaceptable situación en que se halla hoy un número importante de hospitales a nivel nacional debido a la deuda hospitalaria.



Por ejemplo, el hospital Guillermo Grant Benavente, de Concepción -es el más grande de Chile-, enfrenta una situación grave por los problemas que se registran en la construcción de la torre destinada al tratamiento de los pacientes críticos. Hasta que ella se resuelva, se deben externalizar las operaciones y la compra de servicios, lo que abulta la deuda de dicho establecimiento.



Señor Presidente, cada vez que un paciente acude al sector privado, el costo adicional puede llegar a 100, 200 y 300 por ciento del precio original. Y eso se suma a la deuda hospitalaria.



El hospital Guillermo Grant Benavente tiene una deuda de arrastre. El año pasado alcanzaba a 6 mil millones de pesos; hoy bordea los 11 mil millones. El Ministerio ha dado atisbos de enviar 3 mil 200 millones para intentar resolver lo más urgente, que es el pago a los proveedores de fármacos. Empero, dicha cifra resulta insuficiente.



Los proveedores saben perfectamente que el hospital tarda, pero paga; saben que el Estado va a cumplir. Sin embargo, ha habido restricciones absolutamente inaceptables. Es el caso de los niños afectados por enfermedades oncológicas.



En el hospital Guillermo Grant Benavente reciben tratamiento contra el cáncer menores que no han podido tener la atención farmacológica que necesitan. Ello ha obligado a sus padres a desembolsar dinero de sus bolsillos para viajar a Santiago con el objeto de proseguir los tratamientos indicados en las fichas clínicas por los médicos del referido establecimiento de salud.



Cuando un país, un Gobierno y un Estado son incapaces de garantizar atención a los niños enfermos de cáncer, algo grave está ocurriendo.



Señor Presidente, la situación del referido hospital es crítica. Las operaciones a pacientes oncológicos han sido aplazadas en 12, 15, 20, 30 días, contraviniendo lo que indican las fichas clínicas elaboradas por los médicos.



Señor Presidente, no puedo dejar de señalar que en el hospital Guillermo Grant Benavente se concentra lo mejor de la medicina regional y de todo el país. Se trata de un hospital de gran prestigio, que cuenta con especialistas de niveles nacional e internacional.



El mencionado establecimiento es el que mejor resuelve los problemas de los pacientes críticos. Sin embargo, ha sido imposible seguir las recomendaciones de sus propios médicos en materia de cirugías oncológicas.



Como ya he señalado en otras oportunidades, habrá  acciones legales. Cuando no se respetan los derechos constitucionales, cuando se entorpecen los derechos a la salud y a la vida, se entablan acciones judiciales.



El hospital en comento será demandado. El Ministro de Salud, también.



Esperamos interponer el próximo viernes, junto con la FENATS, recursos de protección a favor de pacientes oncológicos que no han recibido sus medicinas y de enfermos que no han sido operados, por cuanto es la única posibilidad que tenemos de denunciar esta situación grave y crítica.



Han cambiado los directores. Se fue el señor Sergio Opazo; hoy día está el doctor Jaime Tapia, en forma provisional. Pero la solución no estriba en cambiar a los directores, sino en pagar la deuda derivada de prestaciones hechas.



Si el hospital Guillermo Grant Benavente tiene 120 mil o 130 mil prestaciones, por esa cantidad debe pagar el Ministerio de Salud, salvo que lleguen pacientes y no sean atendidos, es decir, que haya denegación de servicio.



Como, afortunadamente, nuestros hospitales públicos cuentan con directores y médicos incapaces de negar atención a los enfermos (porque hacerlo sería un atentado a los derechos a la vida y a la salud), en el ya referido establecimiento se llevan a cabo las intervenciones quirúrgicas y las prestaciones. ¿En favor de quiénes? De pacientes que provienen no solo de la Región del Biobío, sino también del Maule, de La Araucanía, de Chiloé. En definitiva, al hospital regional llegan enfermos de todo el país, atraídos por su alta especialización y por la gran capacidad de sus médicos.



La situación es crítica. La Cámara de Diputados acordó interpelar al Ministro Mañalich a mediados de octubre. 



¡No sirve, señor Presidente! La interpelación es una señal positiva en cuanto a las responsabilidades del Estado, pero ¡no sirve!



Claramente, en un mes y medio más, ella está fuera de contexto.



¡Hoy se requieren recursos frescos para paliar la deuda! ¡Hoy se requieren recursos para efectuar la compra -porque la falta de ellos es inaceptable- de los medicamentos necesarios para resolver problemas graves que afectan a niños enfermos de cáncer!



Por lo tanto, como expresé al comenzar esta intervención, quiero que se oficie al Ministro señor Mañalich.



Me dirigí a él en la Sala denantes, cuando aprobamos el proyecto de ley que establece la obligación de ofrecer la alternativa de los genéricos, que sin duda aliviará el gasto de las familias más humildes.



Yo felicito al Ministro Mañalich por su valentía para enfrentar a los laboratorios, a las tabacaleras. Ha demostrado que tiene carácter. Es un poco díscolo, controversial. Pero en tales materias hemos coincidido. Y en esta otra espero de él una actitud más decidida, acorde con la gravedad de la crisis. 



La crisis del hospital Guillermo Grant Benavente se debe no solo a los grandes errores cometidos en la construcción de la torre para pacientes críticos. La deuda pendiente está lesionando en su salud a los pacientes, y en especial a los crónicos y a los oncológicos.



Señor Presidente, solicito que se oficie al señor Ministro de Salud y al señor Intendente de la Región del Biobío. Y asimismo, que esta intervención llegue al señor Presidente de la República. Porque estamos hablando de la salud de las personas, del derecho constitucional al acceso a la salud, que no puede ser violentado ni por el Gobierno ni por el Estado



La internación de pacientes críticos en el hospital Guillermo Grant Benavente se halla en estado catastrófico. Los directores clínicos marcharon ayer en la capital regional para denunciar esta situación. Pero está claro que la denuncia no basta.



Por tal motivo -reitero-, vamos a recurrir de protección a la Corte de Apelaciones de Concepción a favor de pacientes de los hospitales Guillermo Grant Benavente y de Lota. En ambos establecimientos concordaron esta acción los presidentes de la FENATS (Jorge Figueroa por el primero de ellos), pues los funcionarios también tienen las manos atadas.



El problema no se resuelve a nivel regional: se requiere intervención nacional, señor Presidente, y ahora.



Solicito que se oficie además al Ministro de Hacienda, señor Felipe Larraín, pues se nos ha manifestado que hay restricciones presupuestarias.



¡No pueden existir restricciones presupuestarias cuando se trata de la salud de niños enfermos de cáncer! ¡No lo vamos a aceptar!



Y si este Gobierno se niega, la nueva mayoría política de este Senado deberá cambiar el tono.



Si el actual Gobierno quiere que le sigamos aprobando los proyectos, si desea tener una Ley de Presupuestos, deberá resolver los problemas explicitados.



Le transmito al Ejecutivo la indignación de las madres de los niños afectados por enfermedades oncológicas; la indignación y la impotencia de las personas que no son operadas.



¡Y no se trata de que carezcan de paciencia!



Reitero que las fichas clínicas dicen: “Debe haber una intervención quirúrgica a más tardar en las próximas 48 horas”. Pero transcurren diez, quince días sin que ello se concrete. Y, como existe riesgo de agravamiento, está en peligro la vida de los enfermos.



Señor Presidente, ruego que se despachen los oficios mencionados a las autoridades que indiqué, y también, que se remita copia de esta intervención a los dirigentes de la FENATS de los hospitales de la Región del Biobío.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
SITUACIÓN DE MERLUZA Y JIBIA EN REGIÓN DEL BIOBÍO. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido oficiar a la Subsecretaría de Pesca con respecto al estado de la merluza en la caleta de Cocholgüe, comuna de Tomé, y a la situación de la jibia, que preocupa a los sindicatos de Talcahuano y de toda la Región del Biobío.



Allí se vive un grave problema laboral. La industria sigue pescando con artes de arrastre. Se requiere diálogo (entiendo que hay una mesa de trabajo). Si no es así, tanto en el caso de la merluza cuanto en el de la jibia vamos a tener una grave dificultad con los pescadores artesanales de la Octava Región.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre de Su Señoría, conforme al Reglamento.
El señor PIZARRO (Presidente).- Señor Senador, debo informarle que su intervención fue transmitida vía streaming, de manera directa.



Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:51.

                               Manuel Ocaña Vergara,

                               Jefe de la Redacción

A N E X O S

SECRETARÍA DEL SENADO
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 49ª, ORDINARIA, EN MARTES 27 DE AGOSTO DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez, y, accidentalmente, del Honorable Senador señor Zaldívar.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia; de Educación, y de Agricultura, señor Cristián Larroulet, señora Carolina Schmidt y señor Luis Mayol, respectivamente. Asiste, también, el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego, señor Felipe Martin.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 47ª y 48ª, ordinarias, de 13 y 14 de agosto de 2013, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
_________

CUENTA

Mensajes


Tres de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para el despacho del proyecto de ley que establece penas para la fabricación, tenencia, transporte, comercialización y utilización del “hilo curado” (Boletín Nº 8.579-25).


Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto de las iniciativas que se enuncian a continuación:


1.- Proyecto de ley que regula derechos sobre obtenciones vegetales y deroga la ley N° 19.342 (Boletín N° 6.355-01).


2.- Proyecto de ley que modifica algunos aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile (Boletín Nº 8.643-02).


3.- Proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (Boletín N° 6.189-06).


4.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, limitando la prohibición de ingreso a la administración pública (Boletín N° 8.520-06).


5.- Proyecto de ley que modifica el Sistema Privado de Salud, incorporando un plan garantizado (Boletín N° 8.105-11).


6.- Proyecto de ley en materia de sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares (Boletín N° 7.815-15).


7.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Telecomunicaciones (Boletín N° 8.034-15).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De S. E. el Presidente de la República, con el que comunicó su ausencia del territorio nacional los días 14 y 15 del mes en curso, en visita oficial a la ciudad de Asunción, República del Paraguay, para asistir al cambio de mando presidencial.


Informa, además, que durante su ausencia lo subrogó, con el título de Vicepresidente de la República, el señor Ministro titular de la Cartera de Interior y Seguridad Pública, don Andrés Chadwick Piñera.


- Se toma conocimiento.


Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados: 


Con el primero, informa que aprobó, con las enmiendas que señala, el proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (Boletín N° 6.189-06) (con urgencia calificada de “suma”).


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


Con el segundo, comunica que aprobó el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, para facilitar la administración de copropiedades y la presentación de proyectos de mejoramiento o ampliación de condominios de viviendas sociales (Boletín    N° 8.232-14) (con urgencia calificada de “suma”).


- Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.


Con los dos últimos, informa que dio su aprobación a las enmiendas propuestas por esta Corporación a los siguientes proyectos de ley:


1.- El que crea y regula los registros nacionales de inspectores técnicos de obra (ITO) y de revisores de proyectos de cálculo estructural, modifica normas legales para garantizar la calidad de construcciones y agilizar las solicitudes ante las Direcciones de Obras Municipales (Boletín Nº 8.139-14).


2.- El que crea la Intendencia de Seguridad y Salud en el Trabajo, fortalece el rol de la Superintendencia de Seguridad Social y actualiza sus atribuciones y funciones (Boletín N° 7.829-13).


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto con sus respectivos antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Envía copia autorizada de sentencias definitivas pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de los preceptos que se enuncian a continuación: 


1.- Artículos 5°, inciso segundo, y 21°, N°1, letra b), de la ley N° 20.285 cuyo artículo primero contiene el texto de la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado.


2.- Artículo 8°, inciso cuarto, de la ley N° 19.640, orgánica constitucional del Ministerio Público.


3.- Artículo 3°, letra a), del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de las normas sobre el Sistema Único de Prestaciones Familiares, contenido en el decreto ley N° 307, de 1974.


4.- Artículos 29 del decreto ley N° 211, de 1973, sobre defensa de la libre competencia, y 385 del Código de Procedimiento Civil.


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.

Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública


Da contestación a solicitud de antecedentes, remitida en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre materias expuestas por la organización Makenu Re’o Rapa Nui en una presentación a S. E. el Presidente de la República.

Del señor Ministro de Obras Públicas


Responde solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, respecto de iniciativas de inversión en obras de defensa o de canalización en el cauce del Río Ibáñez, comuna del mismo nombre, Región de Aysén.

Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo


Contesta consulta, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a expropiaciones requeridas para construir el acceso al Puente Chacabuco, en el sector Aurora de Chile, comuna de Concepción.

Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas


Responde solicitud de información, hecha en nombre del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sobre presentación suscrita por conscriptos que cumplieron su servicio militar en el lapso del 11 de septiembre de 1973 al 11 de marzo de 1990.

Del señor Secretario General de Carabineros de Chile


Atiende solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Uriarte, acerca del número de efectivos destinados a fiscalizar el cumplimiento de la Ley de Tránsito y a proteger establecimientos educacionales en la Región de Coquimbo.


Da contestación a solicitud de antecedentes, remitida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto del retraso anunciado en la construcción de nuevas comisarías de Carabineros en las comunas de Penco, Lota y Chillán.

De la señora Directora Nacional (S) del 
Servicio Nacional del Adulto Mayor


Da respuesta a solicitud de explicaciones, remitida en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, respecto del motivo por el que Su Señoría no fue invitada a la cuenta pública participativa de la Coordinación Regional de aquel servicio en la Región de Atacama, actividad realizada el día 26 de julio pasado.

Del señor Superintendente de Servicios Sanitarios (S)


Atiende petición, formulada en nombre del Honorable Senador señor Uriarte, respecto del funcionamiento del emisario de la comuna de Coquimbo.

Del señor Superintendente del Medio Ambiente (S)


Remite respuesta a petición de antecedentes, hecha en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto del resultado de las fiscalizaciones al relleno sanitario Ecobío, en la comuna de Chillán, practicadas por la Secretaría Regional Ministerial competente.

Del señor Intendente Regional de la Región del Bío Bío


Acusa recibo de la transcripción del planteamiento expuesto por el Honorable Senador señor Navarro, remitida en nombre de Su Señoría, respecto de las demandas de los recolectores de basura para mejorar sus condiciones laborales.

Del señor Director Regional del Servicio Nacional de Geología y Minería, Región de Atacama


Remite informe de la inspección técnica de un inmueble ubicado en la comuna de Tierra Amarilla y copias del Catastro de Faenas Mineras de aquella comuna, en formatos digital e impreso; antecedentes, ambos, requeridos en nombre de la Honorable Senadora señora Allende.

Del señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización,
 Región de Atacama


Contesta solicitudes de información, cursadas en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, relativas a las siguientes materias:


1.- Recontratación de obras de construcción de los conjuntos habitacionales Escorial I y Escorial II, en la comuna de Tierra Amarilla.


2.- Construcción de las viviendas sociales en sitio residente que componen el programa Fondo Solidario de Vivienda, para la comuna de Caldera.

Del señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo,

Región de La Araucanía


Absuelve consulta, enviada en nombre del Honorable Senador señor García, relativa al impedimento que ha significado para la pavimentación del Pasaje Manuel Antonio Matta, ubicado en la ciudad de Villarrica, la pretensión de propiedad en aquel bien nacional de uso público invocada por un particular.

Del señor Presidente de la Red de Universidades Públicas no Estatales G 9


Remite ejemplar del documento programático “El G 9 y sus propuestas para la Educación Superior en Chile”. 

De la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago


Informa que el señor Ministro Juan Escobar Zepeda ha asumido como nuevo Presidente de ese tribunal, hasta completar el plazo establecido en el inciso primero del artículo 57 del Código Orgánico de Tribunales.


- Quedan a disposición de Sus Señorías. 
Informes


Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, N° 18.290, y sus modificaciones posteriores, en sus artículos 196 y 197, referidos al delito de manejo en estado de ebriedad, causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte (Boletín Nº 8.813-15) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, limitando la prohibición de ingreso a la administración pública (Boletín         N° 8.520-06) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que implementa la Convención de La Haya que suprime la exigencia de legalización de documentos públicos extranjeros (Convención de la Apostilla), adoptada el 5 de octubre de 1961 en La Haya, Países Bajos (Boletín Nº 8.556-10) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (Boletín             N° 8.924-07).


- Quedan para Tabla.

Proyecto de acuerdo


Del Honorable Senador señor Chahuán, con el que solicita a     S. E. el Presidente de la República que evalúe la factibilidad de disminuir la contaminación ambiental mediante un régimen legal de tributación que grave la producción e importación de envases de plástico no retornables para uso en cualquier clase de bebidas, con excepción de aquellos que contengan productos lácteos o medicamentos (Boletín N° S 1.601-12).


- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Declaración de inadmisibilidad


Moción de los Honorables Senadores señores Prokurica, Frei, Gómez, Horvath y Orpis, con la que proponen un proyecto de ley que establece un sistema de capitalización plurianual para la Corporación Nacional del Cobre de Chile.


- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo disponen el inciso tercero y el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Solicitud


Del señor Fernando Ulloa Castillo, para recabar del Senado que dé lugar a la admisión de acciones judiciales en contra del Ministro de Defensa Nacional, señor Rodrigo Hinzpeter Kirberg, de conformidad a lo dispuesto en el N° 2) del artículo 53 de la Constitución Política de la República (Boletín        Nº S 1.600-02).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1.- Tratar como si fuera de Fácil Despacho, en la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de ley signado con el Número 7.- de la Tabla, esto es, el que otorga a los funcionarios del Instituto de Desarrollo Agropecuario (INDAP) condiciones especiales para la bonificación por retiro voluntario, por el período que indica, y otros incentivos al retiro (Boletín Nº 8.815-01).


2.- Tratar en el primer, segundo y tercer lugar del Orden del Día de esta sesión ordinaria de hoy, los proyectos de ley signados con los números 2.-, 6.- y 4.- de la Tabla, respectivamente, esto es, el que modifica la ley        N° 18.450 con el fin de fomentar la inversión privada en obras de riego o drenaje comprendidas en proyectos integrales y de uso múltiple cuyo costo supere las 30.000 unidades de fomento (Boletín Nº 8.771-01); el relativo a la administración de fondos de terceros y carteras individuales, y que deroga los cuerpos legales que indica (Boletín Nº 7.966-05); y, el que crea la Superintendencia de Telecomunicaciones (Boletín Nº 8.034-15).


3.- Abrir un nuevo plazo de indicaciones para el proyecto de ley que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, con el fin de promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes (Boletín N° 9.022-08), hasta las 18:00 horas del día de hoy.


4.- Ampliar el plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias, para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (Boletín N° 8.493-14), hasta las 12:00 horas del lunes 7 de octubre próximo, en la Secretaría del Senado.


5.- Remitir el proyecto de ley que incorpora a los funcionarios judiciales a la ley N° 19.296 (Boletín N° 6.721-07), para que sea informado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social y no por la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, como se dispuso en su oportunidad.


6.- Incluir en el Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana, en el primer lugar, el veto Presidencial recaído en el proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (Boletín N° 8.270-08), siempre que haya llegado desde la Honorable Cámara de Diputados, omitiéndose el trámite de Comisión; en segundo lugar, el proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, N° 18.290, y sus modificaciones posteriores, en sus artículos 196 y 197, referidos al delito de manejo en estado de ebriedad, causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte (Boletín Nº 8.813-15).


7.- Rendir homenaje, en la sesión ordinaria del próximo día miércoles 4 de septiembre, a las 18:30 horas, a la Biblioteca Nacional, con motivo de la conmemoración de los 200 años de su fundación.


8.- Incluir en el Orden del Día, de la sesión ordinaria de mañana, la iniciativa signada con el número 1.- de la Tabla de hoy, esto es, el proyecto de ley en materia de sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares (Boletín N° 7.815-15).

_________

Posteriormente, el Honorable Senador señor Prokurica solicita obtener el consentimiento de la Sala para dirigir oficio, en su nombre y en el de los Honorables Senadores señores Frei, Gómez, Horvath y Orpis, a S.E. el Presidente de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, que establece un sistema de capitalización plurianual para la Corporación Nacional del Cobre de Chile, que fuera declarada inadmisible por referirse a materias propias de la iniciativa exclusiva del señor Jefe de Estado.


Así se acuerda.
- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Chahuán solicita recabar el asentimiento de la Sala a fin de que el proyecto de ley que modifica el decreto ley Nº 3.063, sobre rentas municipales, en materia de patentes para operar máquinas de destreza o entretenimiento (Boletín N° 9.068-06), sea informado por la Comisión de Economía y no por la de Gobierno, Descentralización y Regionalización como se dispuso en su momento.

Al respecto, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Sabag y Tuma. 


La Sala accede a lo solicitado.
- - -


Luego, la Honorable Senadora señora Alvear solicita obtener la autorización de la Sala para abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín N° 8.207-07), hasta las 18:00 horas de hoy.


Se accede a lo solicitado, debiendo las indicaciones ser presentadas en la Secretaría de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas.
- - -


A continuación, la Honorable Senadora señora Rincón requiere obtener el asentimiento de la Sala para los siguientes asuntos:


- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que modifica los artículos 88 y 89 de la ley N° 20.255, en relación con el régimen del seguro social en contra de riesgos de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, aplicable a los afiliados independientes y voluntarios del nuevo sistema de pensiones (Boletín N° 8.936-13), y


- Ampliar el plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que incorpora en el Código del Trabajo el contrato de teleoperadores (Boletín N° 8.263-13).

La Sala accede a ambas solicitudes, fijando para el primer proyecto un plazo hasta el día 9 de septiembre próximo a las 12:00 horas, debiendo ser presentadas las indicaciones en la Secretaría de la Comisión de Trabajo y Previsión Social; y, para el segundo, extendiéndolo hasta el día 30 de septiembre de 2013 a las 12:00 horas.

- - -


En su oportunidad, el Honorable Senador señor Larraín Fernández solicita obtener el asentimiento de la Sala para que las Comisiones de Agricultura y Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas, puedan sesionar en paralelo. Se accede.
- - -


Finalmente, el señor Presidente saluda a los alumnos de la Escuela El Crisol, de la comuna de Ovalle, invitados por el Honorable Senador señor Uriarte, y a representantes de los diversos medios de comunicación de las provincias de Linares y Cauquenes, invitados por la Honorable Senadora señora Rincón, que se encuentran en las tribunas.

_________

La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga a los funcionarios del Instituto de Desarrollo Agropecuario (INDAP) condiciones especiales para la bonificación por retiro voluntario, por el período que indica, y otros incentivos al retiro, con informes de las Comisiones de Agricultura y de

Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.815-01 y urgencia calificada de “suma”. 


Añade que el principal objetivo es establecer condiciones especiales para conceder un incentivo al retiro voluntario de los funcionarios de planta y de contrata del Instituto de Desarrollo Agropecuario, y otorgar una bonificación adicional, ambos beneficios con carácter transitorio, ajustando las condiciones de la ley N° 19.882, que regula una nueva política de personal para los funcionarios públicos. 

Hace presente que con fecha 3 de julio de 2013 la Sala del Senado dispuso que la iniciativa fuera analizada por la Comisión de Agricultura y por la de Hacienda. 

Destaca que la Comisión de Agricultura discutió el proyecto sólo en general, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Rincón y señores Coloma, García y Larraín Fernández, luego de lo cual la iniciativa pasó a la Comisión de Hacienda, que lo discutió en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala con fecha 30 de julio. 

Finalmente, agrega que la Comisión de Hacienda aprobó el proyecto en general y en particular en los mismos términos en que había sido despachado por la Comisión de Agricultura -esto es, igual que la Cámara de Diputados-, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, Lagos, Kuschel y Zaldívar.
- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Zaldívar, Tuma y Larraín Fernández.

Cerrado el debate y puesto en votación en general, es aprobado por 32 votos a favor.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Sabag, Coloma, Bianchi, García, Lagos y Quintana, señoras Rincón y Allende y señor Novoa.

- - -


Concluida la votación, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Larraín Fernández y Zaldívar.

- - -


Luego, el señor Presidente lo declara también aprobado en particular, en virtud de lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento de la Corporación.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Los funcionarios de planta y a contrata que se desempeñen en el Instituto de Desarrollo Agropecuario, que en el período comprendido entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, ambas fechas inclusive, hayan cumplido o cumplan 60 años de edad si son mujeres o 65 años de edad si son hombres, que cesen en sus cargos por aceptación de su renuncia voluntaria en los plazos a que se refiere la letra b) de este artículo, y a más tardar el día 31 de marzo de 2015, tendrán derecho a percibir la bonificación por retiro voluntario que otorga el título II de la ley N° 19.882, con las condiciones especiales que se indican a continuación:


a) El máximo de meses que establece el inciso segundo del artículo séptimo de la ley N°19.882, será de once meses, igual para hombres y mujeres.


b) Los plazos dispuestos en el inciso segundo del artículo octavo de la ley N°19.882 serán reemplazados por los siguientes:


i.- Los funcionarios y funcionarias que hayan cumplido 65 ó 60 años de edad, respectivamente, entre el 1 de agosto de 2010 y el día anterior a la fecha de publicación de esta ley, deberán comunicar su decisión de renunciar voluntariamente a su cargo dentro de los sesenta días siguientes a la publicación de esta ley, indicando la fecha en que hará dejación del mismo, la que no podrá exceder del 31 de diciembre de 2013.


ii.- Los funcionarios y funcionarias que cumplan 65 ó 60 años de edad, respectivamente, entre la fecha de la publicación de esta ley y el 30 de junio de 2014, deberán comunicar su decisión de renunciar voluntariamente a su cargo dentro del primer trimestre de 2014, indicando la fecha en que harán dejación del mismo, la que no podrá exceder el 31 de marzo de 2015.


Con todo, las funcionarias que se encuentren en cualquiera de las situaciones señaladas en esta letra podrán presentar su renuncia voluntaria a su cargo en cualquiera de los períodos indicados en los numerales anteriores, fijando en la misma oportunidad la fecha en que harán dejación del cargo, la que no podrá exceder del 31 de marzo de 2015.


c) La bonificación que le corresponda al funcionario no estará afecta a la disminución de meses que dispone el artículo noveno de la ley      N° 19.882.


d) El límite máximo de remuneración a considerar para el cálculo de la bonificación establecida en el inciso cuarto del artículo séptimo de la ley N° 19.882 será de cien unidades de fomento.


e) El personal que, cumpliendo los requisitos que establece este artículo, no postule en los períodos indicados en esta ley y, en consecuencia, no haga uso de los beneficios que se conceden, se entenderá que renuncia irrevocablemente a éstos y quedará sujeto a las normas establecidas en el título II de la ley N° 19.882.


f) En todo lo que no fuere incompatible con esta ley, se aplicará lo dispuesto en el título II de la ley N° 19.882.


Artículo 2°.- Los funcionarios de planta y a contrata del Instituto de Desarrollo Agropecuario que se acojan a lo dispuesto en el artículo 1° tendrán derecho a recibir, por una sola vez, una bonificación adicional de cargo fiscal equivalente a la suma de 395 unidades de fomento, siempre que se encuentren afiliados al sistema de pensiones establecido en el decreto ley       N° 3.500, de 1980, que coticen o hubieren cotizado, según corresponda, en dicho sistema, y que a la fecha de la renuncia tuvieren veinte o más años de servicio en las instituciones enumeradas en el inciso primero del artículo octavo de la ley N° 19.882, continuos o discontinuos. Para efectos de este último requisito, se computará también el tiempo que el funcionario se haya desempeñado en el Instituto de Desarrollo Agropecuario de conformidad al artículo 11 de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda. El reconocimiento de los períodos discontinuos se sujetará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo séptimo de la ley          N° 19.882.


El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo de la bonificación adicional será el vigente al día que corresponda al cese de funciones.


La bonificación adicional se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación a que se refiere el artículo 1°, no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no estará afecta a descuento alguno. Igualmente, quienes la perciban quedarán afectos a lo dispuesto en el artículo décimo de la ley N° 19.882.


Artículo 3°.- Los funcionarios que postulen a la bonificación por retiro voluntario que otorga el título II de la ley N° 19.882, con las condiciones especiales que se fijan en el artículo 1°, tendrán derecho a presentar la solicitud para acceder al bono de la ley N° 20.305, conjuntamente con la postulación a aquélla, aun cuando el plazo para postular a dicho bono se encuentre vencido. Para tal efecto, se considerarán los plazos y edades que establece esta ley, sin que sea aplicable el plazo de doce meses señalado en los artículos 2°, N° 5, y 3° de la ley N° 20.305.


Artículo 4°.- Los funcionarios que sean beneficiarios de la bonificación por retiro en los términos establecidos en el artículo 1° tendrán derecho, por una sola vez, a un bono de cargo fiscal equivalente a la suma de diez unidades de fomento por cada año adicional de servicio por sobre los cuarenta años de servicios, continuos o discontinuos, en las instituciones a que se refiere el artículo 2° de esta ley. Para estos efectos, también se computará el tiempo que el funcionario se haya desempeñado en el Instituto de Desarrollo Agropecuario de conformidad al artículo 11 de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda. Al bono establecido por este artículo le será aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 2° de esta ley.


Artículo 5°.- El Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario podrá declarar vacantes hasta 15 cargos servidos por funcionarios y funcionarias que cumplieron, antes del 1 de agosto de 2010, 65 años de edad. El Director Nacional también podrá ejercer esta facultad respecto de las funcionarias que a dicha fecha tenían entre 60 años de edad y menos de 65 años de edad, para lo cual requerirá previamente el consentimiento de ellas, salvo que a la fecha de declaración de vacancia tengan 65 ó más años de edad. El Director Nacional podrá ejercer esta facultad hasta el 30 de junio de 2014.


Los funcionarios y funcionarias cuyos cargos sean declarados vacantes de conformidad al inciso anterior tendrán derecho a los beneficios señalados en los artículos 1° y 2° de este cuerpo legal siempre que cumplan con los requisitos respectivos. Con todo, no les será aplicable lo dispuesto en la letra b) del artículo 1° y se reemplazará la causal relativa al cese en sus cargos por aceptación de renuncia voluntaria por la declaración de vacancia a que se refiere este artículo.


El Director Nacional podrá aplicar a los funcionarios y funcionarias a contrata las disposiciones contenidas en los incisos anteriores, con iguales requisitos y beneficios, solicitándoles la renuncia a sus cargos.

Artículos transitorios.


Artículo primero.- El personal que habiendo pertenecido al Instituto de Desarrollo Agropecuario, hubiese cesado en sus funciones por renuncia voluntaria o para obtener una pensión de vejez de conformidad con el decreto ley N° 3.500, de 1980, a contar del 1 de diciembre de 2012 y hasta el día previo a la publicación de la presente ley, cumpliendo con las edades que fija el artículo 1° de esta ley y que haya percibido la bonificación por retiro del título II de la ley N° 19.882, excepcionalmente tendrá derecho a percibir la bonificación que se establece en el artículo 2° de este cuerpo legal, si cumple con los requisitos específicos para su percepción. Para ello, dicho personal deberá presentar una solicitud ante su ex empleador dentro de los treinta días siguientes a la publicación de esta ley.


Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante los años 2013, 2014 y 2015, se financiará con los recursos del Presupuesto vigente del Instituto de Desarrollo Agropecuario. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.

_________
Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.450 con el fin de fomentar la inversión privada en obras de riego o drenaje comprendidas en proyectos integrales y de uso múltiple cuyo costo supere las 30.000 unidades de fomento, con informe de la

Comisión de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia, y solicita el acuerdo de la Sala para el ingreso del Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Riego, señor Felipe Martin. Se accede.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 8.771-01 y urgencia calificada de “suma”.

Añade que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 9 de abril de este año. No se presentaron indicaciones en el plazo fijado al efecto y el proyecto fue enviado a la Comisión de Hacienda, que debía conocerlo en particular.

Destaca que la Comisión de Hacienda hace presente que, de acuerdo a su competencia, se pronunció acerca del artículo único permanente, con sus numerales 1), 2) y 3), y sobre el artículo transitorio, en los términos en que fueron aprobados en general por el Senado.

Añade que la Comisión subraya, asimismo, que habiendo iniciado el conocimiento de la iniciativa, la Sala del Senado, en sesión de 17 de julio de 2013, acordó la apertura de un nuevo plazo de indicaciones, para ser presentadas en la Secretaría de dicha Comisión.

Asimismo, indica que la Comisión de Hacienda deja constancia, para efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones o de modificaciones.

Finalmente, informa que la Comisión realizó diversas enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, todas las cuales fueron adoptadas por unanimidad. Cabe señalar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar alguna modificación propuesta por la Comisión.
- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Hacienda, en su informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

Artículo único

Número 1)

Literal e)


Modificarlo del modo que sigue:


- Sustituir, en su encabezamiento, la expresión “a continuación del actual inciso final” por “undécimo, duodécimo y décimo tercero, nuevos”. 


- Reemplazar, en el inciso undécimo que propone, la frase “Reglamento especial al que se refiere el inciso final de este artículo” por la palabra “reglamento”.


- Sustituir, en el inciso décimo tercero que propone, la expresión “las disposiciones de esta ley y las de un Reglamento especial que se dictará al efecto” por “un procedimiento especial contemplado en el reglamento”. 
Número 2)

Encabezamiento


Reemplazarlo por el siguiente:


“2) Intercálase en el artículo 5º un inciso sexto, nuevo, del siguiente tenor, pasando los incisos sexto, séptimo, octavo y noveno, a ser incisos séptimo, octavo, noveno y décimo, respectivamente:”.

Número 3)

Artículo 7° bis

Inciso primero


Sustituir la frase “Reglamento especial para este tipo de obras” por “reglamento”, y reemplazar la expresión “en el incumplimiento de la ley y del Reglamento” por “en incumplimiento de la ley o del reglamento”. 

Inciso segundo


Sustituir, a continuación del punto seguido (.) las palabras “Un Reglamento” por “El reglamento”. 

Número 4), nuevo


Incorporar un numeral 4), nuevo, del siguiente tenor:


“4) Agréganse al artículo 15 los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos: 


“El Programa Subsidios de la Partida Tesoro Público incluirá los recursos necesarios para financiar el gasto anual que demande la aplicación de la presente ley. La correspondiente glosa presupuestaria deberá identificar fondos separados con los montos que anualmente podrán comprometerse en llamados a concurso, distinguiendo entre aquellas obras cuyo costo no supere las 15.000 unidades de fomento y aquellas que superen dicho monto.


Los Gobiernos Regionales, en coordinación con la Comisión Nacional de Riego, podrán celebrar convenios mandato o de programación, anuales o plurianuales, con el objeto de fomentar la inversión privada regional en obras de riego y drenaje.”.”.
Artículo transitorio


Sustituir la expresión “El Reglamento especial al que se refiere el inciso final del artículo 1° de la ley N° 18.450, deberá ser dictado” por la frase “El reglamento de la ley N° 18.450, deberá ser dictado”.

- - -

Cabe destacar que el señor Secretario General señala que el Honorable Senador señor Sabag, ha manifestado que se inhabilita para votar en este proyecto, en virtud de lo prescrito en el artículo 8° del Reglamento de la Corporación.

- - -

Luego, el señor Presidente pone en discusión las enmiendas unánimes propuestas por la Comisión y otorga la palabra al Honorable Senador señor Tuma. Interviene, también, el señor Ministro de Agricultura.


Cerrado el debate y puestas en votación las referidas enmiendas, son aprobadas por 23 votos a favor, 3 en contra, una abstención y un pareo.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Escalona, Coloma, Larraín Fernández, Kuschel, Zaldívar, García, Pérez Varela, Prokurica, García-Huidobro, Orpis, Uriarte y Pizarro.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Girardi, Navarro y Quintana.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Quintana y Navarro.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Letelier, quien fundamenta su decisión.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Tuma.

- - -


Durante la votación, hace uso de la palabra, debidamente autorizado, el señor Ministro de Agricultura.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.450, que aprueba normas para el fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje:


1) Modifícase el artículo 1° de la siguiente manera:


a) Sustitúyese el inciso primero por el que se transcribe a continuación:


“Artículo 1°.- El Estado, por intermedio de la Comisión Nacional de Riego, bonificará el costo de estudios, construcción y rehabilitación de obras de riego o drenaje, así como de proyectos integrales de riego o drenaje que incorporen el concepto de uso multipropósito; inversiones en equipos y elementos de riego mecánico o de generación; y, en general, toda obra de puesta en riego u otros usos asociados directamente a las obras bonificadas, habilitación y conexión, cuyos proyectos sean seleccionados y aprobados en la forma que se establece en esta ley.”.


b) Reemplázase, en el inciso octavo, el número “12.000” por “50.000”.


c) Sustitúyese, en el inciso noveno, la cifra “12.000” por “50.000”.


d) Reemplázase, en el inciso décimo, el número “30.000” por “250.000”.


e) Agréganse los siguientes incisos undécimo, duodécimo y décimo tercero:


“Los proyectos cuyo costo no supere las 30.000 unidades de fomento podrán postular a la bonificación máxima establecida en los artículos 1° y 3° de esta ley, según corresponda. Igualmente, los proyectos cuyo costo sea superior al monto señalado podrán postular a las bonificaciones máximas antes referidas, en la parte que no exceda de las 30.000 unidades de fomento. Para cada uno de los demás tramos incrementales situados por sobre las 30.000 unidades de fomento, la bonificación máxima a la que se podrá postular irá disminuyendo de acuerdo a lo establecido en el reglamento.


Los proyectos cuyo costo supere las 15.000 unidades de fomento deberán contar previamente con Recomendación Favorable del Ministerio de Desarrollo Social. El plazo para pronunciarse respecto de la recomendación será de 60 días corridos, contado desde la fecha de ingreso de la respectiva solicitud ante el mencionado Ministerio. El interesado podrá invocar el silencio administrativo positivo en caso de no existir pronunciamiento de la autoridad dentro del plazo antes señalado.


Los concursos para la bonificación de proyectos cuyo valor sea superior a 15.000 e inferior a 250.000 unidades de fomento se regirán por un procedimiento especial contemplado en el reglamento.”.


2) Intercálase, en el artículo 5°, un inciso sexto, nuevo, del siguiente tenor, pasando los actuales incisos sexto, séptimo, octavo y noveno, a ser incisos séptimo, octavo, noveno y décimo, respectivamente:


“En la evaluación de los proyectos cuyo costo supere las 15.000 unidades de fomento, sólo se considerará las variables “Aporte” y “Costo” de acuerdo a los numerales 1) y 3) precedentes. Para este caso, al proyecto que proponga el mayor aporte se le otorgarán quinientos puntos en la calificación de esa variable, y al que ofrezca el menor, cero puntos. Al proyecto de menor costo por hectárea beneficiada se le adjudicarán quinientos puntos, y al que obtenga el menor, cero puntos.”.


3) Agrégase un artículo 7° bis con el siguiente texto:


“Artículo 7° bis.- Los proyectos cuyo costo supere las 30.000 unidades de fomento deberán contar con una inspección y recepción técnica de obras de costo del beneficiario. La Comisión Nacional de Riego sólo podrá emitir la orden de pago del Certificado de Bonificación al Riego y Drenaje cuando las obras cuenten con inspección y recepción técnica favorable en los términos que señale el reglamento. La Comisión Nacional de Riego podrá denegar la referida orden de pago cuando, a partir de los informes de inspección o recepción técnica de las obras, o de las inspecciones aleatorias que se indican en el inciso tercero de este artículo, pudiese constatarse que el inspector técnico de obras ha incurrido en incumplimiento de la ley o del reglamento.


La inspección y recepción técnica de obras de proyectos de más de 30.000 unidades de fomento deberá llevarse a cabo por personas inscritas en el Registro Público Nacional de Consultores de la Comisión Nacional de Riego para Obras Medianas. El reglamento establecerá los parámetros y condiciones necesarios para la ejecución de las labores de inspección y recepción técnica de éstas.


Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, la Comisión Nacional de Riego podrá efectuar inspecciones aleatorias de obras, en terreno, a objeto de verificar que las labores de inspección y recepción técnica se ejecuten de conformidad a los parámetros y condiciones que establezca el reglamento y la información proporcionada por la inspección privada de las obras.”.


4) Agréganse, en el artículo 15, los siguientes incisos segundo y tercero: 


“El Programa Subsidios de la Partida Tesoro Público incluirá los recursos necesarios para financiar el gasto anual que demande la aplicación de la presente ley. La correspondiente glosa presupuestaria deberá identificar fondos separados con los montos que anualmente podrán comprometerse en llamados a concurso, distinguiendo entre aquellas obras cuyo costo no supere las 15.000 unidades de fomento y aquellas que superen dicho monto.


Los Gobiernos Regionales, en coordinación con la Comisión Nacional de Riego, podrán celebrar convenios mandato o de programación, anuales o plurianuales, con el objeto de fomentar la inversión privada regional en obras de riego y drenaje.”.


Artículo transitorio.- El reglamento de la ley N° 18.450 deberá ser dictado dentro del plazo de 180 días, contado desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.”.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre administración de fondos de terceros y carteras individuales, y que deroga los cuerpos legales que

indica, con informe de la Comisión de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 7.966-05 y urgencia calificada de “suma”. 


Añade que los principales objetivos del proyecto son:

- Sistematizar el marco regulatorio de la industria de fondos, otorgando una normativa común a todas aquellas materias que así lo requieren.

- Simplificar el marco regulatorio general de la industria, combinando liquidez, gobierno corporativo y perfil de los inversionistas.

- Profesionalizar la actividad de gestión y comercialización de fondos, que deben ser exigibles de los administradores de fondos y de los agentes colocadores de cuotas.

- Promover la competitividad e internacionalización de la industria.

- Perfeccionar el marco regulatorio de los Fondos de Inversión Privados.


- Eliminar la obligación de contratar los servicios de una administradora de fondos para la vivienda y de tener que conformar un fondo especial para la inversión de tales recursos.

- Atraer nuevos actores extranjeros y generar mayor competencia y diversidad de demanda en el mercado de renta fija local.

Destaca que la Comisión de Hacienda discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, Kuschel, Lagos y Zaldívar.

Finalmente, indica que los artículos 6º; 11; 22, letras e), g), h), e i); 23; 42; 43; 57; 58; 59; 85, y 91, todos del artículo primero; las letras b), c) y d) del artículo cuarto, y los literales (i) e (ii) del inciso sexto del numeral 1 del artículo primero transitorio de la ley N° 20.190, contenido en el artículo quinto del proyecto de ley, son normas de quórum calificado.
- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra al Honorable Senador señor Zaldívar.


Cerrado el debate y puesto en votación en general, es aprobado por 23 votos a favor, una abstención y un pareo, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los artículos 6º; 11; 22, letras e), g), h), e i); 23; 42; 43; 57; 58; 59; 85, y 91, todos del artículo primero; de las letras b), c) y d) del artículo cuarto, y de los literales (i) e (ii) del inciso sexto del numeral 1 del artículo primero transitorio de la ley N° 20.190, contenido en el artículo quinto del proyecto de ley.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Letelier, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Sabag, Navarro y Kuschel.

Se abstiene, el Honorable Senador señor Gómez.

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Tuma.
- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 16 de septiembre de 2013, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Hacienda, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la Superintendencia de Telecomunicaciones, con informe de la Comisión de

Transportes y Telecomunicaciones

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.034-15 y urgencia calificada de “suma”.

Añade que su objetivo es crear la Superintendencia de Telecomunicaciones, que será un servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Sus funciones y atribuciones serán las propias de un organismo estrictamente fiscalizador, resolutor y ejecutor de las normas dictadas por los órganos con competencias normativas de política pública.

Destaca que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones discutió este proyecto solamente en general, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán, Girardi y Letelier.

Finalmente, subraya que el inciso tercero del artículo 6°; el inciso tercero del artículo 15; el artículo 16; el artículo 41; y del artículo 48, la letra f) del numeral 9 (inciso undécimo del artículo 13 A); el numeral 10 (artículo 13 B, nuevo); la letra d) del numeral 13 (inciso quinto del artículo 15), y el numeral 14 (artículo 16), son de rango orgánico constitucional.

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señora Rincón y señores Sabag y Navarro. 

- - -


En su alocución, la Honorable Senadora señora Rincón, en representación del Comité Partido Demócrata Cristiano, y de conformidad con lo establecido en el artículo 129 del Reglamento del Senado, pide segunda discusión de esta materia.


Enseguida, el señor Presidente manifiesta que ha terminado la primera discusión, quedando pendiente el tratamiento de este asunto.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que pone término a la existencia legal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas (EMAZA),

con informe de la Comisión de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 8.786-27 y urgencia calificada de “suma”.


Añade que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 10 de julio de este año. No se presentaron indicaciones en el plazo fijado al efecto, y el proyecto fue enviado a la Comisión de Hacienda, que debía conocer de la iniciativa en particular.

Destaca que la Comisión de Hacienda hace presente que, de acuerdo a su competencia, se pronunció acerca de los artículos 1° a 6° y 9° permanentes, y sobre el artículo transitorio de la iniciativa, los que aprobó por mayoría de votos, y deja constancia de que no realizó ninguna enmienda, por lo que propone la aprobación en particular del proyecto en los mismos términos en que fuera aprobado en general.
- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación en particular el proyecto, que es aprobado por 13 votos a favor y 5 en contra.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Sabag, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Sabag y Novoa.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Allende y señores Escalona, Gómez, Navarro y Quintana.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Navarro y Gómez.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Pónese término a la existencia legal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas, en adelante, la Empresa, a contar de la designación del liquidador a que se refiere el artículo siguiente.


Para el solo efecto de su liquidación, la empresa se entenderá subsistente por el plazo máximo que fija el artículo 6°.

Artículo 2°.- Por acuerdo del Consejo de la Corporación de Fomento de la Producción, se designará a un liquidador que estará a cargo de la liquidación de la Empresa, en las condiciones que establece la presente ley y las especiales que pueda fijar el Consejo en el ámbito de ésta, dentro del plazo máximo de treinta días hábiles, a contar de la fecha de su entrada en vigencia. Mediante igual procedimiento se podrá remover al liquidador, nombrando a uno en reemplazo, por el período que reste hasta completar el plazo señalado en el artículo 6°.

En el mismo acto, el Consejo de la Corporación de Fomento de la Producción establecerá los honorarios del liquidador. La condición de ser funcionario o asesor de la Corporación de Fomento de la Producción no es incompatible con la designación de liquidador; sin embargo, la remuneración u honorario que se perciba por tal condición será incompatible con la que se obtenga en la calidad de liquidador.

El liquidador estará sujeto a las normas de probidad administrativa previstas en la ley orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo incorporarse una cláusula que así lo disponga en su designación, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que pudiere afectarle por los actos realizados en el ejercicio de su función.


Artículo 3°.- Corresponderá al liquidador la dirección y administración de la Empresa para el solo efecto de su liquidación, con las siguientes facultades y obligaciones:


a) Enajenar a título oneroso los bienes de la Empresa.


b) Continuar y concluir las operaciones pendientes.


c) Liquidar las cuentas con terceros y pagar las deudas de la Empresa.


d) Cobrar los créditos y ejercer los demás derechos que correspondieren a la Empresa.


e) Representarla judicial y extrajudicialmente, con las facultades que se mencionan en los dos incisos del artículo 7° del Código de Procedimiento Civil.

f) Otorgar y revocar mandatos.


g) Contratar la prestación de los servicios que sean estrictamente necesarios para efectuar la liquidación.


h) Celebrar, con los trabajadores a que refiere el artículo 5°, toda clase de transacciones, judiciales o extrajudiciales, destinadas a poner término a litigios pendientes o a precaver litigios eventuales, relativos, unos y otros, al cobro de indemnizaciones o de otras prestaciones a que eventualmente tengan derecho dichos trabajadores, de acuerdo con las disposiciones legales y convencionales vigentes y que deriven de la relación laboral existente entre las partes.


i) Poner término y transigir, en las condiciones que acuerde, los juicios que la Empresa tenga pendientes, sea como demandante o demandada, y celebrar transacciones destinadas a precaver litigios eventuales de cualquier especie relacionados con las actividades que la Empresa haya desarrollado.


j) En general, otorgar, celebrar y realizar todos los actos, contratos y operaciones que estime convenientes para el cumplimiento de la liquidación.


Artículo 4°.- La enajenación de los bienes muebles de la Empresa se regirá por lo dispuesto en los incisos cuarto, quinto y sexto del artículo 24 del decreto ley Nº 1.939, de 1977.


La enajenación de los bienes inmuebles se realizará de acuerdo con lo establecido en el título IV del mismo cuerpo legal.


Sin perjuicio de lo anterior, la Corporación de Fomento de la Producción podrá autorizar al liquidador a donar los bienes de la Empresa al Fisco de Chile, conforme a lo previsto en los artículos 36, 37 y 38 del mencionado decreto ley.


Artículo 5°.- Autorízase al liquidador para poner término a los servicios de los trabajadores de la Empresa, entendiéndose otorgadas, por el solo ministerio de la ley, para los casos que corresponda, las autorizaciones administrativas y judiciales que el Código del Trabajo y sus leyes complementarias exigen para la desvinculación laboral, colectiva o individual, de los trabajadores.


Artículo 6°.- Transcurridos seis meses contados desde la entrada en vigencia de esta ley, el liquidador pondrá término a sus funciones, haya o no haya terminado la liquidación, y deberá rendir cuenta de su cometido, en la que incluirá un inventario de todos los recursos, bienes y deudas de la Empresa en liquidación, indicando el estado en que se encuentran.


En todo caso, el liquidador podrá rendir cuenta antes del período indicado, si estima que ha concluido su labor.


El Consejo de la Corporación de Fomento de la Producción deberá pronunciarse sobre dicha cuenta y, en caso de aprobarla, deberá hacerlo mediante acuerdo.


Si la cuenta no fuere aprobada, el liquidador deberá continuar desempeñándose hasta subsanar totalmente las observaciones y reparos formulados por el Consejo, dentro del plazo que éste le fije.


No obstante, si durante dicha extensión de plazo se estimare necesario, podrá reemplazarse al liquidador conforme a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 1°, exclusivamente por el período de extensión previamente fijado.


Artículo 7°.- Sin perjuicio de los organismos de control que en materia financiera y contable corresponda, la Contraloría General de la República examinará y juzgará, con posterioridad, la gestión financiera y contable del proceso de liquidación.


Artículo 8°.- Pónese término al Servicio de Bienestar de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas.


Los ex trabajadores de la Empresa que, a la fecha de publicación de esta ley, sean afiliados al Servicio de Bienestar de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas serán incorporados, por el sólo ministerio de la ley, al Servicio de Bienestar del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


Artículo 9°.- El producto que resulte de la liquidación, así como los bienes de cualquier clase no enajenados o liquidados, se transferirán en dominio a la Corporación de Fomento de la Producción por el solo ministerio de la ley. 


Cuando se trate de inmuebles o de otros bienes cuya transferencia de dominio requiera de inscripción en registros públicos, los conservadores respectivos procederán a inscribir las transferencias a que se refiere el inciso anterior, sirviendo de título suficiente la presente ley.


Artículo 10.- Adoptado el acuerdo requerido por el inciso tercero del artículo 6°, la Corporación de Fomento de la Producción será, para el solo efecto del término total del proceso de liquidación, la continuadora legal de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas.


Artículo 11.- Derógase el decreto con fuerza de ley Nº 274, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que crea la empresa del Estado denominada “Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas”.


Artículo transitorio.- El mayor gasto que signifique la aplicación de la presente ley será de cargo exclusivo de la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no pudiere financiarse con los referidos recursos.”.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

_________
PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señores Bianchi, García y Muñoz Aburto, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 50ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 28 DE AGOSTO DE 2013


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros de Defensa Nacional; Secretario General de la Presidencia, y de Energía, señores Rodrigo Hinzpeter, Cristián Larroulet y Jorge Bunster, respectivamente. 


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 47 y 48, ordinarias, de 13 y 14 de agosto de 2013, respectivamente, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensajes


Siete de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, retira la urgencia para la tramitación del proyecto de ley que regula derechos sobre obtenciones vegetales y deroga la ley N° 19.342 (Boletín N° 6.355-01).


- Se tiene presente el retiro y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Con el segundo, hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para el despacho del proyecto de ley que propicia la ampliación de la matriz energética mediante fuentes renovables no convencionales (Boletín N° 7.201-08).


Con el tercero, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley sobre administración de fondos de terceros y carteras individuales, y deroga los cuerpos legales que indica (Boletín Nº 7.966-05).


Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto de las iniciativas que se enuncian a continuación:


1.- Proyecto de ley sobre fomento forestal que modifica y extiende los incentivos a la forestación establecidos en el decreto ley N° 701 (Boletín N° 8.603-01).


2.- Proyecto de ley sobre interés máximo convencional (Boletines N°s 7.786-03, 7.932-03 y 7.890-03, refundidos).


3.- Proyecto de ley que crea un sistema de financiamiento para la educación superior (Boletín Nº 8.369-04).


4.- Proyecto de ley que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles (Boletín Nº 8.859-04).


5.- Proyecto de ley que establece un sistema de supervisión basado en riesgo para las compañías de seguro (Boletín Nº 7.958-05).


6.- Proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros en materia de plantas (Boletín Nº 8.662-05).


7.- Proyecto de ley que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica (Boletín Nº 8.874-05).


8.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (Boletín Nº 7.616-06).


9.- Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).


10.- Proyecto de ley que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (Boletín N° 4.426-07).


11.- Proyecto de ley sobre seguridad privada (Boletín N° 6.639-25).


12.- Proyecto de ley relativo a las federaciones deportivas nacionales (Boletín N° 6.965-07).


13.- Proyecto de ley que modifica la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado (Boletín Nº 7.686-07).


14.- Proyecto de ley respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (Boletín N° 7.765-07).


15.- Proyecto de ley que fortalece el resguardo del orden público (Boletín Nº 7.975-25).


16.- Proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín Nº 8.207-07).


17.- Proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (Boletín Nº 8.314-07).


18.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma y otros textos legales que indica (Boletín N° 8.466-07).


19.- Proyecto de ley que modifica los estatutos de la prisión preventiva y de la suspensión de la ejecución de la pena en el caso de la conducción en estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias sicotrópicas con resultado de lesión o muerte (Boletín N° 8.809-07).


20.- Proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal (Boletín N° 8.810-07).


21.- Proyecto de reforma constitucional que establece la obligatoriedad del segundo nivel de transición y crea un sistema de financiamiento gratuito desde el nivel medio mayor (Boletín Nº 8.997-07).


22.- Proyecto de ley que modifica la ley N°18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad (Boletín N° 9.036-07).


23.- Proyecto de ley que crea y destina recursos para el Fondo de Desarrollo del Norte y de las Comunas Mineras de Chile (Boletín N° 8.272-08).


24.- Proyecto de ley que implementa la Convención de La Haya que suprime la exigencia de legalización de documentos públicos extranjeros (Convención de la Apostilla), adoptada el 5 de octubre de 1961 en La Haya, Países Bajos (Boletín Nº 8.556-10).


25.- Proyecto de ley que crea los hospitales clínicos que indica en la Región Metropolitana (Boletín Nº 8.618-11).


26.- Proyecto de ley que modifica la jornada, descanso y composición de la remuneración de los trabajadores de casa particular, y prohíbe el uso de uniformes a trabajadoras de casa particular (Boletines        N°s 8.292-13, 7.807-13 y 7.675-13, refundidos).


27.- Proyecto de ley que modifica los artículos 88 y 89 de la ley N° 20.255, en relación con el régimen del seguro social en contra de riesgos de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, aplicable a los afiliados independientes y voluntarios del nuevo sistema de pensiones (Boletín Nº 8.936-13).


28.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y leyes complementarias, para establecer un sistema de aportes al espacio público aplicable a los proyectos de construcción (Boletín  N° 8.493-14).


29.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de afectaciones de utilidad pública de los planes reguladores (Boletín Nº 8.828-14).


30.- Proyecto de ley que permite la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19).


Con el sexto, hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que establece la meta todo Chile a llamada local (Boletines N°s 8.787-19 y 8.790-15, refundidos).


Con el último, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que tipifica como delito conductas relacionadas con la comercialización de fuegos artificiales (Boletín Nº 8.612-02).


2.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo Suplementario sobre Inversiones del Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Popular de China”, suscrito en Vladivostok, Federación Rusa, el 9 de septiembre de 2012 (Boletín             Nº 9.002-10).


3.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (Boletín Nº 8.329-15).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De S. E. el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministros titulares del Tercer Tribunal Ambiental, con sede en Valdivia, a los señores Michael Hantke Domas y Jorge Retamal Valenzuela, en los cupos de abogados, y Roberto Pastén Carrasco, en el cupo de licenciado en ciencias; como Ministros suplentes al señor Pablo Miranda Nigro, en el cupo de abogado, y a la señora Alejandra Villalobos Volpi, en el cupo de licenciado en ciencias (Boletín Nº S 1.602-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados: 


Con el primero, manifiesta que aprobó la observación formulada por S. E. el Presidente de la República al proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (Boletín Nº 8.270-08) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Según lo acordado por los Comités, queda para la Tabla de esta sesión.


Con el segundo, informa que aprobó el proyecto de ley sobre seguridad privada (Boletín N° 6.639-25) (con urgencia calificada de “suma”).


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y a la de Hacienda, en su caso.


Con el tercero, expone que dio su aprobación, en los mismos términos que lo hizo el Senado, al proyecto de ley que modifica la ley             Nº 19.132, de Televisión Nacional de Chile, ampliando el giro de la empresa (Boletín Nº 8.273-15).


- Se toma conocimiento y se manda comunicar a S. E. el Presidente de la República. 


Con el último, comunica un acuerdo adoptado por aquella Corporación en el sentido de solicitar, formalmente, al Senado y al Ejecutivo que realicen todas las gestiones necesarias para que los proyectos de ley de Superintendencia de Educación Superior y de Acreditación puedan ser aprobados a la brevedad. 


- Se toma conocimiento.

Del señor Ministro de Salud


Contesta solicitud de información, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, acerca de los resultados de las mediciones, realizadas desde 2011, sobre la calidad del agua potable que la empresa Aguas Chañar S.A. provee en la Región de Atacama.


Da respuesta a solicitud, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, relativa a la posibilidad de condonar la deuda que grava al señor Víctor Campos Salas, domiciliado en la comuna de Linares, a resultas de una afección patología cardiaca grave, en las circunstancias que se señalan.

Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo


Adjunta informe del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región del Maule que atiende consulta, formulada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, sobre la situación que afecta al señor Eduardo Henríquez Hernández, domiciliado en la comuna de Cauquenes.


Responde acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Horvath, Muñoz Aburto, Prokurica y Walker, don Patricio, con el que se solicita a S. E. el Presidente de la República que, en ejercicio de su potestad reglamentaria, modifique el Capítulo 5 de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, con el fin de incrementar la seguridad del alumnado en los establecimientos educacionales cooperadores de la función educacional del Estado (Boletín Nº S 1.582-12).


- Quedan a disposición de Sus Señorías. 

Informes


De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario en materia de regulación referente a farmacias (Boletines N°s 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos).


- Agrégase a sus antecedentes.


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, que regula el ejercicio del sufragio de los ciudadanos que se encuentran fuera del país (Boletín Nº 9.069-07).


Dos de la Comisión de Relaciones Exteriores, recaídos en los asuntos que se enuncian a continuación;


1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo Suplementario sobre Inversiones del Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Popular de China”, suscrito en Vladivostok, Federación Rusa, el 9 de septiembre de 2012 (Boletín Nº 9.002-10) (con urgencia calificada de “simple”).


2.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Federal de Alemania sobre una Actividad Laboral Remunerada de Familiares Dependientes de Miembros de una Representación Diplomática o Consular”, suscrito en Berlín, el 22 de octubre de 2012 (Boletín Nº 8.939-10).


- Quedan para Tabla.

Moción


De los Honorables Senadores señores Bianchi y Horvath, con la que dan inicio a un proyecto de ley que incorpora en la ley N° 19.925 una disposición que exceptúa a los establecimientos de expendio de bebidas alcohólicas de las regiones de Aysén y de Magallanes y la Antártica Chilena de la obligación de estar absolutamente independientes de la casa habitación del comerciante o de cualquiera otra persona (Boletín Nº 9.076-03).


- Pasa a la Comisión de Economía.

- - -


Durante el curso de la sesión, llega a la Mesa el siguiente documento:

Moción


De los Honorables Senadores señores Chahuán, Espina, Rossi, Tuma y Walker, don Patricio, con la que inician un proyecto de reforma constitucional en materia de integración de la Cámara de Diputados (Boletín  Nº 9.078-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Zaldívar manifiesta que el Ejecutivo ha hecho presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, al proyecto de ley sobre administración de fondos de terceros y carteras individuales y deroga los cuerpos legales que indica (Boletín N° 7.966-05), respecto del cual la Sala había fijado un plazo para presentar indicaciones hasta el día 16 de septiembre próximo, lo que alteraría su tramitación, y pide a la Mesa que solicite el cambio de la urgencia.


El señor Presidente señala que se está haciendo la gestión pertinente.
- - -

Luego, el Honorable Senador señor Horvath solicita recabar la anuencia de la Sala para ampliar el término fijado para presentar indicaciones al proyecto de ley sobre protección de glaciares (Boletín N° 4.205-12), hasta las 12:00 horas del día 30 de septiembre próximo.


Se accede a lo solicitado, debiendo ser presentadas las indicaciones en la Secretaría de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.
- - -

Enseguida, el mismo señor Senador manifiesta que -en su oportunidad- la Sala acordó que el proyecto de ley que establece el derecho real de conservación (Boletín N° 5.823-07), fuera considerado en su primer informe por las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, unidas; al respecto, pide obtener el acuerdo de la Sala para que en el primer informe sea conocido solamente por la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

Interviene, a este respecto, el Honorable Senador señor Espina.


La Sala resuelve que el proyecto sea considerado en el primer informe sólo por la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales; y en la discusión en particular, por las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

- - -


Finalmente, el Honorable Senador señor Orpis señala que, en su momento, la Sala determinó que el proyecto de reforma constitucional que establece que el Estado debe eliminar los obstáculos que, de hecho, impidan el pleno desarrollo de las personas (Boletín N° 8.871-07), fuera visto en su primer informe por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y luego por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento; y solicita recabar el acuerdo de la Sala para obviar este último trámite en el primer informe.


La Sala acuerda omitir el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento durante la discusión en general.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Observación de Su Excelencia el señor Presidente de la República, en segundo trámite constitucional, al proyecto de ley sobre procedimiento para otorgar

concesiones eléctricas

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata de la observación, en segundo trámite constitucional, formulada por Su Excelencia el Presidente de la República al proyecto que tiene el Boletín N° 8.270-08 y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

Añade que el Primer Mandatario presentó una observación al texto despachado por el Congreso Nacional, la que propone suprimir los numerales 2) y 14) del artículo único del proyecto.

Destaca que los referidos numerales 2) y 14) establecen, respectivamente, que el concesionario o los órganos de la Administración del Estado deberán dar debido cumplimiento a las normas legales, tratados internacionales debidamente suscritos y ratificados por Chile y reglamentos vigentes en materia de áreas silvestres protegidas del Estado; y, que en el caso que las obras de una concesión ya obtenida atraviesen tierras pertenecientes a comunidades indígenas, antes de comenzar su construcción se deberá acreditar haber realizado el procedimiento de consulta contemplado en el Convenio      N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo, por una sola vez, en la oportunidad y forma que establezca el reglamento correspondiente.

Hace presente que la observación se discute en general y en particular a la vez y no procede dividir la votación.

Asimismo, recuerda que los Comités -en sesión del día de ayer- acordaron que se omitiera el informe de Comisión en el análisis de este asunto.

Finalmente, informa que la observación fue aprobada por la Honorable Cámara de Diputados.

- - -


A continuación, el señor Presidente pone en discusión la observación de S.E. el Presidente de la República y otorga la palabra al señor Ministro de Energía y a los Honorables Senadores señores Orpis, Horvath, Tuma y Frei, señora Allende y señores Girardi y Quintana.


Cerrado el debate y sometida a votación la referida observación, es rechazada -sin alcanzar el quórum necesario para insistir en el texto aprobado por el Congreso Nacional- por 17 votos en contra y 8 a favor.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Allende y señores Coloma, Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Rossi y Sabag.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Orpis, Rossi y Sabag.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Chahuán, Espina, García-Huidobro, Horvath, Novoa y Uriarte.
- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, N° 18.290, y sus modificaciones posteriores, en sus artículos 196 y 197, referidos al delito de manejo en estado de ebriedad, causando lesiones gravísimas o con resultado de muerte, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y

Reglamento

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 8.813-15 y urgencia calificada de “suma”.


Añade que la iniciativa en discusión fue aprobada en general en sesión de 18 de junio de este año; cuenta con un segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que el artículo 2° permanente y el artículo transitorio del proyecto no fueron objeto de indicaciones o de modificaciones, por lo que deben darse por aprobados, salvo que algún Senador, con el acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.
- - -


Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, el señor Presidente da por aprobados los referidos preceptos.

- - -


Añade, el señor Secretario General, que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento rechazó las tres indicaciones que se presentaron, por lo que no efectuó enmiendas al proyecto aprobado en general.

Sin embargo, subraya que se han renovado dos indicaciones: la número 3 y la número 1.
- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión la indicación número 3, renovada, que agrega al artículo 196 de la Ley de Tránsito un inciso cuarto que consta de cinco numerales, respecto de los que se ha pedido votación separada. Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Espina, Escalona, Gómez, Chahuán y Girardi, señora Pérez San Martín y señores Uriarte, Pérez Varela, Walker (don Patricio), Muñoz Aburto, Rossi, Larraín Fernández, Quintana, Lagos, Sabag, Orpis y Zaldívar.


Cerrado el debate y puesto en votación el numeral 1° de la indicación número 3, renovada, es aprobado por 18 votos a favor, 7 en contra y una abstención.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Rincón y Von Baer y señores Espina, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Peña, Orpis, Pérez Varela, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Espina y Rossi.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Chahuán, Escalona, Gómez, Lagos, Larraín Fernández, Muñoz Aburto y Pizarro.

Fundamenta su voto en contra, el Honorable Senador señor Gómez.


Se abstiene, la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.
- - -


A continuación, se pone en votación el numeral 2° de la indicación número 3, renovada, que es aprobado por 17 votos a favor y 10 en contra.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Von Baer y señores Espina, Frei, García, García-Huidobro, Kuschel, Larraín Peña, Orpis, Pérez Varela, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamenta su voto positivo, el Honorable Senador señor García.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Chahuán, Escalona, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Muñoz Aburto y Pizarro.


Fundamenta su voto en contra, el Honorable Senador señor Gómez.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en votación el numeral 3° de la indicación número 3, renovada, que es aprobado por 23 votos a favor, 2 en contra y una abstención.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Rincón y Von Baer y señores Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamenta su voto positivo, el Honorable Senador señor Espina.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Chahuán.

Se abstiene, el Honorable Senador señor Pizarro.
- - -

Luego, puesto en discusión el numeral 4° de la indicación número 3, renovada, se otorga el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Zaldívar, Gómez y Chahuán y se acuerda modificarlo de manera que tenga el siguiente texto: 


“4° Que no fuera titular del permiso de conducir exigido por la ley o su permiso hubiese sido anulado o falso.”.


Cerrado el debate y puesto en votación el numeral 4°, con la redacción antedicha, es aprobado por 20 votos a favor, 3 en contra y una abstención.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Espina, Frei, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Peña, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte y Zaldívar.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Chahuán y Larraín Fernández.

Se abstiene, la Honorable Senadora señora Von Baer.

- - -


Seguidamente, el señor Presidente pone en votación el numeral 5° de la indicación número 3, renovada, que es aprobado por 15 votos a favor, 7 en contra y una abstención.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Frei, García, García-Huidobro, Larraín Fernández, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma y Uriarte.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Escalona, Horvath, Lagos, Larraín Peña y Muñoz Aburto.

Se abstiene, la Honorable Senadora señora Allende.

- - -


Luego, se da por rechazada la indicación número 1, renovada.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Modifícase el artículo 196 de la ley N° 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y del Ministerio de Justicia, de 2009, de la siguiente manera:


a) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “presidio menor en su grado máximo”, por “presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo”.


b) Agrégase el siguiente inciso cuarto:


La pena prevista en el inciso anterior se aplicará en su grado máximo en los casos en que el delito fuere cometido por un conductor que se encuentre en alguna de las siguientes circunstancias:

1° Que el nivel de alcohol presente en su flujo sanguíneo, al momento de los hechos, haya sido igual o superior a 1,2 gramos por mil de alcohol en la sangre o en el organismo, o cuando la conducción, operación o desempeño fueren ejecutados en estado de ebriedad y bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas.

2° Que haya sobrepasado en 30 kilómetros por hora o más la velocidad máxima autorizada en el lugar de comisión del hecho.

3° Que hubiese sido condenado o se encontrare actualmente sujeto a una suspensión condicional del procedimiento por alguno de los delitos establecidos en el presente artículo. Estas circunstancias no se tomarán en cuenta después de tres años contados desde la fecha en que quedó firme la sentencia o resolución que impuso la condena o decretó la suspensión.


4° Que no fuera titular del permiso de conducir exigido por la ley o su permiso hubiese sido anulado o falso.

5° Que su profesión u oficio consista en el transporte de personas o bienes y el delito haya sido cometido en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 2°.- Intercálase, en la letra b) del artículo 15 bis de la ley N° 18.216, introducido por el número 22) del artículo 1° de la ley              N° 20.603, a continuación de la expresión “en el contexto de violencia intrafamiliar,”, lo siguiente: “el señalado en el inciso tercero del artículo 196 de la ley N° 18.290, de Tránsito,”.


Artículo transitorio.- El artículo 2° de la presente ley comenzará a regir a contar de la publicación en el Diario Oficial de las adecuaciones que, en virtud de lo establecido en la ley N° 20.603, deban ser incorporadas en el decreto supremo N° 1.120, del Ministerio de Justicia, de 1984, reglamento de la ley N° 18.216.”.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________
INCIDENTES


El señor Secretario General informa que las Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de las Senadoras indicadas, en conformidad con el Reglamento del Senado.

- - -


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Escalona (en el tiempo del Comité Partido Socialista); Tuma (en el tiempo del Comité Partido por la Democracia) y Horvath (en el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional), quienes se pronuncian -o solicitan el envío de oficios- en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados Senadores, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Independientes; Partido Movimiento Amplio Social; Partido Radical Social Demócrata; Partido Demócrata Cristiano, y Partido Unión Demócrata Independiente.

- - -


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S

1

OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE REQUIERE EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR AL SEÑOR GENARO ARRIAGADA HERRERA Y A LA SEÑORA MARÍA ESPERANZA SILVA SOURA, COMO INTEGRANTES DEL CONSEJO NACIONAL DE TELEVISIÓN POR EL TÉRMINO DE 8 AÑOS

(S 1603-05)

GAB.PRES. N° 1.219
ANT.: Vacancia de Consejeros.

MAT.: Propone Consejeros de

Consejo Nacional de Televisión,

SANTIAGO, 02 SET. 2013

DE:
SEBASTIAN PIÑERA ECHENIQUE

PRESIDENTE DE LA REPOBLICA

A:
SEÑOR JORGE PIZARRO SOTO

PRESIDENTE DEL H. SENADO

1.
De acuerdo a la Ley N° 18.838, el Consejo Nacional de Televisión será integrado por once miembros, diez de los cuales son designados por el Presidente de la República con acuerdo del Senado y duran en sus cargos ocho años, pudiendo ser designados por nuevos periodos. La citada ley, establece que los Consejeros se renovarán por mitades, cada cuatro años,

2.
A través del Decreto Supremo N° 85 de 2009, del Ministerio Secretaría General de Gobierno, se designó a don Genaro Arriagada Herrera, como Consejero del Consejo Nacional de Televisión, por un periodo que ya se encuentra cumplido.

3.
Por medio del Decreto Supremo N° 10 de 2011, del Ministerio Secretaría General de Gobierno, se designó a don Jaime Gazmuri Mujica, como Consejero del Consejo Nacional de Televisión, por un período que ya se encuentra cumplido.

4.
En mérito de 1o anterior, vengo en proponer para el acuerdo del H. Senado de la República, a las siguientes personas para ocupar las vacantes de los Consejeros antes mencionados que completaron su periodo:

- GENARO ARRIAGADA HERRERA, RUT 3.809.964-7, por un período de ocho años.
- MARÍA ESPERANZA SILVA SOURA, RUT 6.973.334-4, por un período de ocho años.

5.
Atendida la conveniencia de contar a la brevedad posible con el acuerdo de esa H. Corporación con el objeto de proceder a los nombramientos antes referidos, hago presente la urgencia en el despacho de esta materia, según los términos dispuestos en el inciso segundo de N° 5 del artículo 53 de la Carta Fundamental.

Saluda a V.E,

(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República
2

PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE SANCIONA LA COMERCIALIZACIÓN DEL HILO "CURADO" 
(8576-11)
Oficio Nº 10.909
VALPARAÍSO, 4 de septiembre de 2013.
La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley de ese H. Senado que sanciona la comercialización del hilo curado, correspondiente al boletín N° 8576-11, con las siguientes enmiendas:

Al artículo 1°

Lo ha reemplazado por el siguiente:

“Artículo 1°.- El que fabrique, transporte, comercialice o utilice cualquier clase de hilo curado, será sancionado con la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de entre cien y quinientas unidades tributarias mensuales.

Sólo estará eximido de este tipo penal quien transporte o utilice hilo curado para actividades de volantinismo, en los términos de los artículos 3° y 4° de esta ley, siempre y cuando el hilo curado cumpla con las especificaciones de un hilo de competencia establecido en el artículo siguiente.

Las penas establecidas en el inciso primero de este artículo se impondrán sin perjuicio de las que correspondan a los demás delitos que se cometieren con motivo o con ocasión de la utilización del material a que se refiere el inciso anterior.

La autoridad competente dispondrá el decomiso y destrucción inmediata del hilo curado confiscado.”.
Al artículo 2°

Inciso tercero

Para incorporar, después del vocablo “oficialmente”, la expresión “por el Ministerio del Deporte”.

Al Artículo 3°

Inciso segundo

Para sustituir la expresión “la autoridad competente” por “el municipio respectivo”.

Al Artículo 4°

Inciso primero

Para sustituir la expresión “la autoridad competente” por “el municipio respectivo”.

***

Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 654/SEC/13, de 14 de agosto de 2013.
Acompaño la totalidad de los antecedentes.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Edmundo Eluchans Urenda, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.

3

INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.571 CON EL OBJETO DE INCENTIVAR EL DESARROLLO DE GENERADORAS RESIDENCIALES Y HACER APLICABLE SUS DISPOSICIONES A TODOS LOS SISTEMAS ELÉCTRICOS DEL PAÍS

(8999-08)

HONORABLE SENADO:




Vuestra Comisión de Minería y Energía, tiene el honor de informar en general acerca del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Horvath, señoras Allende y Rincón y señores Gómez y Prokurica.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 19 de junio de 2013, disponiéndose su estudio por la Comisión de Minería y Energía.





Asistieron a sesiones de la Comisión, además de sus miembros, los Honorables Senadores señora Allende y señor Kuschel.
- - -





Cabe hacer presente que este proyecto de ley se discutió sólo en general, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

- - -





A las sesiones en que se discutió el proyecto de ley en informe, asistieron, especialmente invitados, el Ministro de Energía, señor Jorge Bunster, y el Subsecretario del ramo, señor Sergio del Campo.


Concurrieron, también, por dicha Secretaría de Estado, las señoras Macarena Letelier, Jessica Marticorena y Hedy Matthei y los señores Carlos Barría, Jaime Espínola y Juan Pablo Urrutia.





Asimismo, concurrieron las siguientes personas:


- Las señoras Sara Larraín y Catalina Szigeti, de Chile Sustentable.


- El Director Ejecutivo y el Director Jurídico de Empresas Eléctricas A.G., señores Rodrigo Castillo y Ricardo Eberle, respectivamente, acompañados por la Directora de Comunicaciones de la citada entidad, señora Carolina Cifuentes.


- El señor Carlos Finat, Director Ejecutivo de la Asociación Chilena de Energías Renovables A.G. (ACERA).


- Los asesores parlamentarios señora Yasmina Viera y señores Tomás Monsalve, Rodrigo Mora y Andrés Romero.


- El señor Javier Tapia, Director Jurídico de la Asociación de Generadoras A.G.


- La señora Elizabeth Soto, de Greenpeace.


- La señora Natalia González, Directora del Programa Legislativo del Instituto Libertad y Desarrollo.


- El señor Máximo Pavez, asesor legislativo de la Fundación Jaime Guzmán.


- La señora María Loreto Zubineta, abogada de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles (SEC).


- El señor Benjamín Rug, asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


- La Directora de Asuntos Corporativos de First Solar, señora Patricia Pacheco.


- Los periodistas señores Gustavo Orellana y Rodrigo Sánchez.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO





Con la finalidad de potenciar el desarrollo de las generadoras residenciales, el proyecto de ley propone perfeccionar la ley N° 20.571 de manera de, por una parte, facilitar la instalación de generadoras eléctricas residenciales, mediante ERNC, de los pequeños consumidores denominados BT1 (clasificación tarifaria establecida para consumos domiciliarios con tope de 10kw), y, por otra, mejorar las tarifas que se pagan a las personas que realizan este emprendimiento.
- - -

ANTECEDENTES

1.- Antecedentes legales.


1) Decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, de 2007, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, de Minería, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos.


2) La ley N° 20.571, que regula el pago de las tarifas eléctricas de las generadoras residenciales.

2.- Moción.

Al fundar la presenta iniciativa legal la Moción sostiene que las energías renovables no convencionales (ERNC), están cada día mejor evaluadas, tienen un mayor desarrollo tecnológico y resultan competitivas respecto de las energías convencionales. Lo anterior se muestra en el cuadro que sigue:

[image: image2.jpg][

Tecnologia
Disol  ecal o sl pblcn

eSido Y comorcial

GV isoguimint  dos o 2 ocala o saicio pbicy
eSide PV assalasa sl pblcn

STEG toro + holostato  scala do s piblico
STEG consontradr  scala do s piblico
Gantormico i scala o s piblco

Carbéna ascalado sonvico piblco

5T etala do soniio pblcn

Gootornia fashaesaladoserviclopibic
icaterosire  acala do sl pblcn

Bmasa matrias prinas 2 osala dosoiiopblicy
Grandos iolocticas

Grandoshitolsctias n Ayson

Pogetis iooecricas 30

Biogas/Gas esidal 2 escladosenvcopibio 3|

0

usonan
m ) L

W LCOEdeERNC_ CILCOE comencional A Esconariocental_=-

Prsio e energiaenel SC.

Prosio de energiaen el SNG

D i tcE T A ———-—— T T .-,
e
ot Bt oGy P Vs g, s s s g O s Bt oGy





Agrega que los consumidores, personas naturales, comunidades, edificios, comercio, casas en sectores rurales, cuentan con la posibilidad técnica de instalar paneles fotovoltaicos, pequeñas unidades de generación eólica, y en el caso de los sectores aledaños rurales, aprovechar pequeñas caídas de agua, y con ello transformarse en productores de pequeñas unidades de generación de energía eléctrica.


Esta modalidad ha significado un importante cambio de hábito en las personas al promover un mejor uso de la energía, eficiencia y ahorro, de lo que existe experiencia suficiente en muchos países. Tal es el caso de Alemania, Italia, Dinamarca, Japón, Australia, Canadá,  y México, y el de algunos Estados de Estados Unidos de América (como California). En ellos se han establecido sistemas de generación residencial que han adquirido un rol significativo en la solución de las demandas de energía eléctrica.


A continuación, la Moción recuerda que en el año 2012 se dictó la ley N° 20.571 que permite este tipo de generación eléctrica y fomenta el principio de energía distribuida, altamente conveniente para un país como el nuestro con un enorme potencial de ERNC, según se muestra en el cuadro que sigue:

	TIPO DE ENERGÍA
	POTENCIAL DE CHILE

(MW)

	Solar (UTFSM, C. Horn)
	100.000

	Mareomotriz (Garrad Hassan)
	164.000

	Geotermia (A. Lahsen, A. Hauser)
	16.000

	Pequeñas y medianas centrales (ACERA)
	33.000

	Eólica (Megawind, mapas eólicos)
	5.000

	Biomasa (FAO 2007)
	6.000

	TOTAL
	324.000



Advierte la moción que si bien aún se encuentra pendiente el reglamento de la citada ley, existe un acuerdo con el Ejecutivo en orden a que su contenido sea simple y atractivo.


No obstante lo expuesto, el análisis de la actual situación de fomento a las ERNC y a las generadoras residenciales permite concluir la necesidad de potenciar más decididamente y facilitar la instalación de los pequeños consumidores denominados BT1 (clasificación tarifaria para consumos domiciliarios con tope de 10kw). Ello, unido a la conveniencia de mejorar las tarifas que se pagan a las personas que hacen estos emprendimientos. Ambas circunstancias motivan el proyecto de ley en informe.

3.- Estructura del proyecto de ley.





La iniciativa consta de cuatro artículos, que introducen diversas enmiendas a la ley N° 20.571.


Los artículos 1°, 2° y 3° proponen modificar el artículo 149 bis que la citada ley N° 20.571 incorporó a la Ley General de Servicios Eléctricos.


La primera disposición aumenta, en el inciso cuarto, la capacidad instalada máxima por cliente o usuario de “100” a “300” kilowatts.


La segunda disposición agrega, en el inciso sexto, la siguiente oración final: “La energía generada por los clientes BT1 menores a 10KW deberá ser cancelada por el distribuidor al mismo precio que la empresa distribuidora le cobra a dicho generador residencial por consumir electricidad, debiendo ser cancelada en forma mensual, semestral o anual, según se acuerde entre cliente y distribuidor.”


La tercera disposición agrega, en su inciso noveno, la siguiente oración final: “Si con ocasión o a consecuencia de la implementación del sistema de generación residencial fuere necesario reforzar la red de distribución, la inversión económica que dicho reforzamiento conlleve, se financiará con cargo al valor agregado de distribución.”


La cuarta disposición incorpora un nuevo artículo 149 sexto, en virtud del cual la ley se aplicará a todos los sistemas eléctricos del país, sean menores, iguales o mayores a 200 MW.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al comenzar el estudio del proyecto, hizo uso de la palabra el académico de la Pontificia Universidad Católica de Chile señor David Watts, quien, luego de referir que su trabajo se desarrolla en el seno de un grupo de investigación sobre energía eléctrica, indicó que actualmente existe motivación de participar en el campo de la energía solar porque nuestro país ofrece importantes ventajas en la materia.


Así, al observar el precio de la energía versus la radiación incidente para Latinoamérica por ciudad se advierte que Chile tiene grandes potencialidades de radiación solar, aunque se presenta la paradoja de que a la vez tiene uno de los precios de energía más caros. En ese contexto éste es el momento preciso, dijo, para desarrollar energía fotovoltaica.


En cuanto a tarifas, hizo presente que variarán dependiendo de la empresa que abastece (algunas tienen muchos clientes y logran distribuir mejor los costos fijos). Con todo, si se compara la rentabilidad de un sistema solar fotovoltaico es esperable que el costo promedio sea inferior a las tarifas actuales. En tal sentido, agregó, las tarifas de los clientes BT1 (residenciales) en relación con aquellos BT2 (que sólo financian la energía) son distintas porque deben asumir precios diferentes, a raíz de que los consumidores BT1 no sólo pagan el consumo sino, además, a la empresa generadora.


En lo que atañe a la regulación de la generación distribuida y su segmentación, hizo presente que se requiere mantener coherencia entre la regulación en todas las escalas, y que la neutralidad tecnológica y la falta de reconocimiento de sus particularidades ha perjudicado a la cogeneración eficiente.


La actual ley, arguyó, plantea el tope en 100kw y el proyecto lo hace en 300kw. Así las cosas, la ley vigente de net billing soporta el segmento hasta los 100kw y el nuevo lo hace hasta los 300kw. Esto indica la conveniencia de mejorar la regulación, simplificándola y segmentándola, con lo que se podría extender a proyectos de escalas menores. La iniciativa en discusión está en la misma línea de lo que se hace en otros países, los cuales comenzaron con potencialidades menores para después ampliarse con el tiempo. En su opinión, es arriesgado pasar de 100kw a 300kw.


Dentro de los cambios recientes que se han hecho en esta área, destacó el aumento de capacidad a 100kw, así como la inclusión de cogeneración eficiente y las pérdidas evitadas. Pero también se requiere incorporar principios de simplicidad, estandarización y segmentación, y normas sobre comunidades.


A fin de aclarar la diferencia entre net billing y net metering, sostuvo que este último alude básicamente al autoconsumo y balancea energía, en tanto que el primero sólo se refiere a un balanceo de dinero.


El Honorable Senador señor Prokurica destacó que las normas en discusión serían aplicables sólo para el caso de los clientes o consumidores acoplados o conectados al sistema de distribución. Por el contrario, dijo, si existe autoconsumo absoluto no se necesitaría la ley ni su reglamento.


El señor Watts contestó que en teoría ello es efectivo, sin embargo la principal diferencia entre uno y otro sistema radica en los costos de la infraestructura: suministrar electricidad a clientes o mantenerlos conectados y respaldados requiere de infraestructura de transmisión, subtransmisión y distribución. Los principales costos de infraestructura son los de la distribuidora: subestaciones, redes MT, transformadores, redes BT, etcétera. En este sentido, los costos fijos normalmente se “variabilizan” y se cobran como un cargo a la potencia, es decir, en el valor agregado de distribución (VAD), y además se distribuyen a clientes según el máximo de consumo o punta, potencia del empalme y protección (excepto a los BT1). Estrictamente hablando, desde el punto de vista de los costos y en el caso de los clientes BT1 las empresas no tienen derecho a cobrar la denominada “estimación de potencia”.


En materia de subsidios cruzados y su relación con el net metering, enfatizó la importancia de evitar los primeros para no afectar significativamente a los otros clientes, normalmente con algún límite de capacidad que el proyecto no contempla. La preocupación radica en que hay clientes muy pobres, que podrían sufrir un encarecimiento de las cuentas al existir altos niveles de penetración. Añadió que el reglamento en elaboración ha mejorado notablemente, ajustándose a estándares internacionales.


No obstante, el reglamento chileno para facturación neta deberá incluir los siguientes aspectos: requisitos, procedimientos y condiciones para la conexión; requisitos de operación y remuneración para un generador distribuido; determinación de los costos de las obras adicionales por la conexión de un generador distribuido; medición y facturación; documentación estandarizada; medición y venta de cuotas de ERNC; reclamos, controversias y responsabilidades ante ocurrencia de eventos adversos; disponibilidad de información pública, y temas específicos sobre cogeneración.


Respecto del último punto el académico señaló que la versión de mayo de 2013 del reglamento difiere de la que fue sometida a consulta pública en octubre de 2012, principalmente en lo que concierne a: generadores comunitarios (se incorporan la cogeneración eficiente y las instalaciones fotovoltaicas en copropiedades); límite de capacidad permitida (se contempla un procedimiento para estimar límite y no estudios individuales), aunque la supresión del límite transitorio deja este asunto en manos de la distribuidora; plazos administrativos (algunos tornan inviables proyectos pequeños); liquidación de excedentes (pero no es claro que el cliente pueda decidir cuándo liquidar los excedentes), y esquema simplificado de conexión sin requerir estudios (el proyecto en discusión aumenta el límite de 100 a 300kw lo que puede exigir mayores estudios).


En seguida, advirtió que si bien originalmente la ley se concibió como de net metering, luego del proceso legislativo se convirtió en una de net billing. El costo de las obras adicionales lo pagan los clientes de manera directa (más eficiente) o indirecta (más socializado). No obstante, el investigador consideró improbable una socialización de los costos, aunque una posible solución podría ser la de un medidor con intervalos de integración.


Cabe consignar que el señor Watts acompañó su presentación con un documento de carácter técnico, el cual se contiene en Anexo de este informe.


El Honorable Senador señor Horvath, luego de prevenir que las distribuidoras tienen garantizada legalmente su utilidad, precisó que incorporar nuevos generadores pequeños en una primera fase no será de gran relevancia, pero si se requiere reforzar las redes se hará a prorrata de lo que se integra.


Destacó, asimismo, que tanto la energía solar, como otras ERNC, muestran externalidades muy positivas no sólo desde el punto de vista medioambiental, porque al transformar al consumidor en productor origina un círculo virtuoso. Por tal razón, es necesario abogar por que las pequeñas generadoras se incorporen y comiencen a materializar sus proyectos a fin de que el nuevo escenario sea más atractivo para todos.


A continuación hizo uso de la palabra el Presidente de la Asociación Chilena de Energía Solar A.G., señor Cristian Antunovic.


En primer término, el personero se refirió a la diferencia entre pequeños y medianos productores. Este punto es relevante, dijo, porque para la energía solar se requieren 6 mts2 de espacio para generar 1kw. Así, cuando se habla de 300kw se necesitarán 2.000 mts2, de donde se deduce que sólo quienes puedan acceder a esas superficies, tales como mall o bodegas, podrán optar por esta fuente energética. En tal sentido, el fomento y desarrollo de esta energía está en dos ámbitos: las pequeñas instalaciones (menores a 10kw) y las comunidades (por ejemplo, un edificio).


En su concepto, se debe aclarar que entre 10 y 100kw las condiciones técnicas son muy distintas: 10kw equivalen a pequeños artefactos que se encuentran en las casas para uso doméstico (por eso, para autoconsumo se piensa en no más de 2kw como máximo). Tratándose de energía solar, actualmente producir 1kw cuesta alrededor de US$4.000 en instalación, pero de masificarse su utilización la experiencia internacional sugiere que rápidamente los precios tenderán a bajar.


En materia de tarifas, señaló, hay que ser cuidadosos para no afectar en forma considerable a los clientes de menores recursos. En todo caso, con un mayor número de generadores en el país se puede estabilizar la demanda (en el entendido que el net metering es un incentivo para las personas a que instalen un sistema fotovoltaico). En teoría, acotó, una línea robusta de transmisión con todo el sistema interconectado se podría utilizar como una gran pila, que permitiría desde luego contar con energía disponible en la medida que los recursos también lo estén.


Al concluir, precisó que el proyecto en discusión está en la línea correcta: la propuesta de separar las instalaciones entre 10kw y más, allana el camino para solucionar un problema que todavía no se despeja satisfactoriamente y que incide en el mercado.

En sesión posterior la Comisión escuchó los planteamientos del señor Carlos Finat, representante de la Asociación Chilena de Energías Renovables A. G. (ACERA).
Al respecto, el personero afirmó que, considerando la realidad actual, se justifica un net metering por cuanto varias de las tecnologías de generación mediante ERNC son eficientes en un amplio rango de tamaños: solar fotovoltaico, eólico, minihidro, entre otros. A modo de ejemplo, dijo que en relación con la energía solar fotovoltaica, la paridad de red ya ha sido alcanzada en el segmento residencial, aun cuando difiere según la región del país. Así, en Santiago la paridad es parcial ya que el LCOE fotovoltaico es solamente competitivo con el precio de invierno; en el norte de Chile, el LCOE fotovoltaico no solamente es significativamente menor que el precio de invierno sino que la mayoría de las cotizaciones son más bajas que la tarifa normal.

Adicionalmente, indicó que debe considerarse que el mercado de aplicaciones fotovoltaicas de pequeña escala de Chile es relativamente inmaduro, por lo que hay espacio para reducciones de precio adicionales.

Aseguró que dentro de los motivos que existen para el net metering, también se deben considerar los ahorros directos para los consumidores finales, la competencia para las distribuidoras y generadores y el aporte a la reducción de emisiones.

El especialista se refirió, también, a la actividad de distribución en nuestro país. Sobre el particular, subrayó que ella es esencialmente monopólica, debido a la dificultad e ineficiencia que implicaría superponer varias redes eléctricas en una misma área de operación. Lo anterior incluye la instalación y explotación de sistemas de distribución: por su condición de monopolio natural son los únicos que pueden realizar dichas actividades en una zona de concesión. De este modo, los clientes regulados no están obligados a comprarle a la distribuidora.

No obstante, señaló, si un cliente final decide estar abastecido por una distribuidora, acepta tácitamente no sólo los resultados que se obtengan de las licitaciones de suministro que la concesionaria de distribución realiza, sino que también los costos involucrados en el VAD de la concesionaria de la zona.

Respecto del mercado para instalaciones de generación domiciliarias, arguyó que la señal económica del mejor precio de la generación domiciliaria no es suficiente si el consumidor no está educado y debidamente informado. Por su parte, los proveedores de equipos para generación domiciliaria no tienen acceso a sus clientes potenciales en condiciones competitivas con las distribuidoras, de tal manera que el procedimiento de conexión a la red puede ser una barrera.

Por lo dicho, propuso imponer una obligación a las concesionarias para informar a los consumidores regulados acerca de su derecho a optar por generación domiciliaria. En el mismo sentido, deberán educar a consumidores finales sobre los beneficios y costos de implementar generación domiciliaria junto con proporcionar a terceros la posibilidad de utilizar el envío de publicidad en conjunto con las cuentas de cobro de suministro eléctrico. Además, se debe proporcionar a terceros información del mercado de clientes regulados, realizar estudios y publicar información respecto a capacidades y restricciones de la red de distribución para aceptar generación domiciliaria y establecer y operar un mecanismo de reserva de capacidad para clientes regulados.

Por último, el señor Finat estimó necesario, para cumplir el objetivo de la ley, establecer un proceso abreviado para instalaciones pequeñas, que contemple la reserva de conexión ante la distribuidora (la otorga sólo si hay capacidad), un plazo para instalación y el informe de Instalador que cierra el proceso ante la distribuidora.

Se deja constancia que el señor Finat acompañó su presentación con un documento en formato Power Point, en el que se desarrolla su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en Anexo que se adjunta al original de este informe.


A continuación, la Comisión recibió en audiencia al señor Subsecretario de Energía.


Con motivo de su intervención, el personero de Gobierno indicó que en el reglamento existen respuestas a distintas interrogantes planteadas por el Honorable Senador señor Horvath, aunque otras requerirían un cambio legal. 


Para explicar lo anterior, comentó que quienes pueden hacer uso de esta ley son los usuarios finales sujetos a regulación de precios que pueden disponer, para su propio consumo, de equipamiento de generación eléctrica, e inyectar los excedentes a la red de la empresa distribuidora, solamente mediante fuentes ERNC y cogeneración eficiente con una capacidad máxima 100 kw.


Las obras adicionales a la red de la empresa distribuidora, necesarias para la conexión del equipamiento de generación, son de cargo del cliente de conformidad con la ley N° 20.571 y la energía inyectada a la red es valorizada de acuerdo a la componente energía del precio al nivel generación-transporte que las concesionarias de distribución traspasan a sus clientes regulados.


Enseguida, dijo que las materias que deben abordarse en el reglamento de la ley N° 20.571 son las siguientes: requisitos para conectar GD a la red de distribución; medidas para proteger la seguridad de personas y bienes y la calidad del suministro; mecanismo para determinar costos de adecuaciones; capacidad instalada permitida (por usuario y para el conjunto); procedimiento para la valorización y pago de las inyecciones de energía; valorización y pago de las obras adicionales y adecuaciones a la red; acreditación de inyecciones para efectos de la ley N° 20.257, y rol de la SEC.


El personero hizo hincapié en la necesaria certificación de los equipos, de tal manera que sólo puede instalarse equipamiento de generación debidamente certificado. Para ello la SEC llevará un listado con los equipos certificados que pueden instalarse y autorizará a laboratorios de ensayo y organismos de certificación habilitados para que certifiquen dichos equipos.


Explicando en qué consiste el procedimiento de conexión, indicó que el interesado debe presentar una solicitud ante lo cual la distribuidora tiene quince días de plazo para responder (aprobando o rechazando). La aprobación final para la solicitud de conexión debe estar en un plazo de seis meses, al cabo del cual se realiza una inspección del organismo certificado por la SEC, el interesado presenta una notificación de la conexión, se firma el contrato por la distribuidora y se coloca en servicio el equipo.

 
La inspección permite contar con un certificado emitido por un organismo independiente, con el fin de asegurar al cliente que su instalación cumple lo exigido en la normativa vigente y no es un peligro para las personas y bienes materiales. Además, asegura a la distribuidora que la conexión a sus instalaciones de equipamiento de generación cumple los estándares técnicos de seguridad y calidad, lo que facilita a la SEC su función fiscalizadora.


Respecto de la capacidad máxima de penetración que no requiera de obras adicionales, el personero señaló que de conformidad a la ley las obras adicionales y adecuaciones que sean necesarias para permitir la conexión y la inyección de los excedentes, deberán ser solventadas por cada propietario y no podrán significar costos adicionales a los demás clientes. De allí es que en el reglamento deba existir un reconocimiento de asimetrías de información, es decir, que las empresas distribuidoras tienen la mejor información para efectuar el cálculo y, por tanto, debe definir los parámetros que deben utilizar las distribuidoras para el cálculo de la capacidad máxima de penetración en una determinada área.


En lo que atañe a la remuneración de inyecciones, dijo que las inyecciones de energía serán valorizadas al precio que los concesionarios de distribución traspasan a sus clientes regulados. Dicha valorización deberá incorporar las menores pérdidas eléctricas de la concesionaria de distribución. Para la remuneración de las inyecciones se hará uso de un medidor capaz de registrar las inyecciones a la red. A su vez, las inyecciones valorizadas se descontarán mensualmente en la factura. Y si al cabo de seis facturas no ha sido posible descontar la totalidad del excedente acumulado, la distribuidora deberá pagar al cliente su saldo a favor. El reglamento regula también el caso de los condominios.


Por otra parte, las inyecciones de energía efectuadas mediante estos equipamientos de generación podrán ocuparse para acreditar el cumplimiento de la obligación establecida en el artículo 150 bis de la LGSE. Anualmente, y cada vez que el cliente lo solicite, la distribuidora emitirá un certificado que acredite las inyecciones mediante ERNC y, por su parte, el cliente podrá comercializarlos directamente, o bien convenir su comercialización con la distribuidora o con cualquier tercero.


En síntesis, dijo el señor Subsecretario, las enmiendas introducidas al reglamento se refieren principalmente a los siguientes aspectos:


- Reconocimiento de la inyección de generadores distribuidos ubicados en SSMM como energía ERNC para efectos de la ley N° 20.257.


- Simplificación del procedimiento de conexión para generadores distribuidos de menor tamaño respecto de aquellos de mayor tamaño: 10kw (monofásicas) y 40kw (trifásicas). En este sentido, se adecuó la redacción para entregar a la SEC la facultad de generar procedimientos simplificados en materia de inspección de instalaciones según tamaño y tecnología.


- Incorporación del concepto de simplicidad de los equipos de medición, con la eliminación de la exigencia de medidor bidireccional.


- Se precisa que los saldos de inyecciones remanentes no se considerará como un crédito de manera indefinida, para lo cual se limita el número de facturas en que dicho saldo puede acumularse y ser pagado al cliente.


Luego, el personero sostuvo que exigirían cambios legales tanto la idea de traspasar a tarifa el costo de las obras adicionales que deban realizarse en redes de distribución al interconectar un generador, como la de que el precio al cual se valoran las inyecciones de energía de los generadores distribuidos sea mayor al precio reconocido hoy día en la ley.


Por último, en lo relativo a los principales temas que aborda el proyecto en discusión estimó que:


1. Con respecto a remunerar la energía inyectada por clientes con potencia conectada <10 kw al precio de la tarifa BT1, al valorizar las instalaciones de distribución que finalmente constituyen las tarifas reguladas, no se considera la existencia de GD al interior de la zona de concesión. Agregó que la tarifa BT1 incluye costo energía, potencia, pago de la red de transmisión y pago instalaciones distribución, de manera tal que el reconocimiento de tarifa BT1 supone, en su opinión, un subsidio cruzado regresivo, necesario para recaudar el VAD y componente transmisión no recuperado, reconocido en la valorización de inyecciones del GD.


2. El financiamiento de obras adicionales se incluye en el VAD, y requiere definir la manera en que será recuperado el costo de tales obras, es decir, si el mayor costo lo deben afrontar todos los clientes regulados en base a su consumo habría un subsidio cruzado regresivo. Si por el contrario, el mayor costo se imputa a los clientes regulados en base a sus inyecciones de energía, no queda claro que éstos se beneficien del cambio, pudiendo empeorar su situación respecto a la actual. Lo anterior, añadió, requiere cambiar la lógica con la cual se remunera la red de distribución.


3. Elevar el límite de la capacidad instalada por cliente de 100 kw a 300 kw. Sobre este punto, el representante del gobierno indicó que en Alemania el 97,3% de las instalaciones FV son <100 kw: al permitirse tamaños más grandes se agota tempranamente la capacidad de penetración y aumentan los problemas de regulación de tensión y frecuencia.


El Honorable Senador señor Horvath indicó que la Moción en estudio obedece precisamente a la necesidad de realizar ciertos cambios mediante reformas legales y solicitó apurar la tramitación de la presente iniciativa.


Luego de declarar cerrado el debate el señor Presidente sometió a votación en general la iniciativa legal en discusión.


- Sometida a votación la idea de legislar en la materia fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Horvath, Kuschel y Orpis.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO





En concordancia con el acuerdo anteriormente expresado, vuestra Comisión de Minería y Energía recomienda aprobar en general el siguiente

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1°.- En el Artículo único de la Ley 20.571, agréguese al Artículo 149 bis que incorpora al DFL 4 de Economía de 2007, en su inciso cuarto, cámbiese la cifra “100” por “300”.



Artículo 2°.- En el Artículo único de la Ley 20.571, agréguese al Artículo 149 bis que incorpora al DFL 4 de Economía de 2007, en su inciso sexto la siguiente oración final:



“La energía generada por los clientes BT1 menores a 10KW deberá ser cancelada por el distribuidor al mismo precio que la empresa distribuidora le cobra a dicho generador residencial por consumir electricidad, debiendo ser cancelada en forma mensual, semestral o anual, según se acuerde entre cliente y distribuidor.”.



Artículo 3°.- En el Artículo único de la Ley 20.571, agréguese al Artículo 149 bis que incorpora al DFL 4 de Economía de 2007, en su inciso noveno la siguiente oración final:



“Si con ocasión o a consecuencia de la implementación del sistema de generación residencial fuere necesario reforzar la red de distribución, la inversión económica que dicho reforzamiento conlleve, se financiará con cargo al valor agregado de distribución.”.



Artículo 4°.- Agréguese al Artículo único de la Ley 20.571 un nuevo artículo 149 sexto:



“Esta ley se aplicará a todos los sistemas eléctricos del país, sean menores, iguales o mayores a 200 MW.”.”.

- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 3 de julio y 14 y 28 de agosto de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Baldo Prokurica Prokurica (Presidente), Eduardo Frei Ruiz-Tagle, José Antonio Gómez Urrutia, Antonio Horvath Kiss (Carlos Cantero Ojeda), Carlos Ignacio Kuschel Silva (Baldo Prokurica Prokurica) y Jaime Orpis Bouchon (Gonzalo Uriarte Herrera).

Sala de la Comisión, a 28 de agosto de 2013.

(Fdo.): Ignacio Vásquez Caces, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE QUE EL ESTADO DEBE ELIMINAR LOS OBSTÁCULOS QUE, DE HECHO, IMPIDAN EL PLENO DESARROLLO DE LAS PERSONAS

(8871-07)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de presentaros su primer informe sobre el proyecto de reforma constitucional de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia, Juan Pablo Letelier Morel y Patricio Walker Prieto.

En sesión de 9 de abril de 2013, se dio cuenta de la iniciativa en la Sala de la Corporación, disponiendo su estudio por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía y, luego, por la  Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. Con posterioridad, se modificó el acuerdo y se eximió a esta última de su estudio en general, acordándose que lo informara sólo en la discusión particular.

El proyecto de reforma constitucional fue discutido en general y en particular por tratarse de un proyecto de artículo único, en virtud del artículo 127 del Reglamento del Senado. No obstante lo anterior,  acordó proponer a la Sala del Senado que sea considerado sólo en general.

A una o más de las sesiones en que se analizó esta iniciativa legal asistió, además de sus miembros el Honorable Senador señor Carlos Ignacio Kuschel Silva.

También, concurrieron:
Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Asesor Legislativo, señor Pedro Pizarro. 
Del Instituto Nacional de Derechos Humanos: la Asesora Legislativa, señora Elvira Oyanguren y los Abogados señora Diana Maquilon y señor Luis Torres.
Del Movimiento Social Emancipador de Personas en Situación de Discapacidad: las Dirigentas, señoras Sol Gutiérrez y Cecilia Aguayo, y el Presidente Regional, señor César Rodríguez. 

De la Universidad ARCIS, Proyecto SENADIS: la Coordinadora de Ejecución, señora Daniela Zuzarte y el Tutor, señor Fabián Torres. 

Del Consejo Comunal para la Discapacidad, el Presidente Comunal de Quilpué, señor Guillermo Zavala. 

Del Instituto Igualdad, la Asesora Legislativa, señora Karina Uribe.
La Abogada María Soledad Cisternas, Magister en Ciencia Política, Profesora en Derecho y Presidenta del Comité ONU sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, y su Asistente, señora Marcela San Martín. 

De la Organización de Transexuales por la Dignidad de la Diversidad OTD, la Encargada de Incidencia Política, señora Jenny Arriaza. 
Del Movimiento de Integración y Liberación Homosexual (Movilh): el Presidente, señor Rolando Jiménez y el Asesor del Área Jurídica, señor Alan Spencer. 
Del Movilh-Valparaíso: la vocera, señora Roxana Ortiz; el Psicólogo, señor Alberto Retamal y la abogada señora Rubi Cabrera. 
De la Universidad de Murcia, España, la señora Nuría Illán y señor Francisco Maños de Balanzó. 
De Fundación Cpued, el Presidente, el señor Jaime Contesse; la Directora, señora Carola Troncoso; los Abogados señora Monserrat Moya y señor Roberto Peralta, y los alumnos señorita Carolina Subiri y señor Raimundo Parodi.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, la Encargada de Inclusión, señora Paola Santibáñez y el Investigador, señor Christian Finsterbusch.

El Asesor de la Honorable Senadora señora Pérez, señor Renato Rodríguez.

El Periodista del Honorable Senador señor Gómez, señor Gustavo Rojo.
- - - 
OBJETIVO DEL PROYECTO 

El proyecto de reforma constitucional tiene por objetivo consagrar en la Carta Fundamental la obligación del Estado de eliminar los obstáculos que, limiten de hecho, la igualdad y la libertad, e impidan el pleno desarrollo de la persona.

Para ello, deberá promover medidas de acción afirmativas, que garanticen el goce y el ejercicio de los derechos reconocidos en los tratados internacionales, ratificados por Chile.
- - - 

NORMA DE QUÓRUM ESPECIAL

Cabe hacer presente que, por tratarse de un proyecto de reforma constitucional que recae sobre una norma del Capítulo III de la Carta Fundamental, se requiere para su aprobación de las dos terceras partes de los Senadores en ejercicio, de conformidad al artículo 127 de la Constitución Política de la República.

- - - 

ANTECEDENTES

Para el estudio de esta iniciativa de reforma constitucional, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- La Constitución Política de la República, en especial sus artículos 1°, 19 numerales 1°, 2°, 3°, 16°, 17° y 22°.

2.- Declaración Universal de los Derechos Humanos.

3.- Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos.
4.- Convención Americana Sobre Derechos Humanos, denominada "Pacto de San José de Costa Rica".
5.- Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad y su Protocolo Facultativo.
6.- Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.  

7.- Convención Sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer.  

8.- Convención Sobre los Derechos del Niño.  

9.- Ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión de personas con discapacidad.
10.- Ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad.

11.- Ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación.
12.- Ley N° 20.530, que creó el Ministerio de Desarrollo Social.

13.-  El Código del Trabajo.
II. ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción que da origen al proyecto de reforma constitucional  fundamenta la iniciativa en siete considerandos, a saber:

Uno, que la Constitución Política de la República establece que las personas nacen libres e iguales en dignidad y derechos,  de conformidad al artículo 1°; que asegura a todas las personas la igualdad ante la ley; la igual protección de la ley en el ejercicio de sus derechos; la libertad de trabajo y su protección; la admisión a todas las funciones y empleos públicos, y la no discriminación arbitraria en el trato que deben dar el Estado y sus organismos en materia económica, consagrados en los numerales 2°, 3°, 16°, 17° y 22° de la Carta Fundamental. 
Dos, que los antecedentes que derivan de la historia de la Carta Fundamental, Comisión Ortúzar, a propósito de la discusión del mencionado artículo 19 numeral 22°, que consagra la no discriminación arbitraria en el trato que deben dar el Estado y sus organismos en materia económica, destacan que el análisis del concepto de discriminación dispositiva que se hizo en dicha Comisión es parte de la igualdad ante la ley, derecho que debe considerar la situación de las personas que por una determinada circunstancia se encuentran en desventaja.

Señala que en la Sesión N° 389, de 27 de junio de 1978, la Comisión continúa el estudio del mentado precepto constitucional sobre el Orden Público Económico y extracta las siguientes intervenciones:

“El señor ORTÚZAR (Presidente) entiende que el quórum especial es fundamental en el punto en debate. En efecto, dice, establecido el principio de no discriminación tanto para la ley como para toda autoridad, puede surgir, sin embargo, la necesidad de efectuar discriminaciones; por ejemplo, con el objeto de favorecer el desarrollo de las regiones extremas del país.

El señor GUZMÁN disiente de esta argumentación, fundado en lo que el constituyente ha prohibido son las discriminaciones arbitrarias, de las cuales no es posible exceptuarse, porque no puede haber quórum alguno que dé legitimidad a una ley que violente la justicia. Sentado que hay discriminaciones que no son arbitrarias, sino justas, entiende que el objetivo del precepto es que éstas sean menester de ley, ley que, en su concepto, no requiere quórum especial.

El señor BERTELSEN confiesa verse obligado a criticar de nuevo el Acta Constitucional N° 3 (…) Advierte que la voz “discriminar” posee dos acepciones. Supone que la primera -“separar, distinguir, diferenciar una cosa de otra”- es la que se ha tenido en vista al redactar el texto comentado, en el deseo de significar que hay discriminaciones arbitrarias, que se prohíben, y discriminaciones razonables o justas, que se permiten. No obstante, cree no equivocarse si afirma que la segunda acepción -“dar trato de inferioridad a una persona o colectividad por motivos raciales, políticos, religiosos, etc.”- es la que se emplea en el lenguaje corriente de Chile. Concluye que, en virtud de esta consideración, habría preferido decir en el Acta: “Ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias”.”.

Del mismo modo, menciona la Sesión N° 393, de 4 de julio de 1978, en que continúa el debate relativo a no establecer discriminaciones arbitrarias y el trato que recibirá el Estado en su actividad empresarial y, reproduce lo siguiente:

“El señor GUZMÁN (…) Dice que una expresión alternativa a “discriminaciones arbitrarias” podría ser “discriminaciones injustas” toda vez que referirse simplemente a “discriminaciones” es, a su juicio, excesivo y puede tender a la injusticia.

(…) Considera indispensable la referencia a la autoridad debido a que ésta, cuando hace uso de la potestad reglamentaria, establece diferencias o discriminaciones, y destaca que cualquiera norma que establezca diferencias entre categorías de ciudadanos, por razones justificadas, es perfectamente concorde con el principio de la igualdad ante la ley. Aclara que, por otra parte, al aludir a la autoridad, no sólo se están refiriendo a la administrativa, sino que a toda autoridad de la República. Reconoce que se cometen arbitrariedades e injusticias, pero considera imposible que se pueda establecer la posibilidad de negar a la autoridad la facultad de establecer diferencias o discriminaciones justas, por cuanto la potestad reglamentaria está permanentemente haciendo diferencias precisamente para resguardar la justicia.”.

Por último, recuerda la Sesión N° 397, de 11 de julio de 1978, en que continúa la discusión sobre el Orden Público Económico, específicamente, acerca del texto del artículo 19, numeral 22° de la Carta Fundamental, el que originalmente contemplaba un inciso tercero, y cita lo siguiente:

“El señor ORTÚZAR (Presidente) expone que la discusión se ha centrado en tres aspectos: primero, sobre el inciso segundo (…). En cuanto a lo primero, estima indispensable precisar que excepcionalmente una ley podrá autorizar en forma expresa determinados beneficios por causas justificadas; pero que si ello importa una discriminación arbitraria e injusta, podrá recurrirse a la Corte Suprema para que declare inaplicable tal ley.  (…) dice que la idea en que la Comisión está de acuerdo es clara: solamente en el caso de que se trate de beneficios justificados, razonables y no injustos, una ley especial podrá autorizarlos.

Así se acuerda.

El señor GUZMÁN precisa que la disposición puede consagrarse en dos formas específicas: primera, que el beneficio se otorgue por causas justificadas, y segunda, incorporarla entre las materias que figuran bajo la expresión “Sólo en virtud de una ley se puede”, o ubicarla en la preceptiva en debate: “Sólo una ley especial podrá autorizar…”, porque en este caso se aplica en forma inequívoca la norma general de que ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer discriminaciones arbitrarias.

El señor ORTÚZAR (Presidente) dice que la idea en que la Comisión está de acuerdo es clara: solamente en el caso de que se trate de beneficios justificados, razonables y no injustos, una ley especial podrá autorizarlos.

El señor BERTELSEN se inclina por consignar el precepto en la normativa que la Comisión analiza, porque de lo contrario podría interpretarse que estas leyes especiales no están sujetas al principio de la no discriminación.”.

Tres, que en nuestro ordenamiento jurídico se han reconocido acciones afirmativas, y menciona, al efecto, la ley N° 20.422 que establece normas sobre Igualdad de Oportunidades e Inclusión Social de Personas con Discapacidad y  la ley N° 20.530 que creó el Ministerio de Desarrollo Social, en particular en su artículo 2°, número 2). Además, señala que se han reconocido acciones positivas en la regulación de la discriminación en el Código del Trabajo.

Cuatro, que existe abundante doctrina que trata este tema, destacando a la jurista Cecilia Medina, especialista en derecho internacional de los derechos humanos, quien ha sostenido que “las acciones afirmativas son modalidades del cumplimiento deber de garantizar el goce de los derechos humanos a todas las personas, sin discriminación, por parte de los Estados. La necesidad de emprender acciones positivas está dispuesta desde el momento que corresponde a los Estados garantizar el goce de los derechos. Ningún tratado de derechos humanos tiene como objetivo sólo la igualdad formal; también se exige igualdad de facto”.

Resalta que, actualmente, las acciones afirmativas o la discriminación inversa corresponde a una herramienta social tendiente a corregir determinadas situaciones de desigualdad injusta, y que por aplicación del principio de igualdad se debe tratar a todas las personas con igual consideración y respeto, y cita al filósofo Ronald Dworkin, quien  subraya que es necesario preguntarse cuáles desigualdades en bienes, oportunidades y libertades se permiten y por qué. 

Agrega que la discriminación afirmativa se sustenta en que existen ciertas diferencias fácticas que son relevantes y deben considerarse al momento de legislar, y que por ello se hace necesario lograr una igualdad por diferenciación. En la misma línea, comenta que el filósofo Carlos Nino plantea que “la carga emotiva de las expresiones lingüísticas perjudica su significado favoreciendo la vaguedad, puesto que si una palabra funciona como una condecoración o como un estigma, la gente va manipulando arbitrariamente su significado para aplicarlo a los fenómenos que acepta o repudia”.

Asimismo, da cuenta que el filósofo político John Rawls sostuvo que “con el objeto de tratar igualmente a todas las personas y de proporcionar una auténtica igualdad de oportunidades, la sociedad tendrá que dar mayor atención a quienes tienen menos dotes naturales y a quienes han nacido en las posiciones sociales menos favorables”. A mayor abundamiento, cita al jurista Norbeto Bobbio quien entiende que “(…) una desigualdad se convierte en un instrumento de igualdad, por el simple motivo de que corrige una desigualdad precedente”.

Bajo este contexto, resalta que la prohibición de discriminar se refiere sólo a la discriminación arbitraria o injusta, que no cabe dentro de la discriminación inversa.

Cinco, que en materia de jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha fallado recogiendo el principio de discriminación inversa, y destaca los casos que a continuación se indican:

a) Corte I.D.H., Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica Relacionada con la Naturalización. Opinión Consultiva OC-4/84 de 19 de enero de 1984. Serie A N°4.

“Existen, en efecto, ciertas desigualdades de hecho que legítimamente pueden traducirse en desigualdades de tratamiento jurídico, sin que tales situaciones contraríen la justicia. Por el contrario, pueden ser un vehículo para realizarla o para proteger a quienes aparezcan como jurídicamente débiles”. “No habrá pues, discriminación si una distinción de tratamiento está orientada legítimamente, es decir, si no conduce a situaciones contrarias a la justicia, a la razón o a la naturaleza de las cosas”.

b) Corte I.D.H., Caso del Pueblo de Saramaka. Sentencia de 28 de noviembre de 2007. Serie C N°172. 
“Es un principio establecido en el derecho internacional que el trato desigual a personas en condiciones desiguales no necesariamente constituye discriminación no permitida (…).

Seis, que respecto a nuestro país, destaca que la Excelentísima Corte Suprema también se ha pronunciado sobre este tema, resolviendo que “El principio de igualdad ante la ley (…) se traduce en el amparo de bienes jurídicos y valores humanos de carácter político social, e impide establecer estatutos legales diferentes, atendiendo a razones de raza, condición social, estirpe, fortuna, religión, ideologías u otros atributos estrictamente particulares; pero no es obstáculo para que el legislador pueda contemplar circunstancias especiales que afecten a ciertos sectores o grupos de personas y darles tratamientos de los que gozan otros, siempre que las reglas obliguen a todos los que están en la misma situación o condición, porque es característica de la norma jurídica su generalidad, aunque relativa, en cuanto debe tener vigencia sobre todos los gobernados o, por lo menos, respecto de todos los que se hallen en las circunstancias contempladas por el legislador al establecer la regla de derecho”.

Siete, que desde la perspectiva del derecho comparado las Constituciones, en general, no hacen una mención expresa a la discriminación positiva, puesto que a partir de consensos sociales recogidos por la doctrina, como por la jurisprudencia constitucional y judicial de cada país, se ha entendido que la discriminación implica necesariamente recoger las diferencias para establecer acciones afirmativas que permitan competir, ya sea en la postulación a un empleo o en normas de participación política, a determinadas personas que, por su condición, se encuentran en desventaja. 
En este sentido, menciona la Constitución Española que en su artículo 14 si bien no recoge explícitamente la denominada discriminación positiva, el Tribunal Constitucional la ha incluido como una de las circunstancias objeto de protección al máximo nivel ante los tribunales ordinarios y ante el Tribunal Constitucional, a través del recurso de amparo. Del mismo modo, señala la Constitución de Francia, Bolivia y de Argentina.

Resalta que existen tres Constituciones que mencionan expresamente la discriminación positiva, como la Constitución Italiana, que en su artículo 3° establece:  “Todos los ciudadanos tendrán la misma dignidad social y serán iguales ante la ley, sin distinción de sexo, raza, lengua, religión, opiniones políticas ni circunstancias personales y sociales.

Constituye obligación de la República suprimir los obstáculos de orden económico y social que, limitando de hecho la libertad y la igualdad de los ciudadanos, impiden el pleno desarrollo de la persona humana y la participación efectiva de todos los trabajadores en la organización política, económica y social del país,”.

En el mismo sentido, la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en su artículo 11 dispone: “Todas las personas tienen idéntica dignidad y son iguales ante la ley. 

Se reconoce y garantiza el derecho a ser diferente, no admitiéndose discriminaciones que tiendan a la segregación por razones o con pretexto de raza, etnia, género, orientación sexual, edad, religión, ideología, opinión, nacionalidad, caracteres físicos, condición psicofísica, social, económica o cualquier circunstancia que implique distinción, exclusión, restricción o menoscabo. 

La Ciudad promueve la remoción de los obstáculos de cualquier orden que, limitando de hecho la igualdad y la libertad, impidan el pleno desarrollo de la persona y la efectiva participación en la vida política, económica o social de la comunidad.”. 

Así también, la Constitución de la Provincia Autónoma de Buenos Aires, en su artículo 11, luego de consagrar la igualdad ante la ley dispone:

“Es deber de la Provincia promover el desarrollo integral de las personas garantizando la igualdad de oportunidades y la efectiva participación de todos en la organización política, económica y social.”.
Lo mismo sucede con la Constitución de Tucumán, que en artículo 24 dispone:
“Los habitantes de la Provincia, como habitantes de la Nación Argentina, y al amparo de la Constitución Nacional, tienen todos los derechos que aquélla establece, sin negación ni mengua de otros derechos no enumerados o virtualmente retenidos por el pueblo.

El Estado Provincial deberá promover medidas de acción positiva y remover los obstáculos para garantizar la igualdad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta Constitución, la Constitución Nacional, y por los Tratados Internacionales vigentes sobre Derechos Humanos, en particular respecto de los niños, los jóvenes, los ancianos, las personas con discapacidad y las mujeres.”.
Finalmente, luego de los antecedentes expuestos, la Moción propone aprobar la  reforma constitucional en estudio.
- - -
DISCUSIÓN EN GENERAL 

Durante la discusión en general del proyecto de reforma constitucional, concurrieron especialmente invitados a exponer sus puntos de vista las siguientes entidades y especialistas en la materia, representados de la manera que en cada caso se indica:

- El Movimiento Social Emancipador de Personas en Situación de Discapacidad: las representantes, señoras Sol Gutiérrez y Cecilia Aguayo, y el Presidente Regional, señor César Rodríguez. 

- La Abogada María Soledad Cisternas, Magister en Ciencia Política, Profesora en Derecho y Presidenta del Comité ONU sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 

- La Organización de Transexuales por la Dignidad de la Diversidad OTD, la Encargada de Incidencia Política, señora Jenny Arriaza. 
- El Movimiento de Integración y Liberación Homosexual (Movilh): el Presidente, señor Rolando Jiménez y el Asesor del Área Jurídica, señor Alan Spencer. 
· - La Fundación Cpued, dedicada a la integración de las personas Down y sus familias en sociedad, representada por la Profesora de la Universidad de Murcia, señora Nuria Illán, especialista en materia de integración de personas con discapacidad a una vida autónoma. 

Cabe hacer presente que el Abogado experto en Derecho Constitucional, señor Miguel Ángel Fernández y la Doctora en Derecho, señora Alejandra Zúñiga Fajuri, acompañaron su opinión por escrito, las cuales se acompañan en anexo al presente informe.
En síntesis, el Abogado señor Fernández concluye que la Constitución admite las acciones afirmativas. Más todavía las exige, conforme a sus artículos 1° inciso quinto, 5° inciso segundo y 19° número dos, sin que el suscrito visualice la necesidad de incorporar una clausula como la propuesta.

A su vez, la Abogado señora Alejandra Zúñiga señala que la iniciativa resulta apropiada por dos fundamentales razones: primero, legitima medidas que son obligatorias desde el punto de vista del principio de igualdad reconocido en la Constitución y en la legislación internacional, y segundo facilita la incorporación de normativas que siguen la ruta marcada por la experiencia comparada e internacional en materia de leyes de cuotas de género en diversos ámbitos, políticos, laborales, educativos y otros.
Al iniciar la discusión en sesión 15 de mayo de 2013, el Honorable Senador señor Letelier explicó que esta reforma constitucional consagra la obligación del Estado de eliminar los obstáculos que de hecho impiden el pleno desarrollo de las personas. Hizo presente que la Carta Fundamental parte del supuesto de que todos enfrentan la vida en igualdad de condiciones y como tal están en condiciones de ejercer sus derechos, sin embargo, dijo, en la práctica, esto no es así. Por ello, argumentó, la reforma constitucional busca promover un marco general que permita al Estado establecer acciones afirmativas, que garanticen el goce y el ejercicio de los derechos de todas las personas, tal como está reconocido en los tratados internacionales ratificados por Chile.

Informó que en la redacción del proyecto se tuvo a la vista la legislación de Ecuador, que cuenta con normas constitucionales y legales de discriminación inversa y citó, a modo de ejemplo, la obligación que recae sobre toda empresa o repartición pública de contratar una cierta cantidad de personas con capacidades distintas. Al efecto, reseñó que la Carta Fundamental reconoce la obligación del Estado de generar las condiciones para eliminar los obstáculos que impiden la integración plena en igualdad de condiciones.

De esta forma, explicó, se propone agregar en el numeral 2°, del artículo 19 de la Constitución Política de la República un inciso tercero, nuevo, con el objeto de establecer la obligación del Estado de eliminar los obstáculos que limiten de hecho la igualdad y la libertad que impiden el pleno desarrollo de las personas. Asimismo, destacó que se mandata al Estado promover medidas de acción afirmativas, que garanticen el ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución Política de la República y en los tratados internacionales suscritos por Chile.

En seguida, el Honorable Senador señor Gómez destacó la importancia de aprobar esta reforma constitucional, por cuanto genera una discriminación positiva y una obligación del Estado de cumplir objetivos que actualmente no están bien resueltos, a pesar de que existan normas legales que abordan el tema. En este sentido, destacó la Constitución de Tucumán, que señala que el Estado Provincial deberá promover medidas de acción positivas y eliminar los obstáculos para garantizar una igualdad de oportunidades y de trato, y el pleno goce de los derechos de las personas.

A continuación, la Comisión recibió a la representante del Movimiento Social Emancipador de Personas en Situación de Discapacidad, señorita Sol Gutiérrez, quien reflexionó que al pensar en la noción de ciudadano necesariamente se debe remontar a la civilización griega, en donde sólo eran ciudadanos quienes participaban en el areópago o quienes tenían bienes y esclavos. Al efecto, sostuvo que sólo ellos podían discutir, con derecho a voz y a voto, lo que era bueno para la sociedad de la época.
En seguida, hizo presente que una reforma constitucional de esta naturaleza debe concebir a la discapacidad en su integralidad, para lo cual sugirió la revisión de ciertos conceptos formales y ético políticos, consagrados en la Carta Fundamental. Dicho esto, arguyó que antes de aprobar o rechazar una reforma de tal envergadura, sería necesario considerar una serie de aspectos que son importantes. 

En primer lugar, señaló que la discapacidad es un problema político, pues conmina a tomar una posición que se constituye como una condición social y cultural. Al efecto, consideró que la discapacidad en sí misma no calza con el modelo económico actual basado en la productividad, la eficiencia y la competitividad, por lo que las personas en situación de discapacidad no tienen el espacio acorde a lo señalado en los tratados sobre derechos humanos, lo que estima aberrante y  no se condice con la condición de ciudadanos bajo la cual se supone que todos los chilenos nacen.
Por otra parte, se refirió al numeral 1°, del artículo 19 de la Constitución Política de la República, que asegura a todas las personas el derecho a la vida y a la integridad física y psíquica y cuestionó el tipo de garantías a que se refiere esta norma. En efecto, dijo, de acuerdo a su tenor literal pareciera que a los discapacitados que padecen alguna desventaja física sensorial o psicosocial no se les garantiza su integridad.

En esta misma línea, hizo notar el trato discriminatorio al cual se ven expuestos diariamente, en especial en el ámbito de la salud, educación y trabajo. Reparó que el Estado y la sociedad tienden a propinar tratos indignos que perturban la tranquilidad psíquica. Bajo este contexto, insistió en el cuestionamiento del concepto de integridad que recoge la Constitución Política de la República.

En cuanto al proyecto de reforma constitucional, observó que no hace una referencia expresa a las personas en situación de discapacidad y que tampoco reconoce su calidad de ciudadano y de sujeto de derecho. Lo anterior, se explica a su juicio, porque las personas discapacitadas sólo pudieron acceder al voto a partir del año 2007.

Remarcó que mientras el Estado de Chile no reconozca constitucionalmente a las personas en situación de discapacidad como sujetos de derecho, no se garantizará la plena integración de los discapacitados, no obstante existir tratados internacionales suscritos por nuestro país y normas aprobadas en la materia. Por tanto, exigió su reconocimiento constitucional y terminar con el modelo del Estado benefactor, paternalista y asistencialista, además de demandar oportunidades y  respeto de sus derechos humanos.

En seguida, expuso la representante del Movimiento Social Emancipador de personas en Situación de Discapacidad, señora Cecilia Aguayo, quien informó que el Movimiento, que  aglutina a 1.300 instituciones inscritas, desde Arica hasta Punta Arenas,  surgió como consecuencia de ser vulnerados sus derechos, en particular, por no haber podido postular a los fondos concursables que el Servicio Nacional de la Discapacidad (SENADIS) otorga cada año. 

Manifestó su esperanza que a nivel constitucional se reconozcan los derechos humanos de las personas en situación de discapacidad y destacó la necesidad imperiosa de alcanzar una accesibilidad universal, que les permita contar con espacios físicos adecuados, como el uso de rampas, ascensores habilitados para sillas de ruedas o semáforos con dispositivos sonoros para ciegos, además de una accesibilidad comunicacional, facilitando a las personas con sordera comunicarse con las que manejen el lenguaje de señas y a los ciegos acceder al sistema braille.

Comentó, también, las barreras arquitectónicas que enfrentan. Sobre el particular, llamó la atención respecto a que si bien reconocen los esfuerzos de los gobiernos por construir casas especiales para discapacitados, se olvidan que también tienen derecho a visitar a otras personas y no se dan las condiciones para ello. Del mismo modo, continuó, una persona puede quedar discapacitada con posterioridad a la adquisición de su vivienda. De esta forma, sentenció que a los discapacitados se les ha relegado a vivir encerrados bajo cuatro paredes. 

Por otra parte, en cuanto a las normas que han intentado regular el tema de la discapacidad, criticó la ley N° 19.284, sobre integración social de las personas con discapacidad, que entró en vigencia en el año 1992, porque no tuvo una aplicación eficaz, pues no establecía con claridad la figura del sancionador y del infractor.

En seguida, hizo presente a Sus Señorías la necesidad de constituir una comisión investigadora permanente en el Congreso Nacional para determinar responsabilidades flagrantes frente al incumplimiento de la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad. Al efecto, argumentó que los adultos mayores y los jóvenes han tenido comisiones investigadoras, pero no los discapacitados, quienes  necesitan con urgencia que se fiscalice a los entes que trabajan en materia de discapacidad.

A mayor abundamiento, señaló que en materia de discapacidad interactúan: el Servicio Nacional de la Discapacidad (SENADIS); la Comisión Médica, Preventiva e Invalidez (COMPIN), que determina el grado de discapacidad; las mutuales, para accidentes y enfermedades laborales, y las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP). No obstante, reparó, no existe coordinación entre estas cuatro entidades. Precisó que el COMPIN reconoce a dos millones de discapacitados y que el SENADIS sólo computa a 176.000 personas inscritas como discapacitados.

En esta misma línea, observó que las mutuales no son fiscalizadas y tampoco la relación entre el COMPIN y las AFP. Al efecto, reseñó que COMPIN es el único organismo gubernamental que acredita el tipo y el grado de discapacidad de una persona y acotó que esta evaluación la realiza una asistente social y el médico tratante de quien requiere la calificación. A su vez, reparó que las AFP contratan a comisiones médicas para examinar a las personas que sufren un accidente laboral, por lo que en la mayoría de los casos su opinión favorece a las AFP. En su opinión, el COMPIN es quien debe determinar si una persona es o no discapacitada y no la comisión médica de la AFP.

Adicionalmente, señaló que las instituciones privadas como las fundaciones o corporaciones vinculadas a la discapacidad tampoco son fiscalizadas. A modo de ejemplo, mencionó el caso del Instituto de Rehabilitación Infantil (TELETÓN), el cual recibe importantes sumas de  dinero y sólo atiende a la discapacidad física de los menores entre 0 a 18 años. Al efecto, reparó que no beneficia a ciegos, sordos y mudos.

Del mismo modo, exigió una investigación y un sumario a los hospitales psiquiátricos, que abusan de las personas que tienen una discapacidad psicosocial, y las usan para experimentar diversos tratamientos y medicamentos, sin su conocimiento.

En cuanto a la fiscalización de las mutuales, comentó que éstas son entidades de salud, sin fines de lucro, creadas para atender a los trabajadores que han sufrido accidentes o enfermedades laborales. Acotó que los accidentes laborales o de trayecto son determinados por las comisiones médicas internas, las cuales actúan como juez y parte aplicando de manera abusiva los artículos 77 y 77 bis de la ley N° 16.744, que disponen  que la dolencia del trabajador no es accidente, ni enfermedad laboral sino un mal propio de la persona. En seguida citó, a modo de ejemplo, el caso de la señora Marcela Valenzuela, quien fue atacada por un perro en horario de trabajo, quedando en silla de ruedas, porque se le fracturó su columna. Reseñó que la mutual resolvió que no corresponde calificar el hecho como accidente laboral, utilizando como fundamento los artículos recién citados, porque la afiliada tenía una mala formación en su columna, por lo que era propensa a fracturas de esta naturaleza.

Luego, se refirió al Servicio Nacional de la Discapacidad (SENADIS), e hizo presente a Sus Señorías la necesidad de realizar una auditoría externa, administrativa y financiera, tanto a nivel regional como nacional y denunció el incumplimiento del Convenio de Cooperación con la Unión Europea, mediante el cual se destinaron recursos para realizar en Chile un CENSO de la discapacidad, el cual no se realizó sino que dichos fondos se utilizaron para efectuar  seminarios.  Sobre el particular, resaltó la importancia de conocer el número de discapacitados existen en el país, identificados según el tipo de discapacidad, ocupación laboral y estudio.

También criticó que SENADIS no haya elaborado los doce reglamentos multiministeriales necesarios para aplicar la normativa vigente, por lo que los discapacitados siguen sin asesoría jurídica, ni psicológica. Comentó que antes del año 2010 contaban con un fondo nacional para la discapacidad, que se reenfocó hacia SENADIS, al cual ya no pueden acceder.

Informó que una vez al año SENADIS llama a concurso a las organizaciones y personas naturales con discapacidad para postular a un fondo. Reparó que en regiones se distribuyó una cifra, que en promedio no sobrepasó los cinco millones de pesos, no obstante que sólo en la Región de Valparaíso existen más de trescientas organizaciones. Por otra parte, manifestó su desacuerdo por la forma de postulación a dicho concurso. En efecto, reparó que se hiciera mediante internet, porque no todos los discapacitados tienen acceso en sus hogares, además de la dificultad para rellenar el formulario de postulación, especialmente para las personas que tienen una psicomotricidad reducida o para los ciegos. En su opinión, el SENADIS es el que pone barreras de entradas a los discapacitados y que, por ende, los discrimina.

También, desaprobó las políticas de inclusión laboral promovidas por SENADIS. Al efecto, observó que se dispuso la entrega de un subsidio laboral al empresario y no al discapacitado, que corresponde a un cuarenta por ciento del sueldo mínimo mensual. Denunció que este subsidio ha generado la mala práctica de los empresarios de contratar a discapacitados por cuatro meses para luego despedirlos por necesidades de la empresa.

Asimismo, consideró que la dirección de SENADIS debe ser ejercida por una persona en situación de discapacidad y que el 50% de sus funcionarios debería ser discapacitado.

En este contexto, sugirió a Sus Señorías avanzar en una política de inclusión laboral y aprobar la Ley de Cuotas, actualmente en tramitación en la Cámara de Diputados, que obliga a las empresas públicas y privadas a contratar un número determinado de personas en situación de discapacidad. Acotó que del 100% de los discapacitados, sólo el 1% trabaja y el 99% intenta sobrevivir día a día. Subrayó que desean una participación más activa y directa de la sociedad civil discapacitada en la tramitación de los proyectos de ley que se vinculen a la discapacidad. 

Además, hizo presente la necesidad de que el Estado realice estudios estadísticos sobre la realidad actual de los discapacitados, que permitiría al Ministro de Hacienda formular un presupuesto acorde a la realidad de los discapacitados. Reparó que de acuerdo al CENSO 2004 el 12,97% era discapacitado y que según el último CENSO esta cifra bajó a 12,7%, es decir, que en ocho años murieron más de 4.000 discapacitados y que todos los bebés nacidos en Chile fueron sanos. Representó a Sus Señorías que estos datos no son fidedignos y como tal deben procurarse estadísticas reales y fieles a su realidad.

Luego, indicó que se debe impulsar un plan de acción nacional, inclusivo socialmente, cualitativo y cuantitativo en materia de educación, salud, trabajo, vivienda y de accesibilidad universal, que considere a los discapacitados en todos los ministerios e instituciones públicas y privadas. Además, pidió más recursos para las regiones y aprobar una pensión especial y vitalicia para las personas discapacitadas, de acuerdo al costo real de su vida. Para ello, planteó realizar una evaluación del costo de vida de un discapacitado, ya que la pensión que hoy reciben es de $75.000 y no les alcanza para vivir dignamente. Sus costos son cuatro a cinco veces más caros que el de una persona sin discapacidad.

Adicionalmente, solicitó una educación más inclusiva, que no discrimine a los discapacitados y que disponga de profesionales para atenderlos. No basta con que un profesor diferencial asista una vez por semana a estos niños. Ello, dijo, no es verdadera inclusión. Argumentó la necesidad de capacitar a los docentes en el manejo del lenguaje de señas y en el sistema braille, fundamental para la inclusión de los alumnos. Por último, enfatizó que no quieren más asistencialismo y que demandan el reconocimiento de sus derechos humanos.

A continuación, la Comisión recibió al Presidente Regional del Movimiento Social Emancipador de Personas en Situación de Discapacidad, señor César Rodríguez, quien expresó que las personas con alguna discapacidad desde que vienen al mundo sufren discriminaciones y abusos por parte de los seres humanos, e incluso por parte de los Estados. Al efecto, se remontó un siglo atrás, en que las personas con discapacidad psicosocial eran consideradas dementes y separados de la sociedad con el consentimiento de sus familias, encarceladas en manicomios, y  aquellas con discapacidades físicas evidentes, eran consideradas engendros o gente del demonio, cuyo origen eran actos impuros y que, por tanto, debían ser separados del resto de la sociedad. En el caso de las personas sordas, reparó que la discriminación comienza en el nacimiento, porque no pueden entender, ya que se les priva del lenguaje de señas.

Acotó que estos hechos son algunas muestras de lo que una persona en situación de discapacidad vive a diario. Aclaró que no quieren victimizarse, pero sí ser considerados como sujetos de derecho en la Constitución Política de la República, al igual que cualquier otro ciudadano de este país.

Luego, mencionó que el jurista Luis Prieto Sanchís define a los derechos humanos como “aquellas áreas de inmunidad, aquellas facultades de acción y aquellas exigencias de prestación reconocidas al individuo con carácter de universal frente a todos, en especial frente al poder”. Asimismo, de acuerdo a Faúndez Ledesma son “prerrogativas que, conforme al Derecho Internacional, tiene todo individuo frente a los órganos del poder para preservar su dignidad como ser humano y cuya función de excluir la interferencia del Estado en áreas específicas de la vida individual, o asegurar la prestación de determinados servicios por parte del Estado, para satisfacer sus necesidades básicas, y que reflejan las exigencias fundamentales que cada ser humano puede formular a la sociedad de que forma parte”. 
Expresó que a pesar de que la Declaración Universal de Derechos Humanos, considerada como fuente de derecho internacional consuetudinario y los tratados internacionales suscritos por Chile en materia de derechos humanos, como la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad y su Protocolo Facultativo, en nuestro país se sigue discriminando y vulnerando los derechos de las personas con discapacidad. 

Al respecto, citó como ejemplo, la ley N° 18.600, que establece normas para deficientes mentales, que en su artículo 16 dispone que el contrato de trabajo que celebre una persona con discapacidad mental se puede estipular una remuneración libremente convenida entre las partes, no aplicándose a este respecto las normas sobre ingreso mínimo mensual. Por otra parte, denunció que se abusa de las personas con discapacidad psicosocial en los hospitales públicos, y que las mujeres son esterilizadas contra su voluntad. 
A mayor abundamiento, señaló que la ley Nº 20.422, que establece nomas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, no ha sido correctamente implementada en nuestro país, puesto que a tres años de su promulgación aún no se dictan los reglamentos necesarios para su aplicación, no obstante que tenía un plazo fatal de 9 meses para ello.
Reflexionó que en Chile difícilmente se alcanzará la plena integración social si se continúa por la misma senda, por lo que exigió que se les considere como sujetos de derecho en todas las áreas. En materia de educación, informó que el 12,7% de los discapacitados no tienen educación formal, el 30,4% tiene educación básica incompleta, el 17,3% educación media incompleta, el 14,5% educación media completa, el 2,5% tiene educación superior incompleta y el 5,4% educación superior completa.

En el área laboral, reseñó que sólo el 1% de las personas en situación de discapacidad tiene un trabajo con contrato, el 9% trabaja en forma independiente o de vendedor ambulante y el 90% está desempleado. Subrayó que este escenario se debe a las políticas públicas asistencialistas caritativas y paternalistas del modelo económico social y neoliberal, que se basa en la competitividad, eficiencia, y en la rapidez, en el cual las personas en situación de discapacidad no tienen cabida.

En la misma línea, señaló que los derechos y principios contenidos en la propia Constitución Política de la República y en los tratados internacionales sobre derechos humanos consagran, por una parte, el deber del Estado de respetar, garantizar y promover los derechos fundamentales y, por otra, una limitación expresa al ejercicio de la soberanía nacional. En sintonía con lo anterior, comentó que la Carta Fundamental en su artículo 5° reconoce como limitación al ejercicio del poder soberano el respeto de los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, garantizados por la Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes, cuestión que ha sido reconocida gradualmente por la jurisprudencia de la Excelentísima Corte Suprema.

En este contexto, hizo presente que el Estado no puede restarse de cumplir con los tratados internacionales por falta de conformidad con el derecho interno, de acuerdo con el artículo 27 de la Convención de Viena, sobre el derecho de los tratados, referido a la relación entre el derecho interno y la observancia de los tratados. Además, indicó que el artículo 54, número 1°, de la Constitución Política de la República establece que “las disposiciones de un tratado sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo a las normas generales de derecho internacional”.
Finalmente, consideró fundamental que el Estado modifique la Constitución Política de la República, a fin de reconocer la diversidad funcional de las personas en situación de discapacidad. Por ello, manifestó su apoyo al presente proyecto de reforma constitucional, para agregar un inciso, nuevo, al numeral 2° del artículo 19 de Carta Fundamental, a fin de constituir la obligación del Estado de eliminar los obstáculos que de hecho limiten la igualdad y la libertad, e impidan el pleno desarrollo de las personas. Para ello, complementó deberá promover medidas de acción afirmativa para garantizar el goce y el ejercicio de los derechos reconocidos en los tratados internacionales que se encuentren vigentes y estén ratificados por Chile.

A continuación, la Honorable Senadora señora Pérez, luego de manifestar su apoyo a la idea de legislar en la materia, sugirió, con el objeto de precisar la protección de los discapacitados, hacer expresa mención en el texto que la norma beneficia a las personas que tienen alguna discapacidad física o psíquica. De lo contrario, indicó, no prevé cómo esta reforma constitucional podría beneficiarlos.

El Honorable Senador señor Letelier expresó su aprensión respecto a mencionar expresamente a los discapacitados en la Constitución Política para que sean considerados como sujetos de derecho, por cuanto insinuaría que el ordenamiento jurídico actual no los concibe como personas. Asimismo, continuó, no le parece adecuado el uso del vocablo “vulnerables” para caracterizar a las personas discapacitadas, pero sí se mostró abierto a acoger las observaciones formuladas al concepto de “integridad” que se consagra en el numeral 1°, del artículo 19 de la Carta Fundamental.

A su turno, el Honorable Senador señor Orpis planteó la necesidad de conocer la opinión de juristas expertos en materia de discriminación y de derecho constitucional.

En sesión del 12 de junio, la Comisión escuchó la exposición de la Abogada María Soledad Cisternas, Magister en Ciencia Política, Profesora en Derecho y Presidenta del Comité ONU sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.
En dicha oportunidad, la Abogada, que acompañó su presentación por escrito, agradeció la invitación  para entregar su opinión jurídica respecto del proyecto de reforma constitucional que incorpora un inciso tercero en el artículo 19 N° 2 de la Constitución Política de la República y, en seguida, se refirió a la exposición de motivos del proyecto señalando que usa indistintamente los términos: “discriminación”, “discriminación arbitraria”, “discriminación injusta”, “discriminación positiva”, “discriminación inversa” y “medidas de acción afirmativa  o acción positiva”.

Al respecto, precisó que se observa una progresiva evolución entre las opiniones de la Comisión Constituyente 
-Comisión Ortúzar-  para la elaboración de la Carta Fundamental de 1980 y la utilización contemporánea del lenguaje, acotado por la doctrina, la jurisprudencia y la legislación comparada.  Informó que en el debate de aquella Comisión aparecen profusamente, denominaciones para la figura jurídica perjudicial para las personas, cual es la discriminación. Del mismo modo, hace referencia a las “distinciones o discriminaciones justas y no arbitrarias”, como una forma de otorgar un tratamiento que equipare oportunidades respecto de sectores de la población que se aprecian como vulnerables.

Con el tiempo, continuó, la doctrina jurídica ha dejado claro que es necesaria la consagración e implementación de medidas de acción afirmativa para favorecer a estos sectores vulnerables. Es así que la concepción de discriminación en los estándares internacionales ya sea en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en la Convención para la Eliminación de la Discriminación Racial, en la Convención contra la Tortura, en la Convención para la eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en la Convención para la Protección de todos los Trabajadores Migratorios y sus Familias, y en la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, el concepto de discriminación tiene que ver con un enfoque negativo, de un fenómeno perjudicial para las personas y para la sociedad.

En este sentido, continuó, de los textos citados que representan el consenso mundial en la materia, se puede afirmar que discriminación entiende toda distinción, restricción o exclusión basada en las circunstancias personales de un individuo o del grupo al cual pertenece y que pueden producir el efecto o tener el propósito de impedir, anular o restringir el reconocimiento, goce o ejercicio de derechos humanos y libertades fundamentales.

Del mismo modo, en el marco de los estándares internacionales, se observa que las medidas de acción afirmativa o acción positiva, como medidas de igualación o equiparación de oportunidades, se consagran expresamente en el artículo 4° de la Convención Internacional  sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial. También en la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, particularmente en el artículo 27, referido al trabajo y empleo, que establece que los Estados partes deberán adoptar medidas que eliminen la discriminación y, respecto a la promoción del empleo en el sector privado, la Convención faculta para adoptar incentivos y programas de acción afirmativa. 




En seguida, la Abogada Cisternas, hizo mención a al proyecto  relativo a la Convención sobre el Adulto Mayor, que se encuentra actualmente en la OEA, que es completamente contemporáneo en lo jurídico, y de allí la importancia de su consideración, el cual, también,  identifica  la discriminación como un fenómeno negativo pero, a la vez, hace presente cuándo procede la aplicación de medidas de acción afirmativa para la igualación de las personas mayores y al mismo tiempo las define. 





Asimismo, hizo presente que existen otros ejemplos de expresiones análogas utilizadas por estándares internacionales, las cuales se refieren a:  medidas pertinentes, medidas apropiadas, medidas necesarias, medidas eficaces y medidas efectivas, en miras a la igualación de los distintos sectores de la población que se consideran vulnerables.





Insistió en que resulta imprescindible tener claridad que, en la actualidad, el concepto de discriminación como figura jurídica, tiene una nítida connotación negativa y perjudicial para las personas que la experimenta y un flagelo para la sociedad.  En este contexto, no requiere de otras adjetivaciones como “discriminaciones arbitrarias”  o “discriminaciones injustas”.  Basta usar el término discriminación que lleva implícitas las nociones de arbitrariedad e injusticia.





En el mismo sentido, indicó, es impropio referirse a “discriminación positiva”, intentando reflejar medidas de equiparación de oportunidades contraponiéndose a un concepto que en sí mismo es negativo.  Tampoco resulta exacto hablar de “discriminación inversa”, que en la doctrina del siglo pasado hacía alusión al aspecto más radical de medidas de equiparación de oportunidades, como son las leyes de cuotas.




 
De esta forma, continuó, la teoría jurídica avanza, dejando claro que, cuando se desea referir a medidas de igualación dirigidas a sectores vulnerables de la población, se habla de “medidas de acción afirmativa”, “medidas de acción positiva”, “acción afirmativa”, “acción positiva” u otras análogas.

Indicó que refuerzan estas argumentaciones, la jurisprudencia de órganos de Tratados de Naciones Unidas y al respecto citó como ejemplo las Observaciones Finales del Comité sobre los derechos de las personas con discapacidad, en relación a los Informes de los Estados Partes,  que se mencionan a continuación:

a) Perú, abril 2012 y Argentina, septiembre 2012 en referencia a: artículos 1 al 4: Propósito, definiciones, Principios Generales y Obligaciones Generales.

b) España, abril 2011 y Paraguay, septiembre 2012, en referencia a: Artículo 5: Igualdad y no Discriminación.

c) China, abril 2012, en referencia a: Artículo 6: Mujeres con Discapacidad, y

d) Túnez, abril 2011 y China, septiembre 2012, en referencia a: Artículo 27 Trabajo y Empleo.

En relación al proyecto de reforma constitucional en estudio,  la Abogada Cisternas expresó que hace referencia a dos textos legales que respaldan jurídicamente las medidas de acción afirmativa: la ley N° 20.422, que establece normas para la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad y su inclusión social, y la ley N° 20.530, que crea el Ministerio de Desarrollo Social, en su artículo 2° número 2.

En seguida, mencionó que la iniciativa comprende dos ejes fundamentales: 



El primero,  se refiere a la obligación del Estado de garantizar la eliminación de obstáculos que de facto, limitando igualdad y libertad, impiden el desarrollo personal. “Constituye una obligación del Estado eliminar los obstáculos de cualquier índole que, limitando de hecho la igualdad y la libertad, impidan el pleno desarrollo de la persona”. 

El segundo, continuó, comprende la obligación del Estado de promover medidas de acción afirmativa que permitan garantizar el goce y ejercicio de los derechos reconocidos por los tratados internacionales vigentes y ratificados por Chile y la Constitución y la leyes. “Para ello deberá promover medidas de acción afirmativa para garantizar el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en los Tratados Internacionales que se encuentren vigentes y estén ratificados por Chile, por esta Constitución y las leyes.”.
Sobre el particular, argumentó que la propuesta de reforma constitucional encuentra un respaldo jurídico en el primer Tratado de Derechos Humanos del siglo XXI, la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de Naciones Unidas, que consagra el denominado “modelo social” o “modelo de derechos humanos”, y coloca un marcado énfasis a la “eliminación de barreras”, que impiden la “participación plena y efectiva en la sociedad” de las personas (artículo 1).  Este Tratado  registra las últimas tendencias jurídicas, consagrando el “eje de la no discriminación” en cuanto remoción de obstáculos y el “eje de las medidas necesarias para la igualación”,  cualificadas estas últimas,  en términos de la participación en el goce y ejercicio de los derechos humanos y libertades fundamentales.

Por lo expuesto, enfatizó, el proyecto de reforma constitucional se encuentra ajustado a estándares internacionales, a la jurisprudencia de órganos de Tratados y en leyes chilenas.  Asimismo, insistió en que es una materia de lenguaje cruzado en el Sistema Internacional de Promoción y Protección de Derechos Humanos utilizar las medidas de acción afirmativa.

Consideró pertinente la sustancia del proyecto de reforma constitucional, en cuanto establece la obligación del Estado sobre la eliminación de obstáculos para el desarrollo personal del individuo y la esfera de adopción de medidas de acción afirmativa para garantizar el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en los Tratados Internacionales que se encuentren vigentes y estén ratificados por Chile, por la Constitución y las leyes.

No obstante lo anterior, sugirió una propuesta  a la redacción original del proyecto para sustituir la frase “limitando de hecho la igualdad y la libertad” por “limitando los derechos humanos y libertades fundamentales”.
De esta forma el texto quedaría de la siguiente forma: “Constituye una obligación del Estado eliminar los obstáculos de cualquier índole que, limitando los derechos humanos y libertades fundamentales,  impidan el pleno desarrollo de la persona”. 

Argumentó que su propuesta se sustenta en que “derechos humanos y libertades fundamentales” es una denominación amplia y clara, por todos conocidas, luego, si se restringe a  “igualdad y libertad”, se pueden generar equívocos o interpretaciones muy restrictivas.

En la segunda parte del proyecto, recomendó incorporar la palabra “adopción”, con el objeto de enfatizar la obligación del Estado de promover la adopción de medidas de acción afirmativa. Por el contrario, argumentó,  señalar que sólo deberá promoverlas resulta tenue. Tal vez, dijo, se podría llegar a la promoción de estas medidas, pero sólo desde un plano teórico, lo que no sería suficiente para el objetivo de la norma. Resaltó que la igualdad fáctica se logra a través de la “adopción de medidas”.

De esta forma, el texto quedaría en los siguientes términos: “Para ello deberá promover la adopción de medidas de acción afirmativa  para garantizar el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en los Tratados Internacionales que se encuentren vigentes y estén ratificados por Chile, por esta Constitución y las leyes”.

Del mismo modo, expresó la conveniencia de hacer concordante el actual inciso tercero del numeral 2,  del artículo 19, que pasaría a ser inciso cuarto, que expresa: “Ni la ley ni autoridad alguna podrán establecer diferencias arbitrarias”. Y sugirió el siguiente texto: “Ni la ley, autoridad o persona alguna podrá establecer o efectuar discriminaciones”.  Como alternativa a la palabra “efectuar”, se pueden emplear las expresiones ejecutar, cometer o perpetrar. Explicó que la reforma constitucional propuesta, conduce a la necesaria armonización del lenguaje constitucional y legal. 

Así también, sugirió modificar el artículo 19, número 22 que se refiere a la “discriminación arbitraria” y dejar sólo “discriminación en materia económica”. En el  mismo sentido, mencionó la ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación, la cual si bien se titula de manera correcta, su articulado confiere adjetivos a la discriminación. 

Finalmente, insistió que la discriminación no necesita adjetivos de arbitrarias u otras, basta con hablar de “discriminación”.





La Honorable Senadora señora Pérez valoró  la intervención de la abogada Soledad Cisternas y expresó su admiración y el privilegio que significa escuchar sus exposiciones. Coincidió con las ideas expresadas y destacó la necesidad de cuidar el lenguaje en el texto de la ley de manera que ella sea lo más clara posible con el fin de evitar que se produzcan contradicciones. Del mismo modo, en materia de definiciones, compartió la sugerencia de utilizar el término “acción positiva” por considerarlo más adecuado que  “discriminación positiva”,  y estar conforme a la normativa internacional, enfatizando la importancia de  concordar  los textos que se proponen al legislar. 

Expresó que es partidaria de esta reforma constitucional que considera muy interesante y destacó que también se promuevan leyes que combaten la incitación al odio y la violencia verbal, materia que, recordó, está recogida en un proyecto de ley, el cual ya fue estudiado por esta Comisión y que ahora está en  tabla en la Sala de la Corporación.  Indicó que este tipo de iniciativas busca igualar las condiciones para aquellas personas que presentan algún grado de dificultad o discapacidad. Al respecto, consultó si es necesario especificar que cuando se refiera al pleno desarrollo de la persona en el contexto de los derechos humanos y adopción de medidas, se refiera, expresamente, a aquellas que tengan algún tipo de discapacidad física o mental, o bien, dejarlo en términos amplios.

La abogado Cisternas explicó que como se trata de una reforma constitucional y que hay distintos sectores vulnerables de la población, se inclina a pensarlo en términos generales, tal como está redactado, de manera que alcance a distintos sectores de la población. A menos que se hiciera una enunciación que muchas veces corre el riesgo de no ser completa. acotó.

El Honorable Senador señor Letelier hizo presente las siguientes consideraciones y preguntó la opinión al respecto:

Uno, acción afirmativa o acción positiva, cuál de los dos conceptos se debería utilizar.

Dos, algunos temen que si se establece una eventual obligación del Estado a adoptar medidas para eliminar obstáculos o promover la igualación, se puedan generar obligaciones  a favor  de adultos mayores, mujeres y niños o personas con diversidad de orientación sexual. A su entender, el Estado tiene formalmente esas obligaciones en tanto los tratados internacionales son parte del ordenamiento jurídico. 

Tres, respecto al concepto de integridad física del número 1 del artículo 19 de la Constitución, se ha criticado que no es adecuado porque no reconoce la diversidad de las personas con discapacidad, desconociendo que hay personas con diferentes condiciones.

Cuatro, si considera necesario incorporar el concepto de discriminación abiertamente, en el inciso cuarto nuevo.

La Abogada señora Cisternas explicó que acción afirmativa y acción positiva es un término que se utiliza de manera equivalente y también otras expresiones análogas como medidas eficaces, pertinente, necesarias, efectivas, las cuales se relacionan con el tema de la igualación o de la no discriminación.  Aclaró que ello dependerá de las tendencias, así los europeos usan acción positiva y los norteamericanos la acción afirmativa, pero, en definitiva, en el ámbito de las Naciones Unidas se ha utilizado indistintamente.

Respecto si se amplía a distintos colectivos la modificación propuesta, expresó que no tiene certeza sobre la intención de quienes propusieron el proyecto, si fuera circunscrito a sectores vulnerables  en particular, o bien, a cualquier sector de la población. Al respecto, el Honorable Senador señor Letelier aclaró que la inspiración original es hacia las personas con discapacidad, pero en el proceso de reflexión y, luego, en la redacción, se estimó que era para todos los sectores que estuvieran en alguna situación de vulnerabilidad, pues se consideró discriminatorio sólo enunciar a las personas con discapacidad. Recordó que el origen de la iniciativa fue la experiencia ecuatoriana en el tema del empleo, en que se establecieron cuotas para contratar a  personas con discapacidad tanto en el sector público como privado.

Con la aclaración de Su Señoría, la abogada señora Cisternas manifestó que al leer el texto del articulado, entendió que se trataba de una propuesta amplia, dirigida a todos los sectores de la población. En términos generales, dijo, si vemos que las Convenciones internacionales ya citadas, han sido ratificadas por Chile y que se refieren a distintos sectores de diversidad e interculturalidad, es evidente que la reforma constitucional propuesta está en concordancia con los estándares al comprender a todos los sectores y agregó que siendo rigurosa jurídicamente, le parece correcta la redacción, la que es abierta a los distintos colectivos.  Pero, reflexionó, también es cierto que sería más fácil su aplicación si se refiere sólo a las personas con discapacidad, porque estaría delimitado y no habrían distintas opiniones respecto a cuánto debiera ser su amplitud.

En cuanto a la integridad física mencionada en la pregunta de Su Señoría, expresó que evidentemente el concepto adecuado debiera ser integridad de la persona o integridad personal, que implica toda la gama que tiene un individuo y que puede ser afectado. Es una garantía amplia al individuo en toda su dimensión, no sólo física, ese es el espíritu del constituyente en el artículo 19 número 1.   Agregó que el estándar que implica la Convención sobre derechos de las personas con discapacidad, es una mención a la amplia diversidad  que implica las distintas formas de discapacidades físicas: sensoriales, ceguera, sordera y sordo ceguera y las discapacidades intelectuales y sicosociales, en incluso otras que puedan presentarse en el futuro, cualquiera sea el tipo de deficiencia que se pudiera calificar o mirada que tengan los ordenamientos jurídicos nacionales en esta calificación.

La Honorable Senadora señor Pérez  no obstante reiterar su conformidad con el proyecto hizo presente la conveniencia de analizar todas las situaciones previsibles y extremó la situación con un ejemplo: una secta que sostenga que la violencia intrafamiliar es parte de su forma de vida y su búsqueda de libertad. Al respecto, preguntó cómo se concilia la garantía constitucional que se propone, con la norma penal que sanciona dicha conducta, considerando que aquellas han proliferado en el tiempo y que por lo mismo deben adoptarse todas las  medidas que impidan vulnerar la legalidad vigente.





Por su parte el Honorable Senador señor Letelier consultó que tipo de  medidas serían las más eficaces para beneficiar a las personas con discapacidad y ejemplificó con la ley de cuotas.





La abogada  Cisternas indicó que, en relación a la consulta de la Honorable Senadora señora Pérez, la respuesta está en el texto constitucional, en particular, en la garantía constitucional que se refiere a la libertad religiosa, a la manifestación de creencias y el ejercicio libre de todos los cultos, donde se establece un límite, que no se opongan a la moral, al orden público, a la seguridad, entre otros.  Expresó que la redacción de esta garantía  no da pie para sectas que promuevan actitudes reñidas en contra del ordenamiento jurídico, sin embargo, apuntó, también nos podemos encontrar con otras diversidades que pueden despertar reparos.





Lo anterior, dijo, se relaciona con la pregunta del Honorable Senador señor Letelier y que ahora, con la información de Su Señoría en cuanto a que originalmente se pensó orientar el proyecto a las personas con discapacidad, entiende porqué hay tanta coincidencia en la redacción con el modelo social y de derechos humanos que plantea la Convención sobre derechos y personas con discapacidad.  Estratégicamente, afirmó, es evidente que sería más fácil y rápido establecer la reforma en relación a las personas con discapacidad, ya que difícilmente se pudiera estar en contra de ello, teniendo presente que es uno de los sectores más vulnerables y postergados y que incluso, muchas veces, no tiene posibilidad de hacer valer sus puntos de vista y su voz para la igualación de oportunidades. Luego, expresó, una reforma como esta, respalda que se adopten medidas de acción afirmativa más intensas como sería la ley de cuotas o cupos.

Informó que en la experiencia comparada, se observa que se incorpora a las personas con discapacidad  en la legislación española y en la canadiense y, también, en los países desarrollados.





Al finalizar su exposición la Abogada señora Cisternas hizo presente su preocupación respecto a un tema de derechos humanos y que dice relación con el artículo 12 de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, el cual establece que los Estados deberán reconocer a todas las personas ante la ley su derecho al pleno ejercicio de la capacidad jurídica en igualdad de condiciones con los demás y, adiciona, el tema de los apoyos para la manifestación de esta voluntad y las salvaguardias para impedir su abuso, respetando los derechos y las preferencias de las personas, quedando sujetos a exámenes periódicos de esta situación.

Lo anterior, dijo, se relaciona con la estructura de las legislaciones de distintas partes del mundo, en que las personas con discapacidades son consideradas absolutamente incapaces, como es el caso del artículo 1447 del Código Civil chileno, que califica de absolutamente incapaces a los dementes y a los sordomudos que no pueden darse a entender por escrito.  Sobre el particular, explicó, hay dos esferas de personas con discapacidad: por un lado, las personas sordas o sordomudas que no pueden darse a entender, a las cuales se les ha sancionado con la imposibilidad que el medio social tiene de conocer su voluntad, no obstante existir códigos de comunicación alternativo que pueden ser utilizados como el lenguaje de señas o el lenguaje dactilolálico,  mediante el cual logran manifestar su voluntad. Del  mismo modo, las personas con discapacidad física que tienen afectada el habla, pero que con su vista pueden manejar un computador y darse a entender a través de ello.

En el caso de los dementes, la siquiatría ha señalado que hay gamas de inhabilidades de las personas y que, en el caso de aquellas con discapacidad intelectual o sicosocial pueden estar habilitadas para ejercer toma de decisiones en distintas esferas. Agregó que se debe considerar, también, la naturaleza del acto, pues no es lo mismo inscribirse en un club deportivo que contraer matrimonio. 

De lo expuesto, resaltó, es imperioso analizar la situación descrita que no tiene implicancia en recursos económicos sino que requiere una modificación en el área del derecho civil y que de conformidad con la Convención sobre derechos de personas con discapacidad, debería ser de aplicación inmediata y no de cumplimiento progresivo al cual están sujetos los derechos económicos, sociales y culturales.

Argumentó que lo planteado no sólo se refiere a la realización de actos jurídicos y contratos con efectos patrimoniales, sino que esto lleva a la interdependencia que tiene que ver con la libertad y la seguridad en la persona, con integridad personal, con la prohibición de explotación, violencia y abuso; con la prohibición de tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes y, también, con los derechos a formar una familia y a ser insertos en la comunidad. La manifestación de la voluntad se obstaculiza cuando alguien es privado de su libertad por el solo hecho de tener una discapacidad y no puede dar su opinión en contrario.  En Chile, agregó, la Constitución Política, en el artículo 19, N° 7, garantiza cuándo y cómo se puede efectuar la privación de libertades y, el tema de personas con discapacidad privadas de libertad en centros de internación, está regulada en un decreto supremo. Por tanto, advirtió, hay un tema constitucional importante.  Del mismo modo, llamó la atención respecto a las personas que sin su consentimiento se ven enfrentadas a cirugías invasivas, irreversibles o esterilizaciones.

Al concluir, destacó que se trata de violaciones a los derechos humanos importantes que caen en el plano de los tratos crueles e inhumanos y degradantes e instó a Sus Señorías a estudiarlo en profundidad, enfatizando la importancia de reconocer y enfrentar el tema, que tiene como estándar la Convención sobre personas con discapacidad, ratificada por 130 Estados.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Letelier propuso la Comisión y  a la Abogada señora Cisternas revisar estas materias, junto a los asesores e institutos interesados de manera de hacer un esfuerzo transversal que facilite una propuesta integral. Recordó que años atrás, presentó un proyecto de ley referido a las personas con discapacidad y lamentó que no fuera posible avanzar en su estudio. 

Al respecto, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide,  acogió la propuesta de Su Señoría y agradeció a la Abogada señora Cisternas el haber ilustrado a la Comisión, destacando su valiosa opinión.

En sesión de 7 de agosto de 2013, la Comisión recibió  a la Cientista Política de la Organización de Transexuales por la Dignidad de la Diversidad, señora Jenny Arriaza, quien agradeció a la Comisión la oportunidad de participar en la discusión de este proyecto de ley, que, a su juicio, generará una apertura en la sociedad al consagrar en la Carta Fundamental la obligación del Estado de implementar acciones afirmativas en favor de las personas que tradicionalmente han sido discriminadas. Bajo este contexto, resaltó que las personas transexuales forman parte de uno de los grupos más vulnerados en sus derechos por su orientación sexual diferente. Al efecto, acotó que las personas transexuales se han convertido en uno de los paradigmas de la discriminación negativa.

En seguida, formuló algunos comentarios de cómo funciona la discriminación. Al respecto, detalló que históricamente las sociedades realizaron una serie de diferencias basadas en un principio de jerarquía, en que por condiciones atribuidas a ciertas personas se les consideraba como superiores al resto, generando la impresión de inconmensurabilidad entre unos y otros. Precisó que ello sucedió entre hombres y mujeres, locales y extranjeros, blancos y otras razas, entre heterosexuales y homosexuales.

Subrayó que pese al establecimiento de todas estas dicotomías las sociedades fueron evolucionando hacia un proceso de inclusión con las revoluciones inglesa (1642-1689) y francesa (1789), las que fueron producto del despertar de ciertos grupos sometidos, que decidieron reivindicar sus derechos. Agregó que en esa época se establecieron los principios que inspirarían al resto del mundo: la libertad y la igualdad, como derechos inherentes a todo ser humano. No obstante, observó que estos avances no se traspasaron a la vida cotidiana y que la discriminación fue tomando progresivamente temibles formas al combinarse con los crecientes nacionalismos. Señaló que a consecuencia de la Segunda Guerra Mundial y de las atrocidades cometidas por el régimen nazi contra judíos, homosexuales, personas de origen gitano y discapacitados mentales el mundo tomó conciencia del problema que representa la estigmatización negativa de la diferencia y de la consecuente discriminación.

Dentro de este contexto, informó, se creó el organismo supranacional, cual es la Organización de las Naciones Unidas en el año 1941, que debe preocuparse por el mantenimiento de la paz y de la seguridad. Acotó que a partir de este organismo nacerían otras entidades y mecanismos internacionales que se ocupan de mejorar la calidad de vida de todo ser humano, entre otros mencionó: la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948; la Convención Internacional para Eliminar toda forma de Discriminación Racial de 1969; la Convención Internacional sobre la Eliminación de toda forma de Discriminación contra las Mujeres de 1979; la Convención Internacional por los Derechos del Niño de 1990;  la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de 2008; al Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (la UNICEF), y a la Organización Internacional del Trabajo (OIT). Destacó que con estos mecanismos supranacionales se institucionalizó la obligación de los Estados de buscar, por la vía del derecho, el bienestar individual que conlleva a un bien común global.
En seguida, argumentó que las discriminaciones son contrarias al principio de igualdad y de libertad, y que su diversidad y multiplicidad representan un problema sistémico dentro de la sociedad. Agregó que las discriminaciones son multifactoriales, a menudo imperceptibles, vehiculadas por diversas formas de comunicación y reproducidas por la educación. Por ello, hizo presente la dificultad de construir las diversas representaciones discriminatorias que se dan en la población. De lo anterior, se desprende que las prácticas discriminatorias son culturales y que, por lo tanto, pueden y deben ser modificadas a través de diversos instrumentos: socio-culturales; mediante programas educativos ad hoc; económicos, principalmente impidiendo las malas prácticas existentes dentro del mercado laboral, o legales modificando o creando leyes pertinentes, que conlleven cambios a la Carta Fundamental, si es necesario. 

Por todo lo anterior, resaltó la importancia de legislar sobre las acciones afirmativas a nivel constitucional, especialmente porque nuestro país ha sido más lento en asimilar las materias que se refieren a los derechos humanos, no obstante haber firmado numerosos convenios y tratados internacionales y promulgar en el año 2012 la ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación, que busca proteger a los grupos históricamente vulnerados en sus derechos. En esta misma línea, observó que Chile ha optado por un camino confuso hacia la concreción de la igualdad real y consideró que al no establecer acciones afirmativas para los grupos discriminados les niega el reconocimiento de sus condiciones, desligitimado sus realidades.

A continuación, enunció las medidas que se deberían seguir para alcanzar una igualdad formal:

1.- Realizar un reconocimiento histórico del origen de la discriminación y de la desigualdad.
2.- Entender a la discriminación como un problema que debe ser resuelto, asumiendo sus consecuencias sociales, políticas y económicas, ya que impide sistemáticamente el goce efectivo de los derechos fundamentales de las personas. 
3.- Generar los mecanismos necesarios para la eliminación de la discriminación, ya sea por medio de leyes o cambios constitucionales, que reconozcan las acciones afirmativas como una opción viable que pueden operan en áreas específicas y en plazos determinados, en el entendido de que terminan cuando las buenas prácticas se vuelven sistemáticas.
4.- Instaurar un proceso de inclusión de la diversidad como un procedimiento natural, una vez que exista un buen funcionamiento de las prácticas no discriminatorias. Este proceso es fundamental para el enriquecimiento cultural, económico y social del país. Al respecto, señaló que este punto es central, porque en el mundo educacional y laboral se ha tendido a pensar que se puede seleccionar por el mérito, sin embargo, sostuvo, este criterio sólo puede ser incluido dentro de las políticas públicas una vez que se ha dado al individuo, desde la infancia, la oportunidad para desarrollar sus capacidades sin trabas de ningún tipo.

Asimismo, reparó que Chile ha seguido el modelo de Estados Unidos, pero saltándose todo el proceso de inclusión de las acciones afirmativas y del cambio cultural que ellas conllevan, que han permitido que hoy esa nación tenga un Presidente como Barack Obama.
En lo concreto, sostuvo que las acciones afirmativas se aplican de manera general en los siguientes ámbitos: en educación, creando cuotas en los procesos de selección o en la distribución de becas; en el mercado laboral, incentivando por medio de rebajas tributarias a quienes apliquen acciones afirmativas en favor de los grupos desaventajados o empleado el “testing” en los procesos de selección, y en política, principalmente por la imposición de cuotas en las candidaturas o en los ministerios. Por otra parte, señaló que estas medidas pueden centrarse en ciertos grupos o ser generales.

Luego, presentó un cuadro con los países que han consagrados acciones afirmativas:

- Estados Unidos ha aplicado medidas afirmativas principalmente en el ingreso a las universidades y en el mercado laboral, referidas particularmente a las minorías étnico-raciales.

- Canadá las acciones afirmativas no se restringen a un ámbito determinado y se aplican, en general, a la discriminación étnica, racial, sexo, edad, religión y discapacidad.

- Grecia concentra estas acciones en materia de discriminación por sexo.

- Eslovaquia las acciones afirmativas se centran en las discriminaciones por sexo, edad y discapacidad.

- Bélgica las acciones afirmativas no se limitan a ningún ámbito ni grupo en particular.
En seguida, se refirió con mayor detalle a los Países Bajos y a Finlandia, países que lideran los estándares internacionales en calidad de vida, en materia educativa y en bienestar infantil. Detalló que en estos países se aprobó una ley general sobre la igualdad de trato y de lucha contra la discriminación, que permite implementar acciones positivas dentro de un proyecto país inclusivo, donde la diversidad se considera como necesaria para el progreso.

En lo concreto, señaló que los Países Bajos se han propuesto erradica y disminuir las discriminaciones y que para ello cada vez que aplican una acción afirmativa emiten un completo informe, en se deben especificar los motivos que motivaron dichas medidas. En cambio, continuó, en Finlandia su ley antidiscriminación obliga a todas las autoridades a adoptar medidas para promover la igualdad, de manera deliberada y metódica para analizar las posibles consecuencias que puedan suceder, teniendo siempre como objetivo la igualdad.
Respecto al proyecto de reforma constitucional, sugirió introducir una serie de cambios a la luz de la mentada experiencia internacional. Al efecto, propuso la siguiente redacción para el nuevo inciso tercero, del número 2°, del artículo 19:

"Constituye obligación del Estado eliminar todos los obstáculos que limiten el goce pleno del derecho a la libertad y a la igualdad".

Asimismo, consideró que sería más apropiado regular las acciones afirmativas en la Ley Antidiscriminación, tal como se ha dispuesto en la mayoría de los países que consagran este tipo de medidas y que concuerda con lo señalado por varias organizaciones civiles, que sugirieron incluir en el artículo primero de esta ley una definición clara de lo que constituye una discriminación, especificando que toda forma de discriminación directa o indirecta queda proscrita. En su opinión, este artículo debe consagrar las acciones afirmativas, así como la obligación del Estado de generar políticas públicas para los grupos sospechosos de discriminación.

Antes de terminar, hizo presente a Sus Señorías la prioridad para la Organización de Personas Transexuales de aprobar del proyecto de ley sobre identidad de género, el cual se encuentra en estudio en esta Comisión, puesto que no se pueden aplicar acciones afirmativas respecto de un grupo cuando no existe un reconocimiento de la identidad de las personas y, por ende, de su legitimidad.

Posteriormente, la Comisión recibió al Presidente del Movimiento de Integración y Liberación Homosexual (MOVILH), señor Rolando Jiménez, quien aclaró que se referirán al proyecto de reforma constitucional y también comentarán los últimos casos de discriminación brutal que ha sufrido la población transgénero y homosexual.
A continuación, el Abogado del Movimiento de Integración y Liberación Homosexual, señor Alana Spenser, señaló que han existido distintas formas para regular las acciones afirmativas, también conocidas como discriminación positiva o inversa. Al respecto, detalló que la Unión Europea aprobó el Tratado de Amsterdam de 1997, referido a cuotas por sexos, pero que también existen soluciones legislativas a nivel nacional, e incluso soluciones jurisprudenciales, como en el caso de Estados Unidos o de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

Reseñó que como organización civil de las minorías homosexuales valoran el texto de este proyecto, ya que beneficia no sólo a su movimiento, sino a gran parte de la población, teniendo en cuenta el profundo problema social que tiene Chile fundado en la inequidad. En sintonía con lo anterior, trajo a colación los alarmantes índices de brecha salarial entre hombres y mujeres, que cada día siguen aumentando y que en el mes de mayo de este año, por hora, alcanzaba a un 35,3%, estimando que esta reforma constitucional podría ayudar a solucionar este tipo de conflictos. Complementó que esta iniciativa favorece especialmente al sector “trans”, que corresponde al sector más discriminado, que tiene mayores trabas para un efectivo ejercicio de sus derechos, en igualdad de oportunidades.

En cuanto al presente proyecto de reforma constitucional, indicó que no le queda claro el sentido de la frase “limitando de hecho la igualdad y la libertad”. Al respecto, comentó que la discriminación positiva versa sobre situaciones que conculcan la igualdad de la persona, más que su libertad, por ello sugirió reemplazar la conjunción “y” por “o”, de manera de evitar que se establezcan trabas innecesarias a una reforma cuyo espíritu es bastante claro.

En segundo lugar, en cuanto a las medidas que debe implementar el Estado, consideró que falta precisar el tipo de norma en que se contendrán estas acciones y su jerarquía, así como también si se tratarán de medidas de ejecución de la función gobernativa o de medidas legislativas. En su opinión, esta norma debería ser más clara y amplia, haciendo alusión a todos los ámbitos del Estado, incluyendo expresamente a la función legislativa, a fin de permitir la aprobación de leyes de cuotas u otras similar. Expresó que se debiera permitir al Estado utilizar todas las herramientas que estime necesarias para consagrar medidas afirmativas y no restringirse a las acciones que pudiere adoptar el Ejecutivo.

Por último, propuso contemplar el caso en que un particular desea aplicar medidas de discriminación positiva. Al efecto, explicó que la discusión que se ha dado en Estados Unidos sobre las acciones afirmativas a nivel jurisprudencial no ha surgido de medidas del Estado, sino de decisiones o medidas de acción afirmativas que han adoptado los privados, como las cuotas autoimpuestas por las propias universidades. Complementó que el primer antecedente que tienen de estos casos es el de un estudiante blanco que impugna las medidas de cuotas para beneficiar a los estudiantes de color. Consideró que, perfectamente, esta situación pudiera darse en nuestra sociedad civil y que por ello el legislador debería permitir a los particulares aplicar medidas de discriminación positiva, cumpliendo ciertos estándares que no contravengan el ordenamiento jurídico.

En seguida, el Presidente del Movimiento de Integración y Liberación Homosexual mencionó dos casos de discriminación contra la población homosexual y señaló que uno de ellos significó la pérdida de un ojo de una joven transgénero en la comuna de Cartagena y, el otro, la mutilación del pie de un joven de diecinueve años, en la comuna de Peñalolén, por lo que pidió a la Comisión reiterar al Ejecutivo la solicitud de colocar urgencia al proyecto de ley que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso. Por otra parte, consideró que las categorías que deben contemplarse en esta norma son todas aquellas que enumera la Ley de Antidiscriminación, lo que en su opinión daría más consistencia al ordenamiento jurídico.

El Honorable Senador señor Letelier explicó que la presente Moción no hace una referencia expresa a los conceptos “hombres y mujeres”, sino que se optó por una terminología más amplia, cual es “la persona”, a fin de no restringir la aplicación de esta norma a los casos de discriminación por género. Además, resaltó que la Constitución Política de la República presupone que todas las personas nacen iguales en dignidad y derechos, y como todos deben ser respetados en su integridad física, psíquica y moral. En esta misma línea, señaló que lo más destacable de esta reforma es su amplitud, ya que asume que en nuestro país no sólo se discrimina por razones de género y se obliga al Estado a impulsar las medidas afirmativas que sean necesarias para nivelar a los grupos más vulnerados.

En su opinión uno de los grupos más afectados son los discapacitados y refirió que una de las mayores dificultades que han tenido para igualarse con el resto de la sociedad es la imposibilidad que existe de aprobar una ley de cuotas que promueva su contratación, ya que no existe un instrumento legal necesario para validar una obligación de esta naturaleza. Además, señaló que no se puede imponer a los privados la obligación de contratar a un determinado número de personas discapacitadas, aunque cuenten con las habilidades para asumir el cargo.

En el debate que han tenido sobre esta materia, reseñó que algunos se han mostrado partidarios de que esta reforma constitucional promueva acciones afirmativas para obligar a los empleadores a contratar un cierto porcentaje de personas trans u homosexuales. En su opinión, las acciones afirmativas para evitar la discriminación por la orientación sexual de las personas deben estar reguladas en la Ley Antidiscriminación, porque  la Constitución Política de la República debe consagrar y proteger el derecho a la igualdad en términos amplios y no restringir la discriminación a los criterios de género y de orientación sexual, aunque reconoció que algunos podrían cuestionar el rango de esta ley para imponer una obligación de esta naturaleza a un privado.

Por otra parte, indicó que algunos han manifestado su intención de limitar el alcance de las acciones positivas sólo a las personas discapacitadas, para evitar abusos, distorsiones o interpretaciones erróneas de la norma constitucional, por ejemplo al imponer a los particulares la obligación de contratar un cierto número de personas que se pudieren sentir discriminadas en el ámbito laboral.

Asimismo, señaló que no tiene problema  en precisar que los conceptos de libertad e igualdad son copulativos o alternativos, porque se entiende que al afectar la igualdad de las personas se está, de hecho, también vulnerando su libertad. Sin perjuicio, que entiende el espíritu de la observación y como tal está dispuesto a revisar este punto.

Por último, subrayó que el espíritu de las medidas afirmativas no se restringe a las medidas que pudiere adoptar el Ejecutivo, porque la idea es que todos los poderes del Estado promuevan este tipo de acciones para nivelar a los grupos normalmente discriminados. 

La Cientista Política de la Organización de Transexuales por la Dignidad de la Diversidad, planteó, con la finalidad de evitar la discriminación por la orientación sexual, una alternativa distinta a la ley de cuotas, cual es la consagración de incentivos tributarios que beneficien a los particulares que contraten personas trans u homosexuales. 
El Honorable Senador señor Letelier consideró que más que generar mecanismos de incentivos sería más apropiado reformar la Constitución Política de la República, tal como lo hiciera Ecuador en que por esa vía pudo imponer la contratación obligatoria de un 4% de personas discapacitadas.

Finalmente, el Abogado del Movimiento de Integración y Liberación Homosexual trajo a colación el caso de Estados Unidos, en que por la vía jurisprudencial se acogió un recurso que versaba sobre discriminación positiva promovida por particulares. En concreto, se establecía para el ingreso a una universidad una cuota mínima de estudiantes de color. Al respecto, la Corte Suprema de este país señaló que la raza por sí misma no basta para ser considerada como una categoría de discriminación, si no va acompañada de un contexto social que se traduzca en una inequidad de hecho. En el caso de Chile, la discriminación que sufren las personas trans, homosexuales y los discapacitados no requieren acreditar un contexto social de vulneración, puesto que para todos es evidente su trato desigualitario, por lo que estimó que no sería conveniente restringir esta reforma constitucional sólo a las personas discapacitadas y sugirió analizar caso a caso cada una de las categorías de discriminación.
Terminadas las exposiciones, el Honorable Senador señor Orpis puso en votación en general el proyecto.

- Puesta en votación la idea de legislar en la materia, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Lily Pérez San Martín y señores Jaime Orpis y Juan Pablo Letelier.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Durante la discusión en particular, la Comisión analizó las distintas propuestas formuladas al texto de la reforma constitucional aprobado en general, cuyo tenor es el siguiente:

REFORMA CONSTITUCIONAL

“Artículo único.- Agréguese en el artículo 19, número 2° de la Constitución Política del Estado, el siguiente inciso tercero, nuevo: 

“Constituye una obligación del Estado eliminar los obstáculos de cualquier índole que, limitando de hecho la igualdad y la libertad, impidan el pleno desarrollo de la persona. Para ello deberá promover medidas de acción afirmativa para garantizar el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en los Tratados Internacionales que se encuentren vigentes y estén ratificados por Chile, por esta Constitución y las leyes.”.”.

Al iniciar la discusión en particular, el Honorable Senador señor Orpis sugirió a la Comisión que, no obstante aprobar el presente proyecto de reforma constitucional en general y en particular, proponer a la Sala su aprobación sólo en general para fijar un plazo de indicaciones que aborde el estudio detallado de las propuestas formuladas a propósito de su discusión en general.

A continuación, Su Señoría presentó una indicación para sustituir el inciso tercero, nuevo, por el siguiente:

“Corresponderá especialmente al Estado adoptar las medidas afirmativas que permitan el pleno desarrollo e integración de las personas con discapacidad.”.

A su turno, la Comisión tuvo a la vista la propuesta formulada por la Abogada Soledad Cisternas para reemplazar el referido inciso tercero, nuevo por el siguiente:

“Constituye una obligación del Estado eliminar los obstáculos de cualquier índole que, limitando los derechos humanos y libertades fundamentales, impidan el pleno desarrollo de la persona. Para ello deberá promover la adopción de medidas de acción afirmativa para garantizar el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en los Tratados Internacionales que se encuentren vigentes y estén ratificados por Chile, por esta Constitución y las leyes.”.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Pérez planteó reemplazar el vocablo “persona” del texto aprobado en general por la Comisión por “personas que presenten algún grado de discapacidad física o psíquica”.

Sobre este punto, la Asesora del Instituto Igualdad aclaró que la legislación nacional se refiere a las “personas con discapacidad”, en conformidad a la nomenclatura utilizada por los convenios internacionales, por lo que de aprobarse esta referencia se debería realizar una serie de modificaciones a la legislación vigente. 

Teniendo presente lo expuesto, la Honorable Senadora señora Pérez propuso aprobar la indicación del Honorable Senador Orpis, recogiendo la  sugerencia de la Abogada Cisternas en cuanto a que constituye obligación del Estado eliminar los obstáculos que limiten los derechos humanos y libertades fundamentales. 

El Honorable Senador señor Orpis manifestó su aprensión respecto a que se pudiera entender que eliminar un obstáculo sería una acción afirmativa y que la misma se haga respecto de todas las libertades fundamentales. 

El Honorable Senador señor Letelier aclaró  que la primera parte del artículo propuesto es declarativo y, luego, viene el mandato que se apliquen medidas de acción afirmativa a las personas con discapacidad, con lo cual se acota la obligación constitucional del Estado. Además sugirió agregar que las medidas permitan garantizar el pleno goce y ejercicio de sus derechos, garantizados por la Constitución y por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes

El Honorable Senador señor Orpis dejó constancia para la historia de la ley, que la obligación del Estado de adoptar  medidas de acción afirmativa se limita exclusivamente a las personas con discapacidad y no respecto de todas las libertades fundamentales

La Comisión, luego de analizar los  planteamientos formulados durante su discusión, y siendo concordante con los acuerdos internacionales aprobados por nuestro país acordó aprobar el siguiente texto para el inciso tercero, nuevo, del numeral 2°, del artículo 19 de la Constitución Política de la República:

“Constituye una obligación del Estado eliminar los obstáculos de cualquier índole que, limitando los derechos humanos y libertades fundamentales, impidan el desarrollo de la persona. Para ello, el Estado deberá adoptar las medidas de acción afirmativa que permitan el pleno goce y ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad, garantizados por esta Constitución y por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.

- En votación el texto antes transcrito, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Orpis Bouchon y Letelier Morel.
El Honorable Senador señor Orpis reiteró que no obstante aprobar el presente proyecto de reforma constitucional en general y en particular, se propondrá a la Sala su aprobación sólo en general con el objeto de fijar un plazo de indicaciones para abordar el estudio detallado de las propuestas formuladas durante su discusión en general.

Cabe dejar constancia que, con posterioridad a la aprobación en general y en particular este proyecto de ley, la Comisión recibió a la Fundación Cpued, representada por su Presidente, señor Jaime Contesse, la Directora, señora Carola Troncoso y los Abogados señora Monserrat Moya y señor Roberto Peralta, además de la señorita Carolina Subiri y el señor Raimundo Parodi, y a la Profesora de la Universidad de Murcia, señora Nuria Illán, especialista en materia de integración de personas con discapacidad a una vida autónoma. 

El señor Contesse informó que la Fundación  aborda la integración de las personas Down y sus familias en sociedad, especialmente en la autonomía de los jóvenes de nuestro país, además de colaborar y contribuir en el ámbito internacional. Destacó el aporte interesante que pueden hacer estas personas, en todo ámbito, y participar del goce, desafío y oportunidades que la sociedad debe brindarle.  

A su turno, la Profesora, señora Nuria Illán,  expresó que acompaña a una delegación de personas que está dando los primeros pasos en el ámbito de comprender la discapacidad como una cuestión de derechos humanos, materia que en España ya está bastante avanzada.  Resaltó la importancia de acompañar a las personas con discapacidad en el proceso de conseguir que sus derechos no sean vulnerados como lo es en la actualidad.  

Informó que en España, este proceso comenzó en el año 1976, dando importancia a dos aspectos fundamentales: educación y sanidad,  pilares de bienestar fundamental de cualquier país, el cual ha dado lugar a una visión diferente de este colectivo de personas con discapacidad. En forma paralela a este proceso y este estado bienestar, explicó que si bien está liderado por los poderes públicos, es articulado por un movimiento asociativo que ha sustentado ese proceso de reconocimiento de derechos, el que es fundamental. 

Destacó el significado que tiene el que puedan estar en esta Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del Senado, pues lo considera un primer paso para sensibilizar y para buscar los mecanismos y cauces necesarios que permitan integrar y escuchar la voz a quienes van dirigidas las leyes.

La Directora, Carola Troncoso, hizo presente que en la Fundación Cpued estudian 70 jóvenes y colaboran con diversas instituciones del país. Explicó que trabajan para que accedan a desarrollar las habilidades para la autonomía y que el gran temor que tienen es que ellos ya están preparados pero las leyes no se lo permiten.

Hizo presente que estos jóvenes esperan ejercer el derecho a tomar decisiones, a escoger con quien vivir, a votar, a firmar un contrato, entre otros, sin embargo, se enfrentan a políticas que entorpecen estos derechos. En el mismo sentido, criticó el que las familias no puedan cambiarse de isapre por cuanto se le considera como una enfermedad preexistente.

Llamó la atención de Sus Señorías y enfatizó que en sus manos está la posibilidad de que ellos puedan vivir la autonomía, la Fundación los prepara y los legisladores abren las puertas, acotó. 

En seguida, señaló que la acompañan Carolina Subiri y Raimundo Parodi, jóvenes que estudian en la Fundación y que están en el proyecto de vida autónoma, preparándose para vivir solos.

La señorita Carolina Subiri  tomó la palabra y expresó que es una mujer de 31 años, estudiante de la Fundación y que tiene síndrome de Down y expuso, en su condición de ciudadana, la gran alegría que les produce a todas las personas con síndrome de Down que Chile haya firmado la Convención de los derechos de las personas con discapacidad, favoreciendo su inclusión social en todos los ámbitos de la sociedad chilena.  Instó que se les permita vivir la inclusión social con leyes que les permitan a ellos mismos a decidir el rumbo de sus vidas y enfatizó que quieren elegir oportunidades como un chileno más de esta hermosa tierra.

El Honorable Senador señor Orpis  agradeció la visita de la Fundación Cpued, y manifestó la disposición de los integrantes de la Comisión para estudiar las modificaciones legales que posibiliten la inclusión en la sociedad de las personas con síndrome Down, que más que discapacitados, son personas que tienen condiciones especiales.

Luego, les informó que la Comisión aprobó una reforma constitucional de gran trascendencia, que obliga al Estado a realizar acciones afirmativas a favor de la discapacidad para eliminar los obstáculos que se le presentan a nivel de la sociedad. Precisó que esta norma no se agota en la disposición constitucional sino que requiere de normas legales y reglamentarias, para lo cual solicitó la colaboración de la Fundación.

El Honorable Senador señor Letelier recordó que el Senado tiene experiencia en el tema de la discapacidad y que incluso tuvo una Comisión Especial de Discapacidad y Adulto Mayor durante un tiempo prolongado.  Hizo presente que, más allá de la norma genérica, en materia de discapacidad el país tiene una legislación de segunda generación. Primero fue la ley general y luego una reforma que generan ciertas obligaciones iniciales del Estado. Hoy, se aprobó esta reforma constitucional  que apunta a las personas con discapacidad, recogiendo el modelo ecuatoriano, país que está más avanzado en esta materia. Entiende que algunos de los temas que se han planteado no son nuevos. Hay varias fundaciones que trabajan con personas con síndrome Down, pero no existe la capacidad de agruparlas, precisó que sólo en su región hay más de cuatro organizaciones que apuntan a derivar los obstáculos que la sociedad genera. Algunos no requieren de ley y citó que el caso de las isapres es inconstitucional  de conformidad a la ley de antidiscriminación. En otros, mencionó la situación de las mujeres casadas bajo el régimen de sociedad conyugal, las cuales también se les considera interdictas, lo cual incumple el pronunciamiento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos que termina con esta institución.  

De este modo, manifestó, sería de gran utilidad que se les hiciera llegar las propuestas específicas en estas materias, toda vez que en su gran mayoría no requieren recursos, salvo los subsidios  para educación de niños mayores de 24 años.   Por otra parte,  abogó por que las organizaciones intermedias hagan las articulaciones que sean necesarias. 
- - - 
TEXTO DEL PROYECTO 

En conformidad con los acuerdos anteriormente expresados, vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de proponer a la Sala aprobar, en general, el proyecto de reforma constitucional, en los siguientes términos:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:

“Artículo único.- Agrégase en el artículo 19, numeral 2°, de la Constitución Política de la República, el siguiente inciso tercero, nuevo: 

“Constituye una obligación del Estado eliminar los obstáculos de cualquier índole que, limitando los derechos humanos y libertades fundamentales, impidan el desarrollo de la persona. Para ello, el Estado deberá adoptar las medidas de acción afirmativa que permitan el pleno goce y ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad, garantizados por esta Constitución y por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.”.

- - - 
Acordado en sesiones celebradas los días 15 de mayo, 12 de junio, 7 y 28 de agosto de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señor Jaime Orpis Bouchon (Presidente) (Gonzalo Uriarte Herrera), señora Lily Pérez San Martín y señores José Antonio Gómez Urrutia, Juan Pablo Letelier Morel y Mariano Ruiz-Esquide Jara.

Sala de la Comisión, a 3 de septiembre de 2013.


XIMENA BELMAR STEGMANN

                                   Secretario 
ANEXO

A continuación se transcribe la opinión del  Abogado experto en Derecho Constitucional, señor Miguel Ángel Fernández y de la Doctora en Derecho, señora Alejandra Zúñiga Fajuri,  quienes la manifestaron por escrito en los siguientes términos:

1.- Del Abogado experto en Derecho Constitucional, señor Miguel Ángel Fernández:

“1. Materia: Agradezco la invitación de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del Senado para dar mi opinión en Derecho acerca de la reforma constitucional –contenida en el Boletín Nº 8.871- presentada por los Senadores Juan Pablo Letelier, José Antonio Gómez y Patricio Walker que propone agregar, al artículo 19 Nº 2º de la Constitución un inciso tercero nuevo: 
“Constituye una obligación del Estado eliminar los obstáculos de cualquier índole que, limitando de hecho la igualdad y la libertad, impidan el pleno desarrollo de la persona. Para ello deberá promover medidas de acción afirmativa para garantizar el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en los Tratados Internacionales que se encuentren vigentes y estén ratificados por Chile, por esta Constitución y las leyes”.
2. Fundamentación: Para sostener su proposición, la moción expone que las acciones afirmativas, dentro del principio de igualdad ante la ley, encuentran sustento en los antecedentes de la actual Constitución, así como en algunas leyes que la han recogido (v. gr., en el Código del Trabajo, en la ley N° 20.422 que establece normas sobre Igualdad de Oportunidades e Inclusión Social de Personas con Discapacidad y en la ley Nº 20.530 que creó el Ministerio de Desarrollo Social), en la doctrina, a propósito de lo cual cita a la profesora Cecilia Medina y en la jurisprudencia de la Corte Interamericana y de la Corte Suprema.
3. El Derecho a la Igualdad Ante la Ley: No hay duda, en la doctrina y en la jurisprudencia, acerca del sentido y alcance del derecho asegurado a todas las personas en el artículo 19 Nº 2º de la Constitución, en cuanto a que excluye las discriminaciones, es decir, prohíbe las diferencias arbitrarias porque son injustas, carentes de razonabilidad o motivación, prejuiciadas, excesivas, desproporcionadas con relación al fin o adoptadas sobre la base del capricho o el favoritismo
, tal y como también quedan vedadas las igualaciones que sean irracionales
.
Por eso, el respeto de la igualdad ante la ley no se reduce a emplear enunciados generales ni mantener a salvo sólo los factores sociológicos que la determinan, como la raza, la nacionalidad, el credo, el sexo o la edad, sino que es necesario el respeto sustantivo de la igualdad, es decir, la que admite diferencias, pero sólo cuando se hallan fundadas en consideraciones razonables, proporcionadas a los fines perseguidos, lógicas y, en todo caso, motivadas.
En esta perspectiva, “el principio de igualdad opera (...) impidiendo (al legislador) configurar los supuestos de hecho de la norma de modo tal que se dé trato distinto a personas que, desde todos los puntos de vista legítimamente adoptables se encuentren en la misma situación, o dicho de otro modo, impidiendo que se otorgue relevancia jurídica a circunstancias que, o bien no pueden ser tomadas nunca en consideración por prohibirlo así expresamente la propia Constitución, o bien no guardan relación alguna con el sentido de la regulación que, al incluirlas, incurre en arbitrariedad y es por eso discriminatoria”
.
El principio de igualdad exige, en consecuencia, evaluar, caso a caso, en qué dos personas, actividades, situaciones, circunstancias, normas o estatutos jurídicos deben ser tratados de la misma manera, para que sea justa la igualdad entre ellos, y, en cuáles de esas hipótesis, deben ser tratados en forma desigual, para que también resulte razonable la diferencia normativamente trazada
, como ha señalado el Tribunal Constitucional:
“La igualdad ante la ley consiste en que las normas jurídicas deben ser iguales para todas las personas que se encuentren en las mismas circunstancias (como el hecho –agrego- de ser partícipes en el proceso de contratación de seguros para créditos hipotecarios) y que no deben concederse privilegios ni imponerse obligaciones a unos (los que otorgan el crédito y proveen los clientes) que no beneficien o graven a otros (las compañías de seguros) que se hallen en condiciones similares. ‘No se trata, por consiguiente, de una igualdad absoluta sino que ha de aplicarse la ley en cada caso conforme a las diferencias constitutivas del mismo. La igualdad supone, por lo tanto, la distinción razonable entre quienes no se encuentran en la misma condición; por lo que ella no impide que la legislación contemple en forma distinta situaciones diferentes, siempre que la discriminación no sea arbitraria ni responda a un propósito de hostilidad contra determinada persona o grupo de personas, o importe indebido favor o privilegio personal o de grupo (Linares Quintana, Segundo, Tratado de la Ciencia del Derecho Constitucional Argentino y Comparado, tomo IV, p. 263)”
.
Es preciso, asimismo, recordar que el principio de igualdad ante la ley, en los términos ya explicados, aparece reiteradamente asegurado en la Constitución, tal y como ocurre, por ejemplo, en su artículo 19 N° 22° inciso 1°, porque allí se garantiza a todas las personas “la no discriminación arbitraria en el trato que deben dar el Estado y sus organismos en materia económica”, o en materia de acceso a la justicia, libertad de trabajo y tributos y cargas públicas, en los numerales 3º, 16º y 20º, respectivamente.
4. Las Acciones Afirmativas: Se trata de “todas aquellas medidas de impulso y promoción que tienen por objeto establecer la igualdad (...) sobre todo, mediante la eliminación de las desigualdades de hecho”
; o, más ampliamente, “son programas que comprenden el sistema tendiente a remediar las consecuencias de anteriores prácticas discriminatorias o el establecimiento de métodos destinados a prevenir discriminaciones futuras, como ser, la contratación en el trabajo de personas pertenecientes a grupos minoritarios; los factores que tienen en cuenta son la raza, el color, el sexo, la edad y las creencias religiosas”
.
El trato que se dispensa mediante estas acciones no se reduce a reparar una desigualdad estableciendo una diferencia razonable, sino que persigue removerla. Por ello, en estos casos, la diversidad en el tratamiento, más que equiparar, desiguala, porque sólo así quien resulta legítimamente beneficiado puede situarse en condiciones similares respecto de aquel que carece de esa ventaja válidamente concedi​da, pero que, por circunstancias de hecho, ha resultado tradicionalmente favorecido.
He sostenido
 que estas acciones se ajustan a la Constitución
 porque es consistente con la igualdad protegida en su artículo 19 Nº 2º, pero también porque así se cumple con el deber impuesto al Estado en el artículo 1º inciso 5º y, adicionalmente, se promueven los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, de acuerdo con el artículo 5º inciso 2º de la Carta Fundamental
.
4.1. Primer Fundamento: Igualdad de Oportunidades: Esas acciones encuentran justificación en el artículo 1º inciso 5º de la Constitución, donde se contempla, como uno de los cinco deberes matrices del Estado, asegurar el derecho de las personas –naturales y jurídicas, nacionales y extranjeras- a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional.
Es del caso que la igualdad de oportunidades lleva explícito el reconocimiento de que en la sociedad existen discriminaciones que deben ser erradicadas, empleando los diversos instrumentos de que dispone el Estado, entre otros las acciones positivas, las cuales puede y debe impulsar y, en algunos casos, ejecutar directamente, aunque sin perder de vista su rol subsidiario.
¿Cómo proceder, en concreto, a igualar en las oportunidades, o sea, en las alternativas o en las posibilidades?: “(...) Por una parte, podemos entenderla como igualación de las probabilidades de éxito en la carrera hacia las posiciones sociales y, por otra parte, podemos restringirla a una igualdad de los medios necesarios para obtener dicho éxito (...)”
.
En nuestra Constitución, la noción de igualdad de oportunidades ha sido concebida como el deber de situar a todos en el mismo punto de partida
, para que cada individuo, contando con medios suficientes, pueda desarrollar sus habilidades y capacidades en condiciones objetivamente similares, y no, por el contrario, igualar en los resultados
, sin perjuicio de las medidas que deban adoptarse entre el comienzo y el final de ese proceso
.
4.2. Segundo Fundamento: Promoción de los Derechos Esenciales: Confirmando que las acciones de promoción encuentran sustento en la Constitución, el artículo 5º inciso 2º impone, como deber de los órganos del Estado, respetar y promover los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana.
Con ello, las entidades estatales no sólo deben asumir una actitud pasiva ante los derechos de las personas, absteniéndose de lesionarlos; sino que han de llevar adelante una labor activa en el perfeccionamiento de los derechos humanos, pudiendo ser las acciones positivas un instrumento idóneo para la consecución de ese objetivo.
Como ha señalado Norberto Bobbio: “Las desigualdades naturales existen y si algunas se pueden corregir, la mayor parte de ellas no se puede eliminar. Las desigualdades sociales también existen y, si algunas se pueden corregir e incluso eliminar, muchas, especialmente aquéllas de las cuales los mismos individuos son responsables, sólo se pueden no fomentar”
.
Así, la jurisprudencia alemana ha justificado estas acciones afirmando, acertadamente, que el legislador, en principio, no puede conformarse con aceptar sin más las diferencias de hecho existentes; si son incompatibles con las exigencias de la justicia, tiene que eliminarlas”
. (29)
4.3. Tercer Fundamento: Principio Constitucional de Igualdad: Finalmente, las acciones de promoción encuentran sustento en el actual texto del artículo 19 Nº 2º de la Carta Fundamental, como en numerosos otros preceptos contemplados a lo largo de su texto y contexto.
Más aún, el criterio, en concreto, para verificar si una determinada y precisa acción positiva se ajusta o no al Código Político pasa, en definitiva, por determinar que dicha acción no constituya una discriminación, es decir, una diferencia arbitraria, por cuanto beneficia a un grupo o sector que ha sido, históricamente, y continúa siendo discriminado, sin que se lo exima de cumplir los requisitos o condiciones mínimas que sea dable exigir en el ámbito de que se trate.
Ello, sin perjuicio que, cualquiera que sea la acción concreta que tenga por objeto corregir la desventaja de facto, histórica e injustificada, debe ser establecida y regulada por la ley, al tenor del artículo 19 Nº 26 de la Constitución.
En suma, una acción de promoción concreta, como instrumento de política pública autorizado y regulado por el legislador, encuentra amparo constitucional en el texto hoy vigente, en tanto respete el principio constitucional de igualdad, pues constituye una manifestación del deber asignado al Estado en orden a asegurar y promover el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional.
5. Conclusión: Hoy la Constitución admite las acciones afirmativas. Más todavía, las exige, conforme a sus artículos 1° inciso 5º, 5º inciso 2º y 19 Nº 2º, sin que el suscrito visualice la necesidad de incorporar una cláusula como la propuesta en la moción. Máxime si las normas constitucionales vigentes son amplias, flexibles y han sido modeladas acertadamente por la doctrina y la jurisprudencia para admitir, entre otras, esa especie de acciones.”.
2.- De la Doctora en Derecho, señora Alejandra Zúñiga Fajuri:

“El proyecto en comento busca incorporar en el artículo 19, número 2 de la Constitución Política del Estado, el siguiente inciso tercero nuevo: "Constituye una obligación del Estado eliminar los obstáculos de cualquier índole que, limitando de hecho la igualdad y la libertad, impidan el pleno desarrollo de la persona. Para ello deberá promover medidas de acción afirmativa para garantizar el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en los Tratados Internacionales que se encuentren vigentes y estén ratificados por Chile, por esta Constitución y las leyes". Dicha iniciativa resulta apropiada por dos fundamentales razones: Primero, legitima medidas que son obligatorias desde el punto de vista del principio de igualdad reconocido en la Constitución y en la legislación internacional. Segundo, facilita la incorporación de normativas que siguen la ruta marcada por la experiencia comparada e internacional en materia de leyes de cuotas de género en diversos ámbitos, políticos, laborales, educativos, etc.

Sobre el primer punto, debemos recordar que el principio de igualdad contiene dos subprincipios que es necesario aplicar a cada caso para alcanzar la verdadera igualdad. El principio de igualdad por equiparación y el principio de igualdad por diferenciación. El primero nos exige ignorar, para los efectos de asignar consecuencias normativas, las diferencias entre las personas. En el segundo caso, en cambio, se nos pide considerar esas diferencias como relevantes para la asignación de consecuencias normativas. El proyecto en comento, hace efectivo y posible la aplicación del segundo subprincipio de igualdad: aquel que exige "discriminar" para "igualar".

El derecho de igualdad ante la ley prohíbe, en principio, todo trato discriminatorio, pues la regla general es la igualdad por equiparación, es decir, la no discriminación. Con todo, para identificar un trato discriminatorio, es necesario comprobar una diferencia en el trato entre personas que se encuentran en situaciones suficientemente análogas o comparables. Como ha señalado la Corte Interamericana, las diferencias en el trato en circunstancias que son, por lo demás, similares no son necesariamente discriminatorias. Una distinción basada en "criterios razonables y objetivos" -como las que hace obligatorias para el Estado el proyecto de reforma constitucional analizado- puede servir un interés legítimo. Es más, puede de hecho ser necesaria para alcanzar la igualdad y para proteger a las personas que requieren de la aplicación de medidas especiales. "No habrá, pues, discriminación si una distinción de tratamiento está orientada legítimamente, es decir, si no conduce a situaciones contrarias a la justicia...".

Una distinción basada en criterios razonables y objetivos es aquella que tiene un objetivo legítimo y emplea medios que son proporcionales al fin que se persigue. En otras palabras, se espera un tratamiento equitativo de la ley para hombres y mujeres, a menos que se hayan aducido motivos justos, legítimos y razonables imperiosos para justificar una diferencia de tratamiento".

Recordemos, además, que el artículo 4 de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer proporciona una importante pauta para comprender la base jurídica para la adopción de medidas especiales de acción afirmativa concebidas para promover la participación política de la mujer. En la parte pertinente, reza así: La adopción por los Estados Partes de medidas especiales de carácter temporal encaminadas a acelerar la igualdad de facto entre el hombre y la mujer no se considerará discriminación en la forma definida en la presente Convención, pero de ningún modo entrañará, como consecuencia, el mantenimiento de normas desiguales o separadas; estas medidas cesarán cuando se haya alcanzado los objetivos de igualdad de oportunidad y trato.

Este artículo reconoce que, aun en los casos en que se otorga igualdad a la mujer como una cuestión de derecho, esto no equivale a una garantía de igualdad de oportunidad y trato. Por ello se requiere la adopción de medidas especiales para corregir las condiciones persistentes de discriminación de hecho mientras tales condiciones persistan y hasta que se alcance la igualdad de oportunidad. El proyecto de reforma constitucional que se ha presentado va en la misma línea, por lo que es una normativa que debiera ser aprobada en el parlamento. Desde el punto de vista del principio de igualdad, estas medidas no constituyen, como una cuestión de derecho, discriminación.

En segundo lugar, el proyecto propone una redacción similar al de la Constitución italiana o a la contenida en el artículo 3 de la Constitución Alemana: "(1) Todas las personas son iguales ante la ley. El hombre y la mujer gozan de los mismos derechos. El Estado promoverá la realización efectiva de la igualdad de derechos de las mujeres y los hombres e impulsará la eliminación de las desventajas existentes".

A su turno, la Directiva 76/207 de la Comunidad Europea, que pretende garantizar la aplicación en los Estados miembros del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en lo que se refiere al acceso al empleo y la promoción profesional, dispone en el apartado 1 del artículo 2 que el principio de igualdad de trato supone "la ausencia de toda discriminación por razón de sexo, bien sea directa o indirectamente, en lo que se refiere, en particular, al estado matrimonial o familiar". El apartado 4 del mismo artículo dispone que la Directiva no obstará a "las medidas encaminadas a promover la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres, en particular para corregir las desigualdades de  hecho que afecten a las oportunidades de las mujeres". Este apartado tiene como finalidad autorizar medidas que, aunque sean discriminatorias en apariencia, están destinadas a eliminar o a reducir las desigualdades de hecho que pudieran existir entre hombres y mujeres.
En Europa, Bélgica, España y Francia poseen, tanto cuotas de partidos como cuotas por ley. A su turno, Alemania, Austria, Holanda, Italia, Noruega y Suecia, poseen solo cuotas de partido. Luego, no existe ningún país que tenga una participación equitativa de mujeres en sus parlamentos, sin cuotas electorales.

Dos efectos indirectos de las cuotas electorales que puede mencionarse son: 

1) Ofrecer modelos de rol más igualitarios: simbolizar y visibilizar la ruptura del "techo de cristal" y servir de estímulo y modelo de igualdad para otras esferas.

2) Facilitar reformas legales efectivas (transversalidad): contra la violencia de género, frente al desigual reparto de roles privados y contra la infra-representación histórica en otros puestos de relevancia social, especialmente en la esfera privada.

Por todo lo anterior, considero que se trata de un buen proyecto que debiera recibir el apoyo del congreso nacional.”.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES PROKURICA, FREI (DON EDUARDO), GARCÍA-HUIDOBRO, GIRARDI, HORVATH Y KUSCHEL, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA UN MECANISMO DE REASIGNACIÓN DE LAS VIVIENDAS SOCIALES PARA EL CASO EN QUE EL BENEFICIARIO INCUMPLA SUS OBLIGACIONES DE HABITACIÓN O DE NO ENAJENAR 

(S 1604-12)

El Decreto Supremo N° 1 de 2011 del Ministerio de Vivienda1, que establece el sistema integrado de subsidio habitacional, define al subsidio habitacional como aquel que “está destinado a financiar la adquisición de una vivienda económica, nueva o usada, urbana o rural, o la construcción de ello en sitio propio, o en densificación predial, para destinarla al uso habitacional del beneficiario y su núcleo familiar”.

Asimismo define al beneficiario como el postulante seleccionado para la asignación del subsidio habitacional.

El mismo cuerpo normativo establece las formas y periodicidad en que se efectúan los llamados a postulación y los requisitos que deben reunir los postulantes.

En materia de requisitos, el cumplimiento de los mismos queda entregado exclusivamente al postulante quien debe presentar una declaración jurada de la necesidad de la obtención del subsidio para acceder a una vivienda, de la veracidad de la información proporcionada y del conocimiento respecto a las obligaciones y prohibiciones señaladas en el mismo reglamento, sin que se establezca a facultad del Ministerio para revisar dichos antecedentes o realizar un proceso de fiscalización de los mismos.

En el mismo orden de ideas, los artículos 39 y siguientes del DS 1/2011, están destinados reglamentar las obligaciones y prohibiciones que afectan a la vivienda obtenida mediante subsidio habitacional, que en síntesis son las siguientes:

1.- Obligación de habitar personalmente la vivienda por el beneficiario del subsidio o su núcleo familiar, durante 5 años contados desde su entrega;

2.- Beneficiario no podrá enajenar la vivienda ni celebrar ningún acto o contrato que importe cesión de uso y goce de la misma, sin previa autorización del SERVIU;

Ante el incumplimiento de estas obligaciones, el decreto establece como sanción la restitución de la totalidad de los dineros recibidos por concepto de subsidios, sin establecer un procedimiento específico para tal efecto.

Por su parte, el DS 49, del 26 de abril de 2012, para el caso del Fondo Solidario de Elección de Vivienda, establece una caución de fiel cumplimiento de sus obligaciones: la constitución de una hipoteca de primer grado sobre el inmueble, a favor del Serviu.

Sin embargo, esta caución si bien es un avance, no resuelve el problema social que implica la entrega de subsidios habitacionales, en donde existe un gran número de familias necesitadas que no alcanzan a ser cubiertas por los llamados a postulación que ocurren anualmente.

1DO, 6 de junio de 2011.

En efecto, al no existir una norma legal especial, cada vez que un beneficiario no cumpla con sus obligaciones, el SERVIU deberá iniciar el cobro de la caución, solicitando se venda la propiedad en pública subasta conforme a las normas generales, por lo que dicho Servicio sólo podrá adjudicarse la propiedad si no concurrieren postores a la venta pública y, en el evento que sea adjudicado por dicha institución, no existe establecido un mecanismo que permita la reasignación de dicho inmueble.

Bajo esta fórmula podrá darse el absurdo que la propiedad sea rematada por un tercero que no cumple los requisitos para obtener subsidio habitacional con el sólo ánimo de lucrarse, incluso más, e propio beneficiario que obtuvo el subsidio y no cumplió con sus obligaciones puede pagar lo adeudado, esto es el monto del subsidio y en definitiva quedarse con la propiedad, lo que atenta contra los fines sociales de la política habitacional del Estado.

Es por ello que resulta primordial establecer un mecanismo que permita al Servicio de Vivienda y Urbanismo, una vez acreditado el incumplimiento de las obligaciones de habitación y no enajenación, poder, en tiempos breves reasignar la vivienda a familias que cumplan los requisitos legales para ello.

Por los motivos expresados, tenemos el honor de proponeros e siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

Solicitar a S.E. el Presidente de la República establecer un mecanismo que permita la reasignación de viviendas sociales cuando el beneficiario no cumpla con las obligaciones de habitación y no enajenación.

(Fdo.): Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Senador.- Alejandro García- Huidobro Sanfuente, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.-  Antonio Horvath Kiss, Senador.- Carlos  Kuschel Silva, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR TUMA, SEÑORAS ALLENDE, RINCÓN Y VON BAER Y SEÑORES ESCALONA, GARCÍA, GARCÍA-HUIDOBRO, GÓMEZ, KUSCHEL, LAGOS, LARRAÍN FERNÁNDEZ, LARRAÍN PEÑA, MUÑOZ ABURTO, NAVARRO, PROKURICA, QUINTANA, SABAG, URIARTE, WALKER (DON IGNACIO) Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), CON EL CONDENA EL USO DE ARMAS QUÍMICAS Y RECHAZA CUALQUIER INTERVENCIÓN BÉLICA UNILATERAL AL MARGEN DEL ORDEN JURÍDICO INTERNACIONAL

(S 1605-12)

EL uso de armas químicas, cuyo efecto es la aniquilación masiva de seres humanos, es considerando por la comunidad internacional como un crimen de lesa humanidad.

Por ello es que la comunidad internacional adoptó la Convención sobre Armas Químicas que es el primer tratado multilateral destinado a prohibir ésta categoría de armas de destrucción masiva y a velar por la verificación internacional de su destrucción. Se trata del primer tratado de desarme negociado en un marco completamente multilateral, en pro de una mayor transparencia y de su aplicación por igual en todos los Estados Partes. Este tratado internacional se negoció con la plena participación de la industria química de todo el mundo, lo que ha permitido asegurar la cooperación constante de la industria. La Convención asigna por mandato la inspección de las instalaciones industriales, a fin de garantizar que las sustancias químicas tóxicas se empleen únicamente para fines no prohibidos por la Convención.

Chile forma parte de la Organización para la Prohibición de las Armas Químicas (OPAQ), que es el organismo encargado de la aplicación internacional de la Convención sobre Armas Químicas; tratado internacional que se encuentra suscrito, aprobado y ratificado por nuestro país, el que comenzó a regir el día 29 de abril de 1997.

Como es de público conocimiento, existen antecedentes, y el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas trabaja por estos días arduamente, con la finalidad de evacuar un informe sobre el eventual uso de armas químicas en el marco del conflicto bélico desarrollado en Siria, particularmente en dos batallas que tuvieron lugar, la primera el 18 de marzo de 2013 en la ciudad de Alepo, ubicada en la frontera norte de Siria, y la segunda el 13 de abril de 2013 en las afueras de Damasco.

Desde luego no está claro que efectivamente se hayan utilizado este tipo de armas químicas, ni quien las habría utilizado, si las tropas regulares del gobierno sirio liderado por su Presidente Bashar Al Assad, o tropas rebeldes insurgentes, o lisa y llanamente terroristas, quienes de ésta manera facilitarían la intervención que termine por derrocar al gobierno sirio. Hay que estarse a lo que determinen los expertos de ONU.

De acreditarse fehacientemente la comisión de estos graves crímenes, a través de la utilización de armas químicas, la comunidad de naciones, a través del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, sería la única instancia validada para adoptar la decisión de intervenir.

POR TANTO, con el mérito de los hechos y las consideraciones planteadas, los senadores que suscriben, vienen en someter a la consideración de este H. Senado, el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO

El Senado acuerda:

1° Condenar, por considerarlo un crimen de lesa humanidad, el uso de armas químicas como forma de aniquilación de seres humanos, y
2° Rechazar cualquier intervención bélica unilateral que se realice fuera del orden jurídico multilateral que encabeza Naciones Unidas, a través de su Consejo de Seguridad.

3° Oficiar al Ministro de Relaciones Exteriores a fin de que tome conocimiento del presente acuerdo.

(Fdo.): Eugenio Tuma Zedán, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Ximena Rincón González, Senadora.- Ena Von Baer Jahn, Senadora.- Camilo Escalona Medina, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Carlos Kuschel Silva, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Carlos Larraín Peña, Senador.-  Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.- Gonzalo Uriarte Herrera, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE SERVICIOS ELÉCTRICOS, CON EL FIN DE PROMOVER LA INTERCONEXIÓN DE SISTEMAS ELÉCTRICOS INDEPENDIENTES

(9022-08)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Minería y Energía tiene el honor de presentar su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República.

Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 9 de julio de 2013, disponiéndose su estudio por la Comisión de Minería y Energía.

Concurrieron a las sesiones que la Comisión destinó para el análisis de este asunto los Honorables Senadores señora Allende y señor Kuschel.


Asistió, también, especialmente invitado, el Ministro de Energía, señor Jorge Bunster, acompañado por el Subsecretario de la Cartera, señor Sergio del Campo, la señora Jessica Marticorena y el señor Jaime Espínola.


Asimismo, concurrieron las siguientes personas:


- El señor Sebastián Bernstein, Director de SYNEX Ingenieros Consultores.


- Las señoras Sara Larraín y Catalina Szigeti, de Chile Sustentable.


- La señorita Carla Foitzick, asesora jurídica de RAMFE S.A.


- El señor Tomás Jordán, abogado de la Asociación de Generadoras A.G.


- La señorita Javiera Espinoza, de la Fundación Terram.


- El señor Benjamín Rug, asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


- El señor Sergio Morales, abogado del Instituto Libertad y Desarrollo.


- El señor Gabriel de la Fuente, coordinador legislativo del Instituto Igualdad.


- La señorita Yasmina Viera, asesora parlamentaria.


- El señor Juan Contreras Sepúlveda, Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía, acompañado de los señores Enrique Farías, del Departamento Eléctrico, Ricardo Fuentes, del Departamento de Regulación Económica, y Ricardo Bustos, consultor de la CNE.


- Los señores Eduardo Soto Trincado, Director del CDEC-SING, y Daniel Salazar, Director de Operación y Peajes del CDEC-SING.
- El señor Ramón Galaz, Gerente General de Valgesta Energía S.A.

- El señor Carlos Finat, Director Ejecutivo de ACERA.
- La señorita Erika Farías, asesora legislativa de la Fundación Jaime Guzmán.

- El señor Manuel Baquedano, del Instituto de Ecología Política.

- La señorita Carol Parada, asesora de la SEGPRES.
- El señor Guillermo Ready, asesor legislativo del Instituto Libertad.

- Los asesores parlamentarios señores Andrés Romero y Javier Sutil.


- El señor Gustavo Orellana, periodista.
- - -


Se hace presente que una vez concluido el día 26 de agosto de 2013 el plazo originalmente fijado para presentar indicaciones respecto de esta iniciativa de ley, la Sala del Senado acordó fijar nuevos plazos para formular indicaciones directamente en la Secretaría de la Comisión, hasta las 18 horas del día 27 del mismo mes y, luego, hasta las 12 horas del miércoles 4 de septiembre.


A fin de facilitar el análisis de las indicaciones, se ha procedido a numerarlas en la forma que se consigna más adelante en este informe.
- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto 


de indicaciones ni modificaciones: Los numerales 5, 6 y 8 del artículo único.
2.-
Indicaciones aprobadas 


sin modificaciones: Números 2B y 3A.
3.-
Indicaciones aprobadas 


con modificaciones: Números 3 (en lo que respecta al nuevo inciso tercero propuesto), 5B, 9, 10, 11, 12 y 12A.
4.-
Indicaciones rechazadas: Números 1, 2, 2A, 3 (en lo que respecta al nuevo inciso cuarto propuesto), 5A, 6, 7, 7A, 8 y 8A.
5.-
Indicaciones retiradas: Ninguna.
6.-
Indicaciones declaradas 


inadmisibles: Números 4 y 5.
- - -


En sesiones previas al análisis de las indicaciones formuladas al proyecto, la Comisión escuchó la opinión de diversos personeros vinculados con la materia sobre que versa la iniciativa.


En primer término, expuso el señor Juan Contreras Sepúlveda, Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía. 


El personero comenzó por explicar por qué se incorporó la planificación de la transmisión troncal el año 2004. Al respecto, hizo presente que antes de ese año el sistema troncal se desarrollaba por libre acuerdo entre un generador y la empresa transmisora. Así, los pagos eran pactados entre las partes y en los casos de falta de claridad en la determinación de los mismos, las diferencias se resolvían mediante arbitraje.


La falta de interés por invertir, dijo, llevó al sistema de transmisión al límite de sus capacidades y, a modo de ejemplo, citó los casos emblemáticos que se produjeron con las restricciones de transmisión hacia el norte chico y hacia la zona de Temuco (caso de la línea Charrúa-Temuco, de un solo circuito). El sistema de transmisión a Temuco, agregó, se congestionó debido al desinterés de los generadores de promover nuevas líneas, provocando problemas de transmisión, especialmente en verano. Además, los generadores rehusaron firmar contratos con distribuidoras por suministro en esta zona, para no afrontar el pago de la línea Charrúa–Temuco.

Entre los principios incorporados por la ley N° 19.940 se estimó imprescindible definir un mecanismo a través del cual los agentes del mercado asuman en forma consensuada las necesidades futuras del sistema de transmisión, con criterios óptimos y de beneficios mutuos e identificables. Asimismo, se requiere establecer un mecanismo para que el regulador, el propietario y los usuarios de la red, acuerden las futuras expansiones que se deban realizar y que serán incorporadas en las tarifas de transmisión. En tal contexto, el desarrollo adecuado del sistema de transmisión debía ser impulsado por una planificación sistémica, y no exclusivamente a base a los acuerdos entre empresas.

No obstante, para que el regulador pueda propender a que existan las condiciones necesarias para que se pueda disponer de un servicio suficiente, seguro, de calidad y económico para los clientes, requiere herramientas para proponer la infraestructura de transmisión que necesita el sistema en su conjunto. En este sentido, la interconexión posibilita la unión de los mercados, permitiendo una efectiva competencia en el mercado de generación y contratos de suministro.

Así las cosas, dijo, se requiere complementar las herramientas dispuestas en la Ley Corta I, a fin de permitir que el regulador pueda proponer una línea de interconexión entre sistemas cuando los análisis demuestren beneficios para el sistema en su conjunto. 

El personero sostuvo que la interconexión eléctrica de los sistemas SIC y SING ha sido estudiada desde fines de la década de los noventa por distintos agentes del sector eléctrico. Sin embargo, es necesario que el país defina e implemente los proyectos de transmisión con la anticipación necesaria para conectar las nuevas fuentes de generación eléctrica y los distintos centros de consumo. La interconexión otorgará al país conectividad eléctrica basada en el sistema de transmisión troncal. Otros países poseen redes de transmisión superpuestas con redes de gasoductos.

Enseguida, hizo presente que la expansión del actual sistema de transmisión troncal del SIC en 500 kV hasta la subestación Cardones (Copiapó), licitada el año 2012, permite hacer factible una interconexión con el SING al acortarse la distancia entre subestaciones de 500 kV en ambos sistemas (Cardones en SIC y Encuentro en SING) a sólo 600 km.

Con este propósito en vista, se refirió a la cuantificación de los beneficios de la interconexión, respecto de lo cual indicó que en junio 2013 la CNE realizó un análisis para estudiar los efectos de la interconexión en la competitividad del mercado eléctrico nacional y la existencia de beneficios sociales no incluidos en análisis troncal.

En este sentido, la presentación del proyecto de interconexión en el plan de expansión 2012-2013 de las obras troncales de transmisión permitió calcular un beneficio esperado sin descontar la inversión de entre US$1.246 y US$1.590 millones. El beneficio neto de la interconexión resultante es de US$330 y US$660 millones. El rango está dado por sensibilización en el estudio de variaciones en los planes de obra estudiados.

El estudio contratado por la CNE a la empresa SYNEX en agosto de 2011, comentó el personero, arrojó un beneficio de la interconexión de US$1.385 millones por ahorros en costos de inversión y operación. Así, al considerar el costo de la línea de interconexión y adecuaciones adicionales, el beneficio neto del proyecto es del orden de US$500 millones. Por su parte, el informe de la CADE del año 2011 calculó un beneficio para la interconexión SIC-SING de US$1.600 millones, actualizado a la fecha de puesta en servicio, al cual debe descontarse el costo de la línea.

Abordando otros aspectos, el personero se refirió a la discusión de los beneficios de la interconexión. Al respecto, indicó que la evaluación de los proyectos de transmisión en el Plan de Expansión posee una estructura de presentación convencional, con lo que se contrastan los costos operacionales y de inversión totales para las alternativas con y sin la nueva instalación de transmisión. Dada la metodología utilizada, para todos los proyectos que se incluyen en el Plan de Expansión los beneficios representan a lo más entre el 1% y 2% del costo total de abastecimiento e inversión del sistema. En consecuencia, las decisiones en transmisión de los Planes de Expansión desde la aprobación de la Ley Corta I se han tomado en los mismos órdenes de magnitud (peso relativo en función de los costos totales), incluyendo un sistema de 500 KV para el norte chico y para la zona sur. Así, el beneficio esperado sobrepasa los costos de inversión en infraestructura para la interconexión.

A continuación hizo uso de la palabra el consultor de la CNE señor Ricardo Bustos, quien abordó el impacto económico de la interconexión SINC- SING mediante un análisis comparativo entre ambos sistemas. 

En tal sentido, hizo presente que en el caso del SIC existe una capacidad instalada de13.332 MW, donde los clientes regulados representan el 60% de la demanda. El SIC considera 46.000 GWh de consumo anual (en 2012) y las generadoras con mayor presencia en el mercado de los contratos son cuatro. Por su parte, el SING tiene una capacidad instalada de 3.738 MW y los clientes regulados alcanzan el 10% de la demanda. El SING tiene 14.900 GWh de consumo anual (en 2012) y las generadoras con mayor presencia en el mercado de los contratos son tres.

Pensar en una interconexión, dijo, hace que generadores que participan en ambos mercados puedan competir por contratos de suministro tanto en uno como en el otro, lo que hasta ahora no es posible realizar. En la experiencia internacional (casos de California y Canadá) cuando se evalúa una expansión en transmisión, se consideran los siguientes aspectos:

1. Impacto en competencia y riesgo: implica que se produce una mayor competencia por contratos de suministro y, al mismo tiempo, la interconexión cambia la variabilidad del precio spot. Ambos efectos coadyuvan a que se produzca una reducción en el margen de comercialización de los contratos de suministro a clientes libres y regulados.

Si bajaran los precios de la electricidad, habría a su vez una sustitución de combustibles en el sector productivo, menor consumo de combustibles fósiles y aumento en la demanda eléctrica.


2. Efecto en costos directos para el sistema eléctrico: como resultado del Plan de Expansión 2012-2013.

3. Resiliencia ante shocks no anticipables: en este caso se incluyeron shocks en precios de insumos, disponibilidad de combustible (GNL) y retraso de centrales.

En lo que atañe a la metodología utilizada, el especialista subrayó que se partió de un modelo de decisión de precios en que un generador presenta ofertas por licitaciones tanto para contratos con clientes regulados, como también con clientes libres, y a partir de ello se realizó una estimación econométrica de cómo funciona el mercado de contratos regulados y libres según la información histórica disponible.

Con dicha información, se puede caracterizar la forma en que se comporta el mercado y proyectar que pasaría con una interconexión, primero a partir de una reducción en el riesgo de contratación por menor variabilidad del precio spot, pero también a partir del incremento en competencia a través de un mayor número de participantes en el mercado. Además, se puede proyectar el costo de desarrollo esperado para el periodo según el plan de expansión en transmisión.

A partir de ésta evaluación se estimaron dos escenarios: con un alto incremento de competencia y con un nivel de competencia reducido, donde la reducción en este margen de comercialización por menor riesgo y mayor competencia lleva un beneficio social que va entre los 2.800 hasta 7.800 MUS$. Aun cuando los costos marginales esperados no cambien con la interconexión, la variabilidad del precio spot disminuye por el menor riesgo de contratación.

Se puede estimar cual será la sustitución de combustibles en favor del mayor uso eléctrico, ya que existen estudios técnicos que indican que las caídas en el precio medio libre gatillan sustitución de combustibles (diésel, petróleo y gas natural) por electricidad en el sector productivo y, en consecuencia, un aumento en la demanda de electricidad. En este sentido, el incremento en la cantidad demandada de electricidad impacta en costos de operación del sistema.

En lo relativo a la resiliencia ante shocks no anticipables, el especialista afirmó que en la mayoría de ellos se manejan de mejor forma con la interconexión generando un beneficio en costos directos del sistema eléctrico. Para ello se calculó una probabilidad de ocurrencia que resultó ser muy pequeña, de manera que la resiliencia impacta en menor grado que la competencia.

En síntesis, el especialista dijo que el van social, a una tasa de descuento del 10% para un período de evaluación del 2020 al 2031, es entre 3.200 y 9.100 MUS$, dependiendo del aumento en el nivel de competencia producto de la interconexión.

Seguidamente, el Honorable Senador señor Horvath consultó respecto de los actores nuevos, pues, según sus antecedentes, en caso de producirse la interconexión no habría seis generadores.

Respondiendo esta inquietud, el señor Bustos dijo que la interconexión de por sí incorpora generadores que hoy están presentes sólo en uno de los sistemas. Así, a modo de ejemplo, mencionó que los cuatro generadores que han participado en las licitaciones a clientes regulados en el SIC han sido ENDESA, AES GENER, COLBÚN, GUACOLDA y otros más pequeños. De incorporarse la generación SING aparece SL y Gas Atacama, que también han participado en licitaciones a clientes regulados en el sistema señalado.

Ahora bien, respecto de las estimaciones en cuanto al número de participantes potenciales con la interconexión, este especialista subrayó que en todos los escenarios hay una ganancia.

Por su parte, el Honorable Senador señor Frei preguntó si tienen alguna evaluación respecto de la posibilidad de interconexión en el marco de la Alianza del Pacífico. Además, pidió información sobre su posible impacto e implicancias.

El señor Subsecretario señaló que el Gobierno mantuvo una reunión para tratar este tema en Colombia y que en los próximos días se podría recibir un informe preliminar sobre el particular. Agregó que hay un estudio respecto de este tema, que está siendo financiado por el BID especialmente para este efecto con la concurrencia de los países integrantes de la Alianza del Pacífico.

El Secretario Ejecutivo de la CNE complementó lo expuesto diciendo que la interconexión es la que viabilizaría la incorporación de Chile con los otros países de la Alianza del Pacífico porque el punto natural de llegada es el SING. A su vez, es casi un requisito que ambos sistemas estén unidos para evitar la exposición y lograr una interconexión armónica.

El Honorable Senador señor Kuschel consultó por las razones del van social a una tasa de descuento del 10% para un período de evaluación del 2020 al 2031, de entre 3.200 y 9.100 MUS$, dependiendo del aumento en el nivel de competencia producto de la interconexión. También preguntó si esa era la situación óptima o podría mejorar aún más merced a la interconexión con los países del Pacífico.

El especialista sostuvo que las cifras indicadas serían las cotas máximas. En esa situación el precio usual de suministro de un generador (por ejemplo a un cliente libre), que está compuesto por su costo esperado del precio spot más el margen de comercialización (que es lo que se ha modelado), se reduciría producto de la interconexión. El margen queda reducido a un mínimo en el caso que exista mucha competencia y el riesgo sea menor, de donde la cota de MUS$9.000 que implicaría reducciones de precio del orden del 10 ó 15% del promedio de contratos libres, vendría a suponer una cota máxima dentro de lo que es interconexión SIC-SING. Es distinto el caso de una interconexión regional (esto es, con otros países), donde el costo de desarrollo es diferente. 

Luego, hizo uso de la palabra el Gerente General de Valgesta Energía S.A. señor Ramón Galaz, quien al comenzar previno que su presentación estaba enfocada desde un punto de vista conceptual y no desde uno numérico y técnico.

Establecido lo anterior, señaló que la interconexión de acuerdo a la experiencia internacional aparece con fuerza después de la II Guerra Mundial, tanto en Europa y Estados Unidos como en Latinoamérica. A modo de ejemplo, indicó que en Estados Unidos se ha fomentado la interconexión entre los distintos Estados, no obstante que tienen tres grandes sistemas interconectados (Este, Oeste, Texas), con interconexiones limitadas entre ellos. Sin embargo, entre ellos también hay diversos sistemas interconectados.

Con respecto a los elementos que se pueden identificar para justificar las interconexiones, el especialista señaló que existen razones económicas que dicen relación con disminuir el costo total de suministro de electricidad en la alternativa con interconexión. Asimismo, hay razones de política pública por cuanto las transferencias de energía pueden permitir baja de costos en alguna zona o solucionar restricciones de transmisión.

En el tema de seguridad de sistemas eléctricos, la interconexión permite elevar la seguridad de suministro y la capacidad de resistir a fallas inesperadas, con lo que también se mejoraran aspectos relacionados a proveer servicio eléctrico con cierto nivel de calidad y continuidad.

Por último, destacó que hay razones regulatorias con las que se da la posibilidad de crear mercados eléctricos integrados y más grandes, que permiten transar grandes bloques de energía, subsistiendo la necesidad de cumplir requerimientos de integración de ERNC.

En este orden de cosas, la interconexión es una idea generalmente aceptada porque, ya sea entre países o al interior de éstos, puede aportar múltiples beneficios sin generar aparentemente aspectos negativos.

En el caso específico de una interconexión SIC-SING, la pregunta relevante no parece ser si conviene o no interconectar, sino más bien cómo y cuándo se debiera realizar dicha interconexión, cuestión que resulta compleja y que debe ser analizada en detalle dadas las implicancias que ello tiene.

Dicho esto, el señor Galaz se refirió al marco regulatorio actual para graficar lo que podría ser la concreción de la interconexión. A este respecto, destacó que la legislación vigente dispone que las interconexiones entre sistemas eléctricos deben responder a la iniciativa privada. En la actualidad no existen otras instancias para que la interconexión se pueda concretar, no obstante que se visualiza dicha necesidad.

Cualquier empresa eléctrica interesada en desarrollar, operar o utilizar un sistema de interconexión entre sistemas eléctricos previamente establecidos, puede convocar a otras empresas a un proceso de negociación abierto para determinar, entre otras cosas, la participación en pago anual del proyecto. Éste es un aspecto esencial: la participación en el pago anual otorga derecho de uso a cada participante sobre el sistema de interconexión. Así, consecuentemente, sólo las empresas que tengan derecho de uso pueden convenir contratos para suministro en cualquier sistema.

El especialista subrayó que tal como está concebido el marco legal vigente una interconexión SIC-SING no sería una obra troncal, por lo que se debería realizar bajo la modalidad de una instalación adicional.

En lo que se refiere al proyecto de ley, destacó esencialmente dos aspectos:

- La modificación al artículo 84°, con el fin de que el ETT pueda incluir interconexiones. Con esta norma se abre la posibilidad a que también la interconexión pueda ser propuesta por la autoridad.

- La modificación al artículo 99°, para facultar a la CNE a incorporar las obras de expansión que estime necesarias en el plan de expansión para los doce meses siguientes.

A juicio del especialista, son estas dos enmiendas las que resultan fundamentales dentro del proyecto de ley.

Así las cosas, la iniciativa otorga la facultad a la autoridad para que ésta considere interconexiones como posibles obras troncales dentro de los planes de expansión del ETT, y otorga la facultad a la autoridad para incorporar las obras de expansión que estime necesarias en el plan de expansión para los doce meses siguientes. No modifica el mecanismo de remuneraciones actual para obras calificadas como troncales ni establece evaluaciones de impacto técnico-económico de los sistemas en la situación con y sin interconexión.

Sería deseable, dijo, que desde el punto de vista de la operación la interconexión SIC-SING no elevara los costos de operación y racionamiento de cada sistema, sino que los mantuviera y, mejor aún, los disminuyera en el escenario con interconexión.

Respecto del impacto técnico y económico de una interconexión SIC-SING, hizo presente que hay un estudio público de marzo de 2012 que justifica una interconexión de forma técnica y económica, pero que no analiza en profundidad el mejor momento para realizarla. Agregó que otro estudio, de junio de 2013, analiza el impacto económico y social de la interconexión cuyos resultados aportan un primer paso. Sin embargo aún se considera como general, por lo que insistió en la necesidad de profundizar.

Sobre la remuneración, señaló que era necesario tener en consideración que si se incluye una interconexión SIC-SING como obra troncal en el plan de expansión, conforme a la ley, debiera aplicarse el método de remuneración actual. En este sentido, explicó que es necesario tener en cuenta las implicancias de la interconexión y cómo impactaría en el sistema de remuneración existente, es decir, cómo se paga y quiénes la pagan.

A mayor abundamiento, recordó que en el STT se tiene un área denominada Área de Influencia Común (AIC), donde el peaje en esta área es pagado en un 80% por los generadores y en un 20% por los consumidores, y en ambos casos a prorrata del uso esperado. Fuera del AIC el pago se determina por la dirección del flujo de potencia, es decir, el peaje de las líneas que inyectan potencia al área de influencia común debe ser asumido por las plantas generadoras responsables de tal inyección y el peaje de las líneas que retiran potencia del área de influencia común debe ser asumido por los consumidores responsables del retiro.

En el esquema actual, con la interconexión SIC-SING se crearía una nueva AIC, la que podría incluir o no las obras de interconexión, lo que evidentemente tiene efectos para consumidores y generadores. Muchos contratos de suministro que se concretaron sin considerar este efecto se verían directamente afectados, cosa que debe ser considerada: una interconexión SIC-SING podría traer beneficios para algunos y costos para otros.

Si en el largo plazo hay un sistema que regularmente transfiere energía al otro, sostuvo que se debiera lograr una baja de precios en el segundo, pero un alza relativa en el primero, de manera que la magnitud de dicha alza debe ser tal que no afecte en forma importante al primero. Añadió que el cálculo y remuneración por potencia firme tendría variaciones importantes que también deben ser analizadas.

Al finalizar el señor Galaz consideró que el proyecto de ley se orienta correctamente al otorgar facultades a la autoridad para considerar interconexiones como posibles obras troncales dentro de los planes de expansión del ETT.

Si bien se considera adecuado que las interconexiones puedan ser incorporadas en las revisiones anuales del ETT, advirtió que la iniciativa no se pronuncia respecto de los requisitos para justificar dicha inclusión, por lo que sería bueno definir condiciones y requerimientos más específicos que fundamenten dicha definición.

En este mismo sentido, indicó que el proyecto no introduce cambios al mecanismo de remuneración de obras troncales, en particular las interconexiones. Atendido que una interconexión SIC-SING produciría cambios relevantes en el uso de los sistemas de transmisión por parte de los diversos agentes del mercado, estimó necesario que dichos impactos se analicen en detalle antes de tomar la decisión.


Por último, puso de relieve que el análisis señalado debiera considerar, además de la evaluación global, los impactos individuales en cada sistema por separado, en el escenario con y sin interconexión.


Luego, la Comisión escuchó los planteamientos del Director de Operación y Peajes del CDEC-SING señor Daniel Salazar, quien destacó el carácter atomizado del sistema.


Al respecto, indicó que en la actualidad son tres los actores que tienen concentrado el 95% de la capacidad instalada, quienes a su vez producen cerca del 93% de la generación del último año. En cuanto a la demanda, ésta tiene las mismas características, y descansa fundamentalmente en cuatro actores que representan cera de dos tercios de la demanda total del sistema. Afortunadamente, añadió, la operación del sistema está adaptada en términos de su matriz de producción (casi 85% a carbón), una componente de gas (superior al 10%) y un pequeño margen de diésel.


En transmisión, recordó que alrededor del 48% de la propiedad de ella está en los clientes (que juegan un doble rol) y hay un 31% en lo generadores, lo que significa que el 79% de la propiedad del sistema de transmisión está en agentes que no son transmisores y sólo el 21% sí lo está. Además, el 81% del sistema tiene la calificación de adicional, es decir, es un sistema privado que responde a la estructura de propiedad anterior, donde el troncal sólo representa el 11%.


En este punto intervino el Director del CDEC- SING señor Eduardo Soto Trincado, quien hizo presente que el ETT representa un punto relevante en la discusión del proyecto de ley: el mismo proyecto deja la posibilidad de una revisión anual y que la interconexión se estudie bajo el ETT.


Sobre el particular, el personero destacó que este estudio se hizo por primera vez en el año 2004 y luego el año 2006, que fue cuando aparecieron las obras importantes de transmisión, particularmente hacia el norte del país.


El señor Soto calificó la iniciativa como importante por cuanto las inversiones comprometidas son muy elevadas. Por ello la decisión debe ser consensuada con todos los actores involucrados.


Al recuperar el uso de la palabra el señor Salazar hizo presente que el año anterior el debate estuvo muy centrado en la tecnología (corriente alterna o continua), sin que ello estuviera dentro de un proceso regulado, que es lo que finalmente se pretende.


El personero destacó que la iniciativa se circunscribe a regular la forma en que el proyecto de línea para la interconexión se integra al ETT, estableciendo la posibilidad de incorporar este tipo de obras en dicho estudio. Asimismo, otorga la facultad a la CNE de incorporar obras nuevas en el plan de expansión no propuestas por la DP y establece exigencias de coordinación entre las direcciones de ambos CDEC para la licitación del proyecto.


No obstante, enfatizó que como el proyecto no se refiere a un régimen tarifario aplicable al proyecto de interconexión la definición AIC resulta compleja y de importantes efectos en diferentes actores.


Asimismo, el proyecto no explicita cuáles serán los antecedentes técnico-económicos que deben existir como respaldo a la decisión de la CNE de incorporar la interconexión en el Plan de Expansión. En consecuencia se produce una asimetría de proceso, entre CDEC y CNE. Además, no aborda la necesidad de adecuaciones reglamentarias al régimen tarifario troncal que debieran dictarse antes de la entrada en operación de la interconexión. Tampoco la iniciativa se refiere al régimen tarifario normal del sistema de transmisión troncal, ni regula el funcionamiento de sistemas interconectados después de que el proyecto se concrete, ni establece si luego de la interconexión los sistemas se integran en uno, en cuyo caso no hay normas de transición para aspectos operativos-institucionales. Cabe plantearse normas de coordinación.


Finalmente, el personero propuso establecer un proceso distinto a la revisión anual que contempla el artículo 99, propender a decisiones o pasos “colegiados” y contar con una participación activa de todos los interesados. Asimismo, se deben definir las reglas específicas de asignación de pagos y definir un sistema único, o bien, reglas de coordinación para cada uno de los sistemas y sus operadores.


El Honorable Senador señor Orpis preguntó si a juicio de los expositores debiera eliminarse el artículo 99 o bien modificarse, y en el caso de tener otras sugerencias, solicitó que se las hicieran llegar oportunamente.


Recogiendo la consulta, los expositores coincidieron en que la revisión anual es muy simplista para abordar un tema más complejo como es la interconexión y que, por tanto, lo ideal sería que las revisiones tuvieran mayor frecuencia.


En este punto, el señor Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía comentó que el sistema de 500 KV que resolverá el problema del Norte Chico lo presentó la CNE en el plan anual cuando aún estaba vigente el plan del año 2006, de modo que con esta lógica de hacerlo cuadrianual ese proyecto se habría demorado al menos un año más en ejecutarse. 


El señor Ministro de Energía agregó al respecto que, a su juicio, se deben establecer condiciones de rigurosidad en los distintos estudios para abordar proyectos de esta envergadura, pero sin rigidizar lo plazos. Como se necesitan mecanismos que permitan reaccionar a la velocidad de los acontecimientos, es preferible optar por revisiones más periódicas.


Por otra parte, dijo, el objetivo fundamental de este proyecto es darle una facultad al Estado que hoy no tiene para impulsar una iniciativa en materia de interconexión. No se debe privar al Estado de esta posibilidad que mira al desarrollo del país.


El Honorable Senador señor Frei respaldó la postura del Secretario de Estado e indicó que proyectar la interconexión para el año 2019 sería pésimo para el país. A consecuencia de los altos precios de la energía, añadió, se está perdiendo el parque industrial de Chile, por cuanto los proyectos se están trasladando a otros países.


Uno de los grandes errores que se cometieron, explicó, fue privatizar el sector eléctrico sin regulación, lo que ha exigido dictar con posterioridad una legislación para hacer frente a distintas crisis. En tal sentido, se hace necesaria la participación del Estado en los próximos años para ordenar e incentivar el sector de acuerdo a las necesidades del país.


El Honorable Senador señor Horvath hizo presente la necesidad de considerar a los sistemas medianos, porque puede ser la oportunidad de facilitar la interconexión entre ellos.


Por último, el Director del CDEC- SING enfatizó que el plazo contemplado hasta el 2019 supone que la línea física y operativa estará lista después de cincuenta y cuatro meses ya sea en corriente alterna o continua, por un asunto técnico.
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Enseguida, se contiene una descripción sucinta de las indicaciones y de los artículos en que inciden, señalándose en cada caso los acuerdos adoptados por la Comisión a su respecto.

Cabe dejar constancia que la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Orpis, Prokurica y Sabag, de conformidad con lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 121 del Reglamento de la Corporación, estimó necesario introducir en el articulado del proyecto otras enmiendas destinadas a precisar el sentido y los alcances de la iniciativa. Estas enmiendas fueron analizadas por la Comisión con la colaboración de asesores parlamentarios y especialistas del Ministerio de Energía, a fin de concordar una redacción definitiva.


Las normas resultantes de dicho análisis requerían patrocinio del Ejecutivo, razón por la cual se solicitó a los personeros de Gobierno las indicaciones correspondientes, las cuales fueron formuladas oportunamente. Tales indicaciones quedaron signadas con los números 2B, 5B y 12A, según se describe más adelante en este informe.

- - -

ARTÍCULO ÚNICO.-

Modifica el decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Minería, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos.

Numeral 1.


Introduce diversas enmiendas en el artículo 84.

Letra a)


Intercala, en la letra b) del inciso primero, entre el vocablo “troncal” y el punto y coma (;) que le sigue, la frase “tales como líneas, interconexiones entre sistemas eléctricos independientes y subestaciones”, precedida de una coma (,).
Indicaciones N°s. 1 y 2

De la Honorable Senadores señora Allende y del Honorable Senador señor Gómez, respectivamente, para intercalar, a continuación de la palabra “independientes”, la frase “mayores a 200 megawatts de capacidad instalada”.
Indicación N° 2.A

Del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, entre las palabras “independientes” y “y subestaciones”, la frase “mayores a 200 megawatts de capacidad instalada”.


En el marco de la discusión de estas indicaciones, el Honorable Senador señor Horvath consultó respecto de lo que ocurriría con las redes inferiores a 200 megawatts por cuanto estimó que la iniciativa debería contemplar la posibilidad que se interconecten entre ellas, sin mezclarse con los sistemas mayores.


A este respecto, el Honorable Senador señor Prokurica comentó que de no aprobarse el proyecto en comento, quedaría la situación inalterada, de modo tal que las decisiones en la materia quedarían en manos de privados. Por tal razón, instó por la aprobación del proyecto.


El Honorable Senador señor Horvath insistió en la necesidad de que el Estado también cuente con la facultad de llamar a interconexión entre pequeños y medianos sistemas, sin mezclarlos con los grandes.


Por su parte, el Honorable Senador señor Frei hizo presente que, a su parecer, esta indicación más que beneficiar constituye una mayor restricción para los sistemas más pequeños o medianos.


El Honorable Senador señor Horvath señaló que de no acogerse las indicaciones, se presentarían tres escenarios: el primero, le da la facultad el Ejecutivo para llamar a que se interconecten todos los sistemas entre sí; el segundo, permite que se llame a interconexión entre sistemas mayores a 200 MW, y el tercero, permitiría la interconexión de los sistemas medianos entre sí.


El señor Ministro de Energía si bien dijo entender que el temor que subyace a esta indicación es que este sistema sea utilizado para facilitar la eventual interconexión del llamado proyecto HIDROAYSÉN, mantuvo su postura en cuanto a la conveniencia de no imponer restricciones al Estado y no producir, por esa vía, un desequilibrio frente a la situación del sector privado.

- Sometidas a votación, estas indicaciones fueron rechazadas por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, con los votos negativos de los Honorables Senadores señores Frei, Orpis y Prokurica, y el voto a favor del Honorable Senador señor Horvath.

Cabe consignar que el Ejecutivo se comprometió a considerar una fórmula normativa que pudiera recoger las inquietudes planteadas con motivo de la discusión de estas indicaciones.

Indicación N° 2B

De S.E. el Presidente de la República, propone sustituir el literal por el siguiente:


“a) Intercálase en la letra b) del inciso primero, entre el vocablo “troncal” y el punto y coma (;) que le sigue, la frase “tales como líneas, interconexiones de cualquier tecnología entre sistemas eléctricos independientes y subestaciones”, precedida de una coma (,).”.

Esta indicación fue planteada en concordancia con el acuerdo unánime de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Orpis, Prokurica y Sabag, y de conformidad con lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 121 del Reglamento, en cuanto a permitir la búsqueda de una fórmula normativa que permitiera recoger las inquietudes planteadas por los señores Senadores.


- Sometida a votación, fue aprobada en los mismos términos por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Orpis, Prokurica y Sabag.
° ° °

Indicación N° 3

Del Honorable Senador señor Orpis, para agregar un literal nuevo del siguiente tenor:


“…) Intercálanse como incisos tercero y cuarto los siguientes:


“Con todo, y en el caso de que las nuevas obras de transmisión contemplen la interconexión de sistemas eléctricos independientes, se deberá realizar y adjuntar al estudio de transmisión troncal una evaluación que dé cuenta de los impactos económicos que tendría, para cada sistema eléctrico por separado, la ejecución y operación de dicha obra.


Si el resultado de dicha evaluación económica arroja un aumento de los costos de inversión, operación y racionamiento para al menos uno de los sistemas eléctricos, en el periodo comprendido en el estudio de transmisión troncal, que sea igual o superior al 10% con respecto a la situación sin interconexión, deberá postergarse la recomendación de la mencionada obra de interconexión hasta nuevo proceso.”.”.

Al hacer uso de la palabra, el Honorable Senador señor Orpis expresó que la indicación en comento obedece a la preocupación que le asiste acerca del impacto que pueda experimentar el SING ante una eventual interconexión. En este sentido, agregó, si bien es razonable que se produzcan impactos, deben quedar limitados.


El Honorable Senador señor Prokurica hizo presente que el objetivo principal del proyecto es permitirle al Ejecutivo llamar a licitación para la interconexión. Actualmente, dijo, un privado podría construir una línea y producir los mismos efectos que se están planteando, a menos que se declarara como línea troncal. En este último caso, previno que dicha declaración no se relaciona con el llamado a licitación para construir una línea.

En la práctica, destacó, el proyecto de ley no define la línea troncal, sino que sólo le permite el Ejecutivo llamar a licitación, pudiendo ocurrir que nadie se presente. De esta manera, el costo lo asumen todos cuando se trata de una línea troncal, pero la decisión corresponde al Ejecutivo.


El señor Ministro de Energía dijo entender la postura del Senador señor Orpis, pero subrayó que lo que se busca con la interconexión es darle un beneficio al país. En tal contexto, añadió, más importantes resultan los impactos que la interconexión puede tener en los niveles de competencia, en el respaldo cruzado que tienen los sistemas entre sí y en la viabilidad del norte para permitir compensaciones con las hidroeléctricas del sur, entre otros. En consecuencia, arguyó, resulta complejo imponer o condicionar el actuar del Estado mediante una restricción que los privados no tienen.


El Honorable Senador señor Frei respaldó los dichos del Secretario de Estado. Sobre el particular, hizo presente si no se han hecho los avances que el país necesita en materia de interconexión ha sido porque la ley no está funcionando y el Estado no ha tenido oportunidad de regular. El objetivo es lograr una ley que sea buena y eficiente para el país y las regiones, y que no se extienda esta situación de estrechez energética hasta el año 2020.

Complementando lo dicho, el señor Subsecretario añadió que el 93% de la población está en el SIC, el cual tiene un problema serio de costos marginales en el corto y mediano plazo. Además, dijo, se está viendo que las posibilidades de desarrollo termoeléctrico en el país se encuentran fundamentalmente de Atacama hacia el norte, y en la zona centro-sur.


En consecuencia, una interconexión es una forma clara de agregar mayor generación al SIC muy por encima de lo que necesita el SING, de manera tal que hay espacio para generación termoeléctrica. Ello, considerando además que los precios actuales de la energía son muy distintos entre un sistema y otro.


A mayor abundamiento, sostuvo que la interconexión debiera tener los mismos fundamentos económicos y técnicos que requiere un ETT, en el cual se analizan sus impactos tanto en el SIC por separado del SING, y también en su conjunto.


El Honorable Senador señor Orpis previno que hasta ahora no se han presentado estudios en que se realice una simulación de lo que significa la interconexión para cada sistema.

La comisión acordó dividir la votación de esta indicación, por incisos.


Sometido a votación el nuevo inciso tercero propuesto, fue aprobado con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Horvath, Orpis y Prokurica, entendiéndose subsumida esta proposición en las Indicaciones N°s. 5B y 12A.

Por su parte, el nuevo inciso cuarto propuesto en la indicación fue rechazado por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, con los votos negativos de los Honorables Senadores señores Frei, Horvath y Prokurica, y el voto a favor del Honorable Senador señor Orpis.

Indicación N° 3A

Del Honorable Senador señor Orpis, para agregar un literal nuevo del siguiente tenor:


“…) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo:


“En caso que las nuevas obras de transmisión contemplen la interconexión de sistemas eléctricos independientes, se deberá realizar y adjuntar al estudio de transmisión troncal una evaluación que dé cuenta de los impactos económicos que tendría, para cada sistema eléctrico por separado, la ejecución y operación de dicha obra.”.”.


Sometida a votación, esta indicación fue aprobada sin modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Orpis, Prokurica y Sabag.
° ° °

Indicaciones N°s. 4 y 5

De la Honorable Senadora señora Allende y del Honorable Senador señor Gómez, respectivamente, para incorporar un nuevo literal del tenor siguiente:


“..) Reemplázase, en el número 2 del artículo 84, la expresión “o de manera genérica por la Comisión”, por “o por la Comisión en su calidad de regulador dentro de su plan de expansión óptimo”.”.


- Estas indicaciones fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, N° 2, de la Constitución Política.
° ° °
Indicación N° 5.A

Del Honorable Senador señor Horvath, para agregar un numeral 3 nuevo al inciso tercero, del siguiente tenor:


“3.- Consideración de sistemas de interconexión que permitan incorporar nuevos generadores y de distribuir a localidades intermedias.”.

Con motivo del debate de esta indicación, el Honorable Senador señor Horvath enfatizó que se trata de una consideración y no de un requisito que defina una decisión. No obstante, agregó, optar entre una y otra tecnología tiene implicancias relevantes: así, mientras la corriente alterna permite que se entregue electricidad a localidades y se integren otros generadores, la corriente continua hace inviable estas circunstancias.


El Honorable Senador señor Orpis advirtió que las frases en la ley no son neutras. Por tal razón, fue partidario de que la redacción de la norma quede abierta para que lo que determine si una interconexión es en corriente alterna o continua sea el estudio técnico respectivo.


El Honorable Senador señor Prokurica coincidió con el Senador señor Horvath, en el sentido de que no se está estableciendo que la interconexión deba hacerse en corriente alterna o continua. Se trataría sólo de precisar que la propuesta que se haga al respecto habrá de considerar un sistema de interconexión que permita incorporar nuevos generadores y distribuir a localidades intermedias, lo que en sí no es objetable.


El señor Ministro de Energía planteó que si bien es un criterio que debe tenerse presente, en los análisis técnicos esta clase de consideraciones son seriamente estudiadas. No obstante, señaló, la aprensión del Ejecutivo consiste en que incorporar esta idea en la ley podría rigidizar el proceso de evaluación, por lo que se prefiere que estos asuntos sean materia de análisis técnicos que corresponde hacer en otras instancias administrativas.


El Honorable Senador señor Horvath reiteró que la idea es que en un análisis de políticas de Estado estas materias se tomen en consideración y se hagan las evaluaciones del caso incluyendo todos los factores, para que no queden al arbitrio de la autoridad de turno.

El señor Subsecretario de Energía sostuvo que, por defecto, siempre se analizan ambas posibilidades (corriente alterna, corriente continua) y también los beneficios respectivos. Lo anterior, en función de la estabilidad y los beneficios esperados para el país. El punto medular, añadió, radica en que dada la geografía del país y de lo extenso del sistema de transmisión es esencial la estabilidad.


El Honorable Senador señor Horvath adujo que no es neutro el que se prefiera uno u otro sistema: en un caso se consolidan los actuales actores (esto es, con corriente continua), en el otro se permite el ingreso de nuevos generadores (esto es, con corriente alterna). Lo dicho muestra que elegir entre estas opciones no es indiferente.


Finalmente, el Honorable Senador señor Prokurica estimó que esta indicación no era inconveniente, puesto que, tal como se explicó, se trata de una consideración y no de un requisito.

Sometida a votación esta indicación, se produjo un empate, al verificarse dos votos por su aprobación, de los Honorables Senadores señores Horvath y Prokurica, y dos votos por su rechazo, de los Honorables Senadores señores Frei y Orpis.


Repetida la votación, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento, la indicación fue rechazada con los votos negativos de los Honorables Senadores señores Frei, Orpis y Prokurica, y el voto a favor del Honorable Senador señor Horvath.

° ° °

Numeral 2.


Modifica el artículo 91.
Indicación N° 5B

De S.E. el Presidente de la República, propone incorporar una letra b), nueva, mediante la cual se intercala un inciso tercero en el artículo 91 que faculta al Ministerio de Energía para disponer que la Comisión incorpore la interconexión entre sistemas eléctricos, cuando ello sea necesario para el mejor funcionamiento del sistema eléctrico en su conjunto, conforme a los lineamientos establecidos por la política energética nacional. En este caso, la Comisión deberá contemplar las instalaciones correspondientes en el informe técnico a que se refiere el artículo, adjuntando la justificación técnico-económica de las obras propuestas.

Al igual que en el caso de la indicación N° 2B, esta indicación fue formulada en concordancia con el acuerdo unánime de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Orpis, Prokurica y Sabag, y de conformidad con lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 121 del Reglamento, en cuanto a permitir la búsqueda de una fórmula normativa que permitiera recoger las inquietudes planteadas por los señores Senadores.


- En ese entendido y sometida a votación, la indicación fue aprobada con enmiendas de técnica legislativa por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Orpis, Prokurica y Sabag.

Numeral 3.

Introduce enmiendas en el artículo 95.
Letra b)


Reemplaza, en el inciso segundo, la frase “líneas y subestaciones troncales nuevas” por “nuevas obras, tales como líneas, interconexiones entre sistemas eléctricos independientes y subestaciones”.
Indicaciones N°s. 6, 7 y 7.A

De la Honorable Senadora señora Allende; del Honorable Senador señor Gómez, y del Honorable Senador señor Horvath, respectivamente, para intercalar, a continuación de la palabra “independientes”, la frase “mayores a 200 megawatts de capacidad instalada”.

- Sometidas a votación, estas indicaciones fueron rechazadas por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Frei, Orpis y Prokurica, y el voto a favor del Honorable Senador señor Horvath.
Numeral 4.

Introduce enmiendas en el artículo 96.
Letra a)


Intercala, en el inciso primero, entre el término “respectivo” y la coma (,) que le sigue, la frase “o, tratándose de interconexión entre sistemas eléctricos independientes, a las correspondientes Direcciones de Peajes, en conjunto”.
Indicaciones N°s. 8 y 8.A

De la Honorable Senadora señora Allende y del Honorable Senador señor Horvath, respectivamente, para intercalar, a continuación de la palabra “independientes”, la frase “mayores a 200 megawatts de capacidad instalada”.

- Sometidas a votación, estas indicaciones fueron rechazadas por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Frei, Orpis y Prokurica, y el voto a favor del Honorable Senador señor Horvath.
Numeral 7.

Intercala, en el inciso cuarto del artículo 99, entre la primera y segunda de sus oraciones, la oración “En dicho plan, la Comisión podrá, adicionalmente, incorporar las obras de expansión que estime necesarias.”.
Indicaciones N°s. 9 y 10

De la Honorable Senadora señora Allende y del Honorable Senador señor Gómez, respectivamente, para intercalar, a continuación de la expresión “obras de expansión”, la frase “tales como líneas eléctricas, subestaciones o interconexiones”.

Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Allende sostuvo que la proposición busca hacer más explícito lo que se pretende, incluyendo dentro de la facultad del Ejecutivo las obras señaladas.

- Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Horvath, Orpis y Prokurica, entendiéndose subsumidas en la Indicación N° 12A.
Indicaciones N°s. 11 y 12

De la Honorable Senadora señora Allende y del Honorable Senador señor Gómez, para intercalar, a continuación de la locución “que estime necesarias”, la frase “y que se ajusten a una expansión eficiente del sistema”.

La Honorable Senadora señora Allende explicó que, al igual que en el caso de las indicaciones precedentes, se trata de hacer más explícito el requisito buscando una eficiencia técnica o económica.


El señor Ministro, por su parte, respaldó el texto de la indicación, en el entendido de que persigue velar porque las obras de infraestructura de estas características se hagan de manera cuidadosa y eficiente.

- Sometidas a votación, estas indicaciones fueron aprobadas con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Horvath, Orpis y Prokurica, entendiéndose subsumidas en la Indicación N° 12A.

Cabe consignar que el Ejecutivo se comprometió  con una redacción para este numeral que diera cuenta de las inquietudes de los Senadores, pero que asimismo cautelara que el sistema quede abierto para no restringir innecesariamente la facultad que se le viene confiriendo a la autoridad administrativa.

Indicación N° 12A

De S.E. el Presidente de la República, propone reemplazar el numeral 7 a fin de consignar en el inciso cuarto del artículo 99 que, en el plan de expansión, la Comisión podrá, adicionalmente, incorporar las obras de expansión que estime necesarias. Y cuando se trate de la incorporación de obras de interconexión, la Comisión deberá adjuntar un informe técnico con la justificación técnico-económica de las obras propuestas. La norma propuesta, además, permite al Ministerio de Energía ejercer la facultad que dispone el inciso tercero del artículo 91.


Tal como se señalara respecto de las indicaciones N°s. 2B y 5B, esta indicación fue planteada en concordancia con el acuerdo unánime de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Orpis, Prokurica y Sabag, y de conformidad con lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 121 del Reglamento, en cuanto a permitir la búsqueda de una fórmula normativa que recogiera las inquietudes planteadas por los señores Senadores.

- En ese entendido y sometida a votación, la indicación fue aprobada con enmiendas de técnica legislativa por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Orpis, Prokurica y Sabag.

- - -
MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos precedentemente consignados, la Comisión de Minería y Energía tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley acordado en general por el Honorable Senado, con las siguientes enmiendas:

ARTÍCULO ÚNICO.-
Numeral 1.
Letra a)

- Sustituirla, por la siguiente:


“a) Intercálase en la letra b) del inciso primero, entre el vocablo “troncal” y el punto y coma (;) que le sigue, la frase “tales como líneas, interconexiones de cualquier tecnología entre sistemas eléctricos independientes y subestaciones”, precedida de una coma (,).”.

(Artículo 121 del Reglamento. Indicación N° 2B,

aprobada por unanimidad 4x0)

° ° °


- Incorporar la siguiente letra c), nueva:

“c) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo:


“En caso que las nuevas obras de transmisión contemplen la interconexión de sistemas eléctricos independientes, se deberá realizar y adjuntar al estudio de transmisión troncal una evaluación que dé cuenta de los impactos económicos que tendría, para cada sistema eléctrico por separado, la ejecución y operación de dicha obra.”.”.

(Indicación N° 3A. Aprobada por unanimidad 4x0)
Numeral 2.

- Sustituirlo, por el siguiente:


“2. En el artículo 91:


a) Reemplázase, en el literal c) del inciso segundo, la frase “líneas y subestaciones” por el vocablo “obras”.


b) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo:


“El Ministerio de Energía podrá disponer que la Comisión incorpore la interconexión entre sistemas eléctricos, cuando ello sea necesario para el mejor funcionamiento del sistema eléctrico en su conjunto, conforme a los lineamientos establecidos por la política energética nacional. En este caso, la Comisión deberá contemplar las instalaciones correspondientes en el informe técnico a que se refiere el presente artículo, adjuntando la justificación técnico-económica de las obras propuestas.”.”.

(Artículo 121 del Reglamento. Indicación N° 3,

aprobada con enmiendas por unanimidad 4x0)

(Indicación N° 5B, aprobada con enmiendas por unanimidad 4x0)
Numeral 7.

- Sustituirlo, por el que sigue:


“7. Intercálanse, en el inciso cuarto del artículo 99°, a continuación del punto seguido (.) que antecede a la expresión “Los participantes”, las siguientes oraciones: “En dicho plan, la Comisión podrá, adicionalmente, incorporar las obras de expansión que estime necesarias. Tratándose de la incorporación de obras de interconexión, la Comisión deberá adjuntar un informe técnico con la justificación técnico-económica de las obras propuestas. Asimismo, el Ministerio de Energía podrá ejercer la facultad que dispone el inciso tercero del artículo 91°.”.”.

(Artículo 121 del Reglamento. Indicaciones N°s. 9, 10, 11 y 12, aprobadas con enmiendas por unanimidad 4x0)

(Indicación N° 12A. Aprobada con enmiendas por unanimidad 4x0)
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Modifíquese el Decreto con Fuerza de Ley N° 4, del año 2006, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley N° 1, del Ministerio de Minería, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos, en el siguiente sentido:


1. En el artículo 84:


a) Intercálase en la letra b) del inciso primero, entre el vocablo “troncal” y el punto y coma (;) que le sigue, la frase “tales como líneas, interconexiones de cualquier tecnología entre sistemas eléctricos independientes y subestaciones”, precedida de una coma (,).


b) Intercálase en el inciso segundo, entre los vocablos “eléctrico” y “en”, la frase “o de los respectivos sistemas eléctricos, según sea el caso”, seguida de una coma (,).


c) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo:


“En caso que las nuevas obras de transmisión contemplen la interconexión de sistemas eléctricos independientes, se deberá realizar y adjuntar al estudio de transmisión troncal una evaluación que dé cuenta de los impactos económicos que tendría, para cada sistema eléctrico por separado, la ejecución y operación de dicha obra.”.


2. En el artículo 91:


a) Reemplázase, en el literal c) del inciso segundo, la frase “líneas y subestaciones” por el vocablo “obras”.


b) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo:


“El Ministerio de Energía podrá disponer que la Comisión incorpore la interconexión entre sistemas eléctricos, cuando ello sea necesario para el mejor funcionamiento del sistema eléctrico en su conjunto, conforme a los lineamientos establecidos por la política energética nacional. En este caso, la Comisión deberá contemplar las instalaciones correspondientes en el informe técnico a que se refiere el presente artículo, adjuntando la justificación técnico-económica de las obras propuestas.”.


3. En el artículo 95:


a) En el inciso primero, reemplázase la frase “líneas y subestaciones” por el vocablo “obras” y elimínase la palabra “obras” que actualmente aparece en el texto. 


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “líneas y subestaciones troncales nuevas” por “nuevas obras, tales como líneas, interconexiones entre sistemas eléctricos independientes y subestaciones”.


c) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “líneas” por “obras”


4. En el artículo 96:


a) Intercálase, en el inciso primero, entre el  término “respectivo” y la coma (,) que le sigue, la frase “o, tratándose de interconexión entre sistemas eléctricos independientes, a las correspondientes Direcciones de Peajes, en conjunto”.


b) Elimínanse, en el inciso segundo, la frase “conforme al respectivo estudio de transmisión troncal” y la coma (,) que la antecede. 


5. En el artículo 97:


a) Intercálanse, entre el término “respectiva” y la coma (,) que le sigue, y entre la coma (,) que sigue a la palabra “Asimismo” y el vocablo “comunicará”, las expresiones “o, las Direcciones de Peajes, en conjunto, según sea el caso” y  “se”, respectivamente.


b) Reemplázanse los vocablos “deberá”, “adjudicará” y “e” por “deberán”, “adjudicarán” e “y se”, respectivamente.


c) Reemplázase, en la letra d), la frase “líneas o subestaciones” por el vocablo “obras”.


6. Intercálase, en el artículo 98, entre las expresiones “conforme a lo establecido en” y “el artículo 117”, la frase “los artículos anteriores o en”.


7. Intercálanse, en el inciso cuarto del artículo 99°, a continuación del punto seguido (.) que antecede a la expresión “Los participantes”, las siguientes oraciones: “En dicho plan, la Comisión podrá, adicionalmente, incorporar las obras de expansión que estime necesarias. Tratándose de la incorporación de obras de interconexión, la Comisión deberá adjuntar un informe técnico con la justificación técnico-económica de las obras propuestas. Asimismo, el Ministerio de Energía podrá ejercer la facultad que dispone el inciso tercero del artículo 91°.”.


8. Intercálase, en el inciso primero del artículo 116, entre las expresiones “nacional” y “se regirá”, la frase “cuyas instalaciones de transmisión no hubieren sido calificadas como troncales”, precedida y seguida de comas (,).”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 14 y 28 de agosto y 3 y 4 de septiembre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Baldo Prokurica Prokurica (Presidente), Eduardo Frei Ruiz-Tagle, José Antonio Gómez Urrutia, Antonio Horvath Kiss (Carlos Cantero Ojeda), Jaime Orpis Bouchon (Gonzalo Uriarte Herrera) y Hosain Sabag Castillo (Eduardo Frei Ruiz-Tagle).


Sala de la Comisión, a 4 de septiembre de 2013.

(Fdo.): Ignacio Vásquez Caces, Secretario de la Comisión.
� Sentencia pronunciada por el Tribunal Constitucional el 5 de abril de 1988, Rol N° 53.


� Considerando 22° de la sentencia pronunciada por el Tribunal Constitucional el 4 de octubre de 2007, Rol N° 807.


� Sentencia pronunciada por el Tribunal Constitucional de España, Rol N° 144 de 1988, Francisco Rubio Llorente et al, Derechos Fundamentales y Principios Constitucionales (Doctrina Jurisprudencial) (Barcelona, Ed. Ariel, 1995) p. 111.


� Norberto Bobbio: Igualdad y Libertad (Barcelona, Ed. Paidós, 1993) p. 62.


� Considerando 72° de la sentencia citada en supra nota 1.


� Fernando Rey Martínez: El Derecho Fundamental a no ser Discriminado por Razón de Sexo (Madrid, Ed. MacGraw-Hill, 1995) p. 85.


� Organización de Estados Americanos: Selección de Fallos Sobre Derecho Constitucional de la Corte Suprema de los Estados Unidos (Washington, Secretaría General, 1986), pp. 2.6, 27.


� Miguel Ángel Fernández González: “Constitucionalidad de las Acciones Positivas”, Gaceta Jurídica N° 201 (marzo 1997) pp. 9-20.





� Sobre el particular, Francisco Zúñiga Urbina: “Derechos Humanos e Igualdad: El Principio de Discriminación Compensatoria”, XXV Jornadas de Derecho Público (Valparafso, EDEVAL, 1994) pp. 165-195.


� Así ha ocurrido, por ejemplo, sin cuestionamiento de constitucionalidad alguno, con lo dispuesto en la Ley Nº 19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena; además de las leyes citadas en la moción que analizo.


� Angel Puyol González: “La Inestabilidad del Igualitarismo Político”, Manuel Reyes Mate (ed.): Pensar la Igualdad y la Diferencia (Madrid, Fundación Argentina, 1995) p. 48. 


� A partir de las conclusiones de Arturo Fontaine Talavera: "Punto de Partida y Punto de Llegada Dispar", Estudios Públicos citados en supra nota 25, pp. 221 y 236-238.


� Considerando 72º de la sentencia pronunciada por la Corte de Apelaciones de Santiago el 18 de julio de 1985, LXXXII Revista de Derecho y Jurisprudencia, 2 p., S. 5, p. 183. 


� Un ejemplo práctico, que permite visualizar cómo se despliega la igualdad de oportunidades en Chile, puede encontrarse en Ignacio Irarrázabal: "Habilitación. Pobreza y Política Social", Estudios Públicos Nº 59 (1995) pp. 99-165. en el cual se analizaron las percepciones, conductas y esfuerzos que hacen las familias pobres por surgir. 


� Norberto Bobbio: Derecha e Izquierda {Ma�drid, Ed. Taurus, 1995) p. 143.


� BVerfGE 3, 58 (158).





_1394022858

